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ADVERTENCIA Y AGRADECIMIENTOS 


Este libro recoge como artículos algunas de las ponencias presentadas en marzo 
de 2018, en el “Encuentro Iberoamericano: Prácticas y culturas políticas de las 
derechas, desde el final de la primera Guerra Mundial hasta la Gran Depresión”, 
auspiciado por la Cátedra México-España de El Colegio de México. En esa 
ocasión, cada ponencia tuvo un comentarista particular que planteó los términos 
del debate y dio sugerencias para revisar esos textos y convertirlos en los 
artículos que ahora presentamos. Para esta edición hemos sumado dos 
colaboraciones más. Por un lado, la conferencia de clausura que Sandra McGee 
Deutsch dictó en ese Encuentro. Por otro lado, el de Verónica Valdivia que 
analiza el caso chileno. Todos los artículos incluidos en este volumen fueron, 
además, sometidos a evaluación externa. 


Los coordinadores de dicho Encuentro y de esta publicación queremos agradecer 
el apoyo de otros colegas que, como comentaristas o evaluadores, participaron 
con nosotros en este proyecto: Eugenia Allier, Horacio Crespo, Aymer Granados, 
Marco Palacios, Manuelle Peloille, Sebastián Rivera Mir y Pablo Yankelevich. 
Estamos endeudados con la presidenta de El Colegio de México, Silvia Giorguli, 
por apoyar la publicación de este libro dentro de la Colección Ambas Orillas, así 
como con Gabriela Said, directora de Publicaciones de la institución, por su 
labor editorial. 


INTRODUCCIÓN 


I. PRESENTACIÓN Y JUSTIFICACIÓN 


Este libro rastrea las diversas maneras en las cuales grupos de derecha de la 
Península Ibérica y de varios países de América Latina procesaron los desafíos 
globales y nacionales vividos entre el final de la primera Guerra Mundial y la 
crisis económica de 1929-1930. El tema central es el análisis de las culturas 
políticas, las ideologías y las prácticas políticas de las derechas. Los artículos 
incluidos en esta compilación se centran en los casos de Argentina, Brasil, Chile, 
Colombia, España, México, Portugal y Uruguay, y prestan atención a cinco 
cuestiones centrales. 


1. En general, los textos analizan el vínculo entre el régimen político y los 
intereses dominantes. El análisis de los actores centrales —individuos o grupos 
— en los conflictos de la década de 1920, así como los intereses que representan 
permiten conocer mejor los enfrentamientos producidos por el aumento de la 
conflictividad sindical, la influencia de la Revolución rusa (y en ciertos casos, la 
mexicana), la creación de los partidos comunistas, la influencia del fascismo 
italiano y la reacción de los dueños del capital, de la Iglesia y de los poderes 
oligárquicos tradicionales. 


2. Respecto del papel de la Iglesia católica, varios de los autores han buscado 
mostrar cómo impactaron a esta institución, a sus organizaciones y seguidores el 
retroceso de la ideología liberal y evolucionista decimonónica y el afianzamiento 
de ideologías de derecha radical, así como los desafíos desde la izquierda. En 
estos textos se ha intentado examinar las formas de diálogo, competencias y 
tensiones entre la Iglesia y sus voceros dentro del arco más amplio de las 
derechas. 


3. En todos los estudios están presentes las preocupaciones políticas de los 
actores de derecha. Se trata de ilustrar los intereses centrados en la política 
formal, en la agitación social, en el impacto de la posguerra y de las crisis 


económicas. Esto se vincula con la necesidad de aclarar cómo los actores se 
definían, principalmente, por sus antagonistas (anticomunistas, antisindicalistas, 
antiliberales, antifeministas, etc.), por sus propuestas alternativas o por ambos. 


4. El estudio de las ideologías y sus prácticas políticas (formales o no, 
clandestinas o públicas) es central a muchos de los artículos. Varios de los 
autores se han preocupado por caracterizar las formas institucionales que 
desarrollaron las derechas para organizar y defender sus intereses (partidos, 
ligas, asociaciones empresariales, guardias blancas, etcétera). 


5. La violencia política no podría faltar en el estudio de esta época. Los artículos 
incluidos en esta compilación identifican la intensidad y frecuencia de las 
prácticas violentas de agentes estatales, paraestatales y particulares. Interesa, 
además, percibir las tensiones que se desarrollaron entre las fuerzas armadas y 
quienes ejercían violencia de clase, como las guardias blancas o las milicias de 
partido. También hay preocupación por rastrear los esfuerzos realizados para 
teorizar y debatir sobre el uso de la violencia como una herramienta política 
legítima. 


El recorte temporal aquí adoptado inicia tras la Gran Guerra, que trajo consigo 
los remolinos económicos posbélicos, pero que también alentó las réplicas del 
comunismo fuera de Rusia y el impacto del fascismo más allá de Italia. El otro 
límite cronológico con que cierran estos estudios es la profunda crisis financiera 
y económica de 1929, cuyos efectos en algunos países durarían hasta la segunda 
Guerra Mundial. Algunos países como Argentina, Brasil, Uruguay —y hasta 
cierto punto, México—, dieron un giro hacia el proteccionismo y la intervención 
del Estado, dando inicio a un crecimiento “hacia adentro”. La crisis económica 
debilitó las democracias liberales en Europa y en América Latina y estimuló el 
auge de modelos políticos alternativos, como el comunismo y el nazi-fascismo 
en la década de 1930. 


II. OCCIDENTE: DE LA BELLE ÉPOQUE IMPERIALISTA AL 
DESENLACE DE LA GRAN GUERRA 


Cuando comenzamos a pensar en este proyecto colectivo coincidimos en que las 
derechas en el mundo ibérico en los lustros posteriores a la Gran Guerra estaban 
poco estudiadas y que valdría la pena explorarlas más. Eramos conscientes de 


que, en general, la atención de los historiadores se había centrado en la 
sobresaltada década de 1930, sin duda para explicar el auge de ideologías 
extremas y la imposición por las armas de dictaduras que contaron con el 
beneplácito de las élites económicas y amplios sectores de las clases medias. El 
que la década culminara en una segunda Guerra Mundial, apenas un cuarto de 
siglo después de iniciada la primera, ha dado al estudio de los años treinta una 
preeminencia más que válida. Pero ello ha llevado a opacar el estudio de los 
años anteriores, que nos interesaba rescatar en su dimensión iberoamericana, 
según se desarrolla en las páginas siguientes. 


Las dos décadas previas a la primera Guerra Mundial fueron para la Europa más 
desarrollada, Estados Unidos y algunos pocos países en las periferias, una 
verdadera belle époque. El desarrollo y bienestar marcaron a las clases sociales 
más acomodadas, pero no solo a ellas. El acceso de las pequeñas burguesías a 
nuevos espacios laborales, hoy llamados de “cuello blanco”, a emprendimientos 
económicos estables, a la educación y al consumo antes reservados a los sectores 
más pudientes, les dio una inédita seguridad y holgura materiales. Por su parte, 
las clases trabajadoras accedieron paulatinamente a mejores salarios y 
condiciones de trabajo, y a una indudable significación política por su militancia 
en vigorosas organizaciones partidarias y sindicales. 


Esos años también marcaron el surgimiento de nuevas ideologías contrarias al 
liberalismo y al parlamentarismo. Un caso de especial trascendencia fue el 
ejemplificado por Charles Maurras y su Action francaise. Con su crítica al 
capitalismo, a la democracia y al Estado liberal, el integrismo maurrasiano tuvo 
una enorme influencia entre las derechas europeas y su influencia cruzó el 
Atlántico y permeó en diversos movimientos católicos en Iberoamérica, como se 
verá en varios de los artículos que se incluyen en esta compilación. Por otra 
parte, la acción de grupos paramilitares, guardias privadas y asociaciones de 
civiles armados en países como España (Somatén catalán), Gran Bretaña 
(Voluntarios del Ulster), Francia (Camelots du Roi), Alemania, Austria-Hungría, 
Italia, etc., por sólo mencionar algunos, permite entender que en la Europa de la 
belle époque se expandieron las organizaciones violentas que sumaban miles de 
hombres, mayoritariamente jóvenes, muchas veces al servicio de intereses 
políticos y económicos particulares, a menudo —pero no siempre— al margen 
del Estado. 


Tampoco faltaron las tensiones políticas ni la violencia armada en y entre 
naciones. Durante esos años la competencia por mercados y territorios coloniales 


creó serios conflictos entre viejas y nuevas potencias imperialistas, incluso 
externas a Europa, como Estados Unidos contra España o Japón contra Rusia, así 
como la guerra de los Boers contra Gran Bretaña, en el sur de África; la de los 
Boxers en China, contra la penetración europea, la lucha del Imperio otomano en 
Asia menor, contra Italia, y otros. Sin embargo, mientras en la propia Europa no 
hubiera enfrentamientos bélicos entre las grandes potencias y en tanto el auge de 
los nacionalismos, como en los Balcanes en 1912 y 1913, no significara un 
fuerte reto a la integridad territorial de las mismas, los indicios de malestar no 
siempre fueron adecuadamente entendidos. Por ello, en julio y comienzos de 
agosto de 1914 muchos pudieron pensar que los sucesos que se desarrollaban en 
el centro y este de Europa eran apenas escaramuzas locales y no el comienzo de 
una Gran Guerra que se prolongaría durante cuatro años, extendiéndose por otros 
continentes y cambiando radicalmente el panorama mundial. 


Ya durante la guerra, la urgencia por alimentar a las poblaciones y proveer a la 
industria bélica con materias primas llevó a los gobiernos de los países 
beligerantes a abandonar el liberalismo económico y a intervenir directamente, 
planeando y dirigiendo la producción de guerra, racionalizando los recursos, 
priorizando las importaciones de insumos imprescindibles, etcétera. Ello llevó a 
carestías, inflación y endeudamiento, a la vez que para los países neutrales, 
como España, México y la mayoría de los países sudamericanos, así como para 
Estados Unidos y Brasil antes de entrar como beligerantes en abril de 1917, 
abrió oportunidades materiales inéditas al convertirse en acreedores y en 
exportadores netos de materias primas y elaboradas. La sustitución de 
importaciones también tuvo un marcado efecto en procesos de industrialización 
en algunos países de América Latina y Asia, como en Argentina o Japón. 


La contienda, además, dio lugar a la injerencia oficial para dictar controles y 
censura sobre la información impresa y desarrollar una industria de propaganda 
del Estado que instara al compromiso patriótico. Durante esos cuatro años, los 
imaginarios se nutrieron de continuos llamados al nacionalismo por los Estados 
en pugna y de una indudable exacerbación de la xenofobia. La guerra también 
resquebrajó ciertas barreras de clase al llamar a filas a pobres y clases medias, a 
ricos y trabajadores. Pero el conflicto y la consiguiente debacle demográfica 
también derribaron barreras de género al reclutar masivamente por vez primera 
en la fuerza de trabajo a las mujeres, mientras los hombres iban a la guerra. 
Muchas también participaron en el frente de batalla como enfermeras y 
telegrafistas y en otras labores en las retaguardias. Aunque lentamente, en 
diversos países se fue reconociendo el derecho al voto femenino y a la 


ciudadanía plena. Estaba claro que la guerra trajo cambios profundos que habían 
llegado para quedarse. 


Los costos de esa Gran Guerra se pueden medir de varias maneras, pero tal vez 
la más escalofriante fue la pérdida de vidas humanas, especialmente de hombres 
jóvenes: entre ocho y diez millones de combatientes murieron, más de veinte 
millones fueron heridos o discapacitados y más de siete millones de víctimas 
civiles constituyeron el saldo brutal de aquella contienda. Esto sin mencionar la 
limpieza étnica practicada por el Imperio otomano, responsable del genocidio 
armenio, que entre muertos y deportaciones forzosas, ascendió a más de un 
millón de víctimas. Catastrófica fue también la destrucción material en las zonas 
de guerra, como en la frontera belga-franco-alemana y los Balcanes, 
especialmente en Serbia. Y ni qué decir de los costos económicos de la 
conflagración. El mundo que surgió en 1918 estaba en las antípodas del 
optimismo de los lustros anteriores: de la belle époque ya no quedaba más que el 
recuerdo. Lo que se abría era una enorme incógnita para la que las cansadas 
fuerzas del liberalismo decimonónico parecían estar poco y mal preparadas. 


II. BANDERA ROJA Y CAMISAS NEGRAS 


Rusia, donde la guerra trajo consecuencias radicales, ya había sentido en 1905 el 
hondo malestar de la población contra el zarismo, tras la derrota sufrida ante 
Japón. Si en la década siguiente el Imperio ruso se había repuesto de la crisis y 
contaba con la tasa de crecimiento económico más alta de Europa, durante la 
Gran Guerra, la escasez, la carestía y el hambre generalizados mostraron que la 
economía estaba prácticamente destruida. Por ello, no fue sorpresa que en 
febrero de 1917 las huelgas y las protestas en la capital —rebautizada Petrogrado 
al comienzo de la guerra—, se generalizaran y se produjera una revolución que 
al mes siguiente llevaría a la abdicación del zar Nicolás II. A partir de entonces, 
la revolución se fue extendiendo por el país, abarcando a trabajadores, 
campesinos y sectores de las clases medias; en octubre, los bolcheviques, con 
Vladimir Lenin a la cabeza, no vacilaron en hacerse del poder. Si bien esto 
condujo a una guerra civil y a la intervención armada de varios países —que en 
ciertos lugares se prolongó hasta 1925—, la Revolución rusa logró consolidarse 
y pervivir más allá de la muerte de Lenin, en 1924. 


La firma del armisticio con las potencias centrales en diciembre de 1917 y del 


Tratado de Brest-Litovsk, en marzo de 1918, le dieron un respiro a la nueva 
República Socialista Federativa Soviética de Rusia —definida como una 
república de obreros, soldados y campesinos— encabezada por Lenin. Esta 
fórmula federal se aplicó también en Ucrania y Bielorrusia, que en 1922 se 
fusionaron en la nueva Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS). Las 
transformaciones promulgadas resultaron en un viraje radical de la política 
económica al decretarse la nacionalización de la banca y la industria, el control 
obrero de las empresas, la abolición de la gran propiedad, incluyendo las tierras 
y los bienes de los grandes terratenientes, la Iglesia y la Corona, así como la 
anulación de la deuda interna y externa del Estado. En materia social, las 
reformas bolcheviques tuvieron también un amplio impacto. Entre éstas cabe 
mencionar la jornada de ocho horas, la protección del trabajo, la promulgación 
del divorcio, la igualdad legal, laboral, salarial y social de las mujeres y de los 
diversos grupos étnicos. La educación universal y laica y una intensa campaña 
de alfabetización produjeron, además, una profunda transformación cultural a la 
sombra de la bandera roja con la hoz y el martillo. Éstas y muchas otras reformas 
se consolidaron a partir de la primera década de la Revolución. 


Ya en marzo de 1918 se había formado el Partido Comunista de Rusia, que en 
1922, con la creación de la URSS, pasaría a llamarse Partido Comunista de la 
Unión Soviética (bolchevique), conocido como PCUS. A partir de 1919, por 
iniciativa de Lenin y el PC ruso, se fundó la Tercera Internacional, Internacional 
Comunista o Comintern (1919-1943), para alentar la creación y organización de 
partidos comunistas en el resto del mundo. En muy pocos años, el éxito de esta 
propuesta se pudo medir por la rápida formación de partidos comunistas en los 
cinco continentes. 


El desenlace de la Gran Guerra y de la Revolución bolchevique tuvieron 
impactos indudables y profundos en otros países. La derrota de los grandes 
imperios centroeuropeos y su consiguiente desaparición influyó en la creación de 
la República alemana, tras su proclamación en Weimar, en noviembre de 1918, y 
la casi simultánea disolución del Imperio austrohúngaro. Lo contrastante e 
inesperado fue el profundo impacto en países como Italia, que en 1915 había 
entrado en la Gran Guerra del lado de los futuros vencedores, a la espera de 
obtener ventajas territoriales en Europa y en el norte de África en consonancia 
con el irredentismo histórico. Aunque Italia consiguió la mayoría de los 
territorios anhelados, muchos nacionalistas manifestaron su frustración al no 
poder anexarlos todos. A ello se sumó la alta tasa de soldados y civiles muertos 
(más de 600 000) y la grave crisis económica posbélica que condujo a 


explosiones sociales y protestas obreras que, para los liberales y conservadores, 
evocaban ecos de la Revolución bolchevique. Ante el miedo, muchos de ellos 
apoyaron al ultraderechista Partido Fascista, encabezado por Benito Mussolini, 
quien tras la Marcha sobre Roma en 1922 se hizo del poder político 
prácticamente hasta su muerte, en abril de 1945. 


El fascismo planteaba transformaciones económicas dentro de un sistema 
corporativo impulsado por el Estado para regular las relaciones entre el capital y 
el trabajo y eliminar así la lucha de clases. Se trataba de una “tercera vía”, de una 
política económica dirigista en la producción y asignación de recursos, que 
respetaba la propiedad y la iniciativa privadas, pero que las supeditaba al control 
estatal. La modernización económica del fascismo estaba igualmente alejada del 
comunismo y del laissez-faire liberal. Finalmente, el nuevo régimen propuso un 
ambicioso programa de obras públicas, comunicaciones, transportes, creación de 
una industria bélica, etc., para convertir a Italia en un país desarrollado y fuerte. 
En su dimensión social, también planteaba mejoras en la educación y la salud, la 
jornada de ocho horas, la seguridad social y laboral (enfermedad, invalidez, 
jubilación), entre otras medidas. 


Desde el punto de vista político, los principios propuestos incluían el rechazo 
tanto del liberalismo y de la democracia como del marxismo. Asimismo se 
prohibieron las organizaciones obreras independientes, sus reivindicaciones 
laborales y sociales y el “pacifismo antipatriótico” del que habían hecho gala en 
1914, oponiéndose al ingreso de Italia en la guerra. La defensa de la violencia 
desde el Partido y el Estado y la creación de grupos de choque armados de 
“Camisas negras”, squadristi, contribuyeron a imponer el control sobre 
organizaciones obreras y políticas disidentes. Aunque el fascismo fue 
inicialmente secularista y anticlerical, a medida que avanzaron los años, se 
produjo un acercamiento con la Iglesia y en 1929 reconoció al Vaticano como 
Estado independiente. La mezcla de valores seculares con otros tradicionales, 
como la reducción de la presencia pública y laboral de las mujeres, su papel 
como madres, la exaltación de la virilidad, etc., caracterizaron al fascismo a lo 
largo de esas décadas. 


IV. ESPAÑA Y PORTUGAL: ENTRE DICTADURAS Y 
REPÚBLICAS 


Con el surgimiento en Europa de regímenes autoritarios apoyados en novedosas 
movilizaciones de masas, otros países que habían permanecido al margen del 
conflicto bélico también sintieron los sacudimientos de la época. En el caso de 
España, durante los años comprendidos entre la huelga general de Barcelona en 
1917 y la proclamación de la Segunda República, en 1931, se pueden apreciar 
claros ecos de los acontecimientos del resto de Europa. Ya en 1917, las Juntas de 
Defensa militares, que agrupaban a jefes y oficiales descontentos con sus 
salarios y sistema de promoción, se habían convertido en grupos de presión 
corporativa ante el gobierno. Por otra parte, las Juntas devinieron grupos de 
choque para controlar las huelgas de los obreros catalanes, percibidas como 
amenaza al orden social. 


En 1921, con la derrota colonial en Annual (Marruecos), España sufrió un severo 
golpe a sus ambiciones expansionistas en África. Esto allanó el terreno para que 
dos años después, el general Miguel Primo de Rivera, quien con un discurso 
antiliberal y antiparlamentario apelaba al patriotismo y, al igual que Mussolini en 
Italia, exaltaba la virilidad en la política, diera un golpe de Estado. La dictadura 
de Primo (1923-1930) fue un régimen autoritario apoyado por una monarquía 
desprestigiada tras el desastre marroquí. Como en la Italia fascista, Primo 
instrumentó prácticas corporativas para regular las relaciones entre el capital y el 
trabajo y eliminar la lucha de clases. Su éxito fue lograr la colaboración del 
Partido Socialista Obrero español (PSOE) y su Unión General de Trabajadores 
(UGT). Esto desbrozaba el camino para perseguir a organizaciones radicales, 
como las anarquistas y comunistas, apoyándose también en formaciones armadas 
como las Uniones Cívicas y los somatenes, según muestra el estudio de E. 
González Calleja en esta compilación. 


Gracias al superávit comercial obtenido por las exportaciones durante la Gran 
Guerra, España logró que los “felices años veinte” tempranos se tradujeran en 
una auténtica prosperidad económica. Aunque ello permitió a la dictadura poner 
en práctica un ambicioso plan de obras públicas, su enorme costo mermó 
drásticamente la Hacienda Pública. Esta situación se arrastró más allá de la 
dictadura y condicionó la política económica de años posteriores. A la crítica 
situación de la Hacienda contribuyó también la decisión de Primo de reanudar la 
guerra en Marruecos, esta vez con el apoyo de Francia. Pese a los costos 
materiales de la aventura africana, el régimen supo capitalizar este éxito colonial 
y diseñar una política más civilista. Ya desde abril de 1924 había creado un 
partido personalista, la Unión Patriótica, y al año siguiente formado un 
Directorio Civil, para luego convocar una Asamblea Nacional Consultiva, 


encargada de elaborar un proyecto de Constitución. Sin embargo, el fracaso de la 
dictadura para forjar un régimen nuevo, la creciente oposición de antiguos 
aliados, como el PSOE, el malestar empresarial ante el aumento de intervención 
sindical por parte de la UGT, la oposición de intelectuales y universitarios 
liberales, que veían a Primo perpetuarse en el poder, paulatinamente minaron la 
capacidad de control del régimen. Si a esto sumamos el deterioro económico, 
acentuado aún más con la Gran Depresión, entenderemos por qué en 1930, ante 
el descontento cada vez más extendido, Primo de Rivera se viera obligado a 
dimitir. En su lugar, Alfonso XIII nombró al general Dámaso Berenguer a la 
cabeza del gobierno (tildado irónicamente como “dictablanda”), pensando así 
retornar a la normalidad constitucional. Pero el aval que Alfonso XIII le había 
dado a un gobierno contrario a la Constitución acabó por hundirlo en el 
descrédito que lo llevaría al exilio y a la proclamación de la Segunda República 
en 1931. 


La especificidad de Portugal dentro del marco europeo resulta notoria y se 
explica por variables históricas, socioeconómicas y culturales propias, pero 
también por la configuración de su política exterior. La experiencia colonial 
lusitana fue determinante en la constitución de la identidad nacional; además, la 
ausencia de reivindicaciones territoriales, de problemas fronterizos o de minorías 
nacionales, así como la estrecha relación tradicional con el Reino Unido, 
desempeñaron también un papel esencial en la defensa de los intereses 
nacionales. La vinculación con y la influencia de Inglaterra influyeron también 
en la orientación política de ciertas élites, lo cual permitiría explicar la atenuada 
influencia de modelos de derecha radical tras la Gran Guerra y la excepcional y 
muy temprana experiencia democrática y parlamentaria que se dio con la 
proclamación de la República en 1910. 


Sin embargo, la transición de la monarquía a la república no fue fácil y, como 
bien lo explica António Costa Pinto en su artículo, en las postrimerías de la 
Guerra dio lugar a sucesivas escisiones dentro del republicanismo, a una 
oposición monárquica (con reiteradas e infructuosas intentonas restauradoras) y 
a sucesivos levantamientos militares de corte conservador, aunque no 
explícitamente monárquico. Todo ello supuso una crisis de legitimidad de la 
República, acusada de haber enviado a la guerra a soldados sin una preparación 
bélica adecuada. La tensión militar motivó levantamientos en los cuarteles y 
descontento popular por la participación en la contienda y los costos humanos, 
económicos y sociales. Entre 1915 y 1919, dicho malestar dio paso a un difícil 
paréntesis de regímenes militares dentro de un marco republicano. En Portugal 


se conjugaron así dos elementos clave de la crisis de entreguerras: la activa 
participación de los militares en la vida pública del país, a menudo aliados a 
políticos de derechas, y las propuestas populares reivindicando cambios sociales, 
ya fuese por cauces reformistas o revolucionarios. 


La cuestión religiosa constituyó también otro elemento polarizador, con especial 
participación del Partido del Centro Católico, que aglutinaba a los disconformes 
con el anticlericalismo republicano como António de Oliveira Salazar. Pero en lo 
que a la radicalización de las derechas políticas se refiere, el principal 
protagonismo recayó en el llamado Integralismo lusitano. Se trató de un 
tradicionalismo integrista surgido en las aulas universitarias de Coimbra, que 
combinaba el catolicismo, monarquismo y dos elementos innovadores para las 
derechas: sindicalismo y municipalismo. En su estudio, A. Costa Pinto señala la 
influencia de la Action francaise y el maurrasismo en dicho movimiento, con su 
inclinación al “corporativismo integral” y a la atracción de unas masas ya 
insertas en la vida política. El integrismo portugués tuvo una importancia 
notable, no solo por sí mismo, sino por moldear las derechas monárquicas 
portuguesas después de la Guerra. 


Al igual que en no pocos otros casos de la época, las milicias, las organizaciones 
paramilitares y la violencia desempeñarían un papel destacado. Lo propio hizo el 
nacionalsindicalismo, que también preparó el terreno para la posterior dictadura 
salazarista. El paulatino ascenso de Salazar tras ser ministro de Finanzas de la 
Ditadura Militar de 1926 y de un régimen clerical-autoritario llamado Ditadura 
Nacional en 1928, le permitió imponer un riguroso control de las cuentas 
públicas y obtener un inédito superávit en 1929. Ello sirvió para que las 
posiciones más radicales de la derecha portuguesa lo colocaran a la cabeza del 
país, con la creación del Estado Novo, en 1933. En síntesis, en los años veinte, lo 
que determinó la particularidad portuguesa fue la suma de los elementos que 
conformaron las nuevas derechas: el autoritarismo castrense, el integrismo 
católico, el corporativismo sindical y la tradicional alianza con Gran Bretaña. 


V. LOS AÑOS VEINTE LATINOAMERICANOS 


Gran parte de los cambios derivados de la primera Guerra Mundial y del triunfo 
de la Revolución bolchevique también influyeron en el desarrollo de América 
Latina. Tras el final de la contienda, la caída de la demanda europea de bienes 


primarios (agropecuarios y minerales) condujo a sucesivas crisis en las áreas 
exportadoras de América Latina. El aminoramiento de la actividad industrial 
europea, la reducción de los contingentes bélicos y el auge paulatino de la 
ganadería y de las áreas sembradas en la posguerra incidieron para que América 
Latina exportara menos. Si bien algunos de los valores del comercio 
internacional mostraron recuperación hacia mediados de la década de 1920, 
nunca se regresó al nivel de intercambio comercial multilateral de los lustros 
previos a la guerra. A partir de la década de 1920 el comercio se fue haciendo 
bilateral o triangular por el creciente peso que las inversiones estadounidenses 
comenzaron a tener en actividades como el cobre, el petróleo, las bananas y los 
bancos. Sin embargo, los sacudimientos de la economía latinoamericana en la 
primera posguerra fueron menores que los vividos después, con la Gran 
Depresión de 1929. 


Las consecuencias económicas de la posguerra se asociaron a la intensificación 
del miedo a la influencia de la Revolución rusa. La renovación de la 
conflictividad sindical, impulsada por los cambios en Rusia, incentivó la 
adopción de posturas más belicosas o abiertamente antidemocráticas de las 
clases dominantes o sus representantes políticos. En esta compilación ese 
proceso en Argentina es retratado por Norberto Ferreras, y en Colombia por 
Ricardo Arias. Ello se conjugó con la intensificación de los reclamos de los 
estudiantes universitarios por la Reforma universitaria iniciada en la muy 
tradicional Universidad de Córdoba (Argentina) en 1918, cuyos ecos llegaron 
pronto a países como Chile, Perú, México y Cuba. El “miedo rojo” de las 
derechas contribuyó a dar cuerpo a la idea de que la movilización de los 
estudiantes era la antesala de la instalación de soviets en el continente. 


Una particularidad significativa de esos años fue el impacto en América Latina 
de la Revolución mexicana, iniciada en 1910 (véase el texto de R. Pérez 
Montfort). Parece haber un tono definitivamente latinoamericanista en las 
lecturas políticas surgidas a partir del desarrollo y las sacudidas de la revolución. 
El levantamiento de Francisco I. Madero contra la dictadura de Porfirio Díaz, al 
que siguieron las sucesivas y complejas movilizaciones de las diversas “familias 
revolucionarias” y de las fuerzas contrarrevolucionarias, tuvieron fuerte 
repercusión en el imaginario de las clases políticas del continente. Algunos 
dirigentes mostraron indudable entusiasmo ante el potencial político del 
campesinado e, incluso, ante la radicalidad de ciertos planteamientos, 
incorporados en la Constitución mexicana de 1917. Pero también es cierto que 
en el continente, una porción no menor de líderes políticos percibieron la 


Revolución como una amenaza de lo que podría pasar si no se introducían 
reformas políticas y sociales, como lo muestran M. Broquetas en su artículo 
sobre el Uruguay y E. Bohoslavsky en el referido a Argentina. En otros casos, el 
espectro de la revolución sirvió para tomar conciencia de la necesidad de 
desactivar conflictos entre las élites y unificarlas para evitar el posible triunfo de 
un desafío desde abajo. 


Otro aspecto que vale la pena reseñar es el agotamiento político de muchos de 
los regímenes oligárquicos, sometidos a diversos desafíos y exigencias de 
democratización. El cansancio ante los modos fraudulentos, excluyentes y 
violentos de conducir las prácticas electorales y la estrechez de los espacios 
políticos controlados por las élites locales y nacionales condujo en varios países 
a Cuestionamientos electorales encabezados a menudo por las nuevas clases 
medias urbanas. El caso de Chile, analizado por V. Valdivia, y el de Brasil, bajo 
la lupa de J.F. Bertonha, dan cuenta de los desafíos a los regímenes oligárquicos, 
tanto desde la izquierda como desde la derecha radical. Los reclamos de 
democratización, en los que las mujeres comenzaron a hacer su aparición pública 
en el ámbito hispanoamericano, como lo demuestra S. McGee Deutsch, deben 
ser entendidos, además, como exigencias de mayor inclusión simbólica e 
identitaria. 


En conclusión, en este libro hemos querido mostrar cómo después de la Gran 
Guerra, la Península Ibérica y Latinoamérica fueron escenarios en los cuales los 
modelos excluyentes de nación fueron confrontados por una lucha encarnizada y 
a menudo frustrada en su afán de reemplazarlos por procesos democráticos 
incluyentes. En España y Portugal se desarrollaron las crisis de las respectivas 
monarquías, pero también las de las repúblicas que las sustituyeron en una 
confrontación pendular entre proyectos autoritarios y progresistas. En diversas 
latitudes de América Latina, desde la década de 1910 en adelante, los escenarios 
fueron las naciones que desde México, al norte, hasta la Argentina y Chile, al 
sur, vieron surgir nuevos actores sociales y políticos dispuestos a disputar el 
poder a los tradicionales regímenes oligárquicos. Todos estos fueron procesos 
lentos, contradictorios y a menudo inconclusos, que durante la década de 1920 
señalaron una ruta que en muchos lugares todavía se sigue construyendo. 


Pero no cabe duda de que la experiencia de la década de 1920 marcó en la 
Europa ibérica el surgimiento de nuevas culturas políticas y construcciones de 
derecha e izquierda de las cuales se desprendieron retos y confrontaciones 
inéditas que continuaron, incluso, después de la segunda Guerra, durante la 


llamada Guerra Fría. Asimismo, a partir de la Revolución mexicana se produjo 
en Iberoamérica una recuperación simbólica de la nación por medio de la 
incorporación del pasado precolombino a la historia nacional. En otras palabras, 
de manera paulatina se fue forjando una inclusión imaginaria de los pueblos 
originarios por medio de la reivindicación del indigenismo, del mestizaje y de la 
herencia africana, así como de los sujetos de origen rural, serrano y andino. Pero 
la idealización y recuperación de las poblaciones nativas fueron —y siguen 
siendo— parte de una época marcada por realidades políticas, culturales y 
simbólicas que revelan sociedades fracturadas y todavía excluyentes en términos 
materiales, sociales, de género, étnicos y regionales. 


ERNESTO BOHOSLAVSKY 
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La “oleada revolucionaria” europea iniciada en 1917 produjo un fenómeno 
político, social y cultural hasta ahora poco estudiado: las uniones cívicas, una 
novedosa iniciativa antirrevolucionaria de movilización callejera de los sectores 
conservadores frente a la creciente incapacidad del Estado liberal para garantizar 
el orden público. El movimiento “cívico” tuvo alcance continental e intentó 
coordinar sus actuaciones y objetivos mediante la convocatoria de conferencias 
internacionales y la creación de una entidad supranacional de apoyo e 
información: la Entente Internationale contre la Ile Internationale.! 


En España la ofensiva “cívica” se sustentó en la creación de diversas 
organizaciones de autodefensa, como el Somatén de Barcelona, la Unión 
Ciudadana madrileña y otros grupos armados que proliferaron en los núcleos 
urbanos y zonas rurales de todo el país durante este conflictivo periodo. 
Experimentos locales que, tras diversas tentativas de fusión en una única 
entidad, desembocaron durante la dictadura de Miguel Primo de Rivera en la 
constitución del Somatén Nacional como gran reserva armada —y también 
política— del régimen. La progresiva institucionalización y militarización del 
Somatén Nacional vinculó su suerte a la que habría de correr la dictadura. El 
desmoronamiento de ésta llevó a su momentánea desaparición. Con diverso 
sesgo político, el somatén reapareció en Cataluña durante la República y en toda 
España en los primeros años del franquismo. 


Los rasgos definitorios de las uniones cívicas (populismo interclasista, 
ultranacionalismo, antiliberalismo) fueron reformulados por la derecha radical 
en los años veinte, y representan un antecedente válido de la movilización de los 
grupos fascistas y fascistizados en diverso grado. Las uniones cívicas fueron, por 
tanto, el necesario eslabón contrarrevolucionario entre la pasividad en la acción 


defensiva de los sectores sociales conservadores y la permanente agitación 
pública de los fascismos. 


MOVILIZACIÓN CIUDADANA Y CONTRARREVOLUCIÓN 


Las secuelas revolucionarias de la primera Guerra Mundial fueron una llamada 
de atención para las clases conservadoras de todo el continente, que, ante la 
creciente incapacidad del Estado liberal para garantizar el orden público, se 
movilizaron con la excusa del cumplimiento de indeclinables deberes de 
ciudadanía. El fantasma del bolchevismo trató de ser conjurado mediante la 
implicación en las luchas callejeras de las organizaciones sociales y económicas 
más interesadas en mantener el statu quo. Así nacieron en Europa y en América 
las “uniones cívicas”, organizaciones de voluntarios que asumieron el 
mantenimiento del orden y de los servicios públicos esenciales.? En paralelo, y a 
veces en íntimo contacto con las frecuentes movilizaciones paramilitares de 
corte nacionalista que se dieron en naciones como Alemania, Finlandia, Austria, 
Hungría, Yugoslavia, Polonia, Checoslovaquia, Italia o los países bálticos para la 
defensa o la reivindicación de los territorios conquistados, perdidos o irredentos 
tras la Gran Guerra, en el fenómeno de las “uniones cívicas” subyacía una 
actitud defensiva interior de ciertos sectores sociales y de ciertas fuerzas 
económicas y patronales. Éstos consideraban que los recursos coercitivos o 
reformistas del tradicional sistema liberal parlamentario no los protegían de 
forma satisfactoria frente a una oleada subversiva “comunista” que atacaba las 
mismas bases de su poder. Como creación más o menos espontánea de los 
grupos sociales amenazados por la crisis revolucionaria de posguerra, la “unión 
cívica” se diferenciaba de las emergentes milicias de partido en su independencia 
de una opción político-ideológica que aspirase a la conquista o el control del 
Estado, y por su inferior nivel de teorización y de planteamientos organizativos y 
estratégicos respecto a la administración de la violencia política. Las “uniones 
cívicas” se centraron en la protección de los recursos productivos y la 
continuidad de las relaciones de producción preexistentes, aunque algunos de sus 
postulados antirrevolucionarios serían llevados hasta las últimas consecuencias 
políticas por cierta derecha radical en los años siguientes. Incluso la heterogénea 
composición social de estas “guardias cívicas” y algunos de sus vagos principios 
ideológicos pueden prefigurar ciertos rasgos del fascismo. Aunque eran 
denunciados por sus enemigos como defensores a ultranza del laissez faire 
socioeconómico y del conservadurismo político más retrógrado, los grupos 


“cívicos” nunca cuestionaron la esencia del sistema parlamentario, aunque se 
mostraron dispuestos a impedir una excesiva e incontrolable democratización del 
mismo, incluso mediante el apoyo coyuntural a una salida autoritaria. En ello 
discreparon de los movimientos fascistas y de derecha radical, empeñados en el 
establecimiento de una dictadura estable y “moderna” que impulsara la 
nacionalización de las masas y patrocinara incluso la transformación de ciertas 
estructuras sociales y económicas en sentido corporativo. Tampoco se adaptan 
con comodidad a un concepto más reciente como el de “vigilantismo”, que 
despliegan ciertos grupos de conflicto cuando ejecutan “actos de amenaza o de 
coerción que violan los límites formales de un orden sociopolítico estabilizado, 
actos que, sin embargo, los violadores consideran en defensa de este orden 
contra otras formas de subversión”.* En realidad, las “uniones cívicas” siempre 
actuaron como leales colaboradoras del orden establecido y seguían las pautas de 
comportamiento del tradicional moderantismo burgués: la defensa del “orden 
social” y de sus valores tradicionales (religión, patria, propiedad, armonía 
social...) por medio de una entidad auxiliar que apuntalaba, pero no sustituía, los 
recursos coercitivos o reformistas del Estado liberal. 


Su ideario, escasamente desarrollado, se centró en justificar sus acciones 
mediante la defensa de los principios clásicos del liberalismo, aunque 
impregnado de un organicismo de impronta reaccionaria. La identificación de los 
intereses de las capas burguesas con los del conjunto de la sociedad nacional era 
un principio ideológico de evidente raigambre liberal, aunque la noción 
revolucionaria de “pueblo” fuera convenientemente sustituida por la de “cuerpo 
social”, más acorde con la visión biologicista del orden social cohesivo 
compartido por estos grupos conservadores. Ante un Estado al que le 
reprochaban su neutralidad en las luchas sociales, la “burguesía” —construcción 
sociocultural omnipresente en este tipo de movimientos— recuperó su tradición 
movilizadora de inicios del siglo anterior para garantizar los principios liberal- 
capitalistas, pero su acción se identificaba también con la del “cuerpo social” 
organizado armónicamente que se defendía de una agresión revolucionaria 
procedente del exterior. En esta “defensa de la sociedad”, el Estado no debía 
inhibirse, sino aceptar la cooperación en la calle de los “buenos ciudadanos” que 
garantizaran la defensa de las “libertades básicas” de trabajo o asociación, 
conjugando medidas represivas, alternativas sociales (catolicismo social, 
corporativismo...) y decisiones políticas de alcance nacional, como el acoso a 
las organizaciones obreras, sus sindicatos y sus órganos de difusión. La relativa 
autonomía de estas iniciativas “cívicas” respecto del Estado no implicaba una 
divergencia estratégica real, pero sí una concurrencia en el monopolio de la 


violencia que llevaría en el futuro a tentativas oficiales de “estatalización” o 
“militarización”, cuando no de simple disolución de las “guardias burguesas”. 


Con la excusa de defender la propiedad y garantizar la prestación de servicios 
públicos en caso de huelga, las “uniones cívicas”, protegieron actividades de 
esquirolaje y amarillismo sindical, y se dispusieron no sólo a la defensa de la 
propiedad, sino incluso a exigir del Estado la restricción de los derechos de 
huelga o manifestación. La interferencia “cívica” fue especialmente notable en 
los servicios básicos de la comunidad, ya que, a su juicio, las huelgas en los 
servicios públicos eran el primer paso en la descomposición social que 
conduciría irremediablemente al bolchevismo. Para remediarlo, impulsaron la 
creación de “servicios auxiliares económicos” y rondas armadas que 
garantizaron la continuidad de las actividades indispensables para la vida y el 
trabajo: medicina, transporte, abastecimiento, agua, iluminación, electricidad y 
gas, basura, información, etc. Por supuesto, estos actos de “civismo” servían 
para justificar como una acción supuestamente altruista lo que en realidad era un 
recrudecimiento generalizado de la lucha de clases en el ambiente propicio de 
los primeros años de posguerra, antes de que apareciesen nuevos y más eficaces 
métodos de respuesta a la movilización política de las masas obreras, como 
resultó ser el fascismo. 


Además de estas implicaciones de orden interior, las “uniones cívicas” pueden 
interpretarse como un aspecto más del generalizado despliegue de auténticos 
“frentes internos” de la contrarrevolución en cada uno de los países frente a la 
amenaza de la revolución mundial mantenida por el bolchevismo, movimiento 
político que supeditaba la actuación subversiva de sus secciones nacionales a 
una estrategia internacional igualmente global. Ello no quiere decir que la 
“amenaza comunista” cobrara idéntica viabilidad en todas partes. Es cierto que 
la constitución de partidos comunistas disciplinados y de corte semimilitar era 
más un indicio de la resistencia de la sociedad burguesa que un síntoma de su 
fragilidad,* pero el “pánico rojo” produjo en las clases conservadoras una 
verdadera ansiedad que acentuó la psicosis defensiva respecto de un estallido 
revolucionario que se reputaba como inminente. De este modo, la “oleada 
revolucionaria” de la inmediata posguerra no fue vista por sus coetáneos como 
un episodio más de las violentas luchas que desde décadas atrás libraban el 
Capital y el trabajo de forma crónica y localizada, sino que era percibida por 
amplios grupos de opinión pública como la amenaza de liquidación de toda una 
cultura o civilización. De ahí que la movilización de recursos antisubversivos no 
se limitara a las “uniones cívicas” o a las acciones represivas de los “ejércitos 


blancos” contra los frecuentes estallidos insurreccionales o contra el naciente 
foco central de la revolución proletaria, hasta lograr el establecimiento de un 
precario “cordón sanitario” que aislara al resto de Europa de las nefastas 
influencias revolucionarias rusas. También se intensificó notablemente la 
colaboración policial y el intercambio de información entre gobiernos e 
instituciones, o se incrementó la propaganda anticomunista en todas sus facetas. 


Las “uniones cívicas” no agotaron sus objetivos en la defensa de la propiedad 
capitalista frente a las reivindicaciones obreras, sino que la percepción de una 
amenaza global contra el sistema movilizó a más amplios sectores de población 
que los estricta y directamente implicados en los conflictos laborales, hasta 
impeler posteriormente a iniciativas políticas de carácter autoritario. De ahí que 
la evidencia de otros apoyos sociales y del asesoramiento propiciado desde 
diversas instancias de la administración estatal civil y militar abra camino a 
consideraciones más complejas sobre su origen, desarrollo y consecuencias, 
hechos condicionados y alentados por la sensación de seguridad pública que 
podía inspirar esta movilización voluntaria de fuertes contingentes de 
ciudadanos con diversas extracciones sociales (militares, nobleza titulada o no, 
alta burguesía industrial y financiera, terratenientes, pequeños y medios 
comerciantes, funcionarios, profesionales liberales, estudiantes de clase media y 
alta y obreros no revolucionarios) y de ideología no definida, aunque unidos en 
el objetivo común del mantenimiento del orden social desde una perspectiva 
marcadamente conservadora.? 


LOS PRIMEROS PASOS DE LA MOVILIZACIÓN “CÍVICA” 
EN ESPAÑA: EL DESPLIEGUE DEL SOMATÉN EN 
BARCELONA 


Ya antes del fin de la Gran Guerra, un sector de las clases acomodadas españolas 
había dado los primeros pasos hacia una intervención callejera independiente de 
la autoridad gubernativa, y alentaba una vaga salida autoritaria a la crisis del 
régimen restauracionista. Resulta natural que los primeros intentos de 
movilización armada de las clases conservadoras se dieran en las zonas más 
afectadas por la creciente conflictividad social y por la mayor organización y 
combatividad del movimiento obrero, especialmente el anarcosindicalista. 
Barcelona era el terreno propicio para un experimento de tal carácter, por la 


organización y el potencial de las asociaciones patronales, por la influencia de la 
burguesía catalanista sobre las diversas instancias de gobierno, y por la 
experiencia que podía ofrecer la existencia de una institución de vigilancia 
pública como el somatén, cuyo nacimiento se perdía en las brumas de la Edad 
Media y había experimentado durante el siglo XIX un notable proceso de 
transformación hacia la defensa de la propiedad agraria y del orden sociopolítico 
moderado.º El somatén pasó de ser un método excepcional de defensa territorial 
a convertirse en una institución permanente de carácter parapolicial, 
estrechamente sometida a la autoridad castrense y cuidadosamente reglamentada 
desde las altas esferas. Como institución de prestigio organizada por los 
propietarios para la defensa armada de sus personas y bienes en el ámbito rural, 
el somatén no tenía jurisdicción en la ciudad, pero había intervenido 
excepcionalmente en diversas algaradas urbanas producidas en Barcelona, como 
la que tuvo lugar el 1 de mayo de 1890. Antes de la huelga metalúrgica de 1902, 
la burguesía industrial pretendió suplir la ineficiencia de las fuerzas 
gubernamentales desplegando una organización armada por barrios y calles 
similar al somatén que garantizara la defensa de la ciudad. Tras su intervención 
en la represión del paro general de febrero de 1902, el prestigio de la institución 
creció lo suficiente como para que, tras una espectacular concentración de 18 
000 afiliados en Montserrat el 11 de abril de 1904, un decreto del 19 de 
septiembre de 1905 concediera a los somatenistas el rango de agentes de la 
autoridad. 


La Semana Trágica de julio de 1909, en cuyo transcurso la actuación del 
somatén de las localidades de la periferia de Barcelona distó mucho de ser 
brillante, fue el primer toque de atención para los sectores burgueses, hasta 
entonces fiados en la protección recibida de las fuerzas policiales y el Ejército. 
La huelga general de agosto de 1917 fue el segundo aldabonazo a su seguridad. 
Aunque el comité nacional de huelga, travestido en “comité revolucionario” por 
la prensa derechista, fue detenido el día 14 en Madrid, el paro duró hasta el 
sábado 18, y se saldó, según el gobierno, con un total de 80 muertos, 150 heridos 
y unos 2 000 detenidos que pasaron a la jurisdicción militar.” El movimiento de 
agosto de 1917 fue la primera huelga general de alcance auténticamente nacional 
de la historia de España, y sus secuelas movilizadoras en el campo (“trienio 
bolchevique” andaluz de 1918-1920) y la ciudad (huelgas de Barcelona durante 
la primavera de 1919) atizaron el miedo de los sectores conservadores a una 
revolución obrera, reforzando su voluntad de protagonizar un despliegue 
preventivo arma en mano. En Barcelona se establecieron una “guardia cívica” y 
unos “servicios económicos auxiliares” para garantizar la distribución de agua, 


luz, transportes, correo, etc., en caso de paro general. También se impulsó una 
Junta Central para la Defensa del Orden y se procedió a la reorganización del 
somatén catalán. El 22 de enero de 1919, el comandante general de la 
institución, Pedro Cavanna, creó y reglamentó provisionalmente el Somatén de 
Barcelona, orientando sus misiones “para la defensa individual y colectiva de las 
vidas y haciendas de sus habitantes, contra todo ataque al orden social, para 
hacer respetar las leyes y autoridades legalmente constituidas”. La creciente 
ineficacia de la intervención exclusivamente militar para controlar las huelgas — 
en especial, el uso abusivo del estado de guerra y los ejemplos puntuales de 
indisciplina entre las tropas— indujo al ejército a patrocinar soluciones 
alternativas de defensa pública que pudieran volcar en su favor el pulso iniciado 
con el poder civil. De este modo, el capitán general de Cataluña, Joaquín Miláns 
del Bosch y Carrió, usó sus atribuciones en plena suspensión de garantías por la 
gran huelga de La Canadiense, impulsada en febrero-marzo de 1919 por el 
sindicato anarquista Confederación Nacional del Trabajo (CNT), para levantar la 
prohibición del despliegue somatenista en la capital catalana.” 


Sometida a la tutela castrense, la tradicional institución de voluntariado armado 
rural mudó de objetivos, adaptándolos a los requerimientos de una conflictividad 
urbana especialmente intensa y multifacética. El somatén barcelonés contó 
pronto entre sus filas con unos 8 000 voluntarios, dirigidos por el industrial 
Eusebi Bertrand i Serra y por Josep Bertrán i Musitu (dirigente de la derecha 
lligaire, exministro y amigo personal del político conservador Antonio Maura), 
que actuó como cabo del distrito de Barcelona.!º El somatén se implicó 
inmediatamente por medio de su Oficina de Relaciones Sociales en pesquisas de 
tipo documental, colaborando con la Oficina de Información de la Capitanía 
General de la 4* Región en la gestión de un fondo archivístico para el control de 
los sindicalistas de la CNT: el famoso “fichero Lasarte”, creado oficiosamente en 
la primavera de 1919 por los empresarios somatenistas de Barcelona y su radio.* 


A inicios de marzo de 1919, una reunión de presidentes de juntas militares 
aprobó un plan para crear una “organización supletoria del Ejército” compuesta 
por elementos “de orden” bajo el asesoramiento de oficiales de las fuerzas 
armadas, que contó con el aval del ministro de la Guerra, el presidente del 
Consejo Supremo de Guerra y Marina y el capitán general de Cataluña. El 25 de 
marzo el somatén barcelonés salió a la calle por primera vez en misiones de 
control durante la huelga general declarada en Barcelona como protesta por el 
mantenimiento en la cárcel de obreros implicados en el anterior conflicto de La 
Canadiense. Sus asociados patrullaron por las calles ataviados con un brazalete 


rojo y armados con vetustos fusiles Remington que habían sido facilitados por el 
gobernador militar Severiano Martínez Anido, con la bendición del capitán 
general. En esa ocasión, los somatenistas colaboraron activamente con las tropas 
y la policía en la vigilancia de las calles más céntricas, efectuando registros 
domiciliarios, confeccionando listas negras, obligando a abrir tiendas, 
abasteciendo de víveres a la población, ayudando a la normalización del 
transporte y deteniendo y agrediendo impune e indiscriminadamente a los 
sindicalistas e incluso a los súbditos alemanes, sospechosos de connivencia con 
los huelguistas.!? Su presencia supuso un gran alivio para la labor represora del 
ejército, que se encontró con las manos libres para actuar expeditivamente en los 
barrios obreros de Sants, Poble Nou y Gracia, donde declaró reos de rebelión 
militar a los viandantes que portaran armas sin ser somatenistas. El día 26 
continuaron las actividades de “normalización” callejera, hasta el completo 
fracaso del paro planteado por la CNT. A partir de la vuelta al trabajo a mediados 
de abril, los somatenistas no abandonaron el servicio, sino que 
institucionalizaron su presencia en los pleitos laborales con la bendición de los 
dirigentes catalanistas. 


El éxito indiscutible obtenido por la primera gran movilización “cívica” de la 
Barcelona de posguerra se tradujo inmediatamente en la euforia de los sectores 
conservadores, que se apresuraron a ratificar su confianza en el recién 
conquistado monopolio de la fuerza incrementando su adhesión al somatén. 
Aristócratas como el marqués de Camps, Josep Bertrán i Musitu (asesor del 
Banco Hispano-Colonial), Alfonso Sala Argemí (conde de Egara, miembro de la 
Unión Monárquica Nacional), el marqués de Marianao (ex alcalde de la ciudad, 
que sería jefe de somatenes de Barcelona durante el “reinado” de Martínez 
Anido), el barón de Gúell, el conde de Godó o los marqueses de Foronda y 
Comillas fueron sus dirigentes y corrieron con buena parte de los gastos de 
lanzamiento. Los líderes de la Lliga tuvieron también un especial protagonismo 
en esta campaña proselitista. Al propio Cambó, por entonces ministro de 
Fomento en el “Gobierno Nacional” de Maura, le interesó recalcar que, “para 
que no hubiese duda alguna sobre cuál era nuestra actitud, yo cogí una mañana 
el fusil del somatén y me paseé por algunas calles de Barcelona”.!3 Pero a los 
llamamientos en “defensa de la sociedad” acudieron también empresarios, 
exmilitares, grandes y pequeños comerciantes, funcionarios y empleados, 
artesanos, tenderos, pequeños propietarios y rentistas, obreros anticenetistas o 
apolíticos y capataces de fábrica aliados con los patronos contra la creciente 
oleada de violencia laboral. Un conglomerado interclasista, aglutinado por los 
difusos valores de la “ciudadanía” y el anticomunismo. 


El 31 de marzo, la agrupación Fomento del Trabajo Nacional, la Cámara Oficial 
de Industria y otras entidades patronales solicitaron al presidente del Consejo, 
conde de Romanones, la concesión del fuero militar al somatén, aunque el 
gobierno liberal, que se veía cada vez más acosado por las presiones militares 
que determinaron su caída pocos días después, prefirió diferir esta enojosa 
decisión. Tampoco Maura, encargado a continuación del poder, consintió en dar 
al somatén un carácter militar ni en generalizar su implantación en todo el país. 
Con ello, las atribuciones y subordinaciones de esta “guardia cívica” quedaron 
perfectamente deslindadas y a fines de 1919 el Ministerio de la Guerra dispuso 
que sólo pudiera ser considerado fuerza armada cuando se declarara el Estado de 
excepción y si el capitán general así lo sancionaba. 


El somatén barcelonés no fue un instrumento de los militares contra la burguesía 
nacionalista, sino que surgió con el consentimiento de ambas fuerzas para 
combatir la ofensiva reivindicativa de la clase obrera. Y todo ello sin despertar 
un excesivo entusiasmo en el poder central, que tras haberse negado por una 
década a consentir la fundación de un organismo parapolicial independiente de la 
autoridad gubernativa, veía con preocupación cómo el Ejército asumía ahora la 
tutela de una institución armada que los sectores catalanistas “de orden” habían 
creado. Esta colusión entre la burguesía barcelonesa y la corporación militar, en 
el crispado ambiente de la Barcelona de fines de la década de 1910, acarreó 
frecuentes conflictos que acentuaron el desprestigio del poder civil. Si la Lliga 
agitó, en no pocas ocasiones, el espantajo de la anarquía callejera para demostrar 
el abandono en que el poder central tenía sumida a la ciudad, los altos mandos 
locales del Ejército tampoco tuvieron reparos en manipular a su antojo los 
objetivos sociales y políticos del somatén. De modo que éste pasó de ser una 
fuerza auxiliar antisindicalista diseñada para evitar la excesiva implicación 
militar en tareas represivas, a constituirse en una especie de “Reichswehr 
Negra”, una rama civil oficiosa del Ejército susceptible de ser presentada como 
baza de presión en los frecuentes pulsos entre la Capitanía General de la 4* 
Región y el gobierno de Madrid. 


Incluso reconociendo su subordinación al Ejército, se percibe con toda claridad 
que el apoyo ofrecido por la burguesía catalanista resultó decisivo en los 
primeros pasos de esta institución armada. Pero, por su misma vaguedad 
programática e indefinición ideológica, el somatén nunca pudo ser considerado 
como hechura exclusiva de la Lliga, sino que también englobó a alfonsinos de la 
Unión Monárquica Nacional, españolistas radicales nucleados alrededor de la 
Liga Patriótica Española, obreros católicos, sindicalistas “libreños” e incluso 


“ultras” neocatólicos y jaimistas. Según uno de sus dirigentes, Luis de Andrés 
Morera, para colaborar con el somatén “ni estorban las ideas políticas honradas, 
ni las ideas religiosas, ni los pensamientos varios son obstáculo para su 
actuación, ni las diferencias de clase son inconveniente alguno”, puesto que su 
fin era “la justa defensa de la sociedad, reconocida por el Estado, armando a sus 
individuos buenos”. 


Pronto los efectivos de esta organización de “buenos ciudadanos”, que alcanzó 
plena legalidad a inicios de 1920, ascendieron a 9 414 hombres armados en la 
ciudad y otros 3 504 en la campiña circundante." El 18 de septiembre de 1919 el 
gobernador civil Julio Amado envió un telegrama al ministro de la Gobernación, 
Manuel Burgos y Mazo, donde le solicitaba poner a sus órdenes la Oficina de 
Investigación del Somatén de Barcelona, e incrementar sus rondas callejeras 
como complemento a las que realizaba la Guardia Civil.16 Durante el cierre 
patronal de fines de ese año, el somatén se dedicó a provocar de nuevo a los 
trabajadores, rompiendo sus carnets sindicales. 


A pesar de su dependencia de las autoridades militares, y secundariamente de las 
policiales y de la Guardia Civil, el somatén gozaba de una amplia libertad de 
actuación en caso de supuestas asonadas revolucionarias. Éstas debían ser 
contrarrestadas mediante la proclamación fulminante del estado de guerra, 
momento tras el cual la propia institución consideraba obligada su intervención 
prácticamente con todas las prerrogativas de un agente de la autoridad. En caso 
de alteración del orden, los somatenistas podían proceder a hacer detenciones, a 
la persecución de “delincuentes”, deportación de sospechosos, suspensión de 
periódicos y publicaciones, prohibición de formar grupos al aire libre y otras 
limitaciones de las garantías constitucionales consideradas en los estados de 
prevención, guerra, rebelión y sedición. Gracias a esta labor de vigilancia, la 
acción del Ejército podía centrarse en la eliminación de los focos subversivos.” 


Tras unos comienzos en loor de multitudes, el reinado del pistolerismo 
sociolaboral a inicios de los años veinte privó al somatén del protagonismo 
deseado por sus mentores políticos. En la represión antisindical, más insidiosa y 
expeditiva, que alentaron el gobernador Severiano Martínez Anido y el jefe de 
policía Miguel Arlegui, no resultaba necesaria la presencia constante en la calle 
de las masas conservadoras. Con esta reducción progresiva de su carácter de 
“milicia burguesa” en alerta permanente, el somatén se convirtió en el refugio 
idóneo para todo tipo de matones y delincuentes a sueldo de la autoridad militar. 
Durante el mandato de Martínez Anido en el gobierno civil de Barcelona, 


miembros del somatén colaboraron para impedir las cotizaciones a la CNT, 
detuvieron ilegalmente a destacados sindicalistas y colaboraron por acción, 
omisión o encubrimiento en diversos atentados pistoleriles. 


Tras la caída en desgracia de Martínez Anido y Arlegui en octubre de 1922, el 
pacto tácito de mutuo auxilio suscrito entre la autoridad castrense y el somatén 
se vino momentáneamente abajo. No tiene nada de extraño que, como otras 
organizaciones y otros sectores sociales de carácter antirrevolucionario, el 
somatén jugara la carta de Primo de Rivera en contra de un gobierno débil y de 
un sindicalismo que parecía recobrar su capacidad reivindicativa tras los duros 
años de semiclandestinidad. 


LA “DEFENSA SOCIAL CONTRA LA REVOLUCIÓN” EN 
MADRID Y OTRAS CIUDADES 


Mientras la lucha social en Barcelona derivaba hacia la violencia generalizada, 
en el resto de España los sectores conservadores aún dudaban entre las medidas 
sociales reformistas y la defensa a ultranza de sus posiciones. La capital de 
España se había mantenido hasta 1917 en relativa calma en comparación con la 
siempre conflictiva ciudad condal. Durante la huelga general de agosto apenas se 
habían producido movilizaciones ciudadanas de carácter preventivo, pero a fines 
de año, con la llegada de las noticias procedentes de Rusia, una oleada de terror 
invadió a la burguesía madrileña, especialmente la devota católica. Aprensión 
que llegó a su punto álgido en el turbulento año de 1919, después de que la 
celebración de la jornada del Primero de Mayo tuviera lugar en medio de 
manifestaciones tumultuarias que la policía fue incapaz de controlar. La crisis de 
la posguerra produjo una creciente tensión sociolaboral, ejemplificada en el paso 
del conflicto de tipo antiguo y el motín de subsistencias (como los disturbios de 
febrero de 1919, con saqueo de tiendas y proclamación del estado de guerra) a la 
huelga organizada y multitudinaria en la industria y los servicios. 


Los elementos clericales fueron, incluso antes que los patronos, los primeros que 
se alinearon en orden de combate. La idea de una organización armada civil 
semejante al somatén catalán ya se había planteado en Madrid durante los 
sucesos del verano de 1909, y madurado tras los disturbios de agosto de 1917. 
Fue de nuevo el omnipresente marqués de Comillas, tutor de los sindicatos 
católicos y reorganizador del somatén en Barcelona, quien dispuso su 


implantación en Madrid. Apoyado por la jerarquía eclesiástica y como factótum 
de la Junta Central de Acción Católica, organizó desde esta entidad la “Defensa 
Ciudadana de la Villa y Corte de Madrid”. Según todos los testimonios, la 
iniciativa de Comillas tuvo una respuesta aceptable: los aspirantes, en buena 
parte jóvenes de Acción Católica, militares y guardias civiles retirados, “acudían 
en grande abundancia”, y se mostraban orgullosos de poder actuar como 
“policías honorarios” bajo la supervisión y el apoyo del gobierno.** Al igual que 
los miembros de diversas cofradías religiosas y de organizaciones profesionales 
y empresariales, jóvenes afiliados a partidos ultraconservadores como el 
jaimismo y el maurismo optaron por echarse de nuevo a la calle en defensa del 
“orden social”, pasando a militar en las diversas formaciones “cívicas” y 
paramilitares que se fueron constituyendo en la capital. 


La Defensa Ciudadana se inscribió como asociación en los registros de la 
Dirección General de Seguridad en otoño de 1919.1* A imagen del somatén 
barcelonés, esta primera “milicia burguesa” madrileña se dotó de un reglamento 
y se organizó en rondas volantes y en grupos de 20 o 30 hombres dirigidos por 
jefes, subjefes y asesores técnicos. La capital quedó dividida en distritos, 
secciones, zonas O barrios, y éstos en calles, donde se señalaron los puntos 
(conventos, iglesias, edificios públicos, etc.) a defender por cada unidad. Pero 
todo este despliegue se realizó sin el apoyo explícito del gobierno. Las armas de 
fuego, el material de oficina y la impresión del periódico El Somatén corrieron a 
cuenta del marqués de Comillas, quien fue asesorado en asuntos de organización 
y disciplina por el general Gallán. 


En paralelo a la iniciativa de Comillas y de la Acción Católica, en noviembre de 
1919 la Junta Directiva de la Confederación Patronal visitó al ministro de la 
Gobernación, Manuel Burgos y Mazo, para comunicarle que, en vista de las 
amenazas recibidas por algunos de sus socios, había resuelto visitar al general 
Antonio Tovar Marcoleta, ministro de la Guerra, para que autorizara la creación 
del somatén armado en Madrid.? Poco después, una R.O. del Ministerio de la 
Guerra del 21 de enero de 1920 autorizaba a los capitanes generales para dar vía 
legal al reglamento y la organización de los Somatenes en las poblaciones que 
así lo solicitaran, bajo su mando directo y siempre y cuando tuvieran carácter 
puramente local, no constituyeran unidades similares a las militares, no 
realizaran ejercicios de tiro ni efectuaran simulacros de combate. Las bases 
estipulaban una edad mínima de 25 años para los afiliados, los cuales no podían 
utilizar armamento de guerra, aunque serían considerados como fuerza armada 
siempre que así lo anunciara el capitán general en el bando declaratorio del 


estado de guerra.?! Con arreglo a esta nueva normativa, la Junta Superior de la 
Defensa Ciudadana acordó el 26 de abril cambiar su denominación y constituirse 
oficialmente como Somatén Local de Madrid el 8 de junio, modificando su 
reglamento y sometiéndolo a la aprobación del capitán general Francisco 
Aguilera.?? Como presidente de su Junta Superior fue elegido el general de 
brigada Luis Elío y Magallón, vizconde de Val de Erro (senador maurista, uno de 
los dirigentes de la Asociación de Agricultores de España, presidente de la Junta 
Nacional de Padres de Familia e impulsor de una campaña contra el laicismo en 
la enseñanza en 1913), y como vicepresidentes 1º y 2º, respectivamente, el 
marqués de Comillas y el duque de Bailén (este último, presidente de la 
Asociación General de Ganaderos y socio cualificado de Acción Nobiliaria), 
primeros nombres de la larga lista de aristócratas y de figuras de la política y los 
negocios que coparon los cargos directivos de la asociación. 


Para una mayor eficacia en la acción preventiva a desarrollar, la capital quedó 
dividida en 16 distritos con sus respectivos perímetros y relaciones de calles y 
plazas, que quedaron bajo el control de los correspondientes jefes y subjefes de 
distrito, zona, grupo y calle. Se preveía la existencia de secciones armadas para 
la defensa y la custodia de edificios públicos, religiosos o privados, columnas 
volantes y unidades adscritas a los diferentes servicios públicos. A inicios de 
1921 se estableció una cuota mínima de una peseta mensual por cada afiliado. 


El ideario que impregnó al Somatén Local de Madrid no por difuso resultaba 
menos reaccionario, y recuerda en parte las posturas mantenidas por el grupo de 
la Defensa de la Sociedad medio siglo antes.” Su presidente, el vizconde de Val 
de Erro, cifraba la clave de la “reconstitución nacional” en lo que denominaba 
“higiene social”, que era concebida como “un ambiente moral de los ciudadanos 
que apaga, extingue y anula todo egoísmo personal, vivificando, engendrando y 
alimentando el egoísmo colectivo” que suponía la paz y la armonía social. Esta 
“higiene” debía ser inculcada desde la infancia por las instituciones de gobierno 
y por la Iglesia.” Otros notables afiliados, como el duque de Medina de las 
Torres, eran aún más radicales al dividir la sociedad contemporánea en crisis de 
autoridad por falta de orden religioso y por la intromisión de la “libertad 
malsana”, en tres sectores: “los rebeldes, los amantes del orden y los indecisos”. 
El duque afirmaba que la reacomodación social tras la guerra europea “se va 
haciendo entre enconados rozamientos al grito de viva la huelga y odio a la 
sociedad, que no otra cosa significa el continuo desplante de que la autoridad es 
víctima”. El remedio contra esta situación permanente de “huelga, coacción y 
crimen” era el cumplimiento estricto de las leyes, el trabajo, la prestación por los 


ciudadanos de servicios civiles y técnico-sociales, la represión de las 
“propagandas antisociales” y la “educación moral”: 


Si, pues, como ciudadanos nos incumbe la obligación del servicio militar para 
defender a la Patria de los enemigos exteriores, como miembros de la sociedad 
civil, condición sine qua non para el bienestar individual y colectivo, a todos nos 
ha de obligar, con no menos imperio, el servicio civil para mantener la paz, la 
prosperidad y la vida, y en suma, todos los fundamentos del orden social y el 
equilibrio económico contra los enemigos internos. 


El objetivo último era lograr una organización más eficaz que la de las 
formaciones obreras para contrarrestar los efectos de una posible huelga general 
mediante esquiroles avalados por un marchamo de “ciudadanía”.?6 


A pesar de los continuos ataques a que se vio sometida por parte de la prensa 
obrera, la disminución de la lucha callejera entre 1921 y septiembre de 1923 hizo 
que la Defensa Ciudadana-Somatén Local apenas se viera obligada a actuar en la 
Calle, y sólo en contadas oportunidades hizo acto de presencia en eventos 
recreativos y oficiales, como el sepelio de Eduardo Dato. Con todo, en los días 
del golpe del general Primo de Rivera la entidad sobrepasaba la nada desdeñable 
cifra de 6 200 afiliados. 


Aunque hubo de sufrir un largo y oscuro proceso de gestación que se remonta a 
la huelga general de 1917, la “guardia cívica” más activa de la capital fue la 
Unión o Acción Ciudadana.” Al parecer, los “cívicos” comenzaron a hacer acto 
de presencia en Madrid a fines de abril e inicios de mayo de 1919, poniéndose al 
servicio del ministro de Fomento, Ángel Ossorio y Gallardo, con motivo de la 
huelga patrocinada por las juntas de Telégrafos y Teléfonos. La Unión 
Ciudadana, que legalizó su existencia el 12 de octubre de ese año, aunque sin 
tomar carácter de institución armada, hizo público su primer manifiesto el 7 de 
noviembre, tras una amplia campaña de propaganda dirigida desde El Debate, La 
Acción y otros periódicos conservadores. Desde el primer momento, la nueva 
entidad recalcaba su carácter de reagrupamiento contrarrevolucionario frente a la 
amenaza izquierdista, asegurando que sólo intervendría en las huelgas que 
afectasen a los servicios públicos.? Al igual que el Somatén Local, se nutría de 


los jóvenes menores de veinte años procedentes de las clases acomodadas, 
medias y medias altas que militaban en el movimiento maurista, en los 
movimientos católico-sociales (centurias de activistas de la Asociación Católica 
Nacional de Propagandistas: ACN de P) o en simples cofradías religiosas, como 
la Asociación San Luis Gonzaga, cuyos miembros eran conocidos popularmente 
como los “Luises”. 


Además de estos “zánganos” o “niños bien engalanados con gabán de trabilla y 
botines de moda”, como los apostrofaba El Socialista,? actuaban en este grupo 
de defensa “cívica” pequeños y medianos patronos y comerciantes, funcionarios, 
empleados y profesionales liberales. Es decir, el universo de clase media 
identificable con la conocida “ciudadanía” maurista, más similar al del somatén 
barcelonés que al aristocrático somatén madrileño, y tan cercano a la 
composición y convicciones (antiparlamentarismo, autoritarismo, antimarxismo) 
de los entonces nacientes movimientos fascistas. La propia organización negaba 
su carácter de clase y se decía llamada a garantizar la paz pública perturbada por 
el sindicalismo. En realidad, la Unión Ciudadana defendió sin recato los 
intereses de la patronal y de los grupos sociales hegemónicos que, además, 
controlaban la institución. 


La primera gran movilización de la Unión Ciudadana tuvo lugar a fines de 1919, 
con motivo de las huelgas de vendedores de periódicos y conductores de 
tranvías. La respuesta intransigente de la patronal de Artes Gráficas, capitaneada 
por el propietario del diario ABC, Torcuato Luca de Tena, encontró el apoyo 
instantáneo de la Unión Ciudadana, el Centro de Defensa Social, la 
congregación jesuítica de los Luises, la ACN de P, grupos de universitarios y 
obreros católicos, jóvenes mauristas, etc., cuya protección a los vendedores 
Callejeros o su participación directa en el reparto permitió que el 12 de diciembre 
salieran a la calle ABC y La Acción. El paro de tranviarios patrocinado por la 
Unión General de Trabajadores (UGT) se desarrolló en circunstancias similares: 
unos 500 miembros de la Unión Ciudadana protegieron la circulación de los 
coches, intimidando y entrando en colisión frecuente con los huelguistas. El 
éxito de esta primera movilización “cívica” en Madrid podía ser la piedra de 
toque de lo que se pretendía fuera el “apiñamiento abnegado y defensivo” de las 
fuerzas contrarrevolucionarias (conservadores, tradicionalistas y regionalistas), 
unión táctica que Maura volvía a preconizar con insistencia por esa época.3 


Al igual que el somatén, la Unión Ciudadana se ocupó de cubrir los servicios 
públicos esenciales y de garantizar la defensa de la libertad de trabajo, actuando 


como rompehuelgas. No podía ser de otra forma, porque, en realidad, los 
integrantes de la Unión Ciudadana nunca fueron capaces, por su limitada 
capacidad coactiva y su escaso talante combativo, de desarrollar acciones 
multitudinarias al estilo de las squadre d'azione fascistas. Resulta sumamente 
difícil evaluar la militancia de esta “guardia cívica” madrileña, aunque distaba 
bastante de los más de 14 000 afiliados que les asignaba La Acción, e incluso de 
los 8 000 calculados por el diario católico El Debate.*! Su presencia en las calles 
se redujo a unas pocas decenas de individuos que patrullaban en pequeños 
grupos, o bien realizaban acciones en solitario si las circunstancias les resultaban 
favorables.32 Su estructura básica se componía de organizaciones “técnico- 
profesionales” con un cometido definido en caso de huelga. Así, se crearon 
equipos de electricistas, panaderos y conductores de tranvías, camiones y 
ferrocarril dirigidos frecuentemente por ingenieros civiles. Cada grupo “técnico- 
profesional” elegía una Junta Técnica, cuyos componentes pasarían a integrarse 
en una Junta Central o Directorio, dirigido por Salvador Orduña.?3 Cuando 
decidían intervenir directamente en algún conflicto, lo hacían en patrullas de 
ocho o diez, pero si el tumulto se transformaba en un grave problema de orden 
público, estaban dispuestos a encuadrarse en centurias. Sin embargo, no queda 
constancia de este tipo de iniciativas, ya que, en algaradas de mayor 
trascendencia la autoridad gubernativa recurría a las fuerzas del orden o el 
ejército. Por ello, la Unión Ciudadana mantuvo generalmente su quehacer en los 
estrictos límites de la lucha laboral o de las alteraciones sociales leves. 


Aparte del incuestionable apoyo recibido de las altas jerarquías militares, como 
Fernando Primo de Rivera o Joaquín Miláns del Bosch, los militantes de la 
Unión Ciudadana recibían habitualmente adiestramiento con armas de fuego de 
parte de oficiales del ejército en activo o en la reserva, que cumplían con este 
servicio a título exclusivamente personal. Como sucedería con el somatén 
primorriverista, su interés por la educación pre-militar fue muy notable, y 
postularon la obligatoriedad de la pertenencia al Tiro Nacional, una asociación 
de acrisolada raigambre patriótica desde varias décadas atrás.** A diferencia del 
estrecho contacto que, por sus mismos estatutos, el somatén local mantenía con 
las autoridades militares, las relaciones de la Unión Ciudadana se dirigían 
preferentemente a las autoridades gubernativas. Ello le permitió una mayor 
libertad de movimientos, no sólo en cuanto a su propia organización y 
financiación, sino también en sus actuaciones en la calle, que distaron de ser 
exclusivamente “técnicas” y derivaron pronto hacia misiones parapoliciales. 


El ideario de la Unión Ciudadana adoptó principios extraídos del maurismo y del 


catolicismo social, especialmente los deseos de armonización entre capital y 
trabajo. Colaboración que debía coexistir con la defensa a ultranza de los 
principios del liberalismo económico, aunque considerase al Estado el único 
intermediario legal en las relaciones obrero-patrono. A ello se añadían ciertas 
actitudes políticas y vitales a mitad de camino entre el maurismo radical y el 
squadrismo fascista: desprecio hacia la “vieja política” parlamentaria, exaltación 
de los valores de la juventud (deporte, juegos, aire libre) y un culto de la fuerza y 
la milicia que, con todo, no llegó a la desmesura de los movimientos que 
surgirían en la España de los años treinta. Bien es cierto que estos usos 
“modernos” —primer síntoma de la radical mudanza de costumbres 
protagonizada por la juventud burguesa y de clase media a fines de la década— 
quedaban matizados por una visión orgánica de la sociedad valorada desde 
antiguo por muchos pensadores reaccionarios.3 


La Unión Ciudadana se reclamaba depositaria de los valores e intereses del 
“cuerpo social”, representado perfectamente en esta iniciativa supuestamente 
apolítica y desideologizada de protección de la propiedad, y no aludió en 
ninguna circunstancia a los intereses de clase subyacentes al fenómeno de las 
“uniones cívicas”. Todo lo más, se presentaba como una organización 
diferenciada de las obreras por su ideal patriótico, y fundamentada en sus 
orígenes sobre el resurgimiento activista de la clase media, “que compone el 
núcleo principal de la nación, a cuya clase pertenecen los hombres que con su 
inteligencia encauzan e intensifican la prosperidad de la vida de ella, siendo, 
además, la que contribuye en mayor escala al sostenimiento de las gabelas del 
Estado y Municipios”. Esta clase, interpuesta en las luchas constantes entre el 
proletariado y los sectores pudientes, había creado una milicia propia para 
garantizar su autoconservación en el seno de una colectividad regida por el orden 
y el derecho, principios periclitados por “la pusilanimidad colectiva y 
gubernamental”.3” Ante la exacerbación de la lucha laboral y la intención de “los 
conductores de las muchedumbres obreras” de imponer su tiranía apoderándose 
de la calle e imponiéndose a los poderes públicos, la sociedad en su conjunto 


ha reaccionado virilmente contra el imperio del terror. Los ciudadanos se 
constituyen espontáneamente en defensores del orden y de la libertad. En todas 
partes surgen organizaciones beneméritas que oponen un valladar al despotismo 
socialista y sindicalista, arriesgando en el patriótico menester su propia 
seguridad personal.38 


El combate se perfilaba, pues, entre una clase insolidaria (el proletariado 
manipulado por líderes sin escrúpulos) y el resto de la sociedad, o al menos su 
fracción más consciente. 


Representante de unos intereses supuestamente ajenos a una clase concreta, la 
Unión Ciudadana enmascaró su verdadera identidad reaccionaria con el 
llamamiento a la “libertad de trabajo” y al orden social deseable, mediante el 
mantenimiento de los servicios esenciales en caso de huelgas que atentasen 
contra ese pacto sagrado de convivencia armónica. La huelga se presentó como 
una deserción social imperdonable. En definitiva, la Unión Ciudadana desplegó 
un ideario reactivo y débilmente movilizador que buscaba la interlocución con 
los sectores más conservadores de la sociedad española. Nada que ver con la 
retórica, los mitos, el ritual y los espacios sociales de nacionalización de las 
masas que comenzaban a proliferar en otras latitudes de la escena europea de 
posguerra. 


Madrid no se libró tampoco de los cierres patronales y de las agresiones a 
directores y contratistas, tan habituales en los núcleos industriales de la periferia. 
De enero a febrero de 1920 se declaró un lock-out patronal en el ramo de la 
Construcción que contaba con primacía de la CNT. El Sindicato Único cenetista 
convocó un paro de protesta que afectó a 10 000 trabajadores. En marzo, con 
motivo de una huelga ferroviaria, la Unión Ciudadana organizó grupos 
desarmados para asegurar las comunicaciones de las estaciones cercanas a 
Madrid. Esa primavera se produjo un nuevo conflicto en el ramo de la panadería. 
El 3 de abril, tras un nuevo cierre, la fábrica de galletas La Fortuna despidió a 
buena parte de su plantilla y comenzó a trabajar con empleadas procedentes de 
los sindicatos católicos. En los días siguientes —sobre todo el día 6—, piquetes 
de parados impidieron el paso de las mujeres al trabajo, de forma que la 
dirección acordó recurrir a la Unión Ciudadana. Las patrullas “cívicas” 
mantuvieron diversos altercados con grupos de huelguistas, que en ocasiones 
degeneraron en refriegas a tiros en los aledaños de la calle de Bailén y la Plaza 
de España. El conflicto aumentó en violencia por culpa de estos cometidos de 
“protección”, en uno de los cuales murió el día 9 de abril el ingeniero de minas 
Ramón Pérez Muñoz, a resultas de un confuso incidente con militantes de la 
UGT en la cuesta de San Vicente.” El suceso abrió en el sindicato socialista una 
viva polémica sobre la utilización por la patronal y por los obreros madrileños de 
los usos pistoleriles importados desde Barcelona. Mientras El Socialista señalaba 


la conveniencia de disolver la Unión Ciudadana por su talante más provocativo 
que conciliatorio,* la opinión conservadora cerró filas alrededor del recién 
proclamado “mártir de la ciudadanía”. El 15 de abril, la Confederación Patronal 
Española divulgó un nuevo manifiesto en el que se exigían medidas preventivas 
y represivas excepcionales para acabar con la “ráfaga de locura roja”.4 


Los sucesos de La Fortuna dieron a la Unión Ciudadana una notoriedad y un 
prestigio muy por encima de sus méritos reales. Se produjo una oleada de nuevas 
inscripciones, pero las protestas de las organizaciones obreras y republicanas, 
hipersensibilizadas por los abusos del somatén en Barcelona, introdujeron un 
componente polémico que tomó cuerpo en el agitado debate celebrado en el 
Congreso el 13 de abril. Aunque la Unión Ciudadana y el ejército volvieron a 
salir a la calle con ocasión de un nuevo conflicto laboral en noviembre de 1920, 
la reducción de la conflictividad social en la capital durante 1921 condujo al 
declive de las “guardias cívicas” locales. Desde entonces, la Unión Ciudadana se 
limitó a organizar festejos patrióticos en favor de la campaña de Marruecos, a 
hacer acto de presencia en solemnidades oficiales, como el entierro de Dato el 9 
de marzo, e intervenir coyunturalmente como grupo de presión política. En 
septiembre de 1922, con la expectativa del inminente ascenso al poder del 
fascismo en Italia, la Unión Ciudadana sugirió de nuevo la formación de un 
bloque nacional contrarrevolucionario. Pocos días después de la Marcha sobre 
Roma, Salvador Orduña se apresuró a felicitar a Mussolini y a nombrarle socio 
de honor de la Unión Ciudadana, no sin recordarle paternalmente que “la 
actuación de los “fascistas” es análoga a la llevada a cabo por esta entidad, creada 
por mí en el año 1917”. La anécdota es sintomática de la trayectoria política 
que, en los años siguientes, se dispusieron a seguir ciertos agrupamientos 
ultraconservadores de clase media urbana: extasiados por el potencial 
contrarrevolucionario del fascismo, y dispuestos a considerar su talante 
anticomunista como su característica o función principal, obviaron la presencia 
de rasgos menos asumibles para su mentalidad conservadora, como la crítica del 
liberalismo, el rígido encuadramiento partidista o la esencia de régimen de 
excepción permanente de carácter totalitario. Sin embargo, la Unión Ciudadana 
no tuvo ocasión de presenciar este tortuoso tránsito que iba del fascismo- 
movimiento al fascismo-régimen. Su última actuación se produjo a inicios de 
noviembre de 1922, durante la huelga general de los funcionarios de Correos. 
Poco después desapareció ante la indiferencia de las clases que posibilitaron su 
nacimiento. 


Los intentos de organizar grupos de ciudadanos armados se produjeron por otros 


lugares de la geografía española más allá de las dos zonas reseñadas, 
consolidándose incluso en algunos casos, como en Valencia, Alicante, Palma de 
Mallorca, Málaga, Granada, Santander, San Sebastián y, sobre todo, en la 
conflictiva Zaragoza, donde surgieron dos organizaciones: el somatén y la Unión 
Ciudadana.* El denominador común de todas esas experiencias fue su 
coincidencia en el tiempo (hacia 1919) y obedecer a circunstancias y contextos 
análogos: la agudización de la conflictividad, el refuerzo de la organización 
obrera, la escasez de policía o guardia civil, los atentados esporádicos y la 
reacción de las capas sociales afectadas por todos estos fenómenos. 


OFICIALIZACIÓN Y OCASO DE LA MOVILIZACIÓN 
“CÍVICA” DURANTE LA DICTADURA DE PRIMO DE 
RIVERA (1923-1930) 


Un Directorio Militar asumió el poder en septiembre de 1923, en pleno declive 
de la movilización obrera iniciada en 1916. A pesar de la consolidación del 
orden conservador por medio de la dictadura que preconizaron en su día Juan 
Donoso Cortés, Juan Bravo Murillo, Antonio Cánovas del Castillo o Juan 
Vázquez de Mella, el general Miguel Primo de Rivera barajó desde el primer 
momento la posibilidad de que la seguridad interna pudiese quedar parcialmente 
garantizada por una milicia nacional inspirada en la organización somatenista 
catalana, lo que permitiría liberar de parte de las desagradables e impopulares 
funciones represivas a un Ejército que en ese momento ejercía funciones de 
gestión en todas las instancias administrativas. Por Real Decreto del 17 de 
septiembre de 1923 se instituyó el Somatén Nacional a imagen y semejanza del 
tradicional de Cataluña y de los reorganizados de Barcelona en 1919 y otras 
ciudades por la R.O. del 21 de enero de 1920.% El somatén se organizaría en 
regiones militares bajo la dirección de comandantes generales que habrían de ser 
generales con mando de brigada de Infantería, y su adiestramiento quedaría 
provisionalmente en manos de jefes y oficiales que actuarían como “auxiliares”. 
A pesar de los nebulosos contornos del proyecto, puede considerarse que el 
“nuevo” somatén primorriverista coadyuvaría al reforzamiento de los 
instrumentos de orden público, pero también se concibió como un primer intento 
movilizador de la Dictadura dirigido a su propia salvaguardia. 


La entidad debía estar constituida por “hombres honrados y de buena voluntad, 


que en días de peligro para la Patria han de formar un sólido baluarte para la 
conservación del orden público, y así hemos de mirar con simpatías su rápido 
desarrollo”. Con un valor, el de la honradez, que, como señaló en su momento 
José María Jover, es “una norma de moral negativa que sugiere adaptación 
consuetudinaria a las normas del buen vivir, peculiares al propio grupo social”, y 
que frecuentemente los grupos poseedores identificaron con la defensa del orden 
público, de la propiedad y de la moral como garantía de su propia hegemonía, la 
preservación de las “buenas costumbres” burguesas debía ser el resultado de un 
arduo trabajo de educación cívica, pero también el fruto de procedimientos 
ejecutivos más severos, como la sanción normativa e incluso la coerción física. 


Corazón, fe, constancia, buena voluntad, honradez, paz, justicia, orden frente al 
peligro “disolvente y revolucionario”... tales eran algunos de los valores 
personales recurrentes en la fraseología somatenista. En esa amalgama de 
principios también figuraban otros con pretensión de doctrina colectiva, como el 
catolicismo tradicional, el intervencionismo militarista, el corporativismo, un 
cierto regeneracionismo económico y social de matiz conservador, una 
concepción orgánica de la sociedad de rancia tradición reaccionaria reactualizada 
con los conceptos de “solidaridad orgánica” de la sociología positiva 
eminentemente burguesa, y un autoritarismo primario basado en una defensa sin 
fisuras de los principios habitualmente anejos al concepto de “orden social”, 
como el orden público, la ley, la autoridad, el civismo, el nacionalismo, el 
monarquismo, el anticomunismo, la defensa de la familia y de la propiedad 
privada, etcétera. 


La militancia del Somatén Nacional pasó de 140 000 hombres aproximadamente 
en abril de 1924 a unos 175 000 en septiembre de ese año, y aumentó a unos 182 
000 al año siguiente. En 1927 la cifra volvió a rondar los 175 000, fue 
aumentando hasta 217 584 en agosto de 1928, y decayó a partir de esa fecha. 


Con la prolongación del régimen dictatorial por medio de un Directorio Civil 
desde fines de 1925 y los planes de reforma constitucional, se truncaron las 
esperanzas de retorno a la legalidad anterior a 1923 de amplios sectores sociales 
liberal-conservadores, que comenzaron a desmarcarse del régimen, afectando 
notablemente el desarrollo del somatén, que comenzó un lento declive, debido a 
su nunca desmentido espíritu clasista y ultraconservador, con la agravante del 
oficialismo al haber sido creado y organizado por la autoridad militar. 
Desaparecida la psicosis de conflictividad prerrevolucionaria que había afectado 
a Europa en los años anteriores, la opinión pública comenzó a ver con creciente 


prevención a esta organización armada que iba acumulando excesivas 
atribuciones, y cuyas extralimitaciones contribuyeron a la polémica suscitada por 
la prolongación e intensificación de la intervención militarista en la vida pública. 
Además, el deterioro de la posición política del Directorio obligó a éste a 
propiciar una radicalización de sus organizaciones de apoyo: tras las intentonas 
insurreccionales de Valencia y Ciudad Real en enero de 1929 y ante la creciente 
agitación estudiantil, el somatén y el partido oficialista Unión Patriótica (UP) 
comenzaron a ser utilizados en acciones represivas de vigilancia y seguridad. 
Esto acentuó su impopularidad, no sólo por su absoluta identificación y 
colaboración con la declinante dictadura, sino por su fugaz salto cualitativo hacia 
actuaciones de control parapolicial con derivas semitotalitarias. La institución 
cívica armada no hizo absolutamente nada para impedir la caída de la dictadura 
en enero de 1930 y de la monarquía en abril de 1931, y resultó fulminantemente 
disuelta en todo el territorio nacional a excepción de la Cataluña rural por 
decreto del Gobierno Provisional de la República, el 15 de abril de ese último 
año. 


El Somatén Nacional se puede interpretar como el último eslabón de esa actitud 
de defensa activa del orden social que fue respaldada desde mediados del siglo 
XIX por teóricos políticos ubicados entre el moderantismo y el pensamiento 
tradicional como Balmes, Donoso Cortés o Bravo Murillo. Sus justificaciones 
más o menos explícitas del estado de excepción como recurso legal válido para 
la estabilización política de un régimen apoyado por los sectores sociales más 
conservadores coincidieron con la etapa de consolidación del Estado liberal y la 
puesta en marcha de sus principales instrumentos de control, vinculados con la 
implantación de una administración centralizada. Esta organización fue la 
primera de carácter civil y armado que actuó de forma efectiva en defensa de un 
régimen dictatorial. Ella la sitúa en el umbral de la radicalización de la derecha, 
abriendo un interesante debate sobre la existencia o no de una “tentación 
totalitaria” o fascista durante la dictadura. De las uniones cívicas la separaba su 
estricto control por el Estado y su carácter de instrumento movilizador de apoyo 
a un régimen de excepción, pero, como ellas, siguió manteniendo una ideología 
fundamentalmente conservadora del orden social. Las uniones cívicas y el 
somatén fueron exponentes fracasados —unas por falta de masas y el otro por no 
resultar éstas lo suficientemente dinámicas— de una radicalización de la derecha 
ante las mismas circunstancias que posibilitaron el ascenso del fascismo en 
Italia. 


EPÍLOGO: LA RESURRECCIÓN OCASIONAL DE LAS 


ACTITUDES DE “DEFENSA ARMADA DE LA SOCIEDAD” 
EN LA REPÚBLICA Y EL FRANQUISMO 


Las “uniones cívicas” fueron un movimiento autónomo de defensa patronal de 
escasa entidad real, pero de enorme interés para determinar los antecedentes 
remotos del fascismo en España mediante la movilización antirrevolucionaria de 
las capas medias de la población urbana. Si el Somatén Nacional primorriverista 
parece heredero de la Defensa Ciudadana impulsada por el marqués de Comillas, 
no parece tan clara la paternidad de la Unión Ciudadana sobre el upetismo, esto 
es, el partido Unión Patriótica (UP), que fue patrocinado desde Acción Católica 
y el poder establecido como organización de masas enfocada a apoyar una 
experiencia dictatorial con claros rasgos conservadores. En cambio, la Unión 
Ciudadana fue hechura de un conglomerado social muy heterogéneo, pero 
predominantemente mesocrático, y fue creada espontáneamente para defender 
intereses exclusivamente sociolaborales, en tanto que su intencionalidad política 
quedaba situada en un segundo plano. Mientras que la UP alcanzó su mayor 
difusión e influencia en el ámbito rural controlado por el caciquismo tradicional, 
la Unión Ciudadana lo logró en áreas urbanas, especialmente en Madrid, donde 
su movilización fue interpretada desde el sesgo maurista como una de las 
primeras manifestaciones de autonomía social y moral de la “masa neutra”. Por 
último, el partido de Primo de Rivera tenía una cobertura de carácter nacional y 
su cometido era el apoyo pasivo a una experiencia autoritaria que por sí misma 
garantizaba el orden social. Actitud bien diferente de la incertidumbre defensiva 
con que la Unión Ciudadana encaró su quehacer movilizador. Pero la 
composición social era similar en ambas entidades (aunque la media de edad 
resultaba claramente inferior en los “ciudadanos”), al igual que sus rasgos 
ideológicos, siempre difusos: patriotismo, ultranacionalismo, religiosidad, 
ciudadanía, monarquismo, familia, propiedad, autoridad, visión armónica de la 
sociedad y, sobre todo, su carácter antirrevolucionario. En suma, la Unión 
Ciudadana estaba más cerca de una milicia de defensa burguesa como el 
Somatén Nacional que de un partido único como pretendió ser la UP. Los 
“ciudadanos en armas” de la España de entreguerras nunca dieron el salto hacia 
posturas totalitarias, pero con sus manifestaciones de extremismo conservador 
aceleraron la radicalización política de cierta derecha, y fomentaron una 
polarización ideológica que se mostró en toda su crudeza durante los años 
treinta. 


Los decretos derogatorios de abril de 1931 no sellaron la muerte del somatén. La 
institución “resucitó” en varias ocasiones en relación con medidas locales de 
potenciación del orden público, o pervivió clandestinamente en sintonía con la 
constante voluntad subversiva de la extrema derecha antirrepublicana o como 
garantía de continuidad de los restos de poder caciquil. Tras el estallido de la 
Guerra Civil, el proceso contrarrevolucionario que se produjo en la zona 
controlada por los rebeldes pareció favorecer en un principio la lógica interna y 
las expectativas estratégicas de las milicias de partido. Pero en vez de alcanzar 
un decisivo protagonismo en la resolución del conflicto, las formaciones 
paramilitares de la derecha quedaron sometidas a la disciplina y la organización 
castrenses, perdiendo de ese modo gran parte de su mordiente subversivo. 
Mientras que sus hijos se enrolaban en las Banderas de Falange y en los Tercios 
del Requeté, los antiguos afiliados a las “uniones cívicas” y al somatén de los 
años veinte, ya hombres maduros, engrosaban en algunas ciudades de la 
retaguardia las filas de nuevos grupos armados de propietarios y milicias de 
“segunda línea”, inspirados en su talante y misiones por la versión más 
moderada de la milicia decimonónica, por la institución rural catalana o por las 
“guardias cívicas” de la década anterior. 


Una vez terminada la contienda, la expansión de la organización armada del 
partido único Falange Española Tradicionalista y de las Juntas de Ofensiva 
Nacional-Sindicalista (FET y de las JONS) quedó definitivamente abortada con 
la derrota del Eje. En este retraimiento del proceso de fascistización del nuevo 
Estado se enmarca el Decreto del Ministerio de la Gobernación del 9 de octubre 
de 1945, por el que se reanudaba la reforma iniciada en el somatén catalán el 21 
de enero de 1935, y se ordenaba la extensión de la institución armada a todas las 
localidades españolas menores de 10 000 habitantes, bajo la dependencia de las 
autoridades provinciales y con un nuevo reglamento. Pasado el periodo crítico de 
la oposición guerrillera a la dictadura franquista (el somatén debía ser el “primer 
escalón” rural en la lucha contra el maquis), el régimen se sintió seguro con el 
exclusivo recurso a sus medios estatales de coerción, y decidió desestimar en la 
práctica todo tipo de colaboración civil. El somatén franquista vegetó por 
espacio de tres décadas hasta su definitiva disolución y desarme en 1978. El 
somatén actuó de nuevo como entidad armada al servicio de un régimen 
dictatorial, pero con las mismas limitaciones e ineficacia mostradas durante la 
primera dictadura, y sin avanzar en el proceso de radicalización violenta que fue 
proverbial en otros grupos de la derecha social, política y cultural en los 
turbulentos años veinte y treinta. 
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Portugal entró en la “era de las masas” sin el lastre de algunos de los factores de 
perturbación que presidieron los procesos de crisis y caída de muchos regímenes 
democráticos en la Europa de entreguerras. Viejo “Estado-nación”, con unas 
fronteras políticas básicamente inalteradas desde la baja Edad Media y con una 
marcada continuidad territorial en sus estructuras preestatales, Portugal 
representaba en vísperas del siglo XX una suerte de encarnación del modelo 
ideal propugnado por el nacionalismo liberal: “Estado” y “nación” coincidían 
desde una significativa homogeneidad cultural. Sin minorías nacionales o étnico- 
culturales en su seno, sin minorías portuguesas en países vecinos y sin 
diferencias religiosas o lingúístico-culturales —el fenómeno dialectal no pasaba 
de mera curiosidad circunscrita tan sólo a algunas zonas fronterizas con España 
—, Portugal tampoco albergaba reivindicaciones territoriales en el espacio 
europeo. Este tipo de variables históricas y culturales, tan presentes en otros 
países europeos, brillaban por su ausencia o escasa relevancia en Portugal. La 
más destacada de sus variables históricas era su naturaleza colonial. De hecho, 
cabe decir que “la identificación entre imperio colonial y nacionalismo viene a 
ser en Portugal una especie de equivalente funcional a las controversias en torno 
al Estado-nación” existentes en las sociedades europeas de la época.! 


El “parlamentarismo oligárquico” se había consolidado durante la segunda mitad 
del siglo XIX. A lo largo de varias décadas, pero sobre todo entre 1871 y 1890, 
el Partido Regenerador y el Partido Progresista formaron por rotación los 
sucesivos gobiernos y configuraron un sistema bipartidista razonablemente 
estable. El sistema político funcionaba en gran medida gracias al clientelismo, y 
la manipulación gubernamental de las elecciones locales y nacionales era una 
práctica habitual. Aunque con programas políticos ligeramente distintos, los dos 
partidos “rotativistas” eran en la práctica idénticos. El sistema portugués se 


parecía al imperante en otros países: España, Italia o Grecia. 


A finales del siglo XIX surgieron dentro de un mismo contexto urbano dos 
pequeños partidos “ideológicos”, el Partido Socialista y el Partido Republicano. 
Éste último, por su parte, conseguirá convertirse rápidamente en el “tercer 
partido” aglutinando a los sectores urbanos de las clases medias y populares. Su 
ideología se inspiraba básicamente en el modelo de la Tercera República 
francesa. Sufragio universal masculino, secularización de la educación, 
autonomía municipal y radical separación entre Iglesia y Estado eran los 
elementos centrales de la propaganda republicana en la lucha contra la élite de la 
monarquía constitucional. 


A principios del siglo XX, el Partido Republicano lideró la incorporación de las 
masas a la vida política en un contexto de extrema debilidad de las formas 
“horizontales” de integración política. Sociedades secretas, grupos de socialistas, 
estudiantes anarquistas o republicanos radicales se adscribirán durante un tiempo 
a la bandera republicana, a medida que aumentaba la “indefinición” del 
programa partidista. El Partido Republicano, pues, contaba con un programa 
extremadamente flexible, muy moldeable, para capitalizar cuestiones como el 
nacionalismo, el anticlericalismo, la ampliación de la participación política, el 
derecho de huelga u otras reivindicaciones del débil movimiento obrero. Poco 
antes de la Revolución de 1910, el Partido aglutinaba una constelación política 
que iba desde una facción moderada y electoralista hasta otra jacobina y 
autoritaria. En esta coalición participaban también organizaciones secretas en las 
que coincidían republicanos radicales y anarquistas —fue el caso de la 
Carbonária Portuguesa, que contaba con importantes apoyos populares en Lisboa 
—, y que se infiltraron en numerosos comités locales del Partido Republicano. 


En octubre de 1910 la monarquía constitucional fue depuesta en Lisboa. 
Dirigieron la revolución elementos republicanos de las fuerzas armadas que 
contaron con la ayuda decisiva de civiles y de militares —sargentos y cabos 
sobre todo— pertenecientes a la Carbonária. La mayoría de las unidades 
militares permaneció neutral. Portugal se convertía en una de las primeras 
repúblicas europeas de principios del siglo XX.? 


LA PRIMERA REPÚBLICA: PARLAMENTARISMO DE 
PARTIDO DOMINANTE 


La Constitución de 1911, aprobada por una Asamblea prácticamente formada en 
su totalidad por miembros del Partido Republicano, estableció un régimen 
parlamentario. El presidente de la república, elegido por el Parlamento, apenas 
disponía de poderes; sobre todo, no podía disolver la Cámara. 


Las élites republicanas decidieron no adoptar el sufragio universal, 
argumentando que el caciquismo en las provincias desaconsejaba ampliar la 
participación política. Las presiones en favor de la adopción del sufragio 
universal fueron escasas, por no decir inexistentes, en la Asamblea Constituyente 
(1911). La “presión desde abajo” también fue muy débil, debido a la nula 
movilización electoral del mundo rural y a la ideología y estrategia contrarias a 
la participación política de las “minorías activas” de las clases trabajadoras 
urbanas. Curiosamente, sólo los sectores más conservadores del Partido 
Republicano abordaron el problema. Las leyes electorales limitaron la 
representación proporcional a Lisboa (feudo electoral de los republicanos) y a 
Oporto, manteniendo el régimen mayoritario en el resto del país. La 
participación política, limitada a los hombres adultos y alfabetizados, era 
reducida. 


La República sustituyó el viejo sistema bipartidista de la monarquía 
constitucional por un sistema multipartidista de partido dominante. El Partido 
Republicano fue el primer partido “semide-masas” del sistema liberal. Después 
de la Revolución de 1910 algunos de sus dirigentes más conservadores lo 
abandonaron para crear dos nuevos partidos, el Unionista y el Evolucionista, que 
nunca dejarían de ser pequeños partidos de notables.? 


El sucesor del Partido Republicano fue el Partido Democrático, a cuyos 
partidarios se les conoció como “democráticos” y cuya hegemonía electoral se 
impuso desde el principio. Gracias a su uso del aparato del Estado, se convirtió 
en el principal “elemento de clientelismo”.* Con un sistema electoral de sufragio 
limitado, supo alcanzar un compromiso entre su electorado urbano y algunos 
notables de provincia, asegurando su dominio sobre el sistema. 


El Partido Democrático fue construido a partir de una base electoral y 
organizativa sólida y razonablemente estable, y se erigió como el único partido 
de ámbito nacional. Por su parte, los partidos Unionista y Evolucionista, creados 
por dirigentes de facciones parlamentarias de centro-derecha que habían 
abandonado el Partido Republicano, reclamaban, en cuanto partidos “del 
sistema”, reformas al sistema electoral y a las circunscripciones electorales, y la 


moderación en las relaciones Iglesia-Estado; mientras tanto, iban consolidando 
sus clientelas en las provincias, donde ya tenían “feudos” localizados. Debido a 
las rivalidades personales entre sus respectivas direcciones, estos partidos 
fracasaron en todos sus intentos de formar por sí solos una coalición contra los 
democráticos. Hasta la Gran Guerra no hubo ninguna disidencia de “izquierda” 
en el Partido Democrático (los dos escaños del Partido Socialista no eran sino 
una especie de “ofrecimiento” por parte de los democráticos). 


Si hasta la dictadura de Sidónio Pais se puede hablar de la existencia de una 
oposición leal a medias, representada por los partidos republicanos 
conservadores, en los años veinte, al fracasar todos los intentos de reforma del 
sistema político y de unificación de las fuerzas conservadoras en un único frente 
electoral, las élites conservadoras llegarán al convencimiento de que nunca 
podrían alcanzar el poder por la vía electoral y constitucional. 


Una endémica inestabilidad gubernamental 


La estabilidad electoral combinada con la inestabilidad gubernamental 
caracteriza todo el periodo republicano. Entre 1910 y 1926 Portugal tuvo 41 
gobiernos, entre estos, 17 de partido único, 3 militares y 21 de coalición. 


El primer gran desafío a la hegemonía del Partido Democrático data de 1915, 
con un intento por prescindir del parlamento mediante una intervención militar. 
El gobierno democrático cayó ante un golpe que contó con la complicidad del 
presidente y de los partidos conservadores. Presionado por las fuerzas armadas, 
el jefe del Estado designó al general Pimenta de Castro como primer ministro en 
enero de 1915, al frente de un gobierno con fuerte presencia militar. El nuevo 
gobierno pretendía suspender el parlamento y modificar las leyes electorales 
antes de convocar a elecciones, pero a los pocos meses un levantamiento 
democrático, con el apoyo de algunas unidades militares y de civiles armados, 
devolvió el poder al Partido. Los incidentes se saldaron con 150 muertos y 300 
heridos. En junio de 1915 el Partido Democrático volvió a ganar las elecciones. 
Desde entonces y hasta el golpe de Sidónio Pais, el Partido Democrático lideró 
—mientras preparaba la participación en la guerra— varios gobiernos de 
coalición formados gracias al apoyo o a la neutralidad de los partidos 
republicanos conservadores. 


La inestabilidad gubernamental, endémica durante todo el régimen republicano, 
alcanzó su punto culminante durante la posguerra. Los gobiernos de coalición, 


de iniciativa conservadora o “neutrales” con mayoría parlamentaria democrática, 
alcanzaron la media más baja de supervivencia: 91 días, frente a la media de 156 
de los gobiernos monopartidistas. Hay, sin embargo, dos grandes diferencias 
entre la inestabilidad gubernamental anterior a la guerra y la de la posguerra: en 
este segundo periodo la dimensión político-económica adquiere más importancia 
que la cuestión del “acceso al poder”, y refleja la creciente incidencia de las 
diferencias socioeconómicas y de los distintos grupos de interés. El estudio de la 
relación entre la duración de cada gobierno y su respectiva política económica 
(ya fuera más favorable a la industria, a la agricultura, a los consumidores 
urbanos, a los pactos sociales, etc.) revela la influencia de los grupos de interés 
en la formación y caída de los gobiernos, así como la importancia creciente de 
los círculos extraparlamentarios en la promoción de la inestabilidad 
gubernamental. 


Otros factores políticos de la posguerra fueron los siguientes: una creciente 
fragmentación del sistema de partidos, con la aparición de disensiones a la 
izquierda del Partido Democrático; los intentos fallidos de poner en marcha una 
máquina electoral conservadora basada en los evolucionistas y los unionistas, y 
la aparición del conglomerado sidonista. 


Las divergencias sociopolíticas 


La primera divergencia política abierta por la Revolución de 1910 fue la 
suscitada por la cuestión religiosa. La propaganda republicana había propugnado 
la secularización y, en los días posteriores a la Revolución, Lisboa se vio 
sacudida por un importante movimiento anticlerical. Se cerraron varios 
conventos, y algunas órdenes religiosas, como la Compañía de Jesús, fueron 
inmediatamente expulsadas del país. 


La nueva legislación no tardó en llegar. El 3 de noviembre se autorizó el 
divorcio; un mes más tarde se promulgó una nueva ley de matrimonio por la que 
éste adquiría una “validez exclusivamente civil”; las manifestaciones religiosas 
celebradas fuera de las iglesias quedaron sometidas a fuertes restricciones y se 
abolieron todos los ritos religiosos asociados a instituciones del Estado, como 
tribunales, universidades o fuerzas armadas. Acusados de distintos delitos de 
desobediencia, a principios de 1911 ya había cerca de 150 curas encarcelados. El 
gobierno prohibió la lectura de una carta pastoral en la que la jerarquía 
eclesiástica expresaba su desacuerdo con la situación. Esta decisión provocó la 
ruptura de las relaciones con el Vaticano y de los obispos con el Estado 


portugués. En 1912 casi todos los obispos portugueses estaban suspendidos. 


La secularización se convirtió de inmediato en un elemento central de la vida 
política portuguesa y lo seguiría siendo, a pesar de algunos intentos de 
apaciguamiento, hasta 1926. Este contexto secularizador propició la aparición de 
un nuevo movimiento católico estrechamente ligado a la jerarquía y de tendencia 
autoritaria. El espacio para un partido de tipo demócrata-cristiano o “popular” 
fue ocupado por el Partido del Centro Católico, cuyo catolicismo social se 
deslizará rápidamente hacia un proyecto alternativo de carácter corporativo y 
autoritario, ya apuntado con ocasión del apoyo que prestó a la dictadura de 
Sidónio en 1917. 


La segunda gran divergencia política la suscitó la llamada “cuestión del 
régimen”, alimentada por el antirrepublicanismo de un pequeño pero 
relativamente poderoso núcleo de monárquicos que ya poco tenían que ver con 
el régimen liberal caído en 1910. En 1911 y 1912 los monárquicos 
protagonizaron sendas incursiones desde Galicia lideradas por Paiva Couceiro, 
un antiguo militar cesarista con experiencia en las campañas militares de África. 
En 1914 un grupo de jóvenes que habían secundado a Couceiro fundó, tras 
regresar del exilio, al amparo de la amnistía decretada por el gobierno que 
coincidió con el inicio de la Gran Guerra, el Integralismo Lusitano (IL), 
movimiento inspirado en los principios maurrasianos de Action francaise, cuya 
influencia también alcanzará al incipiente partido católico. 


En 1916 el IL se estableció como un movimiento político. Sus objetivos se 
pueden resumir en la restauración de una monarquía corporativista, antiliberal, 
descentralizada y tradicional. Los integristas dejaron una marca intelectual 
profunda en la cultura política portuguesa del siglo XX. Estando profundamente 
influenciados por el ejemplo establecido por la Action francaise, lograron sentar 
las bases de una nueva y duradera marca de nacionalismo reaccionario 
portugués. 


En términos simples, el IL estableció una alternativa política e intelectual 
coherente basada en una ideología de su propia creación que luego fue 
codificada en un programa político. En lugar de la idea de la soberanía popular, 
el IL propagó el concepto de nación tradicionalmente organizada y estructurada 
jerárquicamente, en la que el principio del sufragio universal sería rechazado en 
favor del ideal corporativista. El Parlamento sería remplazado por una Asamblea 
Nacional puramente consultiva en la que estarían representadas las “fuerzas 


vivas” de la sociedad portuguesa, la familia tradicional, los ayuntamientos y las 
asociaciones de profesionales. En lugar del centralismo del Estado liberal, 
percibido por los integristas como un peligro agudo para la vida local y el 
principal instigador de la urbanización descontrolada, se introducirían 
estructuras descentralizadas que permitirían una paz eminentemente agrícola, el 
cumplimiento de su misión histórica. La representación corporativista también 
fue vista como el remedio para los males de la economía liberal y la desastrosa 
agitación de su lucha de clases. 


Desde un punto de vista sociológico, el integrismo constituyó una reacción 
ideológica típica a la modernización. Por eso pudo infiltrarse en los segmentos 
de la sociedad más amenazados por el proceso de modernización, especialmente 
después de que la participación de Portugal en la guerra había desestabilizado el 
frágil régimen republicano. 


Su método de intervención política fue en gran parte elitista, ya que el IL reclutó 
su membresía dentro de una red relativamente pequeña de académicos 
universitarios y mediante la reorganización de grupos de notables monárquicos 
provinciales. El vigor ideológico del IL y su capacidad para penetrar círculos 
intelectuales y grupos de interés también influyeron en el desarrollo y la difusión 
del fascismo en Portugal. Como escribió Martins, “en el momento en que los 
modelos fascistas y nazis italianos [y alemanes] asumieron una importancia” 
histórica mundial, “los más predispuestos a aprender y emularlos se basaron en 
las enseñanzas y el estilo intelectual del IL”. De hecho, casi todos los intentos de 
fundar partidos fascistas después de la guerra utilizaron al IL como modelo, de 
modo que se “adelantó al terreno de otras influencias y paradigmas de la extrema 
derecha”.5 


Pero una importante divergencia sociopolítica seguía siendo la separación entre 
la ciudad y el campo, entre el medio urbano y el rural, tanto en la representación 
de sus respectivos intereses como en el acceso al Estado y al proceso de 
decisión. En los años veinte los conflictos económicos entre las élites, 
especialmente entre los intereses de la “élite tradicional” agraria y la de la 
industria, se convirtieron en importantes elementos de crisis ante la incapacidad 
de los gobiernos para gestionarlos. 


La participación en la primera Guerra Mundial 


La guerra tuvo un ineludible efecto desestabilizador sobre el frágil edificio 


político erigido por la República. Casi todos los republicanos justificaron la 
eventual participación de Portugal en nombre de la defensa de las colonias 
africanas. Desde finales del XIX se sabía que Gran Bretaña podría entregar 
algunas de las colonias portuguesas a Alemania. Para el Partido Democrático, el 
gran defensor de la intervención militar en el frente europeo, la neutralidad podía 
poner en peligro el legado colonial portugués mientras que una victoria junto a 
los aliados sólo podía contribuir a consolidar la posición de Portugal en las 
negociaciones de paz. 


La cuestión de las colonias, sin embargo, no justifica por sí sola la intervención 
en el frente europeo. De hecho, Gran Bretaña nunca la solicitó y nunca acudió a 
los términos de su alianza con Portugal. Una intervención limitada en el teatro 
africano, tal como la defendieron los republicanos conservadores, podría haber 
sido otra opción posible y razonable, desde el punto de vista tanto interno como 
exterior. De ahí que pueda pensarse que la estrategia intervencionista del Partido 
Democrático respondió, además, a unos objetivos políticos de orden interno: 
asegurar el control del sistema político mediante una movilización nacionalista y 
patriótica forzando la colaboración de los otros partidos mediante una coalición 
del tipo Union Sacrée, que legitimara el creciente control represivo sobre la 
disensión política y permitiera apaciguar las tensiones políticas y sociales. Las 
expectativas del Partido Democrático se verían, sin embargo, de inmediato 
defraudadas. 


La estrategia intervencionista provocó la división en las fuerzas armadas. Se 
formó una facción partidaria de la intervención en África y contraria a la 
intervención en Europa. El gobierno, al desconfiar del Ejército, optó por formar 
una fuerza especial de intervención (el Cuerpo Expedicionario Portugués) 
nombrando oficiales leales a la República y movilizando oficiales milicianos. En 
octubre de 1914 grupos de oficiales ocuparon algunos cuarteles declarándose 
contrarios a la intervención en la guerra. Este movimiento anticipaba los 
acontecimientos de 1915 —gobierno militar provisional— y de 1917 —el golpe 
de Sidónio—. No obstante, el gobierno siguió adelante con su decisión de 
participar. En 1916 y 1917 casi dos tercios del ejército portugués se encontraban 
fuera del país: 55 000 soldados en Flandes y 45 000 en las colonias; de los 
primeros, hasta 35 000 murieron, resultaron heridos o fueron hechos 
prisioneros. 


El proyecto intervencionista del Partido Democrático implicaba la participación 
de los restantes partidos republicanos en una gran coalición, pero si bien el 


Partido Evolucionista vaciló en participar, el Partido Unionista se manifestó de 
entrada contrario a la intervención en el teatro europeo. Ambos acabarían 
descartando su participación en un gobierno de unidad nacional, ante los 
primeros efectos sociales y políticos de la intervención: diversos motines en 
Lisboa, saqueos por la escasez de víveres e intensificación de las huelgas, 
promovidas por el sindicalismo revolucionario y abiertamente contrarias a la 
intervención. Ante estos acontecimientos, el 12 de julio de 1917 el gobierno 
declaró el estado de sitio en Lisboa y en septiembre de ese año reprimió con 
dureza un inicio de huelga general, encarcelando a numerosos “sindicalistas 
revolucionarios”. 


La dictadura de Sidónio Pais: un interludio autoritario 


Aunque utilizara su pasado militar con fines carismáticos, Sidónio Pais, el jefe 
del golpe de Estado de diciembre de 1917, era un discreto miembro de la élite 
republicana conservadora. Profesor de la Universidad de Coimbra, diputado por 
el Partido Unionista, Sidónio había sido ministro en dos ocasiones y era 
embajador en Berlín cuando, en 1916, Alemania le declaró la guerra a Portugal. 


La rápida victoria del golpe de Sidónio, organizado con el apoyo inicial de los 
notables republicanos conservadores, se explica por la intensa erosión que sufrió 
la política intervencionista del Partido Democrático.” Algunas de las unidades 
militares que intervinieron de modo decisivo en el golpe debían salir para el 
frente europeo. Su ambigiiedad y su apuesta por la neutralidad colaborante 
quedaron aclaradas tras la visita que una delegación de los sindicatos obreros 
hizo a Sidónio, cuando éste todavía se encontraba en el centro de Lisboa 
dirigiendo las operaciones, y en la que se comprometieron a apoyarlo a cambio 
de la liberación de los sindicalistas presos. 


La dictadura de Sidónio anticipó algunas de las características de las dictaduras 
de la posguerra, especialmente las de tipo fascista. Después de algunas dudas, 
Sidónio exilió a una parte de la élite republicana, suspendió la Constitución de 
1911 e intentó institucionalizar una dictadura presidencialista y plebiscitaria. 
Tras una gira por el país en la que fue proclamado “salvador de la patria” por 
pequeñas multitudes movilizadas en gran parte por el clero, Sidónio instauró el 
sufragio universal, se hizo elegir presidente y se reservó el control absoluto del 
Ejecutivo, del que salieron los partidos republicanos conservadores que se 
unieron a la oposición. Creó, entonces, un esbozo de partido único, el Partido 
Nacional Republicano. Ningún otro partido republicano concurrirá a las 


elecciones y la represión se desencadenará, tanto sobre los otros partidos como 
sobre el sindicalismo obrero. Junto a este partido de iniciativa gubernamental tan 
sólo obtendrán representación parlamentaria los monárquicos y los católicos. 
Los primeros apoyarán el régimen y volverán a ocupar cargos en distintas 
instituciones, especialmente en la militar; los segundos también apoyarán a 
Sidónio hasta el final, al compartir su política de revocar los elementos más 
radicales de la legislación anticlerical y de restablecer relaciones con el Vaticano. 


Otra novedad introducida por el nuevo sistema fue el esbozo de representación 
corporativa. El sistema bicameral se mantuvo, pero el nuevo Senado contaría 
con representantes nombrados por las asociaciones patronales, por los sindicatos, 
por la industria, por las profesiones liberales, etc. Sidónio prescindiría, sin 
embargo, tanto de este Senado como de la Cámara de Diputados, a la que 
suspendió por vacaciones, y pasó a gobernar cada vez más confiado en sus 
recursos carismáticos. 


Durante el periodo de escasez provocado por la guerra, el discurso político de 
Sidónio fue antiplutocrático, e insistió en la lucha contra las oligarquías de los 
partidos y el mesianismo nacionalista. El dictador logró reunir en un mismo 
espacio a los monárquicos y a algunos republicanos conservadores. Al mismo 
tiempo, usó con éxito su carisma para rodearse de un grupo de jóvenes oficiales. 
Tras su asesinato por un antiguo sindicalista rural, a finales de 1918 estalló una 
revuelta monárquica en el norte. Los republicanos se movilizaron en las ciudades 
y varias unidades militares se declararon neutrales, permitiendo así la victoria 
del Partido Democrático y el regreso a un régimen constitucional. 


El régimen sidonista fue, de hecho, incapaz de sobrevivir al asesinato de su jefe 
y su caída vino a revelar la presencia de un ejército dividido y politizado a causa 
de la intervención en la guerra. La persistente divergencia sobre la “cuestión del 
régimen” acabó de pulverizar en 1918 la unidad de las fuerzas conservadoras y 
casi llevó al país a la guerra civil. Las juntas militares, creadas en distintas 
ciudades tras el asesinato del dictador, presionaron en varios sentidos al 
gobierno, y se gestaron pronunciamientos de orientación política muy 
diversificada. Varios “barones militares” asociados a sectores monárquicos, 
sidonistas y republicanos se estrenaron en esa coyuntura de crisis ante la opinión 
pública. 


Con la proclamación de la monarquía en Oporto, por iniciativa de la junta militar 
del norte y la pequeña insurrección en Lisboa, las unidades militares se 


dividieron. Muchos oficiales en el frente europeo no aceptaron la estrategia de 
“abandono” en la guerra por la que optó Sidónio ni se reconocieron en los 
oficiales monárquicos que se adhirieron al régimen. A raíz de una movilización 
popular en Lisboa, promovida por el Partido Democrático contra la revuelta 
monárquica, varias unidades distribuyeron armas entre la población y otras se 
dispusieron a salir hacia el norte. La definitiva apuesta antisidonista del 
movimiento sindical significó un espaldarazo para la movilización. A finales de 
enero el gobierno monárquico provisional de Oporto fue derrotado militarmente. 
En Lisboa, mítines y manifestaciones callejeras forzaron la disolución del 
parlamento sidonista y de la policía, dominada por los monárquicos. Unos pocos 
días después los sidonistas renunciaron. Varios elementos republicanos 
intentaron entonces constituir un partido conservador capaz de afrontar las 
elecciones como alternativa al Partido Democrático. Una vez más el proyecto 
fracasó. En las elecciones de 1919 volvió a ganar el Partido Democrático, 
consiguiendo 53% de los escaños. La Constitución de 1911 fue restablecida. 


Crisis final y caída de la Primera República 


La participación de Portugal en la primera Guerra Mundial no provocó daños en 
la estructura productiva o social comparables con los sufridos por los 
beligerantes de Europa Central, por lo que tampoco creó condiciones propicias al 
nacimiento de grupos capaces de formar una primera base para el posterior 
desarrollo de movimientos fascistas.? Portugal pasó, sin embargo, en plena 
dictadura sidonista, por sus “humillaciones de guerra” y por la destrucción de 
sus batallones en el frente, y el país puso fin a su intervención en la guerra 
durante el sidonismo. Los republicanos conseguirían movilizar a muchos 
veteranos para enfrentarlos contra la dictadura de Sidónio Pais usando el 
argumento de que habían sido “traicionados” por los monárquicos, que apoyaron 
a los regimientos que se negaron a ir a Francia. Pero no llegó a formarse un 
movimiento de veteranos, ya que éstos serían rápidamente absorbidos por la 
sociedad rural o por la emigración. La vittoria mancata no lo fue tanto en la 
medida en que Portugal consiguió salvaguardar sus colonias y no tenía 
pretensiones territoriales en Europa. 


La dictadura sidonista y la insurrección que le puso fin permitieron que el primer 
pacto entre los partidos políticos para la revisión de la Constitución de 1911 

confiriera mayor estabilidad al sistema político. Los conservadores apostaron por 
un modelo presidencialista. Los democráticos aceptaron que el presidente tuviera 


el poder de disolver el Parlamento, pero limitaron los poderes de los gobiernos 
en funciones (1919). La gestión de este poder se revelará compleja y difícil, y 
dará lugar al establecimiento de una vía directa para presionar 
extraparlamentariamente al presidente. 


El sistema de partidos cambiará de forma notable durante la posguerra: los 
líderes “históricos” del periodo anterior a 1917 desaparecerán. Afonso Costa, el 
hombre fuerte del Partido Democrático, no regresó del exilio, y António José de 
Almeida y Brito Camacho dejaron los partidos Unionista y Evolucionista, 
respectivamente; el Partido Democrático conoció escisiones a su izquierda y a su 
derecha; pequeños partidos con fuerte carga ideológica aparecieron tanto en la 
escena parlamentaria (católicos, “izquierda democrática”, etc.) como en la 
extraparlamentaria (en 1921, los sidonistas; en 1919 el Partido Comunista, etc.). 
Pero las principales características de la época anterior a la guerra perduraron: el 
sufragio no se amplió y el sistema político formal siguió siendo 
fundamentalmente el mismo. 


El sistema de partidos se fue fragmentando. En 1919 los conservadores (los 
partidos Unionista, Evolucionista y Centrista) se unieron en el nuevo Partido 
Liberal, creando una incipiente máquina electoral de alternativa frente a los 
democráticos. En 1921, por primera vez en la historia de la República, el Partido 
Democrático perdía unas elecciones y veía peligrar su monopolio. Los gobiernos 
liberales, sin embargo, cayeron ante la insurrección de la Guardia Nacional 
Republicana, que pretendía provocar la disolución del Parlamento elegido en 
1921. Los conservadores volvieron entonces a dividirse en distintos partidos 
(“Gubernamentales”, Nacionalistas, “Populares”), aumentando las tendencias 
autoritarias. 


A pesar de algunas disensiones (los “reconstituyentes”, a la derecha, en 1920, y 
la “izquierda democrática”, en 1925), el Partido Democrático sobrevivió como el 
partido dominante del sistema. Pero su “asimétrica” máquina clientelar sufrió 
importantes bajas entre los votantes urbanos, al mismo tiempo que la 
manipulación y la violencia en los actos electorales aumentó considerablemente. 
La clásica “indefinición” de su política gubernamental se verá reforzada por la 
aparición, en las elecciones de 1925, de dos tendencias en su seno, una moderada 
y otra más a la izquierda. 


Tras superar la crisis económica y social de la posguerra, las elecciones de 1925 
devolvieron el Partido Democrático al gobierno, pero para entonces el escenario 


de la batalla política había dejado de estar en el Parlamento, como lo demuestra 
la representación parlamentaria lograda por una federación de asociaciones 
patronales (la Unión de los Intereses Económicos, UIE), plataforma 
abiertamente antidemocrática que usaba las elecciones y el Parlamento como 
vehículo de expresión. 


Los años de 1919 y 1921 habían sido considerados por el Estado y por el 
patronato de la industria, el comercio y los servicios urbanos como los años de la 
“amenaza roja”. El periodo áureo de los anarcosindicalistas de la Confederación 
General de los Trabajadores (CGT), que pasó en esa época por la primera 
escisión comunista, estuvo marcado por una sucesión de huelgas en distintos 
sectores, con especial incidencia en la administración pública y el comercio. A 
medida que decrecían las movilizaciones sindicales aumentó el terrorismo: 
organizaciones clandestinas, como la Legiáo Vermelha, recibían toda la atención 
de los periódicos conservadores. En un esfuerzo sostenido pero fallido de 
provocar la “integración política” de los socialistas, el Partido Democrático les 
dio un nuevo impulso, ofreciéndoles su maquinaria electoral y escaños en el 
Parlamento (en donde de una media de 2 en 1919 pasaron a 8). 


Las asociaciones patronales más afectadas por estos movimientos casi 
exclusivamente urbanos desarrollaron sus federaciones y aumentaron 
significativamente su intervención política. Pero a finales de 1922 la “amenaza 
roja” ya se había disipado y los conflictos laborales iban remitiendo. 


Un factor decisivo en la convergencia de la nueva extrema derecha de los años 
veinte fue la “relegación” de la polémica “república-monarquía”. Sobre esta 
unión incidieron las influencias externas del fascismo italiano y de la dictadura 
de Primo de Rivera en España, así como la presión ejercida por los jóvenes 
integristas. Las características de esta nueva extrema derecha ya eran visibles en 
organizaciones como la Cruzada Nun” Álvares que, tras reorganizarse en los años 
veinte, integró a sidonistas, católicos, integristas y fascistas.” 


La característica más importante del ascenso del fascismo en la sociedad 
portuguesa de posguerra es, por un lado, la recepción de su primer paradigma 
externo, el fascismo italiano, en contraste con la debilidad y la fragmentación de 
su expresión nacional. 


La extrema derecha fue inicialmente representada por los pequeños partidos 
sidonistas y los integristas. El primero consistió principalmente en jóvenes 


intelectuales republicanos de derecha, oficiales y estudiantes. La creciente 
participación de los militares en estos grupos se puede ver en el hecho de que del 
comité central de 33 miembros del Centro Sidónio Pais, 19 eran oficiales del 
ejército en 1920.*% Una proporción similar de militares se encontraba en otros 
pequeños partidos. Los integristas aumentaron su fuerza de manera significativa 
en las asociaciones de empleadores, en particular las que representaban los 
intereses de los propietarios rurales y dentro del Ejército. En 1921-1923 varios 
intentos de crear partidos fascistas no lograron trascender su entorno original de 
estudiantes e intelectuales, a pesar del apoyo inicial de varias organizaciones de 
empleadores. 


Grupos como el de los integristas tuvieron mayor peso en términos conspirativos 
y propagandísticos en la defensa de la opción dictatorial que el del Centro 
Católico, el cual, al estar ligado a la jerarquía de la Iglesia, se mostraba más 
cauto. Los integristas, que contaban con importantes apoyos dentro de las 
fuerzas armadas, fueron los responsables de la radicalización antidemocrática de 
los grupos conspirativos. La presencia de integristas y de católicos en 
organizaciones como la Cruzada Nun' Álvares y su influencia entre los militares 
demuestran que un importante sector de la derecha radical civil apoyó el golpe, 
en la medida en que éste no se quedaría en un simple proyecto de salvaguarda 
del “orden en las calles y en el gobierno”. 


Los partidos republicanos conservadores y las camarillas de notables ligadas a 
grupos de intereses se habían acostumbrado, desde la década de 1910, a recurrir 
a las vías extraparlamentarias para afianzar su poder. Aunque después de la 
guerra hubo gobiernos de coalición e incluso algunos gobiernos conservadores, 
éstos estuvieron siempre en situación de crisis. La radicalización de los pequeños 
partidos republicanos conservadores fue un factor clave en la caída de la 
República, ya que, cuando el Partido Democrático volvió a ganar las elecciones 
en 1925, se decantaron por la solución militar. Algunas figuras carismáticas 
surgieron entonces de este espectro de partidos, sumándose al llamamiento de la 
pequeña y elitista extrema derecha en favor de una intervención militar y de la 
constitución de grupos organizados en el seno de las fuerzas armadas. Cunha 
Leal, dirigente del Partido Nacionalista, fue uno de esos líderes que, desde 1923, 
abogó por la intervención militar y por la negociación post facto de un programa 
político con las facciones militares. La intervención militar en la política 
republicana y la presencia de facciones organizadas en las fuerzas armadas no 
eran fenómenos nuevos. La principal diferencia entre las intervenciones 
anteriores a la Guerra y el golpe de 1926 reside en la multiplicación de las 


“tensiones corporativas” entre el Ejército y el gobierno, y, también, en la 
creciente “unidad política” de los militares." 


Buscar las raíces del golpe de 1926 en un análisis de las conspiraciones 
inmediatamente anteriores o de las posiciones de los distintos actores militares 
supone adentrarse en un atolladero événementiel. De hecho, desde 1918 Portugal 
vivía, como escribió un historiador estadounidense, “en el reino del 
pronunciamiento”.*? 


La situación cercana a la guerra civil que conoció el país entre diciembre de 
1918 y febrero de 1919 tuvo efectos especialmente devastadores sobre el 
Ejército, al crearse juntas militares por todo el país y al suscitarse de nuevo la 
“Cuestión del régimen” tras proclamarse la monarquía en Oporto. El régimen 
sidonista consiguió, por su parte, atraer a un creciente número de jóvenes cadetes 
y de oficiales vinculados a un sector de la derecha radical civil, involucrada en 
distintas conspiraciones a principios de los años veinte. Durante los últimos años 
de la República se multiplicaron los polos de tensión entre civiles y militares. 


Terminada la Gran Guerra, el Partido Democrático se encontró con un nuevo 
Ejército. Las fuerzas armadas habían duplicado sus efectivos respecto a los de 
1911 y contaban además con mandos que habían adquirido tanto un prestigio en 
el frente como una nueva dimensión ideológica de corte militarista. El principal 
problema lo representaban los, en principio provisionales, 2 000 oficiales 
milicianos. Mientras en el resto de Europa los cuerpos de oficiales se reducían 
con la desmovilización, el gobierno portugués optó por incorporar 
definitivamente a los oficiales milicianos. Esta “incorporación” elevó el número 
de oficiales regulares en 1919 a 4 500 frente a los 2 600 de 1915. Ya fuera 
porque respondía a una estrategia de “integración”, por el temor a la 
desmovilización, o porque se tratara de un mecanismo de “apadrinamiento 
político”, lo cierto es que esta decisión provocó la aparición de una tensión 
“corporativa” entre el Ejército y los gobiernos republicanos, especialmente 
patente en el periodo de hiperinflación, cuando, el poder adquisitivo del salario 
de un capitán, por ejemplo, perdió cerca de 60% respecto al de 1914. 


La desconfianza del gobierno en las fuerzas armadas lo llevó a reforzar los 
efectivos (de 5 000 en 1911 a 11 000 en 1922) y el arsenal de la Guardia 
Nacional Republicana (GNR), sobre todo entre 1919 y 1921. La GNR se vio 
“reforzada como defensora urbana del Estado” frente a los trabajadores y el 
Ejército, “convirtiéndose en un elemento más de la burocracia asociada al 


control del gobierno por parte de los democráticos”.!3 Esto alimentará una 
segunda tensión “corporativa”. Un primer ministro democrático se verá más 
tarde obligado a reducir los efectivos de la GNR, tanto para desalentar 
insurrecciones dentro de la fuerza policial como para apaciguar al Ejército. 


El 18 de abril de 1925 algunos oficiales realizaron un primer intento organizado 
de golpe en nombre de las fuerzas armadas. La resistencia de algunas unidades y 
de la GNR abortó la insurrección. Algunos meses más tarde, un tribunal militar 
devolvió a los implicados a los cuarteles. El llamamiento a un interregno militar 
en la política parlamentaria estaba en pleno auge. La principal diferencia entre 
este primer golpe y el definitivo de 1926 estará en los apoyos que éste fue 
concitando hasta formar una “coalición antisistema”. 


El liberalismo republicano fue derrocado por un ejército dividido y politizado 
como consecuencia de la intervención en la primera Guerra Mundial. En su seno 
se sucedían los llamamientos golpistas por parte de distintas facciones 
organizadas que abarcaban desde los republicanos conservadores hasta los 
católico-sociales y la extrema derecha integrista y otros apéndices fascistas 
especialmente influyentes entre los jóvenes oficiales. 


Aunque alimentados por grupos conspiratorios, los meandros del golpe eran 
conocidos por la opinión pública y los partidos. Las divergencias entre los 
distintos componentes golpistas tuvieron de hecho un efecto más dilatorio que la 
resistencia del gobierno. El general Gomes da Costa, contactado por uno de los 
grupos de conspiradores para asumir el liderazgo, negoció en Lisboa el nuevo 
poder con los republicanos conservadores encabezados por el almirante 
Cabecadas. La negociación se demoró algunos días, y mientras tanto, la prensa 
de Lisboa las describía. La resistencia militar a los golpistas fue escasa y la 
movilización civil, nula. 


Sin duda, la forma más adecuada de estudiar la caída del régimen republicano es 
analizar las relaciones entre civiles y militares en el contexto de la crisis de 
legitimidad de la Primera República. El llamamiento por parte de la oposición a 
los militares fue una constante en la vida política de la posguerra. El sistema 
político republicano no contó con una “oposición leal”, ya que los actores 
políticos de la oposición llegaron al convencimiento de que la posibilidad de 
acceder al poder por la vía electoral era nula. El movimiento que desembocó en 
el 28 de mayo, considerando la heterogeneidad de los elementos que se movían 
entre los bastidores de la intervención militar, responde a dos de las 


características apuntadas por Juan Linz en su análisis de las causas de la caída de 
los regímenes liberales. En efecto, se trató de un golpe militar que cooptó a una 
parte de la élite política del régimen liberal (la cual, igual que muchos de los 
militares, sólo pretendía restablecer un orden constitucional reformado) para 
integrar a la “oposición desleal” y excluir del poder al partido dominante. El 
producto fue una dictadura militar que en sucesivos golpes apartaría 
paulatinamente parte de su componente republicana y que demostraría ser 
incapaz de institucionalizarse. 


La crisis de la República portuguesa en la posguerra es un ejemplo típico de las 
dificultades encontradas por el fascismo en sociedades con una “masificación de 
la política” rudimentaria. Las propias asociaciones de empleadores (que a 
principios de la década de 1920 habían ofrecido cierto apoyo a los nuevos y 
tentativos movimientos fascistas) se habían organizado sin la ayuda de 
mediadores dentro de un movimiento electoral y negociado directamente con los 
militares y con grupos de presión conservadores. 


El carácter de “premasificación” de la representación sociopolítica conservadora 
y reaccionaria y la persistencia de relaciones clientelistas en el sistema político 
pueden considerarse como elementos decisivos en el tipo de transición al 
autoritarismo que tuvo lugar en Portugal durante la década de 1920. 


DE LA DICTADURA MILITAR AL ESTADO NOVO DE 
SALAZAR 


La “dictadura sin dictador”, como la calificó un observador de la época, el 
régimen implantado el 28 de mayo de 1926, carecía de un proyecto alternativo al 
liberalismo republicano. Fruto de un compromiso transitorio mediado por los 
militares, en el régimen dictatorial convergieron distintos (y contradictorios) 
proyectos antes de su definitiva consolidación autoritaria a principios de los años 
treinta, ya bajo la dirección de António de Oliveira Salazar. 


Las tipologías con las que se suele analizar la evolución de los movimientos de 
derecha durante la posguerra no ayudan a “leer” la vertiginosa sucesión de 
acontecimientos políticos durante los primeros años de la dictadura militar. Esto 
se debe en parte a la naturaleza de un sistema político republicano en el que los 
partidos de derecha nunca llegaron a tener mucho peso. Por otro lado, debido a 


la naturaleza militar del régimen aparecieron en escena las tensiones 
corporativas propias de la institución militar, tensiones que no sólo agravaron 
muchos de los conflictos, sino que además determinaron la formación de 
verdaderas facciones políticas en el seno de las fuerzas armadas. 


No obstante estas particularidades, pueden identificarse hasta tres corrientes 
político-ideológicas en la derecha portuguesa que ayudan a analizar las opciones 
políticas en liza durante los primeros años de la dictadura militar: 


La primera fuerza, que definimos como liberalismo conservador, estaba 
representada por los partidos republicanos conservadores. Éstos apelaron a los 
militares y apoyaron el golpe con vistas a implantar un “Estado de excepción” 
que les permitiera reformar la Constitución de 1911 en un sentido 
presidencialista, limitando el parlamentarismo. Pretendían sobre todo redibujar 
el sistema de partidos mediante la creación de un gran partido conservador que, 
con el apoyo del aparato del Estado, pudiera superar, una vez restablecida la 
legalidad constitucional, al Partido Democrático. 


La segunda, que definimos como conservadurismo autoritario, era 
marcadamente antiliberal. Su propuesta consistía en implantar un régimen 
autoritario que eliminase el viejo sistema de partidos de la República para crear 
uno único de vocación “integradora”. Algunos proponían establecer mecanismos 
de representación corporativa y otros, gobiernos de “técnicos”. Ideo-lógicamente 
se adscribían tanto al corporativismo católico como a un difuso corporativismo 
republicano, en el que no faltaba algún revisionismo de corte autoritario. Había 
aquí católicos, monárquicos y republicanos autoritarios. 


Y, por último, la derecha radical, que proponía la ruptura total con el sistema 
liberal para sustituirlo por un Estado nacionalista basado en el corporativismo 
integral. La propensión fascista de este sector venía desarrollándose desde la 
inmediata posguerra. Sus partidarios intentarían crear un partido de masas 
aprovechando la coyuntura de la dictadura militar basado en modelos 
carismáticos de legitimidad. Su principal fundamento ideológico era el 
Integralismo Lusitano, al que añadieron elementos de origen republicano y 
sidonista. 


Sin embargo, la situación creada por los militares provocó un notable cambio en 
el espectro político, de tal modo que muchas de las actitudes de los actores 
políticos, especialmente las de los militares, difícilmente encajan en la tipología 


establecida: los itinerarios erráticos se multiplicaron. 


De entre las diversas fuerzas políticas que mostraron inmediatamente su apoyo a 
la dictadura y que se constituirán en un contrapeso importante de la derecha 
radical importa destacar el Centro Católico, estrechamente vinculado a la 
jerarquía de la Iglesia y a algunos partidos republicanos conservadores. Algunos 
de éstos, como fue el caso de la Unión Liberal Republicana de Cunha Leal y del 
Partido Nacionalista, aunque vieron malogrados sus proyectos de manipulación 
del nuevo poder, se convertirían en importantes apoyos para la élite militar 
conservadora ante las ofensivas de los radicales de derecha. 


Tanto la Iglesia como el partido del Centro Católico apoyaron desde el principio 
la dictadura militar. Hasta 1928, año de la subida de Salazar al poder, sus 
exigencias con seguridad fueron lo suficientemente importantes como para que 
se atendieran, ante el temor de que volviese a dimitir de inmediato, como ya lo 
había hecho en 1926. Por entonces, el Centro había sido un poderoso grupo de 
presión que sólo se desvanecería cuando Salazar, una vez consolidado su poder a 
principios de los años treinta, optara por neutralizarlo. Las posiciones del Centro 
Católico fueron decisivas para bloquear a la derecha radical en los primeros años 
del nuevo régimen. 


No conviene, por otro lado, subestimar el peso de los republicanos 
conservadores. Algunas formaciones políticas tenían una notable influencia en el 
Ejército, especialmente entre algunos generales que llegarían a formar parte del 
gobierno y que más tarde se opondrán incluso a Salazar. Su importancia quedará 
reflejada en el compromiso del cual surgió en 1933 el texto constitucional del 
nuevo régimen. 


Aunque muchos republicanos pasaron inmediatamente a la oposición, 
especialmente los adscritos al Partido Democrático, los pequeños partidos 
conservadores darían varios ministros a la dictadura y gozarían siempre de gran 
influencia. A pesar de que perdieron capacidad de intervención directa, su 
influencia sobre un significativo número de militares siguió siendo importante; 
el propio presidente, el general Carmona, siempre fue sensible a este sector. 


Entre 1926 y 1930 la dictadura militar fracasó en sus sucesivos proyectos de 
institucionalización y fue objeto de varios intentos de golpe de Estado, tanto 
desde la oposición prodemocrática (el más fuerte, el del 7 de febrero de 1927), 
como desde la extrema derecha. Sobre el escenario del poder, republicanos 


conservadores, católicos y extrema derecha jugaron su suerte. Esta última lo hizo 
con el apoyo de jóvenes militares que se constituyeron en una especie de poder 
paralelo en los cuarteles, poder que redoblaron al ser muchos de ellos nombrados 
para cargos de la administración local. A nivel gubernamental, sin embargo, un 
núcleo más cohesionado de generales conservadores, organizados en tomo al 
general Carmona, irá consolidando progresivamente el orden autoritario. Fue en 
este contexto cuando Salazar, a raíz de una importante crisis financiera, fue 
nombrado ministro de Finanzas, negociando amplios poderes sobre los otros 
ministros. 


El polo unificador de una corriente de corte fascista dentro de la dictadura 
militar estuvo en el brevísimo consulado del general Gomes da Costa, 
inmediatamente después del golpe. Roláo Preto intentó crear, entonces, con la 
ayuda de jóvenes militares y de otros exponentes de la derecha radical, una 
milicia de apoyo al nuevo régimen, avalada políticamente por la figura del viejo 
general. 


En junio de 1926 Martinho Nobre de Melo, un antiguo ministro de Sidónio, de 
formación integrista y dirigente de la Cruzada Nun' Álvares, presentó un 
programa político sistemático para la nueva dictadura. Las “milicias” 
nacionalistas debían llegar a ser organizaciones paramilitares de tipo fascista. En 
julio, el general Gomes da Costa cesó a algunos ministros, acumuló carteras 
ministeriales y Martinho Nobre de Melo y el integrista João de Almeida llegaron 
al gobierno, pero dos días después los generales Carmona y Sinel de Cordes 
encabezaron un golpe: lo obligaron a exiliarse en las Azores, cesaron a los 
ministros y prohibieron la organización. 


Este primer intento de instaurar el fascismo en la Dictadura Militar murió nada 
más nacer: el golpe exilió al viejo general y neutralizó su remodelación 
ministerial. Pero en los años siguientes la extrema derecha, estrechamente 
asociada a los “tenientes” del 28 de mayo, participó en distintos proyectos 
golpistas antes de fundar, en 1928, una organización más estable: la Liga 
Nacional 28 de Maio. Tras la caída de Gomes da Costa, el sector más radical de 
la “familia integrista” apostó por la creación de un partido fascista capaz de 
controlar la dictadura militar. Roláo Preto retomó entonces el discurso del 
“sindicalismo nacional”. 


A finales de los años veinte, el nacionalsindicalismo surgió en Portugal 
intentando abarcar todo el espectro político de la extrema derecha.!4 El 


movimiento contaba con un número significativo de jóvenes oficiales —con 
influencia en los cuarteles y en la administración local— y con bases locales 
organizadas como estructuras alternativas al partido gubernamental, cuyo origen 
se remontaba al periodo republicano; había heredado las pequeñas milicias 
organizadas apresuradamente por los “barones” militares y tenía capacidad para 
movilizar a algunos sectores populares y de la pequeña burguesía. Fue entonces 
cuando Roláo Preto creyó llegada la hora de unificar esos sectores en un partido 
fascista —la dictadura aún era inestable, aunque ya estuviera dominada por el 
católico “dictador de las finanzas”, Salazar—. 


Pero la alternativa de los fascistas se vería pronto ahogada por los “pactos 
constitucionales” acordados entre las élites militares y Salazar, quien consiguió 
reunir a los grupos conservadores en la Unión Nacional y controlarlos, usando la 
administración y la represión a los núcleos de resistencia fascistas. La tensión 
entre fascistas y otros grupos de presión autoritarios que dominaban la dictadura 
fue el reflejo en Portugal de un conflicto que caracterizó a la mayoría de los 
procesos de transición al autoritarismo con movimientos fascistas débiles. La 
rápida resolución de ese conflicto en favor del nuevo poder autoritario en 
Portugal y la consiguiente eliminación de los fascistas puede explicarse con base 
en los siguientes factores. 


En Portugal existían desde la década de 1910 ideologías y movimientos políticos 
dispuestos a colaborar con los dirigentes militares de la dictadura sin poner en 
discusión sus funciones, valores y posición en el nuevo régimen. Como ha 
señalado Juan J. Linz, en una transición en la que los militares asumen un papel 
central, éstos, aunque sus sectores más jóvenes puedan simpatizar con los 
fascistas, acaban contando con las élites burocráticas y con los partidos 
conservadores y no con los fascistas.!* Esto fue lo que ocurrió con la dictadura 
militar portuguesa. 


Así fue como, desde posiciones de gobierno, un sector de la élite civil, formada 
en gran parte por profesores universitarios de Derecho y dirigida por el joven 
ministro de Finanzas António de Oliveira Salazar, fue negociando, no sin 
tensiones, la “constitucionalización” de la dictadura y la paulatina relegación de 
los militares. Los fascistas fueron en este proceso una “cantidad despreciable”. 
La existencia de una derecha autoritaria, anclada en instituciones poderosas 
como la Iglesia, en el grueso de la jerarquía de las fuerzas armadas y en algunos 
grupos de interés de los propietarios agrícolas y industriales, dejó sin espacio y 
opciones a este polo radical y movilizador. 
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El abogado y dirigente conservador Francisco Uriburu, Panchito, formaba parte 
de una familia muy acaudalada argentina vinculada a la actividad política. A 
mediados de 1911 publicó una nota de opinión en La Mañana, diario que dirigía 
y con el que batallaba en favor de la reforma electoral que promovía el 
presidente Roque Sáenz Peña. Allí escribió: 


Entre los propósitos declarados por el doctor Sáenz Peña en su programa de 
gobierno, está destinado a ser el más fecundo y benéfico para la vida política de 
la nación, el de la reforma de la ley electoral que existe, según pueda satisfacer 
más cumplidamente el legítimo anhelo [...] por el ejercicio de los derechos 
constitutivos de la soberanía del pueblo.! 


El compromiso de Uriburu con la reforma electoral se hizo explícito en su 
posterior paso por la función pública, cuando fue ministro de Gobierno de la 
provincia de Buenos Aires entre 1912 y 1914. Su apoyo a la constitución de un 
moderno partido de derechas se expresó al participar en la creación del Partido 
Demócrata Progresista en 1914 y en su involucramiento como dirigente y 
candidato del partido en esa década y la siguiente. Sin embargo, en 1930 el 
propio Uriburu publicó otra nota en La Fronda, periódico que por entonces 
también dirigía. La nota se divulgó dos semanas después de que su primo, el 
general José Félix Uriburu, liderara el primer golpe de Estado del siglo XX en 


Argentina. Su diagnóstico sobre la democracia no podía ser más negativo: 


la democracia es el predominio de los mediocres cuando no de los peores. Para 
que estos peores o más incapaces logren plenamente sus aspiraciones sólo 
necesitan el voto rodeado de estos tres recaudos: universal, secreto y obligatorio. 
En otros términos, la funesta ley Sáenz Peña.? 


¿Qué pasó en esas dos décadas? ¿Qué recorrido hicieron Francisco Uriburu y, 
con él, el conservadurismo argentino durante las presidencias de la Unión Cívica 
Radical entre 1916 y 1930? En esos años el conservadurismo erosionó poco a 
poco sus vínculos ideológicos con el liberalismo y el reformismo y acentuó su 
carácter más reaccionario. Giró tanto hacia una revisión teórica autoritaria y 
excluyente del orden político como en impugnaciones concretas contra el 
gobernante partido radical. A finales de los años veinte arreciaron las críticas 
extremas de los conservadores a la participación política popular y a la 
viabilidad de la democracia como principio universal, pero también como norma 
para la vida política argentina en particular. Esas relecturas conservadoras tenían 
distintos tonos: podían descansar en la promoción del militarismo, en la 
restauración de jerarquías sociales supuestamente perdidas, en la reducción del 
derecho al sufragio según se poseyera cierto nivel de cualificación o de ingresos, 
en la proclamación de un orden corporativo, re-cristianizado o de corte fascista, 
o en alguna combinación de todas esas propuestas. En la heterogénea coalición 
que apoyó el golpe de Estado de 1930 había reaccionarios entusiasmados con un 
nuevo orden corporativo y católico, convencidos de que la democracia nunca fue 
viable ni deseable, junto con liberal-conservadores que entendían que la 
democracia había dejado de ser viable y deseable, como era el caso de Francisco 
Uriburu. 


El proceso está lejos de ser una exclusividad argentina, tal como varios artículos 
incluidos en este libro pueden atestiguarlo. Lo interesante es conocer cuáles 
fueron los tonos específicos del proceso por el cual los conservadores 
rioplatenses plantearon argumentaciones crecientemente antidemocráticas en los 
años veinte. Historiadores como Olga Echeverría, Christian Buchrucker y Daniel 
Lvovich? han interpretado los años veinte en la Argentina como un laboratorio 
ideológico del cual terminó emergiendo una derecha radical que en la década 


siguiente promovió un orden político autoritario y antiliberal. Un conjunto de 
“intelectuales autoritarios” como Leopoldo Lugones y Manuel Gálvez elaboró 
una crítica demoledora del orden democrático, cuyo final fue celebrado tras el 
golpe de Estado de septiembre de 1930. Los procesos ideológicos vividos 
durante los gobiernos radicales entre 1916 y 1930 (crecimiento de la actividad 
sindical, el desacople de intereses estatales y de la clase dominante, la expansión 
del miedo rojo, etc.) habrían incubado el posterior nacionalismo autoritario y 
antiliberal. Fernando Devoto, por el contrario, ha considerado que la radicalidad 
de los planteamientos de los “nacionalistas” de los años treinta no era tal, sino 
que sólo expresaba una versión remozada del conservadurismo previo a 1916.4 
Desde su perspectiva, las novedades políticas del nacionalismo de los treinta 
serían más bien pocas: “es una culminación de un largo proceso iniciado en el 
otoño del orden conservador. Vuelto hacia el pasado más que hacia el porvenir, a 
su modo expresará mucho de aquella Argentina que lentamente se desintegraba 
ante el mundo nuevo”.º 


Frente a esas interpretaciones, aquí se propone otra: que los procesos ideológicos 
vividos en los años veinte por facciones del conservadurismo argentino 
(partidos, intelectuales, periódicos, etc.) pueden entenderse como reacción ante 
el fracaso de la experiencia de reforma desde arriba del orden político y de la 
institucionalidad estatal de los primeros 15 años del siglo XX. La sensibilidad 
reformista que había tenido el conservadurismo a inicios del siglo, después de 
1916 dio paso a la deriva antidemocrática de muchos conservadores en los años 
veinte y estimuló la gestación de una corriente nacionalista y antiliberal que tuvo 
eclosión en los años treinta. Concretamente, postulo que pueden identificarse dos 
grandes sensibilidades entre los conservadores: una, hija del reformismo del 
Centenario, hacía hincapié en la crítica ideológica al radicalismo e insistía en 
constituir organizaciones partidarias eficaces, masivas y modernas que pudiesen 
derrotar electoralmente a su adversario; la otra se basaba en la idea de que los 
radicales y sus votantes eran inferiores, defectuosos en términos raciales y 
culturales: su convicción de que la república estaba transitando un proceso de 
decadencia bajo el gobierno radical impulsó la construcción de organizaciones 
políticas de (y para) las élites que no participaran del juego político democrático, 
como ligas parapoliciales, guardias blancas y, finalmente, un golpe de Estado. 
Para mostrar lo dicho, este artículo se divide en tres secciones. La primera ofrece 
una reconstrucción del periodo que va de 1916 a 1930 y algunas de las más 
importantes características que tomó el proceso de democratización de la vida 
política argentina. La segunda se refiere a las prácticas políticas y las lecturas 
que diversas organizaciones, figuras destacadas y periódicos de la línea 


conservadora y reformista formularon de la política nacional en los años veinte. 
La tercera reconstruye algunas de las voces de tono más reaccionario que se 
hicieron escuchar, primero, ante los coletazos de la conflictividad sindical 
producida en la posguerra, y luego ante la reelección del presidente Yrigoyen en 
1928. Finalmente, las conclusiones retoman algunas ideas referentes a los 
impactos de largo plazo producidos por las maneras en las que las derechas 
argentinas procesaron e interpretaron esa primera experiencia de democracia de 
masas. Se trata de un tema clásico y central para entender la historia del siglo 
XX argentino: la incapacidad de la derecha para competir electoralmente, así 
como la fragilidad de sus convicciones democráticas. 


ARGENTINA ANTE LA PRIMERA EXPERIENCIA DE LA 
DEMOCRACIA DE MASAS (1916-1930) 


El régimen oligárquico argentino experimentó una serie de reformas de gran 
envergadura a inicios del siglo XX. Ese proceso se inició por la convicción de 
que eran necesarias transformaciones que permitiesen modernizar y fortalecer 
los vínculos entre el Estado y una sociedad que había vivido un impactante 
proceso de transformación a causa de la inmigración ultramarina y la acelerada 
incorporación de las exportaciones agrícolas pampeanas al mercado 
internacional. El reformismo conservador expresaba la convicción de que se 
habían logrado satisfacciones socioeconómicas y se abría un tiempo de 
innovaciones institucionales y morales. Uno de los primeros profesores de 
sociología de la Universidad de Buenos Aires, Leonardo Maupas, expresó en 
1912 que “hemos realizado más o menos bien las aspiraciones sociales 
fundamentales de seguridad personal y bienestar económico, y empezamos a 
suspirar por lo superfluo y más elevado”. La literatura ha registrado que, hacia 
el Centenario, en 1910, distintas voces del reformismo conservador (la prensa, 
las revistas especializadas como la Revista Argentina de Ciencias Políticas, los 
líderes partidarios, etc.) se mostraban confiadas respecto de las ventajas y 
posibilidades que se abrían para la nación y para la convivencia política a partir 
del proceso de reforma.” En un libro publicado hace más de 20 años, Eduardo 
Zimmermann retrató con precisión algunos de los rasgos ideológicos de ese 
reformismo conservador que unía las cátedras universitarias con el Museo Social 
Argentino, el Departamento Nacional de Trabajo y los médicos higienistas.? 


Hace más de cuarenta años Oscar Cornblit propuso definir a los conservadores 


como aquellos que “por un lado expresan los intereses económicos, sociales y 
políticos de los sectores económicos privilegiados y que por el otro reciben la 
confianza de éstos”.º Por ello conservadurismo no equivale siempre a 
tradicionalismo, sino que han existido numerosos casos de despliegue selectivo 
de una agenda de cambios. La fuerza de las iniciativas reformistas le pareció tal 
al jurista español Adolfo Posada, quien en 1912 sostuvo que en la Argentina 
había personas conservadoras y con formación (“de mucha lectura”) a las que 
“no les asusta nada de lo que en todas partes se produce con el nombre de 
reforma social”.1% Con esa pincelada, Posada daba cuenta de esa particular 
criatura que habitaba el cenáculo político y social argentino: los liberal- 
conservadores. Se trataba de una sensibilidad política que hacía propios los 
valores republicanos y no renegaba de la reforma siempre que trajera cambios 
moderados y controlables. El reformismo de los conservadores expresaba una 
lectura optimista sobre el futuro argentino, al que imaginaban bajo coordenadas 
comparables a las de los países centrales en materia de institucionalidad estatal. 
Al igual que en otros países de la región,” el sino de la modernización orientó el 
proceso de introducción de diversas agencias estatales y nuevas formas de 
legislación que permitieron, si no eliminar, al menos morigerar la dimensión más 
represiva del régimen. Esa misma preocupación puede adivinarse en voceros del 
catolicismo social, convencidos de la insuficiencia del recurso represivo para 
resolver la “cuestión social”. El reformismo conservador argentino partía de la 
creencia en la capacidad regeneradora de la ley —era clara aquí la presencia del 
regeneracionismo español y del político conservador Antonio Maura— y en su 
potencial para alterar de manera significativa y permanente aquellos 
comportamientos considerados indeseables, contraproducentes o infértiles.!2 
Según Zimmermann, un rasgo problemático de estas propuestas reformistas fue 
un “excesivo voluntarismo” al calcular las posibilidades de transformar el orden 
político mediante cambios legales.” 


Los dirigentes del reformismo conservador creían necesario relegitimar el orden 
político que desde 1890 venía siendo objeto de una intensa crítica política (y 
motivo para alzamientos armados) por parte del Partido Radical y del Socialista; 
a su vez, también deseaban aislar esas críticas de las virulentas actividades de las 
organizaciones sindicales dominadas por facciones anarquistas. Por eso, los 
grupos que habían gobernado Argentina por más de tres décadas se lanzaron 
hacia 1910 a un proceso de apertura política expresado en una amplia reforma 
electoral que recibió el nombre de Ley Sáenz Peña, en referencia al presidente 
Roque Sáenz Peña, quien la había impulsado.** Esa sensibilidad descansaba en 
valoraciones positivas de la madurez de la ciudadanía argentina, el régimen 


democrático y las posibles aportaciones de los partidos políticos para 
vincularlos, así como en el deseo de prevenir la aparición de conflictos como el 
de la Revolución mexicana.!? La ley apuntaba a la creación de partidos políticos 
orgánicos y disciplinados que pudieran contribuir a la integración pacífica y 
ordenada de las masas a la vida política y que pusieran a ésta al mismo nivel de 
modernización que ya había vivido la estructura económica nacional. La nueva 
legislación debía modificar de arriba abajo las prácticas electorales fraudulentas, 
violentas y viciadas, y evitar la acusación de que el régimen era un paradójico 
“gobierno elector” que se encargaba de manufacturar e imponer a sus 
candidatos. 


La particularidad de la reforma electoral argentina no consistió en ampliar el 
número de los que tenían el derecho a voto; desde bien temprano en el siglo XIX 
la legislación bonaerense les había reconocido ese derecho a todos los varones 
mayores de edad, sin distinción por renta o por facultades. Lo innovador de la 
ley aprobada en 1912 fue que hizo secreto y obligatorio el voto masculino a 
partir de la incorporación automática de los varones al padrón electoral. Con 
ello, los votantes tuvieron el derecho y la obligación de sufragar y de hacerlo de 
forma secreta, evitando la tradicional regla del “voto cantado” o público. La 
nueva ley, aplicada por primera vez a nivel nacional en 1916, trajo consigo una 
ampliación del número de votantes efectivos: así, si en 1910 votaron 199 000 
personas —3.8% de los 7 000 000 de habitantes—, en la primera elección 
presidencial bajo la nueva reglamentación de 1916 lo hicieron 745 000 —lo que 
constituía 8.8% del total de una población en la cual los extranjeros, no 
habilitados para votar, tenían un peso considerable—."” A partir de 1912 todos 
los partidos políticos, incluida la coalición gobernante de partidos conservadores 
provinciales, se enfrentaron al desafío de ganar las elecciones con esos padrones 
súbitamente acrecentados.!8 Debían ganar votos en todos los ámbitos sociales, 
combinando herramientas de la propaganda de masas con el apronte de las 
maquinarias electorales y el despliegue de redes territoriales en ámbitos urbanos 
y rurales. Probablemente los reformistas conservadores no tenían una cabal 
comprensión de lo que significaba una democracia ni de sus consecuencias: 
habían imaginado una mera ampliación cuantitativa de los apoyos electorales de 
“los inferiores” a “los mejores”, antes que una modificación sustancial de la 
forma de hacer política. 


Algunos resultados electorales acompañaron la apuesta reformista. Si 1912 
comenzó con derrotas para los conservadores en la provincia de Santa Fe y en la 
Capital Federal, el cierre fue mejor, puesto que en Córdoba y Tucumán 


vencieron y al año siguiente retuvieron las gobernaciones de La Rioja y de la 
provincia de Buenos Aires (esta última, con abstención del Partido Radical). 
Pero en 1915 el panorama comenzó a orientarse favorablemente hacia los 
radicales: ya controlaban las gobernaciones de Córdoba, Entre Ríos y Santa Fe, 
de fuerte peso demográfico. El triunfo conservador posterior en la provincia de 
Corrientes no consiguió esconder que la balanza a escala nacional se inclinaba 
hacia sus adversarios. El éxito del plan político asociado a la reforma electoral 
requería que los diversos partidos conservadores provinciales, que hasta 
entonces habían controlado el Poder Ejecutivo nacional, depusieran su 
tradicional faccionalismo y sus prácticas más patrimonialistas y constituyeran un 
partido político de alcance nacional, con algún tenor ideológico y con un 
liderazgo más institucionalizado que personalista. Ese partido tomó el nombre de 
Demócrata Progresista (PDP) y se creó en 1914, con la presencia de numerosas 
fracciones conservadoras provinciales, pero con la significativa ausencia del 
Partido Conservador bonaerense, controlado por el exgobernador Marcelino 
Ugarte y más receloso de las veleidades reformistas." El diario La Mañana 
mostró su beneplácito por la constitución de ese partido y recordó que debía 
tratarse de uno conservador que disputara el favor de las urnas: 


Constitúyase, en buena hora, un partido conservador. Pero hágase el partido 
dentro de las únicas normas posibles después de la gran presidencia del doctor 
Sáenz Peña, que ha abierto un ciclo nuevo en esta historia política, porque 
después del grado de perfección que hemos alcanzado no es posible que 
aparentemos desconocer los enunciados elementales de la verdadera 
democracia”. 


La apuesta por el PDP no funcionó, ya que no logró aglutinar a las dispersas 
fuerzas conservadoras provinciales. Por ello, el triunfo electoral le correspondió 
en 1916 a Hipólito Yrigoyen, histórico dirigente de la Unión Cívica Radical. Los 
radicales se mostraron muy hábiles y seductores en la competencia electoral, 
gracias a una inserción geográfica y social más profunda y coherente que la de 
sus oponentes conservadores.” Las modificaciones en las prácticas electorales 
en 1916 no fueron completas, por cuanto en las elecciones provinciales se 
seguían usando las viejas legislaciones. En la provincia de Buenos Aires, el 
distrito más importante del país, los radicales y conservadores no se 


diferenciaban por tener un mayor apego a la pureza electoral.” Una vez que los 
radicales controlaron esa provincia en 1917, comenzaron a usar políticamente a 
los comisarios y agentes de policía de una manera tan explícita y escandalosa 
como la de sus pares conservadores.% La gran diferencia era que en 1916 y en 
1928 el radicalismo yrigoyenista consiguió ganar la elección nacional sin los 
recursos del Estado, mientras que los conservadores no fueron capaces de 
hacerlo una vez desalojados del Poder Ejecutivo: 


Como el tiempo demostraría, la disposición de los resortes del gobierno —y de 
los recursos del Estado— eran cruciales para el dominio de la “situación” de la 
provincia y para el mantenimiento de todo intento de hegemonía, sufragio libre 
mediante. 


Junto con el cambio de autoridades nacionales y provinciales, el país se vio 
sacudido por la Gran Guerra y la posguerra. Ello significó problemas para 
exportar por la falta de navíos mercantes y por el impacto de la guerra marítima 
y la caída de las importaciones de bienes y materias primas, así como de 
inversiones externas. El fin del conflicto bélico trajo consigo las complicaciones 
asociadas a la recuperación de la producción agrícola por parte de los países 
beligerantes y la consiguiente caída de empleo en las pampas.? En todo caso, a 
los problemas económicos de la posguerra se les sumaron los impactos de la 
Revolución rusa, que tuvo tempranas repercusiones en el Río de la Plata.? La 
intensificación de la conflictividad sindical en Argentina requirió del primer 
gobierno de Yrigoyen una serie de modalidades de intervención y de regulación 
de las relaciones entre el capital y el trabajo que éste no siempre fue capaz de 
ofrecer. Especialmente, el periodo de 1919 a 1922 fue intenso en conflictos 
laborales. El establecimiento de un régimen democrático implicó que la 
resolución de los choques entre capital y trabajo tuviera resultados a priori 
inciertos. El gobierno de Yrigoyen tendió a laudar en los conflictos laborales, y 
en algunos casos a favorecer a trabajadores, con el anhelo de desplazar a 
socialistas y anarquistas de los gremios.” Los intereses económicos dominantes 
de los latifundistas dejaron de ser atendidos como una opción ineludible o 
excluyente frente a las demandas de otros actores, económicamente menos 
poderosos pero socialmente más amplios, como los empleados públicos o los 
cha-careros. Dos conflictos son especialmente recordados en ese marco. Por un 


lado, la llamada Semana Trágica de enero de 1919, cuando a algunas huelgas de 
trabajadores metalúrgicos en la ciudad de Buenos Aires les siguió el despliegue 
de una vasta represión militar y paramilitar, que incluyó las primeras expresiones 
de “miedo rojo” —en alusión a la Revolución bolchevique—sazonadas de 
denuncias antisemitas acerca de la existencia de una conspiración judeo- 
soviética. Por el otro lado, la Patagonia Trágica, una durísima campaña del 7° 
Regimiento de caballería contra esquiladores y peones rurales en huelga en el sur 
del país, que produjo cientos de fusilamientos clandestinos a finales de 1921 e 
inicios de 1922. Como resultado de ambos episodios se crearon o se ampliaron 
las organizaciones de guardias blancas conocidas como Liga Patriótica 
Argentina (LPA), que ejercía la represión a los trabajadores por mano propia.?* 


La unidad que los conservadores no consiguieron para la elección de 1916 
tampoco pudieron obtenerla en posteriores comicios: en 1921 las fuerzas 
conservadoras crearon la “Concentración Nacional de Fuerzas Opositoras” bajo 
el liderazgo del Partido Demócrata de Córdoba, pero no lograron incorporar al 
PDP ni a los radicales disidentes, por lo que su derrota en 1922 fue más amplia 
que en 1916. Sus 200 000 votos no hicieron mella en los 450 000 sufragios del 
candidato presidencial radical, Marcelo T. de Alvear, quien gobernó el país hasta 
1928. Su presidencia estuvo más marcada por los desafíos entre los radicales que 
por la presión de las fuerzas de derecha. Si bien el radicalismo tenía antes de 
1916 una vida interna muy conflictiva, los triunfos electorales posteriores 
exacerbaron esa tendencia en los ámbitos local, provincial y nacional.3º Una 
porción significativa del Partido Radical, cercana al presidente Alvear y de tono 
más moderado y conciliador, se afirmó como “antipersonalista”, esto es, 
contraria al liderazgo de Yrigoyen. Las tensiones entre ambas facciones 
condujeron, finalmente en 1924, a la ruptura del radicalismo. El Partido Radical 
antipersonalista incluía a distintas corrientes y dirigentes provinciales —muchos 
de ellos con orientaciones conservadoras y un estilo de liderazgo tan personalista 
como el del propio Yrigoyen—, como los lencinistas mendocinos, los bloquistas 
de San Juan, los veristas en Tucumán, los “verdaderos” de La Rioja y los 
seguidores de Benjamín Villafañe, gobernador de la norteña provincia de Jujuy 
en 1924.31 Los antipersonalistas se sumaron en 1927 al frente electoral 
conservador denominado Confederación de las Derechas, pero no impidieron la 
consagración plebiscitaria de Yrigoyen como presidente en 1928. Sus 840 000 
votos superaron por mucho los 440 000 de la Confederación. 


Por entonces, un presidente octogenario mostró incapacidad para gestionar la 
administración nacional con los reflejos de su anterior gobierno, y sobre todo se 


vio forzado a enfrentar los severos efectos de la crisis económica de finales de 
1929. Desempleo, caída de divisas y reducción de inversiones y de préstamos 
externos complicaron sobremanera la economía nacional y terminaron 
empujando el país a una crisis económica y política severa. Las lecturas de las 
bancadas opositoras y de la gran prensa se concentraron en indicar que el 
agravamiento de la crisis obedecía a la desafortunada gestión del Poder 
Ejecutivo. Fue en ese marco cuando el 6 de septiembre de 1930 el presidente y el 
vicepresidente fueron obligados a renunciar tras la llegada a la Casa Rosada del 
general José F. Uriburu al mando de unos pocos jóvenes reclutas del Colegio 
Militar. El golpe fue convalidado por la Suprema Corte de Justicia y dio paso al 
inicio de un proceso de restauración de los conservadores en el Poder Ejecutivo 
nacional. La proscripción de los radicales, la violencia política y el fraude 
acompañaron el tempo político de los años treinta, marcando un proceso de 
retroceso de los avances vividos en la ciudadanía desde 1912. ¿Cómo fueron 
vividos los 14 años de gobiernos radicales por parte de las derechas argentinas?, 
¿De qué forma se vieron afectadas las sensibilidades de las élites por la 
intensificación de la conflictividad laboral, por la pérdida de control del Poder 
Ejecutivo nacional y por la impotencia electoral frente al yrigoyenismo durante 
este tiempo? 


LOS CONSERVADORES: DEL REFORMISMO ENTUSIASTA 
ALA OPOSICIÓN DESCORAZONADA 


La sacudida de 1916 produjo una derecha fragmentada, paralizada e ineficaz 
para frenar la iniciativa, el empuje y las pretensiones del presidente Yrigoyen. 
Muchos conservadores quedaron con la sensación de que su experiencia de 
reformismo controlado, promovido por ellos, los había conducido al peor de los 
escenarios posibles: gracias a la Ley Sáenz Peña, en lugar de legitimar su 
dominación política, terminaron cediendo el control del gobierno nacional —y 
posteriormente los provinciales— a los radicales.32 A partir de entonces las voces 
conservadoras se encontraron con que resonaban en la prensa, en el Congreso — 
en particular en el Senado— y en algunos gobiernos provinciales: sin embargo, 
estos dos últimos fueron sistemáticamente atacados por el yrigoyenismo a fuerza 
de intervenciones federales que le quitaron su base de sustentación. La falta de 
unidad electoral de los hombres de las derechas no se reflejó en el Congreso, 
donde mostraron mayor coordinación y coherencia ideológica, pues en 1919 


crearon mecanismos de coordinación entre las bancadas conservadoras 
provinciales.3 


Los diarios más importantes de la época, La Nación y La Prensa fueron férreos 
críticos del yrigoyenismo y voceros del conservadurismo. Ambos medios eran 
los más prestigiosos en la década de 1920 y su autoridad política sólo se puso en 
duda durante el primer gobierno peronista, en la década de 1940. Estos órganos 
eran propiedad de familias patricias, y en sus páginas se reflejaban los intereses 
de los grupos dominantes ligados a la gran propiedad rural, a las actividades 
financieras y al comercio exterior. Los dos diarios tenían la capacidad para 
definir gran parte de la agenda política cotidiana al incidir sobre la opinión 
pública de sectores altos y medios del país. 


Las críticas de los conservadores en el Congreso y la prensa durante la primera 
presidencia de Yrigoyen se concentraron en dos temas. En primer lugar, las 
cuestiones referidas a la violación o el forzamiento de reglas constitucionales por 
parte del presidente. Tal era el caso de las recurrentes intervenciones federales o 
las ausencias de los ministros en las interpelaciones parlamentarias. Como 
mostró Maristella Svampa, el gobierno yrigoyenista recibió críticas muy fuertes 
por parte de los opositores porque usaba un estilo político alejado del tradicional 
juego oligárquico, solemne y formalizado.* De esa opinión participaron tanto 
los conservadores como los radicales contrarios a Yrigoyen. Fue el caso de 
Benjamín Villafañe, quien en 1922 publicó un libro cuyo título, Irigoyen, el 
último dictador, no dejaba mucho margen para imaginar su ubicación 
ideológica.?” Desde su punto de vista, la Ley Sáenz Peña debía ser defendida 
pese al hecho de que circunstancialmente permitía la aparición de 
“consecuencias funestas”: 


Desesperados, los ciudadanos que aman a su país ante la calamidad en que se ha 
traducido su gobierno, llegan hasta renegar de la conquista más trascendental 
alcanzada por el pueblo argentino en los últimos sesenta años —la ley Sáenz 
Peña— [...] Debemos defendernos de dos errores que, de arraigarse en la mente 
popular, podrían tener consecuencias funestas. El pueblo cuando se dictó la ley 
electoral en vigencia y de tiempo atrás, estaba capacitado para hacer uso de ella. 
El desastre es consecuencia de varios factores ajenos a su capacidad [...] Se trata 
simplemente de un percance, del que no están libres en su vida ni las naciones ni 
los hombres.38 


El segundo objeto de crítica eran los supuestos vínculos entre el gobierno y la 
agitación sindical, un tema súbitamente actualizado por causas locales e 
internacionales. Como se señaló, la política yrigoyenista no era obrerista, pero se 
apartó del tratamiento exclusivamente policial de los conflictos laborales. Su 
creencia, de origen krausista, de que el Estado debía promover la armonía entre 
las clases en lugar de reprimir a los trabajadores? y alentar reformas sociales 
(concretadas o insinuadas en proyectos legislativos), fue percibida luego de la 
Revolución rusa como “obrerista” por grupos conservadores y sectores de la 
clase dominante.“ Éstos eran de la convicción de que el presidente Yrigoyen no 
era parte del “nosotros” de la élite: sus gestos y actitudes “demagógicas” lo 
acercaban más a “ellos”. Ese “antibolchevismo sin comunistas”, al decir de 
Alain Rouquié, suponía que, si el maximalismo había avanzado, era a causa de la 
tibieza del gobierno yrigoyenista para atender las necesidades de la “defensa 
social”. Otros iban más lejos y se preguntaban si no había alguna oscura 
alianza entre los radicales y los “maximalistas” (vocablo con el que se llamaba 
lo mismo a los anarquistas, a los anarcocomunistas y a los comunistas) destinada 
a desquiciar las instituciones.% 


Las élites argentinas, con una sensación de acorralamiento tras la Revolución 
rusa, comenzaron a ver los conflictos sociales como una escalada que conducía a 
una debacle social. El “miedo rojo” les hizo mirar de una manera más crítica 
diversos episodios internacionales y locales. Si hasta la Semana Trágica de 1919 
La Nación había caracterizado a los trabajadores urbanos como “simpáticamente 
socialistas”, los miedos desbocados impulsaron una relectura del vínculo entre 
conflicto social y régimen político. De igual manera, las interpretaciones locales 
sobre la Revolución mexicana comenzaron a quedar condicionadas por las 
cercanías (imaginadas o posibles) con el estallido bolchevique de 1917 y con el 
surgimiento de una sensibilidad antiimperialista entre intelectuales y 
universitarios vinculados a la Reforma Universitaria de 1918.% La “demagogia 
radical” era considerada una forma espuria de trasladar el conflicto de clases al 
sistema político y presionar sobre los procesos de toma de decisiones en el 
Estado. La Nación creía que la amenaza al orden social e institucional de los 
argentinos se producía porque el electoralismo hacía que los radicales fueran 
susceptibles a las presiones de las organizaciones obreras. En el marco de las 
huelgas patagónicas de 1921 reapareció la idea de que los desórdenes eran 
resultado de la demagogia radical: “la audacia de los asaltantes no es más que 
una de las consecuencias del desdén con que se mira a aquellas zonas, quizás 


porque en ellas no se vota”.* 


Según los conservadores, un gobierno preocupado sólo por satisfacer de manera 
demagógica a las poblaciones urbanas se había desinteresado por las regiones 
alejadas de la capital, en las que no se votaba. Para ellos, el gobierno de los 
radicales era de incapaces y advenedizos carentes de otro mérito que la 
obtención de votos gracias a la dádiva y la coerción. En su interpretación, los 
conflictos en la Patagonia no habrían ocurrido de no ser por la inacción, la 
dejadez y la ineptitud del Poder Ejecutivo, que actuó tarde y mal.* En definitiva, 
esas voces conservadoras expresaban la idea de que los radicales eran 
naturalmente inhábiles o perjudiciales para la función pública: eran malos 
gobernantes porque carecían del arte y de la experiencia de gobernar, de un 
linaje de servicio público y de una formación adecuada. Improvisación, 
electoralismo, demagogia, desprolijidad y cortoplacismo guiaban a los gobiernos 
radicales. Sin embargo, ésas no fueron las críticas más feroces que el universo 
conservador hizo llegar: las voces más estridentes e incluso antidemocráticas se 
intensificaron hacia el final de la década de 1920. 


DECADENCIA, RACISMO Y ELITISMO 


A diferencia de la crítica política que hacían los diputados del Partido Demócrata 
de Córdoba o del Conservador bonaerense, hubo otras figuras de las derechas 
que en los años veinte se lanzaron de lleno a una impugnación cultural de la 
democracia por creerla una entidad decadente. Sus lecturas racializadas de la 
vida pública e histórica argentina escapaban al más tradicional conservadurismo- 
liberal de las élites y evidenciaban el peso creciente de nociones provenientes del 
catolicismo integrista o del fascismo. Periódicos, escritores, políticos e 
instituciones religiosas usaron una retórica reaccionaria y contrarrevolucionaria, 
que percibía a los presidentes radicales —especialmente a Yrigoyen— y a sus 
votantes como expresión de un problema más cultural que político. Entre estas 
figuras destacaban el escritor Leopoldo Lugones y el jurista y político Carlos 
Ibarguren.“ Entre los periódicos se pueden mencionar El Pueblo, La Fronda y 
La Nueva República. Sobre el final de los años veinte varios de estos actores se 
unieron a organizaciones políticas que fomentaban la violencia callejera y la 
conspiración con militares para acorralar al segundo gobierno de Yrigoyen. Es 
significativo que varios de los que abrazaron esas caracterizaciones pocos años 
atrás se habían entusiasmado con el reformismo conservador y habían apostado a 


la constitución de un moderno partido de derechas. 


La Fronda fue sistemática y acérrimamente antiyrigoyenista, e hizo gala de un 
léxico racista para referirse al presidente, su gabinete y sus electores. Su estilo 
socarrón y cínico la alejaba del público lector menos interesado en la política y 
lo colocaba en el campo de la prensa explícitamente política y facciosa. 
Sobrevivió sin publicidad oficial y mantuvo una postura que, como expresó la 
inteligencia estadounidense, le permitía “play the bulldog in the arena of the 
Argentina press”.ºº Los redactores ponían el acento racial y socialmente hiriente 
en el carácter plebeyo, aindiado, animalesco o afrodescendiente (“cacique”, 
“peludo”, “pardo”, “pardejón”, “plebeyo”, etc.) del presidente. Vayan aquí 
unas muestras de su lenguaje: “nuestro pardejón es de una pasividad 
encantadora. Deja que prospere el mal, que cunda el tratamiento salvador”; 
otra: “el Congreso Nacional, cuya misión es consistir en ser el receptáculo de 
los odios bastardos del cacique y los desahogos violentos de la tribu 
ministerial”.2 Y una más: 


[Yrigoyen simboliza] la subversión de todos los valores, el imperio de la 
mediocridad y de la mulatez intelectual y la epidemia de charlatanes disfrazados 
de jacobinos efervescentes, la transformación de la República en una estancia, 
cuyo Capataz mestizo, torvo y de mala entraña [...] Es el tipo inconfundible del 
caudillejo centroamericano, que ha envilecido y desacreditado la civilización de 
todo el continente.” 


Algunas de esas voces de la prensa conservadora fueron especialmente 
vitriólicas. Con evidente — aunque discutida—influencia de Charles Maurras y 
la Action française, La Nueva República, cuyo subtítulo era Órgano del 
nacionalismo argentino, expresó desde 1927 las lecturas más autoritarias de la 
época. El Pueblo, por su parte, reflejaba las posiciones del episcopado 
argentino, algunos de cuyos miembros eran accionistas del periódico.” Defendía 
la idea de que Argentina vivía una degradación moral provocada por el 
alejamiento de las raíces católicas de la nación. Ya a finales de 1921 postulaba 
que 


La república está enferma hace mucho tiempo, porque habiéndose infiltrado el 
virus de la inmoralidad sus médicos no han querido comprender la excelencia de 
las inyecciones cristianas, únicas capaces de enriquecer su sangre debilitada, 
dotándola de nuevos elementos de depuración social. 


Estos periódicos y algunos escritores y políticos resentidos con su falta de éxito 
percibían el triunfo del radicalismo como una expresión específica de una 
decadencia de más larga trayectoria, de la cual extraían una serie de “lecciones” 
para la vida política contemporánea. Esa toma de postura era centralmente de 
crítica a esa supuesta decadencia,” por cuanto identificaba en el presente una 
situación de descomposición respecto de un tiempo áureo pasado. Como mostró 
Pierre-André Taguieff, todo discurso de rechazo a la decadencia nacional es 
también un llamado a la acción por cuanto aspira a restaurar a la entidad política 
y cultural amenazada por el “enemigo interno”.5 Los conservadores argentinos 
creían encontrar la decadencia en el abandono de las raíces nacionales y de las 
jerarquías sociales naturalizadas por parte de un régimen político que igualaba 
siempre hacia abajo. Las metáforas orgánicas, sanitarias y biologicistas estaban a 
la orden para describir la putrefacción moral argentina. La crítica a la supuesta 
decadencia cultural nacional se transmutaba con relativa sencillez en una lectura 
antidemocrática de la política. Cruda y sinceramente Benigno Ocampo, antiguo 
secretario del Senado, describió la asunción presidencial de Yrigoyen con 
símiles que evocaban el dominio de Juan Manuel de Rosas a mediados del siglo 
XIX en la provincia de Buenos Aires. Según Ocampo, desde 1916 la Casa 
Rosada estaba tomada por la chusma: 


Han desenganchado los caballos y han arrastrado la carroza presidencial 
vociferando injurias y lanzando vivas. Parecía el carnaval de negros. Hemos 
calzado el escarpín de baile durante tanto tiempo y ahora dejamos que se nos 
metan en el salón con botas de potro” .52 


El diagnóstico sobre la historia y la vida política nacional no podía ser más 
pesimista. En 1927 La Fronda estableció una correlación directa entre la 
decadencia moral, el triunfo electoral del radicalismo y el ascenso social de 


sectores subalternos. Decadencia y democracia significaban trastocar las 
jerarquías, vulgarizar lo elevado, confundir las calidades y contaminar lo culto 
con lo masivo y chabacano. 


Nos hemos alejado enormemente de nuestra gentileza tradicional; nuestros 
valores espirituales han ido alejándose en razón inversa de nuestros progresos 
materiales, 


Nunca la política se vio tan llena de carcoma y putrefacción. El interés 
individualista sustituye las ideas, los sentimientos, la honradez. La vieja levadura 
hispánica parece diluirse sin fuerzas. ¿Acaso la culpa de todo esto no es también 
el aluvión que nos vuelca miles de mercantes sin amor al país, a sus luchas y a 
sus ideales? ¿No se encontró esa masa con ambiciones del mulataje argentino, 
del mestizo que en su afán de subir, de ser algo, es capaz de cualquier delito? Ese 
contubernio casual se hizo peludista, después de la sanción electoral [...] La ola 
electoralista ha confundido los valores, apagó las luces y produjo un verdadero 
caos moral. Las jerarquías que representan la cultura y civilización de todo 
pueblo están rotas [...] La clase que dirigió desde el año 1810 pasa hoy por un 
inexplicable eclipse. Se han perdido aquellos varones que antes de llegar a las 
altas posiciones públicas creían vergonzoso presentarse sin haber dejado la 
huella de sus obras. 


Su diagnóstico sobre la cultura, la política y la sociedad argentina venía muy 
marcado por una crítica a la supuesta decadencia nacional. En 1921 aseguraba 
que Argentina había devenido en un “país de cafres”é2 o en una “una tierra 
bárbara, más semejante a una colonia africana que a una democracia 
americana”.% Diversos políticos y periódicos conservadores caracterizaron a los 
gobiernos de Yrigoyen como “bárbaros” y al servicio de indios y de negros.“ La 
centralidad de las críticas ad hominem contra Yrigoyen no debe ocultarnos el 
hecho de que en ellas el presidente actúa como una metáfora de lo que los 
conservadores pensaban de la democracia política, la activación política de los 
sectores populares y la legalidad y legitimidad de los mecanismos político- 
partidarios para llegar a puestos de poder. La extensión del sufragio, la 
incorporación de sectores subalternos a la práctica política y la expansión del 
consumo fueron percibidas como procesos niveladores que borraban toda 


distinción social. La movilidad social ascendente era considerada un ingreso 
atropellado, indecoroso e injusto a claustros exclusivos de las élites. Esta mirada 
antipopular y clasista percibía decadencia en todo lo que el viejo presidente 
radical tocaba. Y si bien el antiizquierdismo ya había dado sus primeros pasos 
desde la conformación de la LPA en 1919, vale la pena destacar que los 
conservadores seguían teniendo como principal adversario ideológico y político 
al yrigoyenismo, más que a las organizaciones socialistas, comunistas o —las 
decaídas— anarquistas. 


El triunfo electoral de Yrigoyen en 1928 no sorprendió a los conservadores — 
aliados por entonces a los radicales antipersonalistas— por ser imprevisible, sino 
por su magnitud.* La tercera derrota al hilo en las elecciones presidenciales 
condujo a un incremento en la amargura de las reflexiones sobre la calidad de la 
cultura ciudadana argentina y sobre la conveniencia de mantener el régimen 
electoral impuesto en 1912. Si la apuesta por constituir mayorías electorales 
había fracasado ante la enorme habilidad y venalidad de los radicales —y 
también por los faccionalismos de los propios conservadores—, la opción 
política a seguir sería el armado de minorías decisivas, resueltas y 
autoseleccionadas. Nada de partido moderno, reformista o de masas: regreso de 
las jerarquías era la voz de la hora a finales de los años veinte. El ascenso del 
fascismo en Italia, el éxito de Action francaise y las dictaduras de Primo de 
Rivera en España y de Ibáñez en Chile daban cuenta de un panorama 
internacional bien distinto al del Centenario en 1910, que había estado marcado 
por el optimismo y el evolucionismo. 


La contracara de la impugnación de la decadencia es la identificación del actor 
encargado de llevar adelante el programa político de restauración. Algo de ello 
es posible de identificar en la imagen que los redactores de La Nueva República 
o de La Fronda reservaban para sí y para los votantes del conservadurismo. Las 
nociones aquí empleadas hacían referencia a la nobleza, el espiritualismo y a la 
distinción que los caracterizaría. “Hidalgos”, “señores”, “élite” y “minoría” eran 
los términos con los que se presentaban: “No hemos de hacer patriotismo sino 
con señores, en el sentido íntimo y moral de esta palabra; con hombres sin 
calidad, sin valor, sin la aristocracia de las grandes inspiraciones y las nobles 
realidades tendríamos siempre que luchar con un pueblo miserable”. La noción 
de élite o de minoría autoseleccionada guiaba la manera en la cual estos hombres 
imaginaban sus tareas de restauración de las jerarquías. En su periódico, Ernesto 
Palacio escribió: “La Nueva República representa en el país una minoría. No 
debemos, ni podemos, ni queremos ser sino una minoría”. Un programa 


político basado en la promoción de la calidad sobre el número, de la estética 
sobre la justicia y de la autoridad frente a la demagogia construía un interlocutor, 
un lector, igualmente autoritario y excluyente. No es casual que en 1929 y 1930 
surgieran las primeras organizaciones de extrema derecha con signos claros de 
giro hacia el fascismo. La Liga Republicana —luego devenida Liga de Mayo— 
y la Legión Cívica Argentina se constituyeron en grupos de choque contra el 
gobierno de Yrigoyen primero y luego de defensa de la dictadura instaurada en 
1930.68 Sus consignas de república sin democracia, su composición social 
centrada en grupos propietarios y los espacios de sociabilidad compartida con 
destacados hombres y periódicos del universo de las derechas nos llevan a 
suponer que se trata, con todo, de una radicalización ideológica de grupos de 
élite más que de sectores medios desclasados o resentidos por una vittoria 
mutilata, como la que impulsó a las camisas negras en Italia. 


CONCLUSIONES 


Como mostró Olga Echeverría, el caso de Carlos Ibarguren, primo de Francisco 
y de José Félix Uriburu, ilustra a la perfección el paso que vivieron muchos 
hombres del reformismo liberal-conservador en Argentina a lo largo de los años 
veinte. Ibarguren nació en el seno de una familia patricia salteña, muy 
vinculada al ejercicio de las funciones públicas, el periodismo y la docencia 
universitaria. Tuvo a inicios del siglo XX especial figuración en el campo del 
derecho, lo cual le valió su designación como ministro de Justicia e Instrucción 
Pública en 1912. Fue un entusiasta defensor de la reforma electoral llevada 
adelante por el gobierno que integraba, así como de una política social más 
agresiva en materia de seguro social, cuidado de la niñez y refuerzo del 
mutualismo. Derrotada en las urnas su candidatura a la vicepresidencia por el 
PDP en 1916, se convirtió en un feroz crítico del gobierno yrigoyenista, 


“en un discurso lleno de perplejidad y desprecio que no lograba asimilar que en 
los pasillos de la Casa Rosada y en la antesala del despacho presidencial las 
diferencias sociales y culturales no operaban como una barrera de diferenciación 
y separación entre las clases.” 


Ese mismo Ibarguren participó en el golpe de Estado de 1930 y fue designado 
interventor federal en la provincia de Córdoba. Buena parte de su esfuerzo 
político en ese cargo consistió en promover una nueva constitución de corte 
corporativo y autoritario que diera por tierra con los partidos políticos y el 
individualismo liberal. Es cierto que la trayectoria de Ibarguren tiene algo de 
particular y de intrínsecamente personal, por cuanto su giro ideológico está 
inextricablemente unido a su sensación de frustración respecto de mandatos 
familiares (y lo propio puede decirse de su primo Francisco Uriburu). Pero hay 
elementos que son compartidos con otros actores del conservadurismo argentino, 
quienes entre 1916 y 1930 asumieron posturas crecientemente defensivas y 
reactivas, cuando no fascistas. 


El tiempo del Centenario los había invitado a proponer y discutir iniciativas 
tendientes a modernizar las prácticas políticas y electorales, a institucionalizar 
las relaciones entre capital y trabajo, a mejorar el régimen federal y a enfrentar 
de manera decisiva los problemas enhebrados detrás de la “cuestión social”. Esas 
apuestas descansaban en la percepción de que las reformas eran a la vez 
deseables, necesarias y controlables. Periodistas, intelectuales, políticos y 
organizaciones que oportunamente participaron del régimen oligárquico 
alentaron —en algunos casos sólo toleraron— reformas de la legislación laboral, 
sanitaria y política a inicios del siglo XX. Lo hicieron a partir de la convicción 
de que ello redundaría en una dominación política y social más consensuada, 
más “moderna” y, por lo tanto, más estable. Apostaron a una democratización 
controlada y a una institucionalidad que tratara de manera moderna la cuestión 
social. 


Nada de eso ocurrió por cuanto la apuesta mayor, el control legitimado del Poder 
Ejecutivo, fue saboteada por el triunfo radical. En 1916 los conservadores se 
vieron forzados a adoptar de manera imprevista e involuntaria un papel opositor 
a nivel nacional, aunque lograron controlar o resistir mejor en algunas 
administraciones provinciales. Por ello, 15 años después varios de los actores 
que se habían entusiasmado con esas iniciativas reformistas clamaron 
abiertamente por el final de la experiencia democrática argentina. Las 
valoraciones que se fueron haciendo cada vez más explícitas sobre el final de la 
década de 1920 traslucen una antropología negativa respecto del pueblo 
argentino: las convicciones acerca de que la “demagogia yrigoyenista” podrían 
subyugarlo ad infinitum conducían prontamente a una crítica de la democracia. 
Ante sus ojos aparecía un pueblo más incapaz e inmaduro de lo que había 
sugerido el optimismo de 1910, con el agravante de que parecía más 


envalentonado y desafiante a causa de una agitación cuyo origen inevitablemente 
se ubicaba por fuera de las fronteras nacionales. 


La pérdida del Ejecutivo por parte de los representantes de la clase dominante 
incentivó lecturas de la realidad y la historia nacional en una clave decadentista. 
La oposición de derecha sostenía que la democracia, al estimular la participación 
popular y la autonomía cultural de las masas, había vulnerado un orden “natural” 
al permitir el ingreso a la Casa Rosada de masas (“con botas de potro”) 
demagógicamente guiadas; sería cuestión de tiempo para que ello terminara por 
desvirtuar el régimen republicano y le ofreciera un caldo de cultivo al 
extremismo. Como escribió Sandra McGee Deutsch, los opositores a Yrigoyen 
“identificaban el aparentemente perpetuo liderazgo yrigoyenista con [...] la 
dictadura de las masas que indefectiblemente, llevaría al país hacia el 
comunismo”.7! Los políticos conservadores se asustaron aún más por el avance 
del maximalismo sindical que creyeron ver tanto en la Semana Trágica de 1919 
como en las huelgas de Santa Cruz de 1921. Su resentimiento antidemocrático 
de los años veinte testimonia las reacciones a la apertura del horizonte de la 
utopía socialista en octubre de 1917, al poderío electoral yrigoyenista, a la 
democracia de masas, a la movilidad social ascendente pero también a la propia 
frustración de haber alentado reformas políticas e institucionales que terminaron 
afectando severamente sus intereses. 


De allí que a lo largo de los años veinte hubo muchos conservadores que se 
radicalizaron y en algunos casos abrazaron alguna versión del fascismo, del 
catolicismo integrista o del autoritarismo moderno de posguerra. Al acentuar la 
preocupación social por recomponer las jerarquías sociales, echaron mano del 
racismo y exigieron el despliegue de represión estatal o la efectuaron por mano 
propia por medio de la LPA. La ampliación de la participación política dejó de 
ser vista como un propósito loable y pasó a ser entendida como un problema 
(demagogia, electoralismo, etc.) que debía ser resuelto de alguna manera. 
Finalmente, la frustración ante sus recurrentes derrotas electorales los empujó en 
1930 a resolver manu militari su propia incapacidad para generar hegemonía. 


Las opciones políticas que se plantearon implicaban la alteración significativa de 
la ciudadanía política de iure o de facto. Entre las primeras se contaba la 
posibilidad de reformar la Constitución, de revertir la Ley Sáenz Peña para 
instaurar el voto censitario o por jefe de familia, o si no, de construir un orden 
social y político basado en corporaciones, en la Iglesia, en el fascismo o en la 
restauración de las jerarquías borradas por las “ambiciones del mulataje 


argentino”. El golpe de Estado de 1930 y el principismo excluyente de La Nueva 
República expresan esas orientaciones ideológicas. Las otras opciones —a 
posteriori, las más usadas y promovidas en los años treinta— eran un conjunto 
de prácticas políticas autoritarias, como el fraude, la violencia política y la 
proscripción de candidatos y partidos opositores, que no fueron acompañadas 
por una ruptura formal ni constitucional con los principios de la democracia 
liberal: ni siquiera la proclama del golpe de Estado recurrió a nociones 
alternativas. En esa década se abrió el tiempo de la restauración conservadora 
más que del fascismo, que no pasó de ser fuerza ruidosa, pero menos influyente 
que los conservadores en Argentina.”? Esas derechas autoritarias, recelosas de la 
democracia y de las capacidades cívicas y culturales del pueblo argentino 
terminaron conviviendo con —que no remplazando por falta de consenso— la 
farsa democrática vivida en el país hasta mediados de los años cuarenta. Los 
años treinta hicieron evidente para las élites, como mostró Tulio Halperín 
Donghi, que la democracia era el único juego político legítimo, pero que serían 
derrotadas si lo jugaban leal o plenamente.”3 


Resulta tentador especular sobre los posibles impactos en el mediano y el largo 
plazos de este rápido desencanto de la derecha liberal-conservadora con el 
régimen democrático a lo largo de las presidencias radicales. Es interesante 
revisar ese asunto por cuanto otros países de la región no tuvieron el mismo 
derrotero: en Chile, los partidos Liberal y Conservador, y en Uruguay, el Partido 
Nacional y el coloradismo no batllista no abandonaron el juego democrático 
pese a sus derrotas reiteradas, aunque es cierto que en su interior aparecieron 
recurrentemente voces que reclamaban salidas autoritarias.”4 Si entre 1916 y 
1930 las derechas en la Argentina se mostraron incapaces de ganarle una 
elección nacional al radicalismo, luego de ello sólo pudieron hacerlo sirviéndose 
del fraude a gran escala y de la proscripción.”? Ello parece haber contribuido a 
que desde fines de los años veinte la clase dominante buscara vías no 
democráticas pero sí más eficaces, para asegurar sus intereses directos: el uso de 
voces eclesiásticas, el fortalecimiento de las mediaciones corporativas en 
desmedro de las partidarias y la legitimación de recurrentes intervenciones 
militares para abortar procesos políticos que le desagradaban o incomodaban. 
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INTRODUCCIÓN 


En este artículo analizamos la actuación de la Asociación del Trabajo (AT) desde 
su fundación en 1918 hasta el final de la década de 1920, y sus esfuerzos por 
controlar el proceso productivo y la organización obrera en Argentina. Antes que 
programática, esta asociación fue pragmática en la representación de los 
intereses empresariales. La AT enfatizaba la defensa de la propiedad privada y 
para esto se valía de valores aristocráticos y nacionalistas. En este estudio 
presentaremos los elementos que dieron forma a la AT, así como sus acciones 
para lograr no sólo el control social, sino también del proceso productivo, 
afirmando la primacía del empresario sobre el obrero. El objetivo de esta 
institución fue evitar la organización obrera, manteniendo la tasa de explotación 
e inhibiendo la legislación de las relaciones laborales. La AT tuvo que lidiar con 
un movimiento obrero en ascenso y un Estado sin una línea ideológica clara en 
relación con la cuestión social. 


En este contexto sobresalió su secretario general Atilio Del? Oro Maini, quien 
asumió este cargo después de tener una destacada actuación como presidente de 
la organización estudiantil católica Comité Pro Defensa de la Democracia, activa 
en la lucha contra la Reforma Universitaria de 1918. Egresado de la carrera de 
Derecho ese mismo año, inmediatamente se le contrató como asesor letrado de la 
Bolsa de Comercio y de la recién fundada AT, cuyos documentos, textos y 
proclamas se encargó de redactar, lo que le permitió rápidamente alcanzar en ella 
una posición preponderante. Es preciso mencionar que Dell*Oro Maini estaba 


vinculado al pensamiento social católico de Jacques Maritain desde 1917, 
cuando fue creado el Ateneo Social de la Juventud (posteriormente Ateneo de la 
Juventud). De hecho, su ascendente trayectoria se confunde con la de la propia 
AT, pues nada de lo que realizó esa asociación en la década siguiente le fue ajeno 
y su salida coincidió con el ocaso de ella. Asimismo, continuaba como un 
hombre del catolicismo argentino, ya que en 1922 participó en la creación de los 
Cursos de Cultura Católica junto con Tomás Casares y monseñor Gustavo 
Franceschi, al que los nacionalistas definían como “socialista” debido a su 
preocupación por la cuestión social. 


Si bien la trayectoria de Dell” Oro Maini no es el eje de este artículo, es 
importante mencionar que su presencia en la AT fue decisiva para superar los 
frustrados intentos anteriores de organizar asociaciones empresariales que 
lidiasen con la cuestión obrera. Fuese por la exagerada presencia de la Iglesia o 
por la dificultad para reclutar trabajadores, ninguno de estos intentos previos 
había conseguido el éxito que obtendría la AT bajo su influencia. La coyuntura 
política obligó a los patrones a buscar nuevas metodologías de movilización y 
convencimiento de los trabajadores y demostrar que el “trabajo libre”, como se 
llamaba a los trabajadores no sindicalizados o contrarios a la organización, era 
beneficioso para todas las partes, principalmente en momentos de desagregación 
del mercado de trabajo o en las periódicas crisis que atravesaba. Dell'Oro Maini 
fue el autor de esta obra. 


EL NACIONALISMO Y EL MUNDO DEL TRABAJO EN 
ARGENTINA 


La AT se fundó en un momento clave de la década de 1910, lo que le permitió 
afirmarse como la organizadora de la política empresarial argentina en relación 
con la cuestión obrera. Sus primeros años coincidieron con el aumento de la 
actividad del movimiento obrero después de la Gran Guerra, que se organizaba 
para obtener nuevos derechos o para recuperar los niveles de vida y salarios 
anteriores a la contienda bélica. La evolución de las huelgas en ese periodo nos 
permite tener una dimensión del crecimiento de la organización obrera. En 1915, 
al inicio de la guerra y con la disminución del comercio internacional y de las 
tasas de empleo, se produjeron 65 huelgas con 12 077 huelguistas. En 1919, con 
la recuperación económica, la situación cambió radicalmente y se contabilizaron 
308 967 trabajadores involucrados en 367 huelgas. El promedio de trabajadores 


por huelga saltó de 185.8 a 841.9, mostrando una fuerte ofensiva por mejores 
salarios y condiciones de trabajo.! 


La reacción empresarial contra este activismo consistió en retomar las 
tradiciones conservadoras argentinas de criminalización del sindicalismo. El 
patrón de acción había sido provisto por la Ley de Residencia de 1902 junto con 
la Ley de Defensa Social de 1910, acompañadas por la represión a las protestas. 
El repertorio era la represión, el encarcelamiento y la deportación. La derecha se 
volvía cada vez más autoritaria y refractaria al avance del movimiento obrero. El 
pensamiento social argentino que venía desarrollándose desde la segunda mitad 
del siglo XIX reforzaba la posición dominante de la aristocracia criolla y admitía 
como propios a los empresarios inmigrantes que aceptaban el statu quo. Dicho 
pensamiento social se fue volviendo nacionalista y xenófobo con el crecimiento 
de la movilización obrera y el desafío representado por la Unión Cívica Radical 
(UCR).? Es importante destacar que la derecha argentina no tuvo un patrón único 
de pensamiento: sus influencias variaron de momento a momento, pasando de 
una corriente teórica a otra. Podríamos decir que lo que importaba era mantener 
el orden, la jerarquía y la homogeneidad cultural antes que la imposición de una 
idea en particular.3 


El temor o la desconfianza al inmigrante que se extendía entre las clases medias 
y empresarias se complementaba con la desconfianza y el temor a los 
trabajadores, principalmente si estaban organizados. El pensamiento de la 
derecha argentina de ese periodo reunía los diferentes miedos y prejuicios 
europeos y los aumentaba concentrándolos en el extranjero y el sindicalista. 
Después de la Revolución rusa se sumarían el miedo al comunista y al judío, 
denominado “ruso”.* 


La cuestión obrera estaba siendo tratada desde el momento de su emergencia. A 
la represión policial se le sumó la propuesta de una Ley Nacional del Trabajo 
(1904), la designación presidencial de Juan Bialet Massé para realizar un 
informe sobre la situación de los trabajadores en la Argentina (1904) y la 
creación en 1907 del Departamento Nacional del Trabajo (DNT). El DNT fue 
central en el cambio de perspectiva, ya que desarrolló una serie de estudios 
locales, compiló legislación internacional, acompañó la organización del 
movimiento obrero y reunió a funcionarios con interés y sensibilidad por el 
tema." 


Pero estas medidas no fueron suficientes para los empresarios, que se sentían 


amenazados por la militancia obrera. Los unió el temor al obrero, al agitador y al 
extranjero, tanto cuanto la defensa de sus intereses y el control del proceso 
productivo. El sector patronal entendía que el movimiento obrero se aliaba al 
Estado en contra de sus intereses y que precisaba una organización defensiva. Si 
bien existían organizaciones que unían al sector empresarial, tenían sus objetivos 
organizados por sector productivo, lo que fragmentaba su actuación y sus 
posiciones. 


La AT fue creada en un momento liminar de la relación entre el capital y el 
trabajo en Argentina: los primeros años de la primera presidencia de Yrigoyen 
(1916-1922). Éstos mostraron el aumento de la movilización obrera y la 
consecuente respuesta empresarial. La AT surgió en esta coyuntura de falta de 
liderazgo unificado del empresariado que no vislumbraba una forma de combatir 
a la débil, informal y frágil alianza que conformaron trabajadores y Estado. El 
empresariado comprendió que era necesario un grupo que actuara más allá de los 
intereses sectoriales en cuestiones básicas, como represión de huelgas y 
protestas; que colocara una cuña entre las partes y alejara al gobierno de 
Yrigoyen de los trabajadores. 


Joel Horowitz definió la política de Yrigoyen en su relación con el movimiento 
obrero como obrerista, por los acuerdos del Estado con un sector del movimiento 
obrero, los sindicalistas revolucionarios de la Federación Obrera Regional 
Argentina del IX Congreso (FORA IX). La FORA había sido fundada en 1901 
como Federación Obrera Argentina y fue la organizadora en 1902, en ocasión de 
la primera huelga general. Esta federación unía diversos grupos obreros, 
especialmente anarquistas, pero en 1915 se dividió en dos sectores: la FORA del 
V congreso (anarquista) y la del IX congreso, dominada por los sindicalistas 
revolucionarios, con un sector de los trabajadores socialistas y sindicatos 
independientes. La FORA IX contaba con el principal sindicato del periodo, la 
Federación de Obreros Marítimos (FOM), que tenía una base disciplinada y 
organizada, lo que le permitía conseguir espectaculares victorias ante los grandes 
empresarios del transporte marítimo y fluvial. 


La capacidad de organización y movilización de la FOM le permitió ese 
acercamiento al gobierno de Hipólito Yrigoyen. Inicialmente era una alianza que 
favorecía a las dos partes: Yrigoyen llegaba a un sector de la sociedad en el que 
era bienvenido, pero en el cual no contaba con los mediadores adecuados. La 
FOM se favorecía por un cierto apoyo del Estado en momentos críticos. El 
vínculo informal entre el sindicalismo revolucionario e Yrigoyen tenía un efecto 


positivo para ambos lados, a pesar de ser una alianza frágil que podía ser 
interrumpida en cualquier momento, como ocurrió con los conflictos portuarios 
de 1921.º Los sectores propietarios desconfiaban de esta alianza así como de las 
intenciones de Yrigoyen. 


Con el surgimiento de los primeros conflictos obreros, los empresarios 
constituyeron sus propias fuerzas defensivas. Las principales formas de combatir 
a los sindicatos fueron la organización de grupos de choque para disuadir a los 
huelguistas por medio de la violencia y la contratación de trabajadores 
denominados “libres” para sustituir a los huelguistas en el sector más sensible de 
la economía argentina de gran escala: la importación y la exportación. Esta 
práctica venía desde 1892, cuando se crearon los Círculos Católicos de Obreros 
para controlar y disciplinar la mano de obra.” 


Pero estas tentativas no fueron suficientes para disciplinar la militancia obrera. 
Ante las dificultades económicas provocadas por la Gran Guerra y los conflictos 
laborales, se crearon instituciones que reunían a las cámaras empresarias, 
empresas, empresarios, inversores, etc. En 1916 se fundó la Confederación 
Argentina para el Comercio, la Industria y la Producción (CACIP), y en mayo de 
1918 la Asociación Nacional del Trabajo, que rápidamente cambiaría su nombre 
a Asociación del Trabajo, debido a la gran presencia de empresarios extranjeros 
entre sus miembros. Estas dos instituciones pretendían unificar las demandas 
empresariales y presentar sus posiciones en común. La CACIP fue un grupo de 
presión que reflexionaba sobre las características de la economía argentina en las 
conferencias económicas nacionales realizadas en 1919, 1923 y 1928. La AT, por 
el contrario, asumió otro perfil, vinculado con el control de la mano de obra y la 
represión de los conflictos sindicales. Entre sus fundadores estaban las 
principales corporaciones sectoriales: la Bolsa de Comercio de Buenos Aires 
(fundada en 1854), la Sociedad Rural Argentina (en 1866) y la Cámara de 
Armadores. La Unión Industrial Argentina (ULA, creada en 1887) no se 
incorporó orgánicamente a sus filas, aunque sí algunas cámaras empresariales 
asociadas.” El primer presidente de la AT fue Pedro Christophersen, quien era el 
presidente de la Bolsa de Comercio, y rápidamente dejó su lugar a Joaquín de 
Anchorena, presidente de la Sociedad Rural. Es evidente que la mayoría de los 
miembros fundadores de la AT estaba vinculada con la economía 
agroexportadora. Pero, además, también estaba clara la preocupación 
empresarial por controlar el proceso productivo. 


El contexto de su surgimiento condicionó sus acciones posteriores. Al ser creada 
durante un conflicto entre trabajadores marítimos y empresarios del sector 
exportador, la AT definió como su tarea principal retomar el control de la 
producción organizando grupos de trabajadores libres para sustituir a los 
huelguistas de Bunge y Born y a los estibadores y marítimos. Se esperaba que 
estos trabajadores fueran más eficientes que los que antes habían enviado la 
Sociedad Protectora del Trabajo Libre y los Círculos Católicos. 


Si bien la contratación de trabajadores libres integraba el repertorio de acción 
empresarial, la originalidad de la AT en este aspecto apareció en la deflagración 
de la Semana Trágica en 1919.” La innovación de la AT estuvo en la 
organización de grupos parapoliciales para reprimir obreros, que actuaron junto 
con agentes del Estado como la policía y el ejército.!? Después de la represión 
algunos miembros de la AT crearon el grupo Defensores del Orden, germen de la 
Liga Patriótica. 


Aun cuando la AT se mostró capaz de actuar en una coyuntura tan difícil como la 
Semana Trágica, sus dirigentes prefirieron dividir las tareas. La AT y la Liga 
compartían posicionamientos ideológicos semejantes, como el nacionalismo, el 
antisemitismo, el antisindicalismo, la xenofobia, la voluntad de control del 
sistema productivo, el antiyrigoyenismo y el elitismo. Como mostraremos más 
adelante, la opción por la violencia represiva fue complementada con la 
planeación de acciones pedagógicas y sociales que enfatizaban la necesidad de la 
docilidad de los sectores populares. Lentamente, ambas formaciones separaron 
sus esferas de influencia y acabaron disputando el control de los trabajadores. La 
Liga apelaba al nacionalismo militante y la AT al antisindicalismo. 


LA ASOCIACIÓN DEL TRABAJO Y LA CUESTIÓN OBRERA 


Hay dos aspectos importantes en la forma de actuar de la AT: el uso de la 
violencia y las propuestas sociales. Con la violencia nos referimos a las acciones 
represivas contra los obreros sindicalizados que podríamos resumir en la 
organización de trabajadores “libres” para reprimir las huelgas y de grupos de 
choque para desbaratar piquetes e intimidar a los militantes sindicales. La 
segunda faceta que discutiremos la constituyen las propuestas sociales y el 


sustento ideológico de la AT, que daban legitimidad a su accionar. Estas dos 
caras coinciden con dos momentos clave de la trayectoria de la AT: hasta 1922 
primó la violencia, pero a partir de ese momento la AT pasó a actuar cada vez 
más como un think tank sobre la cuestión social, posicionándose como un 
órgano de consulta y de propuestas destinadas a controlar el proceso productivo 
y el mercado de trabajo, sin abandonar totalmente las acciones represivas. 


La violencia de la AT, como su forma de intervención pública principal, fue 
cediendo durante la presidencia de Marcelo T. de Alvear (1922-1928), a medida 
que éste abandonaba el obrerismo de Yrigoyen. El alvearismo negoció con 
algunos grandes sindicatos, como la recién creada Unión Ferroviaria y la para 
entonces alicaída FOM, con el objetivo de garantizar una baja conflictividad. 
Los conflictos disminuyeron con la recuperación de la economía y de los salarios 
reales y se descomprimió la situación social.!3 


A partir de 1922 también las relaciones entre la Liga y la AT se modificaron. La 
AT pasó a enfatizar un perfil técnico y la Liga una posición doctrinaria; la 
primera representaba al sector empresarial que deseaba la pax laboral. Entre el 
pragmatismo y el dogmatismo los empresarios eran menos afectos a dar poder a 
las fuerzas represivas que a su vez justificasen la violencia obrera. La 
negociación y el convencimiento, por las vías de la reafirmación de la 
hegemonía empresarial, eran más importantes que transformar al obrero en un 
baluarte de la nación, como pretendía el fascismo italiano. Aquí analizaremos 
estas dos facetas y etapas de la AT. 


La violencia 


Hasta 1922 la marca principal de la AT fueron las acciones violentas destinadas a 
inhibir la organización obrera. En gran medida esto se debió al momento de su 
creación durante las huelgas portuarias de 1918, un poco antes de la Semana 
Trágica, durante la cual se constituyó como la principal organización represiva 
de la sociedad civil. En esos años la AT compartió actividades, miembros y hasta 
espacio físico con la Liga Patriótica, a tal punto que algunos historiadores las 
vieron como entidades hermanas o a la AT como una segunda línea de la Liga. 
En la división de tareas iniciales entre ambas organizaciones, la Asociación se 
encargaba de controlar el activismo obrero, y la Liga se dedicaba a la 
persecución ideológica de los inmigrantes refractarios a incorporar los valores 
identificados con la argentinidad. A lo largo de su trayectoria, cuando utilizó la 
violencia no se apartó del repertorio de acciones utilizadas por otros grupos: 


violencia antisindical y organización de trabajadores que actuaran como 
rompehuelgas. El diferencial de la AT fue su capacidad de movilizar recursos 
humanos y económicos para ejecutar estas políticas. 


En gran medida la AT surgió para combatir la militancia de la FOM, columna 
vertebral de la FORA IX, que destacaba por su organización, disciplina y 
eficiencia para movilizar a otros sindicatos y trabajadores y por conseguir la 
intervención estatal para mejorar su situación en los conflictos.!* La FOM 
conseguía acuerdos con el gobierno de Yrigoyen, lo que potenciaba su capacidad 
de articular sus reivindicaciones valiéndose de la huelga y la negociación. La 
alianza con Yrigoyen se consolidó en la huelga marítima de 1916, que estableció 
los parámetros del conflicto entre el capital y el trabajo en los años siguientes. 
Los empresarios entendieron que sería difícil enfrentar una huelga con el Estado 
del lado de los obreros.*? Sin embargo, la FOM sólo contaba con Yrigoyen. La 
justicia era favorable a los empresarios y era permisiva con su violencia 
intimidatoria; por su parte, los organismos de represión desacataban 
discretamente las decisiones del Ejecutivo, relajando los controles o permitiendo 
la violencia patronal.!6 


La creación de la AT era parte de la reorganización de la derecha argentina. La 
derecha moderada, que había aprobado la expansión del voto popular en 1912, 
había sido barrida junto con el consenso burgués del escenario político en la 
coyuntura de posguerra. Al orden conservador lo sucedió la alianza social y 
política construida por Yrigoyen, que tuvo una política errática en materia 
obrera. La AT se concentró inicialmente en el control del proceso productivo, 
antes que en el control social. 


La prioridad por el control del proceso productivo llevó a un gran conflicto entre 
la AT y la FOM en el puerto de Buenos Aires en 1921. La FOM defendía el 
closed shop y la AT la “libertad de trabajo”.*” La huelga de mayo de 1921 fue la 
batalla que dio la victoria definitiva a la AT sobre la FOM.*? La ofensiva de los 
trabajadores marítimos se inició en febrero de 1921 y participaron otros grupos 
como los transportistas de carros, los cargadores de mercaderías, los trabajadores 
en los molinos, entre otros. La participación fue desigual, porque hubo grupos de 
trabajadores que presentaron sus propias reivindicaciones, y los anarquistas y los 
comunistas pretendían ir más allá de la pauta establecida por la FOM. También 
había grupos remisos a volver a la confrontación. 


La AT consiguió movilizar a sus afiliados de diversas ramas de la producción, 


realizar multitudinarias manifestaciones y conseguir el apoyo del Estado para su 
causa. Después de tres meses de conflictos, en mayo de 1921 se produjeron 
enfrentamientos armados entre trabajadores y guardias de la AT en los que 
fallecieron dos obreros y un pistolero de la AT, que era también guardaespaldas 
de Joaquín de Anchorena. El entierro de este guardia se transformó en un gran 
acto que contó con Manuel Carlés como orador principal.” 


A esta altura la FOM no estaba en condiciones de continuar la disputa sin el 
apoyo del Ejecutivo, y la AT tenía en su favor la prensa y la capacidad de 
económica para continuar el conflicto. Yrigoyen estaba presionado y necesitaba 
una solución rápida que evitara mayores desgastes, por lo que permitió la 
represión que garantizara las actividades portuarias. Para el 29 de mayo la AT, 
que contaba con 1 400 “trabajadores libres”, controlaba la situación. La FOM 
había sido derrotada y ya no representaba una amenaza. Los trabajadores 
tuvieron que aceptar las nuevas condiciones sin poder reaccionar ante la falta de 
apoyo del Estado; el costo económico y humano para la organización sindical 
fue elevado.? 


Esta disputa fue la victoria decisiva de la AT y le permitió pasar a una nueva 
fase: la batalla cultural por la hegemonía del mundo del trabajo. La AT destacó 
que sus acciones eran una lucha por la libertad de trabajo contra el closed shop y 
le dio un tono positivo a su acción, lo que le permitió ganar el apoyo de una 
parte de la sociedad y mostrar a los patrones que era posible vencer los 
conflictos con los obreros. Se proponía desarticular definitivamente la resistencia 
obrera para conformar un nuevo proletariado integrado por ciudadanos. 


La victoria fue mayor de lo esperado, a tal punto que los propios dirigentes de la 
AT no tenían claridad sobre cuál debía ser su lugar en la pax laboral que se 
avecinaba.?! Para la AT el triunfo se debió a la capacidad de mantener el frente 
patronal unido, a diferencia de lo que había ocurrido entre los obreros. Esta 
nueva situación le permitió indicar a diputados y senadores que debían dejar de 
lado el tratamiento de leyes vinculadas a la expansión de los derechos obreros, 
como jubilaciones, trabajo nocturno u otros. Para la AT era prioritario evitar los 
temas que pudiese utilizar el movimiento obrero para retomar la agitación.?? 


Después de esta victoria los dirigentes de la AT avanzaron en la represión de los 
focos de conflictos existentes. Fueron parte de la segunda fase de la represión a 
las huelgas patagónicas —conocida como la Patagonia Trágica— y del Litoral 
del Noroeste, con epicentro en la empresa maderera La Forestal, de capitales 


británicos. Era evidente que el panorama sindical había cambiado radicalmente 
al finalizar el primer gobierno de Yrigoyen. La AT era dueña de la situación y la 
FOM estaba exhausta. Este cambio en la correlación de fuerzas entre el capital y 
el trabajo abrió una nueva etapa para la AT, lo que no implicó rupturas absolutas, 
sino que mudó el énfasis sobre las cuestiones y su tratamiento, sin perder sus 
objetivos: el control del proceso productivo. 


Las posiciones sociales e ideológicas 


Los estudios sobre la AT se han centrado en sus prácticas y acciones dejando de 
lado sus ideas y propuestas. Esta faceta estuvo presente en su creación y a lo 
largo de la década de 1920, e incluía, por ejemplo, la necesidad de acciones para 
afirmar la hegemonía patronal ante lo que era visto como una ofensiva obrera y 
revolucionaria. Hay también otros aspectos interesantes de la AT que merecen 
ser destacados y que están vinculados con el abordaje técnico y normativo de la 
cuestión obrera. Algunas de esas propuestas fueron originales, otras eran 
reelaboraciones de iniciativas de orígenes diversos. Debemos recordar que el 
objetivo principal de la AT era inhibir la regulación en las relaciones entre el 
capital y el trabajo, para afirmar el dominio del proceso productivo por parte del 
patrón. Eran cuestionados todos los cambios en la legislación laboral que 
limitasen el poder empresarial. En este sentido debe leerse su rechazo a las 
normativas laborales elaboradas por el Estado. 


Una serie de iniciativas pensadas para construir una hegemonía de largo plazo 
acompañó la acción represiva de la AT. Por ello, pasaron a producir datos y 
análisis propios sobre el trabajo en Argentina que les permitieron tener políticas 
propias y establecer contactos internacionales a fin de ampliar su comprensión 
de la militancia obrera. 


La elaboración de esta estrategia se debió a su secretario general Atilio Dell*Oro 
Maini, mencionado al inicio, quien fue uno de los miembros fundadores de la AT 
y de la Liga Patriótica. En 1918 era un joven abogado que actuaba en la Bolsa de 
Cereales de Buenos Aires y un miembro activo de organizaciones católicas.2 
Fue un entusiasta de las acciones represivas, aunque no dejó de elaborar 
propuestas para afirmar el control patronal por la vía de la aceptación del 
trabajador. Él fue quien elaboró la gran mayoría de las iniciativas de la 
Asociación. Si bien los principales temas que abordó fueron la inmigración y el 
trabajo marítimo, también intervino en los diferentes debates sobre la regulación 
del trabajo; como secretario general de la AT fue central en la política patronal, 


tanto que con su salida en 1930 la Asociación languideció irremediablemente.? 


Una de las acciones sociales alentadas por la AT fue la organización del “trabajo 
libre”, es decir, regular una oferta de trabajo constante que no respondiese a los 
sindicatos. Para esto se recurrió a las formas de reclutamiento de trabajadores 
anteriormente implementadas por los Círculos Católicos de Obreros y por otras 
asociaciones de trabajo libre: se contrataba a trabajadores migrantes sin vínculos 
con el movimiento obrero, generalmente recién llegados del interior o del 
exterior, para desafiar el closed shop marítimo. El pico de la demanda de estos 
trabajadores coincidía con los conflictos laborales. Tener trabajadores prontos 
para intervenir o de fácil movilización les permitía actuar rápidamente y 
desgastar a los sindicalizados, aun cuando no consiguieran ni la cantidad ni la 
calidad necesarias de trabajadores. 


La segunda forma de combatir el trabajo sindicalizado y de organizar el flujo 
propio de trabajadores sin intervención sindical fue por medio de la organización 
de una “bolsa de trabajo”. Ésta consistía en publicar la lista de los trabajadores 
que pedían empleo en la AT. La bolsa debe verse como propaganda del libre 
mercado de trabajo, porque la lista de trabajadores en general no atendía las 
necesidades de los socios. En la información de la bolsa de trabajo, publicada en 
el Boletín de Servicios de la AT, la mayor cantidad de trabajadores inscritos era 
del sector de servicios, pero la demanda principal era de peones. La intención de 
la bolsa de trabajo era mantener un grupo de trabajadores pronto y dispuesto a 
quebrar nuevas huelgas, aunque no tuviera experiencia laboral. Esta mano de 
obra podía utilizarse durante el periodo necesario como una ayuda para empresas 
menores en momentos de conflictos, y dependía de la demanda estacional de 
mano de obra.” 


La falta de “trabajadores libres” que pudiesen suplir la demanda de trabajo fue 
una constante del periodo, y en ningún momento la AT alcanzó un flujo 
adecuado de inscritos, pero no dejaba de publicitar este servicio porque era 
central en la estrategia de cohesión empresarial. Así, era frecuente ver anuncios 
como este: 


A los Centros y Casas Afiliadas [...] 


Se hace presente a las casas afiliadas que cuando se encuentren abocadas a un 


conflicto huelguístico de cualquier naturaleza que sea pueden concurrir a esta 
Asociación del Trabajo en demanda de elementos de movilidad y transporte en la 
seguridad de que los conseguirán inmediatamente. No importa que los servicios 
sean requeridos en plena huelga. 


La Asociación del Trabajo dispone del personal libre, apto y competente, que se 
necesita para salvar cualquier género de obstáculos. Quedan enterados nuestros 
afiliados [...].26 


Además de la bolsa de trabajo, la AT reclutaba “trabajadores libres”. En este 
caso era necesario tomar una serie de recaudos. En principio mantenía a los 
trabajadores bajo observación y control. Para que aceptasen trabajar como libres 
les ofrecía beneficios como alojamiento e instrucción, pero también 
adoctrinamiento antisindical. Algunos trabajarían voluntariamente según los 
principios de esta institución, otros llegaban por los beneficios ofrecidos. Para la 
AT, la bolsa de trabajo era una forma de ordenar el mercado de trabajo, ya que el 
closed shop impedía que los obreros ajenos al medio pudieran acceder a un 
puesto. Era una respuesta a la acción de los sindicatos que con su intervención 
alteraban el dinámico mercado de trabajo, marcado por la alta rotación entre los 
empleos.?” 


Otra de las iniciativas sociales de la AT fue la creación de la Casa Obrera. Allí se 
realizaban campañas de vacunación y se ofrecían atención médica y consultorio 
jurídico gratuitos, oficina de inmigración, alojamiento, servicios higiénicos, 
baños, conferencias y proyecciones cinematográficas a los trabajadores 
reclutados por la bolsa de trabajo. La alimentación era subsidiada y se servían 
desayunos, almuerzos y cenas para centenares de obreros; muchos de ellos 
tenían así un lugar para pernoctar próximo al lugar de trabajo, dado que la Casa 
Obrera estaba localizada en la calle San Juan 142, cerca del Puerto Nuevo, del 
Riachuelo y de importantes industrias. Los obreros hospedados podían recibir 
los domingos a sus familias, a los niños se les regalaban chocolatines y se 
disputaban peleas de boxeo entre los presentes, mostrando lo importante de crear 
un ambiente familiar y de armonía entre los trabajadores y los patrones. Era 
prioritario aislar a los trabajadores libres de las influencias de los sindicalizados 
o de grupos políticos.?8 


Desde el punto de vista ideológico, la AT dio la batalla cultural para afirmar la 


supremacía patronal sin tener que recurrir constantemente a la violencia, y así se 
distinguió de otras iniciativas patronales. Después del periodo fundacional y 
violento, la AT apostó por una posición profesional y técnica, menos doctrinaria 
y más eficiente en la aceptación de la hegemonía del capital sobre el trabajo. La 
AT elaboró un discurso profesional pro-positivo antes que defensivo, porque 
pretendía ser un agente del progreso económico y, como tal, estaba decidida a 
actuar en un mundo en el que las relaciones capitalistas de producción estuviesen 
cada vez más consolidadas. La mejor forma de adquirir conocimientos y elaborar 
propuestas era por la vía de la información obtenida de las experiencias de países 
con importantes movimientos obreros, lo que le abría las puertas a la 
modernidad técnica que se constituía en la primera posguerra. 


Los cambios que se produjeron en la AT a partir de 1922 tuvieron que ver con la 
coyuntura política, social y económica de la Argentina, pero también con la 
profesionalización técnica de la propia AT. Ante la disminución de la 
movilización obrera, pasó a actuar como lobista de los intereses patronales ante 
el Estado y como agente de servicios sociales para los obreros, financiados por 
los patrones. La AT surgió para controlar y reprimir la organización obrera, pero 
también actuaba defendiendo los intereses patronales en el tratamiento de las 
cuestiones obreras. El cambio en la coyuntura política llevó a la AT a reforzar 
sus acciones pedagógicas ante el Estado, los patrones y los obreros. 


Éste es el momento de la construcción de estándares técnicos en organismos 
internacionales con los que la AT mantenía vínculos estrechos. Sus miembros se 
integraron en diferentes redes internacionales del empresariado que surgieron en 
el periodo de entreguerras. Con la OIT, por ejemplo, la AT construyó un vínculo 
privilegiado. De las 12 conferencias internacionales del trabajo que tuvieron 
lugar en este periodo, la AT tuvo representación oficial en cuatro; la Unión 
Industrial Argentina en tres, y a las cinco restantes Argentina no envió 
delegados. Los delegados de la AT fueron activos en los temas que les 
interesaban, como la cuestión del trabajo marítimo, rural, portuario, etc.? Otros 
ámbitos por los cuales circularon los miembros de la AT fueron la Organización 
Internacional de los Patronos Industriales y la Conferencia de la International 
Law Association. De esa forma los parámetros técnicos sustituyeron 
paulatinamente a la doctrina social de la Iglesia. 


A partir de la participación en reuniones internacionales y de intervenir en el 
debate sobre la cuestión laboral, Dell?Oro Maini elaboró varios estudios sobre 
las condiciones de trabajo y la producción en Argentina considerando diversos 


temas centrales y coyunturales, pero siempre con el fin de definir la línea de 
pensamiento y acción de la AT. Sus informes trataron el trabajo portuario y 
marítimo, las cajas de jubilación, la jornada laboral de ocho horas, la semana 
inglesa, la organización patronal, la intervención del Estado en el ámbito 
productivo, entre otros. También trajo debates y estadísticas internacionales que 
facilitaron la toma de decisiones de la AT. 


Como los afiliados tenían sus propias posiciones ideológicas, la AT pasó a tener 
objetivos técnicos y las propuestas debían encaminarse en este sentido. Las 
discusiones que tenían lugar en Europa y Estados Unidos sobre el capitalismo 
industrial y el trabajo agrícola y marítimo eran vistas como parámetros para la 
reorganización de las relaciones entre el capital y el trabajo en Argentina. Como 
la regulación de las relaciones laborales se imponía a escala internacional, la AT 
buscó vincularse con organizaciones patronales internacionales que reforzaran la 
situación de la patronal, viabilizando propuestas que le fueran favorables e 
impidiendo las iniciativas que ellos entendían como perjudiciales para sus 
intereses. 


Junto con una postura técnica que legitimaba ideológicamente sus intereses 
inmediatos, también pasó a actuar como lobista ante un Estado y un Congreso 
sensibles a sus posiciones. Organizar lock-outs tenía costos políticos y legales, lo 
que dificultaba protestar ante las propuestas de aprobación de medidas 
favorables a los obreros, en parte porque no todos los empresarios se verían 
perjudicados por igual. En este caso se presentaban dos caminos: argumentar en 
forma contraria, dando explicaciones y datos a los legisladores favorables a la 
AT, o realizar un lobby institucional. El Boletín de Servicios nos muestra las 
posiciones ante determinados temas y también nos informa acerca de las 
presiones ejercidas sobre los miembros del Poder Ejecutivo, diputados y 
senadores. Las iniciativas que causaron mayor rechazo por parte de la AT fueron 
la Ley de Pago en Moneda Nacional, que prohibía el pago en especie o vales; la 
ley de ocho horas de trabajo, contestada principalmente por el sector agrario; la 
Ley de Trabajo a Domicilio, que afectaba a la industria textil; la Ley de 
Accidentes de Trabajo y la Ley de Creación de Cajas de Jubilaciones, que 
también recibió la reprobación de los trabajadores.3º 


Este giro técnico de la AT se relacionó con el surgimiento del fascismo, que le 
permitió a la Liga Patriótica ocupar sólidamente el espectro de la derecha 
radical. Si en el inicio de su actuación la Liga tuvo una acción ideológica y 
doctrinaria, desde la elección de Alvear pasó también a cuestionar a aquellos que 


no parecían comprometidos con la causa nacionalista, como la AT. La Liga dejó 
de ser un grupo meramente represivo para proponer la integración en un mismo 
cuerpo a trabajadores y empresarios, en un modelo similar al de la Action 
francaise o al del fascismo italiano. Desde su fundación organizó congresos para 
los trabajadores a fin de desarrollar una tarea de adoctrinamiento. La Liga 
entendía que los trabajadores eran parte de la nación y debían ser tratados con 
justicia, siempre que aceptasen una función subalterna. 


Esta posición contrariaba la política de la AT, que pretendía garantizar la pax 
laboral, mantener la tasa de ganancia y el control del proceso productivo. La AT 
dejó de lado el nacionalismo invirtiendo en estos tres puntos. El nacionalismo 
ideológico de la AT había sido fundamental para encuadrar a los trabajadores 
contrarios a los intereses nacionales en el momento fundacional. La conciliación 
de intereses para fortalecer la nación que hacía la Liga chocaba con el 
paternalismo de la AT, que no tenía interés en reforzar el Estado. 


El nacionalismo fue un punto de conflicto y tensión entre ambas instituciones 
después de un primer periodo de coexistencia armónica. Para 1926 las 
posiciones estaban definidas como muestra el discurso de Manuel Carlés en el 
Séptimo Congreso Nacionalista: 


Son artificiales aquí los sindicatos de resistencia que obstaculizan la industria 
hasta el punto de amenazarla con odio; y son igualmente artificiales las 
asociaciones de patrones que, afanándose por ganar inmoderadamente, 
consideran el trabajo como una mercancía y a los trabajadores como 
herramientas a las que se usa y de las que se abusa para obtenerles el máximo de 
rendimiento. En esta situación, el espectáculo de esa lucha artificial es a base de 
rencor, que trae como consecuencia el uso de armas de guerra en forma de 
huelgas, sabotajes, boicots y atentados, por una parte, mientras la otra emplea los 
cierres o lock-outs con espíritu de prepotencia, tan terco como el que anima al 
adversario.3! 


El integrismo de la Liga chocaba con el paternalismo de la AT. El paternalismo 
se basaba en la dominación del patrón por medio de la construcción de 
consensos que implicaba el reconocimiento del obrero como central en el 


proceso productivo y, por tanto, otorgaba beneficios no salariales (vivienda, 
alimentación, vestimenta, etc.). Se buscaba aislar a los trabajadores de las 
influencias externas, tanto del Estado como de los sindicatos.32 


Las disputas entre la Liga y la AT, que podríamos personificar en un conflicto 
ideológico entre Carlés y Dell?Oro Maini, estaban en sintonía con los conflictos 
franceses entre Maritain y Maurras. O sería mejor decir que el conflicto entre el 
nacionalismo integrista de la Action francaise de Maurras y la defensa de la 
conciliación social de Maritain fue leído a partir de las diferencias que se 
manifestaban en Argentina. Si Dell?Oro Marini era un divulgador de las 
posiciones de Maritain, la Liga Patriótica adoptaba los principios del integrismo 
maurrasiano, que prevalecían por sobre la doctrina corporativista italiana. La AT 
fue profesionalizando sus posiciones y abandonó poco a poco la persecución del 
inmigrante, y, principalmente, su antisemitismo, aunque siguiera siendo 
antiyrigoyenista.33 


El fascismo italiano también tuvo su impacto en la AT. La forma de posicionarse 
ante este movimiento puede ser comprendida como una especie de termómetro 
de sus cambios. En los primeros años el fascismo fue considerado como una 
posibilidad para el control del movimiento de las masas obreras. Recordemos 
que la represión de la Semana Trágica es anterior a la organización de los Fasci 
di combattimento (23 de marzo de 1919) y a la creación del Partito Nazionale 
Fascista (en noviembre de 1921); en esos primeros momentos hay un cierto 
interés en Italia por la represión al movimiento obrero. El Boletín de Servicios 
de abril de 1921 justifica el fascismo como un contraterrorismo que utilizaba las 
tácticas del adversario siguiendo la ley del Talión, y si bien había sido eficiente 
en el control del comunismo, la AT no consideraba que pudiera ser la forma 
principal de relación con el movimiento obrero. 


El fascismo desapareció del Boletín de Servicios entre 1922 y 1926, en gran 
medida porque la AT se informaba sobre la situación del empresariado italiano 
por medio de la Confederazione Generale dell” Industria Italiana (CGIN). Entre 
1924 y 1925 el fascismo lideró huelgas destinadas a disciplinar a los 
empresarios, lo que generó aprehensión en la patronal internacional, incluida la 
argentina. La CGII se tornó favorable al fascismo después de su llegada al poder 
y con el control del movimiento obrero, pero institucionalmente la AT no definía 
una posición en cuanto al fascismo. Éste sólo volvió a cobrar importancia para la 
AT en 1927, cuando fue publicada la Carta del Lavoro. La misma fue 
reproducida íntegramente, aunque sin comentarios, en el Boletín de febrero de 


1928. El lector podía interesarse, por ejemplo, por la importancia que el Estado 
fascista daba a la empresa privada, que era la siguiente: 


VII. El Estado corporativo considera la iniciativa privada en el campo de la 
producción como el medio más eficaz y más útil para el interés de la Nación. 
Siendo la organización privada de la producción una función de interés nacional, 
el organizador de la empresa es responsable frente al Estado de la orientación de 
la producción. 


Un mes después el Boletín publicó una nota de Giuseppe Bottai, subsecretario 
del ministro de Corporaciones italiano, en la que explicaba el control del proceso 
productivo. Bottai informaba que si bien la Carta no estaba totalmente 
implementada, lo importante era que en el sistema productivo italiano había “una 
nueva disciplina” fruto de la “autoridad” y de la “colaboración”; por tanto, los 
trabajadores debían aceptar una función subalterna dentro del sistema productivo 
controlado por los patrones, porque lo que primaba eran las necesidades del 
Estado italiano.% La presencia del Estado en las relaciones laborales no era bien 
vista por el liberalismo presente en la AT, pero los tiempos estaban cambiando. 


El recobrado interés por el fascismo coincidía con los cambios políticos de 
Argentina. Los empresarios no veían el fascismo como un dogma a ser seguido, 
aunque determinados aspectos de la experiencia fascista podían contribuir a 
mejorar las condiciones políticas y sociales de Argentina. En abril de 1928 se 
celebraron las elecciones en las que Yrigoyen era el candidato con mayores 
oportunidades de vencer. La presentación del fascismo estaba relacionada con la 
eterna acechanza: el yrigoyenismo y la reconstrucción de su alianza con los 
trabajadores.” En 1928 la pax laboral estaba en riesgo. La opción de la UCR 
Anti-personalista, llamada así por ser contraria a Yrigoyen, fue conformar una 
alianza con partidos conservadores del interior de Argentina conocida como 
Confederación de las Derechas. La fórmula presidencial propuesta fue Leopoldo 
Melo y Vicente Gallo, ambos radicales y miembros de la Liga Patriótica, lo cual 
mostraba la radicalización existente y que la Liga Patriótica pasaba a ocupar 
todo el espectro de la derecha política. 


Pero esto no implicaba el control del sistema político. Antes de las elecciones 


Marcelo Torcuato de Alvear tuvo un importante gesto en favor de Yrigoyen al 
devolver a la FOM parte de los derechos perdidos en los años anteriores. Esta 
acción reforzó la influencia del viejo caudillo entre los obreros en la misma 
medida en que aumentaba el recelo conservador. La eterna acechanza volvía al 
ruedo y los patrones entendían que era para enfrentarlos. Yrigoyen venció en las 
elecciones y la derecha empresarial se posicionó en favor del golpe. 


CONCLUSIONES 


En principio es importante saber que para 1928, momento en que se manifestó el 
ocaso de la AT, ésta había ganado en creatividad, iniciativas y reflexiones 
técnicas, pero había perdido peso político y capacidad de movilización de 
recursos humanos y económicos. La Liga los estaba capitalizando y se 
fortalecería todavía más a finales del gobierno de Yrigoyen y en los primeros 
momentos tras el golpe de 1930. Sin embargo, la AT dejó un importante legado 
para las organizaciones empresariales posteriores. Como vimos un poco 
rápidamente, disponía de un cuadro técnico y político de primer orden que 
marcaría con su presencia los distintos momentos en que la derecha autoritaria 
tuvo presencia en los 40 años siguientes. Atilio Dell'Oro Maini fue el motor de 
la AT en los más de 10 años que estuvo vinculado a la misma. La transformación 
de la AT de una asociación preparada para la represión a una institución técnica 
se debió a su actuación. 


A lo largo de este artículo mostramos la forma en que se constituyó la AT, el 
surgimiento de su media hermana la Liga Patriótica y la separación de las dos a 
lo largo de la década de 1920. No podemos dejar de apuntar que la coyuntura 
política nacional e internacional condicionó las trayectorias divergentes de 
ambas agrupaciones, pero justamente esta divergencia nos revela las 
posibilidades existentes para la consolidación de “un espacio de derecha” en la 
Argentina de la década de 1920. No toda experiencia de la derecha argentina 
debe reducirse a la actuación de la esfera política formal, como el surgimiento de 
la Confederación de las Derechas, ni se debe pensar que la derecha nacionalista 
impuso su hegemonía al conjunto. La AT muestra que había otras posiciones 
posibles, sin contar que no exploramos los matices de la derecha confesional. La 
AT intentó constituirse en un think tank del empresariado, divulgar iniciativas 
empresariales en otros países y presentar posibilidades de acción en relación con 
el movimiento obrero. También fue un ejemplo de organización de actividades y 


llevó adelante iniciativas tendientes al control del sindicalismo que oscilaban 
entre la represión y la cooptación de los trabajadores aislados de los sindicatos. 


Los dos grandes momentos de la AT coinciden con la preponderancia de un tipo 
de actuación. Ante el conflicto social tuvo dos actitudes diferentes: entre 1918 y 
1922 priorizó la violencia como forma de intervención. Si la movilización era 
importante y contaba con el apoyo del Estado, la AT mostró su capacidad para 
movilizar recursos económicos y humanos destinados a imponer su voluntad por 
la vía de la represión. A partir de 1922, con la elección de Alvear como 
presidente de Argentina y tras despejar el peligro de una acción conjunta entre el 
Estado y el movimiento obrero, la AT pasó a una etapa reflexiva y de 
organización de un complicado sistema de control social sin represión. En 
algunos casos sus propuestas eran experimentales, en otros se basaban en 
elementos técnicos elaborados por instituciones internacionales y también en 
experiencias consagradas en otras latitudes, principalmente en el paternalismo 
empresarial francés. 


La AT muestra caminos alternativos que desafían el sentido común de la 
hegemonía fascista o corporativa de la década de 1920. El conflicto social podía 
ser importante para imponer alternativas políticas, pero su continuidad en el 
tiempo, con la pérdida de capital humano y de bienes materiales, no podía ser 
interesante para el empresariado en el largo plazo. 
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LAS DERECHAS URUGUAYAS EN LOS AÑOS VEINTE 
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Universidad de la República, Uruguay 


El radicalismo de la reforma social, económica y moral concretada en Uruguay 
durante las presidencias de José Batlle y Ordóñez (1903-1907 y 1911-1915) 
alimentó la primera reacción organizada de las derechas en el siglo XX. 
Afectado en sus intereses de clase y cuestionado en sus valores morales, el 
conglomerado de derechas, integrado por diversas facciones partidarias, 
asociaciones gremiales rurales, grupos económicos y la Iglesia católica, logró 
derrotar al batllismo en las primeras elecciones con sufragio universal masculino 
y secreto realizadas el 30 de julio de 1916.! Desde entonces, el freno al programa 
reformista coincidió con la organización de un nuevo orden democrático, liberal 
en lo político y conservador en lo social, vigente durante los tres lustros 
siguientes. 


La aparentemente contradictoria conformación de una derecha democrática será 
el punto de partida de este artículo, donde se examinarán algunos de los rasgos 
sobresalientes del ideario y la praxis de las derechas en Uruguay en los largos 
años veinte, que cronológicamente anticipan el comienzo del freno a las 
reformas de 1916 y encuentran un cierre en el golpe de Estado de 1933. Éste fue 
también el periodo de consolidación de un corpus laico de ideas conservadoras 
que, a pesar de presentar numerosas coincidencias con las posiciones de la 
jerarquía católica en materia social y política, no invocaba justificaciones 
religiosas. 


El empleo de la categoría “derechas” conlleva, al menos, un desafío conceptual y 
otro metodológico. Esto es: ¿a qué grupos sociales nos referimos cuando 
hablamos de las “derechas” a comienzos del siglo XX y cómo identificar rasgos 
que, a pesar de su diversidad, permitan ubicarlos en un campo ideológico 


común? En relación con la denominación, uno de los principales obstáculos 
deriva de la arraigada tradición historiográfica uruguaya, que ha respetado la 
autopercepción de los sujetos estudiados, por lo general reacios a identificarse 
como “de derecha” y proclives a resaltar su conservadurismo social. 
Reproduciendo esta tendencia global, en la década de 1980 la historiografía 
uruguaya fue prolífera en el estudio de los “sectores conservadores”? e incluso 
alcanzó cierto consenso en torno a la idea de una “república conservadora” en 
alusión al periodo que abarca este artículo.2 Ese universo “conservador” está 
compuesto por partidos políticos, grupos de presión empresariales y patronales, 
y jerarquías de la Iglesia católica y del Ejército, con lo cual conforma un mapa 
de actores sociales de procedencia e ideología diversas y con distinto grado de 
interrelación. Sin embargo, el manto del “conservadurismo” no siempre ha 
permitido apreciar la complejidad y las contradicciones que atravesaron a ese 
colectivo.* 


Este artículo, basado en la lectura crítica de la bibliografía disponible, apunta a 
describir la heterogeneidad que caracterizó el campo de las derechas, para lo cual 
analiza en particular el papel de los partidos políticos y las corporaciones 
empresariales en la paradójica instauración de un orden democrático y su 
posterior supresión. A fin de comprender las posiciones de coyuntura (¡y los 
cambios drásticos!) de los grupos estudiados se partió de los siguientes 
interrogantes: ¿cuáles fueron los canales de expresión de las derechas y qué 
vínculos mantuvieron con el sistema de partidos?, ¿cómo se posicionaron ante el 
principio de igualdad universal y la noción de democracia”, ¿de qué manera 
entendieron el papel del Estado en la economía y cuán proclives fueron —o en 
qué medida justificaron— el empleo de la violencia represiva? 


El texto se divide en cuatro partes. En el primer apartado se ofrece una brevísima 
caracterización histórica de la sociedad uruguaya y su sistema político en las dos 
primeras décadas del siglo XX. La conformación de una derecha democrática 
como una opción circunstancial, originada en el temor a la profundización del 
programa reformista, es analizada en el segundo apartado. La tercera parte 
aborda el freno que estos sectores pusieron a las transformaciones incentivadas 
por el primer batllismo y el periodo de hegemonía de una derecha moderada. Por 
último, se esboza la coyuntura que posibilitó el ascenso de una derecha 
reaccionaria y algunos de los hitos principales en el camino al golpe de Estado 
de 1933. 


SOCIEDAD Y SISTEMA POLÍTICO A COMIENZOS DEL 


SIGLO XX 


En la primera década del siglo XX Uruguay contaba con una población de 
aproximadamente un millón de habitantes y había experimentado 
transformaciones demográficas que le conferían características de una sociedad 
moderna.” La población se había triplicado entre 1880 y 1908, debido al 
crecimiento en la esperanza de vida, el descenso en la tasa de mortalidad, la 
estabilidad en la tasa de fecundidad y la llegada masiva durante la segunda mitad 
del siglo XIX de inmigrantes, fundamentalmente procedentes de Europa. Entre 
ellos predominaron los italianos y españoles y, en menor medida, franceses, 
alemanes, ingleses y suizos. 


El fenómeno migratorio también tuvo una expresión dentro de las fronteras 
nacionales. Las transformaciones productivas que habían tenido lugar en el 
medio rural en el último cuarto del siglo XIX (entre las que sobresalen el 
alambrado de los campos, la mestización de la ganadería y la incorporación de 
maquinaria agrícola) redundaron en una alta tasa de desocupación de la 
población rural, que protagonizó un proceso de migración interna hacia las urbes 
y en particular hacia la capital. Por esa razón, en los primeros años del siglo XX 
la mayoría de la población se concentraba en la capital, Montevideo, donde 
funcionaban las principales instituciones administrativas, educativas y políticas 
del país. A comienzos del siglo XX transitaba su última etapa el proceso de 
laicización de la administración pública, iniciado a mediados del siglo XIX. 


En lo referente al mundo del trabajo, en los primeros años del siglo se había 
conformado un incipiente proletariado industrial y empezaba a aumentar la 
burocracia estatal, algo que se transformaría en una tendencia de larga duración 
en las décadas siguientes. Sin exagerar el igualitarismo de la sociedad uruguaya 
de esta época —téngase presente que más de la mitad de la población pertenecía 
a sectores medios o populares integrados por obreros fabriles, empleados 
públicos no calificados y dueños de pequeños comercios—, es posible afirmar 
que presentaba rasgos de movilidad social propiciados por el impulso a la 
educación pública en todos sus niveles. Entre 1900 y 1930 se produjo un 
aumento considerable de los alumnos matriculados en las tres ramas de la 
enseñanza, lo cual redujo considerablemente la tasa de analfabetismo. El papel 
de la escuela pública, laica, gratuita y obligatoria, que procuraba matizar las 
diferencias de clase y de género, fue clave en los intentos por eliminar las 


profundas desigualdades culturales que separaban a Montevideo de los demás 
departamentos del país. 


Varios autores han destacado la existencia desde el siglo XIX de un 
“nacionalismo débil” que alejaba a Uruguay de la situación de los países 
vecinos, en los que tanto la Iglesia como el Ejército y la oligarquía 
agroexportadora —todos ellos baluartes del conservadurismo— tenían mayor 
peso relativo. Por diversos factores, entre los que sobresalen su condición de 
frontera regional, el tamaño y la enorme incidencia de la inmigración que hacía 
de Uruguay un país abierto a la hibridación identitaria, estaríamos ante un 
escenario de escaso vigor de la herencia colonial en términos políticos y 
culturales, y de débil implantación capitalista. Como se ha sostenido, esta 
flaqueza de la triple constelación de poder es un dato clave para entender las 
características de las derechas uruguayas finiseculares y su proyección en las 
primeras décadas del siglo XX.º 


A diferencia de lo ocurrido en la mayoría de los países latinoamericanos, las 
viejas divisas partidarias decimonónicas no desaparecieron a comienzos del siglo 
XX, sino que se reconvirtieron, dando origen a un sistema de partidos moderno y 
estable. El Partido Blanco (luego llamado Nacional) y el Colorado se 
identificaban con una tradición política que, como han señalado Caetano y Rilla, 
se combinó con “una gran aptitud para “llenarse de vino nuevo”, para acoger e 
integrar en su seno contenidos y significaciones propias de cada etapa 
superviniente”.? Asimismo, las dos colectividades constituyeron un bipartidismo 
aparente que escondía una gran heterogeneidad interna. La histórica división 
entre nacionalistas? y colorados tenía una carga mucho más emocional que 
ideológica, puesto que en ambos partidos convivían sectores o agrupaciones 
políticas que cubrían la totalidad del espectro ideológico, en ocasiones con 
diferencias irreconciliables en varios órdenes. Por su estructura policlasista, 
concitaban el apoyo de diversos sectores sociales, tanto urbanos como rurales. 


En 1910 la aprobación de una ley que regulaba los comicios supuso un hito en la 
organización de una nueva y compleja ingeniería electoral, porque estableció, 
entre otras cosas, el voto simultáneo a un partido (denominado “lema”) y a una 
de las listas de candidatos (conocidas como “sublemas”), que reflejaban las 
distintas corrientes internas de las agrupaciones políticas. La disposición surgió 
para evitar la disgregación de los dos grandes partidos, pero acabó fomentando 
su fraccionamiento. Como se verá en este artículo, la Constitución que entró en 
vigencia en 1919 favoreció aún más la multiplicación de listas electorales dentro 


de un mismo partido y fortaleció el papel de las minorías, algo que fue decisivo 
en los años veinte. 


En esta sociedad —y dentro de un Partido Colorado que acumulaba más de 
cuatro décadas de experiencia en el gobierno— surgió el movimiento reformista, 
indisociable de la figura de José Batlle y Ordóñez.? Como han señalado José 
Pedro Barrán y Benjamín Nahum, el batllismo “había nacido en el poder, en 
cuna de oro”, y esa peculiar característica explica, en buena medida, tanto su 
impulso como su freno. 


La llegada de Batlle a la presidencia de la República en 1903 y 1911 debe 
entenderse en el marco de esta sociedad sin una oligarquía política y sin un 
Ejército poderoso, carente de contrastes sociales extremos y con un sistema 
político que para el Novecientos ya presentaba una peculiar y relativa autonomía 
respecto a los sectores hegemónicos.!! A comienzos de siglo, Batlle era un 
dirigente colorado secundario —hijo de un expresidente y director de un diario 
de reciente aparición— que concitaba algo de simpatía entre las clases populares 
montevideanas debido al apoyo otorgado desde el periódico El Día a las 
primeras huelgas obreras en 1895 y 1896. Durante la crisis económica de 1890 
se había enfrentado a banqueros y miembros del alto comercio. Por su parte, los 
terratenientes veían en el político colorado a alguien demasiado proclive a la 
guerra civil, contexto en el que la violación de la propiedad y la alteración del 
orden eran corrientes. En 1903 y 1911 accedió a la presidencia de la República 
por medio de elecciones con régimen indirecto y con un cuerpo cívico muy 
restringido. Sus triunfos han sido interpretados como el resultado de hábiles 
manejos políticos tendientes a obtener el voto de los diputados y senadores de 
los dos grandes partidos políticos.*2 


Desde comienzos del siglo XX se fue consolidando una corriente reformista 
dentro del Partido Colorado y en torno a la figura de Batlle, que se caracterizó 
por su heterogeneidad ideológica, la proliferación de tendencias centrífugas — 
muchas de las cuales acabarían en rupturas y en la creación de nuevas 
agrupaciones— y la oscilación entre la moderación y el radicalismo en función 
de la correlación de fuerzas que primó en cada coyuntura. Este artículo pone el 
foco en esa heterogeneidad, en las escisiones a la derecha del batllismo y en las 
alianzas intra y suprapartidarias que posibilitaron la formación de frentes 
políticos y sociales de derecha. 


LA CONVERSIÓN DE LAS DERECHAS A LA DEMOCRACIA 


POLÍTICA 


Entre 1911 y 1913, durante la segunda presidencia de Batlle, se radicalizó el 
impulso reformista que había despuntado durante su primer mandato.!3 Se 
intensificaba así un programa de gobierno que cuestionaba desde sus cimientos 
el orden conservador. La profunda crisis económica de fines del siglo XIX había 
favorecido el desarrollo de un modelo alternativo al agroexportador, que 
colocaba al Estado en el centro de la vida económica, donde desempeñaba una 
función clave en la regulación de las tensiones entre trabajadores y patrones. En 
esta dirección, el batllismo impulsó nacionalizaciones y estatizaciones de 
algunos de los principales servicios públicos que se encontraban en manos 
extranjeras —en su mayoría británicas—, y fomentó la industria manufacturera. 


La modificación de las formas de explotación rural era, en el ideario reformista, 
otro de los resortes fundamentales para un desarrollo nacional alternativo. Si 
bien existió una brecha significativa entre los proyectos presentados o las ideas 
esbozadas y los finalmente aprobados y aplicados, fueron varias las iniciativas 
para combatir el latifundio, promover la expansión de medianos y pequeños 
productores rurales y aumentar los ingresos fiscales con gravámenes a los 
sectores de mayor riqueza.!* El complemento de estos proyectos fue el impulso 
dado a la legislación social para consolidar o generalizar derechos como la 
regulación de la jornada laboral, el salario mínimo o las pensiones a la vejez. A 
su vez, las dos administraciones de Batlle y Ordóñez fueron periodos de 
tolerancia hacia la protesta obrera que, por norma general, fue escasamente 
reprimida. 


En paralelo a esta dimensión material, el reformismo batllista también cuestionó 
el esquema de valores de las clases altas, alterando los cimientos sobre los que se 
levantaba una manera de ver el mundo y comprender las relaciones sociales. En 
particular, se propició un nuevo impulso anticlerical que se expresó en la 
supresión de la enseñanza religiosa en las escuelas públicas y la aprobación de 
las leyes de divorcio, entre otras propuestas tendientes a favorecer la 
emancipación de las mujeres.!º 


En 1913 Batlle expuso su proyecto de reforma política basado en un gobierno 
colegiado que garantizaría la permanencia y la profundización de las 
transformaciones realizadas.!é Su actitud generó la primera escisión de derecha 


dentro del partido, que derivó en la formación del Partido Colorado General 
Fructuoso Rivera, liderado por el senador colorado Pedro Manini Ríos. En los 
años siguientes, el riverismo —como se conoció popularmente a este sector— 
fue ensanchando su marco de alianzas tanto dentro como fuera del Partido 
Colorado. 


El otro gran opositor al reformismo fue el Partido Nacional, adversario histórico 
de un Partido Colorado que ejercía el gobierno de manera ininterrumpida desde 
hacía cuatro décadas. Cuando Batlle divulgó su proyecto de reforma política, los 
nacionalistas reeditaron demandas de larga data en favor del voto secreto, la 
concreción de garantías para el sufragio y la representación proporcional. Si bien 
detrás de la oposición nacionalista a la reforma estaba la voluntad de frenar el 
programa de transformaciones del batllismo, no menos relevante era su deseo de 
contrarrestar la modalidad de “gobierno de partido” con la ampliación de la 
representación de las minorías en el Parlamento y en diversos puestos de la 
administración pública. El pequeño partido católico Unión Cívica, creado en 
1911, también se alineó entre los opositores al batllismo.”” 


Como resultado de esta superposición de intereses, hacia mediados de la década 
de 1910 la oposición al gobierno colegiado que impulsaba el batllismo encontró 
unidos al Partido Nacional, a la fracción riverista del Partido Colorado y a la 
Unión Cívica, y contó con el apoyo explícito de grupos de presión, entre los que 
sobresalió la recién creada Federación Rural. Una mirada atenta advierte en este 
proceso un conglomerado opositor de intereses sectoriales o de clase por encima 
de —y en diálogo con— las diferencias político-partidarias. En el terreno social 
los sectores agroexportadores lideraron la oposición al batllismo, que también 
concitó, en menor medida, la participación de comerciantes, banqueros e 
industriales que veían sus intereses económicos perjudicados por la voracidad 
reformista. José Pedro Barrán sostiene que los conservadores no sintieron un 
temor extremo ante el batllismo (aunque sí frente a su ala radical), pero lo 
juzgaron “inquietante”.18 Esa “inquietud” —término muy extendido entre 
quienes gestaron la primera reacción— se debía fundamentalmente a su 
condición de propietarios y capitalistas, afectados por el avance de la legislación 
social, las nacionalizaciones llevadas adelante por el gobierno, los intentos de 
reforma fiscal y el temor a la pérdida de privilegios. 


El imaginario conservador —y en esto no se reconocen grandes diferencias entre 
el corpus católico y el laico— rechazó la “moral corruptora” del batllismo por 
entender que fomentaba el hedonismo, el individualismo y la disolución de lazos 


familiares. Se percibía el principio universal de igualdad —piedra angular de la 
democracia social batllista— como un artificio para negar la natural e 
incuestionable desigualdad originaria que regía el ordenamiento de las 
sociedades humanas. “Mesocrático”, “vulgar” y “antiheroico” fueron algunos de 
los adjetivos con que los sectores conservadores caracterizaron al batllismo y su 


programa de igualación social y defensa de las clases medias.!º 


En el plano de las representaciones, se revitalizó la antinomia campo-ciudad que, 
sin ser del todo novedosa, adquirió centralidad en las autoidentificaciones de los 
derechistas. Para sus detractores, el batllismo se identificaba con la ciudad y una 
serie de rasgos negativos que ella connotaba. La ciudad era, desde esta 
perspectiva, el escenario de los políticos profesionales que monopolizaban el 
manejo de los asuntos públicos y hacían crecer la burocracia y la corrupción. El 
espacio de la ciudad simbolizaba el artificio, el crecimiento fallido y la 
degeneración moral. En el discurso de las derechas el batllismo era el vocero 
ideológico y el representante de los intereses de las “clases parasitarias”. La 
antítesis era el campo, que encarnaba el lugar donde se producía la verdadera 
riqueza nacional. En la mirada de estos sectores, el mundo rural era idealizado 
como un ámbito impermeable a los comportamientos viles de la ciudad, que 
representaba lo tradicional y autóctono y ofrecía un modelo perfecto de 
organización social. Desde la literatura, la tribuna política y el activismo patronal 
fueron varias las voces que se alzaron en defensa de la estancia como célula 
social básica en la que convivirían, con armonía y paternalismo, estancieros y 
peones. ?0 


La defensa de la igualdad social y de oportunidades o la masificación de la 
política no formaban parte del bagaje ideológico de las clases altas, que acabaron 
acompañando los reclamos democratizadores encabezados por el Partido 
Nacional. Su actitud debe interpretarse como una concesión hecha para detener a 
un enemigo común. En este sentido, resulta sugerente la tesis de Barrán según la 
cual “los partidos condujeron a las ‘clases conservadoras” tanto o más que éstas a 
ellos”.?1 


Gerardo Caetano subraya que la aparición en 1915 de grupos de presión de signo 
conservador fue síntoma y factor de aceleración de un proceso de modernización 
del sistema político que comenzaba a transitar su etapa de consolidación. Con 
sus miembros integrados a los dos grandes partidos —incluso en las cúpulas 
dirigentes—, la Federación Rural, fundada en diciembre de 1915, pasó a incidir 
en el Parlamento y en todos los ámbitos de la administración pública.? Pero 


también otros grupos oligárquicos comenzaron a tener una presencia 
significativa y adoptaron el modus operandi de los ganaderos, caracterizado por 
la política de presión extrapartidaria. Entre ellos, la Liga de Defensa Comercial, 
creada en 1914, fue la organización de mayor peso en un sector con actividades e 
intereses muy heterogéneos. 


En los comicios para la Convención Nacional Constituyente celebrados el 30 de 
julio de 1916 la oposición política logró sus demandas. Fueron los primeros con 
voto secreto y universal masculino, en los que los analfabetos estaban 
habilitados para su ejercicio y en los que se implementaban fórmulas de reparto 
proporcional de los escaños. Los resultados de estas elecciones muestran que la 
propuesta batllista fue rechazada no sólo por las clases altas sino también por 
sectores medios y populares urbanos y rurales, puesto que sin su voto habría sido 
imposible alcanzar los guarismos efectivamente obtenidos.” Barrán y Nahum 
explican el comportamiento electoral de estos sectores aludiendo a la fuerza 
emocional del Partido Nacional, que contaba con una base popular significativa 
en el medio rural, y al temor que generaba el batllismo y sus excesos en sectores 
medios y bajos de mentalidad conservadora. Las oscilaciones del reformismo en 
relación con la representación de las minorías y las garantías para el sufragio 
secreto constituyen otro de los factores invocados cuando se analizan los 
resultados electorales de 1916.26 


Como corolario de este proceso, la Constitución de 1917, que entró en vigor en 
1919, fue el resultado de un pacto entre batllistas y nacionalistas. Con la reforma 
constitucional se consagraban los principios que habían movilizado a la 
oposición: el voto secreto, la ampliación de la ciudadanía a todos los varones 
(con la única excepción de los soldados de línea) y la representación 
proporcional. Se asistía, también, a un hito en el proceso de secularización con la 
separación definitiva de la Iglesia y el Estado. Aunque la propuesta de un 
colegiado tal como la había concebido Batlle quedó sepultada con la victoria de 
la coalición opositora, la nueva carta constitucional estableció un Poder 
Ejecutivo bicéfalo, integrado por un presidente (que tendría bajo su dependencia 
los ministerios de Gobierno, Guerra y Marina y Relaciones Exteriores) y un 
Consejo Nacional de Administración (CNA, dedicado a la política económica, la 
educativa, la industria, la obra pública y el trabajo). La nueva Constitución 
supuso la instauración definitiva de la coparticipación en todos los ámbitos de 
gobierno. El CNA se integraría con nueve miembros, seis por la mayoría y tres 
por la minoría. La creación de consejos autónomos para administrar el dominio 
industrial del Estado preveía mecanismos de coparticipación de los partidos. En 


un sistema de constantes consultas electorales para renovar parcialmente las 
ramas de los poderes Ejecutivo y Legislativo, las minorías adquirieron un 
protagonismo novedoso y decisivo que fue característico de la vida política de 
los años veinte.?” 


EL “ALTO” ALAS REFORMAS Y LA HEGEMONÍA DE LA 
DERECHA MODERADA, 1916-1925 


La elección de la Convención Nacional Constituyente de 1916, realizada con una 
oposición fortalecida en el marco de un novedoso y muy activo conservadurismo 
de presión, significó un freno para las ambiciones de Batlle y sus seguidores. La 
coalición triunfante celebró la inmediata y contundente declaración ante la 
Convención Nacional Colorada de Feliciano Viera, sucesor de Batlle en la 
presidencia de la República en 1915. En lo que se conoció como el “alto de 
Viera”, el mandatario anunció un freno a las reformas legislativas y un cambio 
en la orientación de la política económica. Las consecuencias fueron inmediatas. 
Se detuvo, por ejemplo, la consideración parlamentaria de algunos proyectos de 
ley, como el que proponía un salario mínimo para el peón rural o la participación 
de los obreros y empleados en las utilidades de las empresas estatales. La 
suspensión de la política de estatizaciones y nacionalizaciones y el 
recrudecimiento de la represión gubernamental ante nuevos brotes de agitación 
sindical fueron otras claras señales de que los vientos habían cambiado su 
rumbo. 


El “alto” del presidente Viera fue también la antesala de una novedosa y cordial 
relación entre las agrupaciones patronales y el gobierno, que, por primera vez en 
una década, acercaban posiciones y empezaban a manejar un lenguaje en común. 
En ese contexto se realizaron varias visitas de organizaciones empresariales al 
presidente, agasajos y conferencias en los que el primer mandatario tuvo un 
lugar protagónico. La embestida de estos sectores para derogar —aunque sin 
éxito— la ley de la jornada laboral de ocho horas ilustra los niveles de 
optimismo alcanzados por la “euforia conservadora” que siguió al anuncio del 
“alto”. 


En este periodo se recrudeció la acción de los grupos de presión que seguían el 
modelo de injerencia política de la pujante Federación Rural. Entre 1918 y 1919 
las asociaciones de comerciantes lograron modificar el texto original del 


proyecto que creaba una Junta Nacional de Subsistencias, montaron verdaderas 
campañas contra leyes sociales como la que establecía el descanso laboral 
obligatorio o la de salario mínimo y presionaron activamente en favor de la 
represión del movimiento obrero. 


En la esfera industrial, la principal entidad patronal fue la Cámara de Industrias, 
bastante más cercana al oficialismo que a las asociaciones gremiales de otros 
sectores. Al igual que los comerciantes, los industriales permanecieron al 
margen de la acción electoral, pero mantuvieron actitudes más oscilantes en 
relación con las políticas del gobierno: a la vez que celebraban las políticas 
proteccionistas que los favorecían, reprobaban la legislación laboral y los 
proyectos estatizadores con los que el gobierno aspiraba a nivelar las desventajas 
de otros sectores. No obstante, lo realmente novedoso fue la sucesión de 
manifestaciones conjuntas de diversas asociaciones empresariales, que 
demostraban así una original acción de “corporativismo organizado”. 


Después del debut triunfal del frente antibatllista de 1916, algunos de los 
principales representantes de asociaciones empresariales comenzaron a 
plantearse la idea de un partido político propio. Fue en este contexto cuando 
cobró fuerza, sobre todo entre los integrantes de la Federación Rural, la 
iniciativa de crear un partido de derecha (“conservador”, en la terminología de 
sus impulsores) con hombres que representaran los intereses de los sectores 
económicos afectados por el reformismo y de conducta íntegra, por oposición a 
lo que se veía como un turbio manejo de los políticos profesionales en los 
asuntos públicos. La idea acabó siendo un parteaguas dentro del universo 
conservador, donde varios de sus miembros defendían la naturaleza 
estrictamente corporativa de su acción política. Después del fracaso electoral de 
la Unión Democrática en 1919, la idea del “partido conservador” perdió adeptos 
y promotores. La vía extrapartidaria y la representación de las clases altas por 
medio de los sectores de derecha de los dos principales partidos parecían ofrecer 
más y mejores resultados a la hora de proteger los intereses de estos grupos.*! En 
consecuencia, adoptaron una conducta que no alteraba el equilibrio bipartidista, 
permitiéndoles ejercer presión desde fuera y en todo el espectro político 
partidario. 


El peso relativo de la inmigración y las características de un modelo de 
desarrollo económico que dependía de factores externos explican, en parte, que 
tanto las derechas como las incipientes izquierdas hayan mirado más allá de las 
fronteras nacionales a la hora de buscar referencias y tendencias, y, quizá con 


mayor intensidad, alimentar sus temores. Hacia 1917, coincidiendo con el 
ingreso de Estados Unidos a la primera Guerra Mundial, cobraba fuerza la 
posibilidad de una crisis económica de posguerra. De manera simultánea, la 
Revolución rusa se transformaba en una referencia para fuerzas políticas y 
sociales de izquierda en todo el mundo. Sus detractores la demonizaron —por lo 
general sobredimensionando su influencia— y temieron que el modelo soviético 
se expandiera en las distintas realidades locales. 


En Uruguay y en Argentina, entre 1917 y 1919 la agitación sindical fue otro de 
los factores de preocupación de las derechas, que observaban estos 
acontecimientos como la antesala de movimientos revolucionarios más 
profundos. En 1918 agrupaciones patronales y líderes políticos aplaudieron las 
acciones de la policía para desmantelar en Montevideo una huelga de 
trabajadores portuarios que finalizó con heridos y muertos. Los sectores 
empresariales amenazaron con un boicot patronal y confeccionaron listas negras. 
La represión contra manifestaciones sindicales fue una constante del gobierno de 
Feliciano Viera, y marcó un quiebre con el estilo hasta entonces más tolerante y 
dialogador en las relaciones con el movimiento obrero.*2 


También en el Partido Nacional se consolidaban algunas transformaciones 
gestadas tiempo atrás. Ganaba peso el liderazgo de Luis Alberto de Herrera a 
expensas del grupo que había hegemonizado la agrupación partidaria desde fines 
del siglo XIX, vinculado al capital bancario y comercial y a la prestación de 
servicios de asesoría legal y contable a empresas extranjeras. Con el ascenso de 
Herrera como nuevo caudillo partidario, el sector agropecuario pasó a tener un 
vocero y representante directo de sus intereses. 


El freno a las reformas del presidente Viera generó nuevas divisiones dentro del 
heterogéneo sector batllista. A partir de la puesta en vigor de la nueva 
Constitución, experimentó una fase de estancamiento y pérdida de su caudal 
electoral y no logró recuperar las mayorías coloradas que le habían permitido 
avanzar con su programa de reformas. A fines de 1918 se formalizó la ruptura 
entre Batlle y el presidente Viera, quien desde 1915 venía siendo la voz de los 
grupos moderados y proclives a un apaciguamiento de la maquinaria reformista. 
El vierismo se sumaba así al espacio antibatllista del Partido Colorado, 
inaugurado en 1913 con la escisión del riverismo.* Entre 1916 y 1925 el 
batllismo quedó en minoría en todos los ámbitos de gobierno y prácticamente 
atado de manos en su proyecto reformista. Para este sector, el rearmado del mapa 
político en la segunda mitad de la década de 1910 fue también el inicio de casi 


dos decenios de una dinámica de acuerdos y pactos dentro de su cada vez más 
desmembrado partido, pero también por fuera, en general con el sector contrario 
a Herrera en el Partido Nacional. El mantenimiento de la unidad partidaria como 
garantía para evitar el triunfo nacionalista fue el Leitmotiv del batllismo 
originario —aunque quizá sea más correcto decir que ésa era la voluntad del 
propio Batlle—, incluso cuando esto supuso una dinámica de acuerdos y pactos 
con los adversarios colorados. Por este motivo, la historiografía también ha 
bautizado los años veinte como los de la “república del compromiso” .34 


Esta mecánica de constantes acuerdos intrapartidarios —alimentada por la alta 
frecuencia electoral establecida en la nueva Constitución— benefició a los otros 
sectores colorados, cuya fortaleza no radicaba en el caudal de votos sino en sus 
posibilidades de concretar alianzas. Hasta mediados de la década de 1920 el 
vierismo tuvo una representación que sobrepasaba con creces su magro caudal 
electoral, ubicado apenas por encima de 6% de los votos. Sin embargo, como 
resultado de los compromisos dentro de su partido y con el nacionalismo, tuvo 
mayoría en el CNA y en el Parlamento, y monopolizó los ministerios vinculados 
a esta rama del Ejecutivo y los puestos más importantes de la administración 
pública. La minuciosa reconstrucción de Gerardo Caetano comprueba que entre 
1916 y 1925 el vierismo bloqueó con enorme eficacia al batllismo. En lo que 
refiere al vigor de la reacción, esta década se caracterizó por un conservadurismo 
moderado, puesto que se logró detener las reformas pero no se dio cabida a los 
(frecuentes) pedidos de retroceso. 


La democratización de la vida política consagrada a partir de la Constitución de 
1919 avanzó a mediados de los años veinte, cuando se concretaron nuevas 
reformas en la legislación electoral. Las novedades apuntaban a reforzar las 
garantías para el sufragio (creación de un nuevo Registro Cívico y de la Corte 
Electoral, con participación de los dos partidos históricos), pero también a 
garantizar la alternancia en el gobierno de los partidos Nacional y Colorado. 


Durante la primera mitad de la década de 1920 se produjo una renovación del 
personal político que otorgó notorio predominio a varios representantes de la 
dirigencia empresarial. También tuvieron lugar transformaciones en el perfil del 
Estado, que dejó de tener la base popular y el carácter interventor del primer 
batllismo para adquirir un contorno predominantemente administrador. El nuevo 
ordenamiento constitucional instituyó una coparticipación en la conducción del 
gobierno de los dos partidos tradicionales y las corporaciones representativas de 
las clases altas. Los vínculos de carácter más informal forjados durante la década 


anterior se institucionalizaron mediante la creación de diversos organismos 
paraestatales de asesoramiento y planificación en materia económica, en los que 
participaban representantes del gobierno junto a delegados de las cámaras 
empresariales. 


Como consecuencia de las frecuentes instancias electorales, con las 
consiguientes renovaciones parciales de la rama colegiada del Poder Ejecutivo y 
del Parlamento, a partir de 1925 se produjeron nuevos cambios en el mapa de las 
derechas. En el elenco de gobierno fue perdiendo peso la representación de 
conservadores moderados en desmedro de una fracción más radical, en la que 
prevalecían ganaderos dirigentes de la Federación Rural. Por otra parte, en la 
segunda mitad de la década la tendencia a la fragmentación del Partido Colorado 
y del Partido Nacional se profundizó y de forma paralela hubo un crecimiento 
exponencial del electorado. 


En 1925 y 1927 el batllismo sufrió otras dos escisiones a la derecha. La primera 
fue la formalización de la separación del núcleo vierista que, pese a transitar una 
fase de decadencia que pronto se revelaría irreversible, fundó el Partido 
Colorado Radical, posibilitando con su apoyo electoral en 1926 el triunfo del 
Partido Nacional en la presidencia del CNA, que fue ocupada por Luis Alberto 
de Herrera.?” El vierismo acabó por desintegrarse poco después de la muerte de 
su líder a fines de 1927. El otro desgajamiento, conocido como sosismo, estuvo 
liderado por Julio María Sosa, fundador en 1927 del Partido Colorado por la 
Tradición, una de las agrupaciones más entusiastas en la recepción del 
corporativismo de cuño fascista.3 Tampoco la agrupación impulsada por Sosa 
representó una alternativa duradera dentro del Partido Colorado. Aunque no 
tuvieron mayor proyección, estas escisiones golpearon al batllismo. Solo el 
riverismo se consolidó y fortaleció ante las disputas dentro del coloradismo. En 
relación con los desgajamientos a la derecha vale la pena destacar que en 
adelante, hasta los años sesenta, dentro del Partido Colorado siempre habrá 
conglomerados o frentes antibatllistas. 


Dentro del Partido Nacional —que había dejado de ser el partido del llano y ya 
acumulaba años en la coparticipación gubernamental— se consolidó 
definitivamente la hegemonía del sector herrerista,? cuyo líder logró combinar 
con éxito su faceta de representante y vocero de los estancieros con una imagen 
que arraigaba en las masas del medio rural.*% Su permanencia en el gobierno 
dependía del sostenimiento de las alianzas con los grupos colorados 
antibatllistas. 


Desde el freno que supusieron las elecciones de 1916 hasta mediados de los años 
veinte el campo de las derechas estuvo hegemonizado por una vertiente 
moderada. Esta moderación se expresó en la ambigiiedad que caracterizó su 
vínculo con el reformismo, que osciló entre la aceptación de algunos de sus 
postulados básicos y el rechazo a lo que se entendía como “excesos” del ala 
radical del batllismo. En este sentido fue una corriente pragmática y 
conciliadora. A modo de ejemplo, nótese que los representantes de esta 
tendencia apoyaron algunas de las reformas sociales del batllismo —como la ley 
de ocho horas y otras iniciativas legales que entendían como preventivas o de 
contención de conflictos mayores— procurando alcanzar cierta armonía social, 
pero al mismo tiempo se manifestaron en contra de la voracidad impositiva del 
reformismo y defendieron la importancia del capital extranjero en la 
dinamización de la economía nacional. Los moderados se mostraban favorables 
a la acción mediadora del Estado, siempre y cuando éste se limitara a administrar 
intereses por naturaleza enfrentados, procurando no lesionar especialmente a 
ningún sector. En esta defensa de un Estado administrador, los conservadores 
moderados reivindicaban con firmeza la permanencia del bipartidismo y la 
acción de los grupos de presión empresariales. 


En materia de procedencia social y origen político e ideológico, entre los 
“moderados” figuraban numerosos industriales, dirigentes de empresas con 
inversiones en áreas diversas, tecnócratas y algunos individuos que, proviniendo 
de las clases medias, tenían ya un largo itinerario en la administración pública, 
donde estrecharon vínculos con sectores empresariales. Políticamente, muchos 
de ellos procedían del ala menos radical del reformismo y en los años veinte 
algunos engrosaron el vierismo y otros permanecieron en el sector más 
conservador del batllismo. En menor medida, el conservadurismo moderado 
estuvo integrado por dirigentes colorados independientes y del Partido Nacional 
contrarios al liderazgo de Luis Alberto de Herrera en su partido. Aunque sin 
peso relevante, esta tendencia se nutrió también de hombres independientes y del 
pequeño partido católico Unión Cívica. 


EL ASCENSO DE LA DERECHA REACCIONARIA Y EL 
CAMINO AL GOLPE: 1928-1933 


Superada la crisis económica de la inmediata posguerra, hasta finales de los años 
veinte la economía uruguaya tuvo bajos niveles de crecimiento. Sin embargo, los 


cambios en esta área en el ámbito mundial y el ascenso de Estados Unidos como 
nueva potencia hegemónica afectaron las bases del modelo de inserción 
internacional que Uruguay, igual que otros países latinoamericanos, ensayaba 
desde el último cuarto del siglo XIX. Los precios de las principales 
exportaciones —correspondientes al sector agropecuario y en alza hasta el final 
de la primera Guerra Mundial — descendieron y, a la vez, se incrementaron el 
volumen y el monto de las importaciones de bienes de consumo.“ 


Los sectores agroexportadores seguían con preocupación esta tendencia cuando, 
a partir de 1928, el ala radical del batllismo obtuvo margen de acción en la rama 
colegiada del Poder Ejecutivo y en algunas carteras ministeriales clave para el 
diseño de la política económica. Con este nuevo escenario el reformismo dio la 
batalla por un “segundo impulso”.*“ El grupo de jóvenes batllistas que encabezó 
la segunda embestida de reformas cuestionó la concentración de tierras en manos 
de los estancieros y la todavía prominente presencia del capital extranjero en 
resortes fundamentales de la economía nacional. Entre las propuestas más 
controversiales figuraba la que facultaba al Estado para comprar y arrendar 
tierras, junto a la largamente debatida iniciativa de apertura de un frigorífico 
nacional y la creación de una refinería de petróleo con participación estatal. En 
particular, este último proyecto —que apuntaba a recortar el predominio de los 
trusts petroleros estadounidenses en el país— reavivó la movilización concertada 
de asociaciones empresariales y derechas partidarias. 


En agosto de 1929, con el voto en contra de los consejeros nacionalistas, el CNA 
aprobó el proyecto elaborado por el ministro de Industrias Edmundo Castillo 
para construir una refinería de petróleo con participación estatal. Aunque resultó 
vetado por el presidente Juan Campisteguy —colorado y aliado de los sectores 
antirreformistas—, el proyecto fue el disparador de una nueva iniciativa de los 
grupos de presión empresarial, que manejaban desde tiempo atrás la posibilidad 
de crear un organismo que funcionara como núcleo de todas las corporaciones 
patronales. Finalmente, luego de numerosos episodios de movilización política, 
en septiembre de 1929 se institucionalizó la creación de un Comité de Vigilancia 
Económica, que sería la nueva herramienta para combatir el renacer del 
“inquietismo”, término con el que los contemporáneos detractores solían 
referirse al batllismo. Bajo el liderazgo de la Federación Rural, el Comité se 
levantaba contra el “fanatismo reformista”, que impulsaba una catarata de 
proyectos para “repartir lo que no existe”: 


leyes de salario mínimo para que por la magia de su imperio, el trabajo tenga una 
retribución superior [...] a sus mismos rendimientos [...] leyes para disolver la 
herencia, que disuelven también los principios que organizan y protegen el 
hogar; leyes para imponer la división de la tierra y lanzar al país por el abismo 
de su desvalorización violenta; y todo ello con la pretensión de crear otra vida al 
amparo de ese programa de muerte; de cambiar de un día para el otro las formas 
de producción, de propiciar organismos creadores de riqueza; de sacar del 
incógnito, de la penumbra ensayista, la luz del nuevo día.& 


La segunda embestida conservadora incluyó la lucha contra la “inmigración 
indeseable”, y cuestionaba así la arraigada política cosmopolita y de puertas 
abiertas que caracterizaba a Uruguay hasta ese momento. Al mismo tiempo, en 
1929 se crearon las Vanguardias de la Patria, organizaciones paramilitares 
semejantes a las juventudes fascistas europeas, con fuertes connivencias con 
oficiales del Ejército. 


En las elecciones nacionales del 30 de noviembre de 1930 —un año después de 
la muerte de José Batlle y Ordóñez— la presidencia de la República recayó en 
Gabriel Terra, un político colorado de larga trayectoria en la administración 
pública que ideológicamente se ubicaba en el ala derecha del batllismo. El 
escenario político se encontraba dividido entre un CNA con mayoría batllista, un 
Senado con mayoría nacionalista y una Cámara de Representantes sin 
posibilidades de desempate. 


Un año de nuevos virajes fue 1931. La crisis económica que golpeaba a toda 
América Latina se instaló también en Uruguay. Los consejeros batllistas 
enfrentaron la situación con propuestas de corte estatista e intervencionista. Por 
ley se otorgó al banco estatal la centralización y distribución de divisas, lo cual 
indignó a los sectores exportadores y agravó las ya ríspidas relaciones con Gran 
Bretaña, hasta entonces el más importante comprador de carne uruguaya. Ese 
año el reformismo logró nuevos avances. Un acuerdo con el sector nacionalista 
contrario al herrerismo —desde entonces denominado “nacionalismo 
independiente”— posibilitó la sanción de dos importantes propuestas batllistas: 
la consolidación del monopolio estatal en la telefonía y la ley de creación de un 
nuevo ente público que tendría el monopolio del alcohol y el carburante 
nacional, y de la importación y refinación de petróleo crudo. La ley de creación 
de la Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y Pórtland* (ANCAP), 


más radical que la vetada en 1929, fue furibundamente criticada por los grupos 
empresariales, el herrerismo y los sectores de la derecha colorada antibatllista, 
que incrementaron aún más su encono cuando el nuevo ente adjudicó la 
provisión de gasolina y queroseno a una empresa petrolera estatal soviética, 
ganadora de la licitación pública. 


Como han señalado Gerardo Caetano y Raúl Jacob, la movilización de los 
grupos patronales y empresariales ante la política económica del CNA rebasó las 
características de una protesta, transformándose en una decidida campaña 
golpista.” Bajo la consigna de “rodear” a Terra, grupos de presión y de derechas 
partidarias, liderados por Luis Alberto de Herrera y Pedro Manini Ríos, 
concentraron sus fuerzas en alejar al presidente del reformismo y ganarlo para su 
causa. La estrategia consistió en profundizar la prédica de desprestigio hacia el 
colegiado y el ordenamiento constitucional vigente —tildado de lento, costoso, 
electoralista y burocratizado— y bregar por la existencia de un presidente fuerte, 
con plenos poderes. Si la primera reacción había apuntado a limitar al 
reformismo, esta nueva campaña, transcurrida en un contexto latinoamericano de 
rupturas institucionales y coqueteos con los fascismos, no admitía matices: el 
reformismo tenía que ser arrancado de raíz. 


El presidente Terra, mostrando una hábil faceta negociadora, fue complaciente 
con los reclamos de la alianza conformada por las asociaciones patronales y los 
sectores de derecha de los dos grandes partidos, y apoyó iniciativas como la de 
represión a la “inmigración indeseable” y la vigilancia ante posibles complots 
comunistas. Reeditando la tónica suprapartidaria y el papel preponderante de los 
grupos de presión empresarial, esta ofensiva ambientó y propició la creación del 
terrismo, un movimiento novedoso y singular para la historia de las derechas 
uruguayas. 


La encrucijada política se resolvió el 31 de marzo de 1933 por medio de un 
(auto)golpe de Estado, largamente anunciado y esperado. Alentado por la alianza 
entre las agrupaciones patronales, el herrerismo y el coloradismo no batllista, el 
presidente Terra —con el apoyo del cuerpo de bomberos y policías y el 
consentimiento pasivo del Ejército— disolvió el CNA y el Parlamento y anunció 
el inicio de una “revolución” del orden legal que eliminaría el reformismo de la 
institucionalidad republicana. La ruptura democrática y el comienzo de la 
“Revolución de marzo” fue una victoria de la comunión de derechas partidarias 
y gremiales que se aprestaban a inaugurar la que sería su mejor década. 


Retomando la caracterización sociopolítica que permitió identificar hasta 
mediados de la década de 1920 el predominio de una corriente moderada, cabe 
señalar que en el proceso que desembocó en el golpe de Estado de 1933 fue 
adquiriendo cada vez mayor hegemonía en el campo de las derechas un sector 
reaccionario en el que predominaron los ganaderos y representantes de la banca 
y el alto comercio. En su mayoría, todos ellos se identificaron políticamente 
con el herrerismo y el riverismo. A diferencia de los “moderados” de la primera 
época, para los miembros de esta corriente cualquier esfuerzo nivelador del 
reformismo debía ser radicalmente combatido, puesto que, según entendían, 
venía a violentar un orden social concebido como orgánico e imperfecto, en el 
que la desigualdad entre las clases sociales y en la distribución de la riqueza era 
vista como natural, aceptable e incorregible. 


Los reaccionarios de esta segunda época fueron antiestatistas rabiosos y 
censuraron cualquier intento intervencionista en el medio rural. Su 
antirreformismo los ubica en la tradición del ruralismo conservador, forjado en la 
segunda mitad del siglo XIX y atravesado por una desconfianza de base hacia 
los políticos y el electoralismo, por lo general asociados con el ejercicio corrupto 
del poder. Este grupo reivindicaba postulados muy arraigados en las clases altas 
rurales, como la idea de que el campo era la verdadera usina generadora de 
riqueza nacional, y los estancieros, quienes, por riqueza y lugar social, debían 
conducir al país y amortiguar las diferencias sociales con una actitud paternalista 
y solidaria, pero jamás clasista. No fue, por lo tanto, una corriente en la que 
predominara el respeto a la institucionalidad democrática, como quedó 
demostrado en el protagonismo que tuvieron en la campaña golpista desde 
comienzos de los años treinta. 


A pesar de la notoria diversidad de esta derecha política, social y económica, 
unánimemente sus integrantes se identificaron como par antitético al 
reformismo. Fue allí donde vieron a la izquierda más temible. El miedo al 
retorno del ala radical del batllismo inspiró, sin duda, la mayoría de sus 
reacciones y previsiones, en las que, en menor medida, influyeron también la 
alarma generada por la agitación sindical y los movimientos y partidos de 
izquierda de inspiración anarquista, socialista y comunista. 


La característica sobresaliente de los tres lustros analizados fue la acción 
mancomunada de partidos políticos y grupos de presión para constreñir y en 
ocasiones detener el reformismo. En ese contexto tuvieron lugar dos reacciones 
que, vistas en conjunto, corroboran esta dimensión pragmática que caracterizó la 


praxis de las derechas: lejos de ser una convicción, la apelación a los principios 
democráticos se mostró como un recurso de conveniencia. Los dos hitos, 1916 y 
1933, dejaron al descubierto una faceta fundamentalmente reactiva. Esto no 
significa que las derechas carecieran de proyectos alternativos de radical revisión 
del orden establecido, sino que los sectores que los tenían fueron realmente 
minoritarios. 


Cabe, por último, destacar que la interrupción de la legalidad democrática fue 
interpretada y ejecutada en términos de “ajuste” y no de ruptura, lo cual no sólo 
configuró un escenario original en un panorama regional y latinoamericano 
signado por golpes de Estado y propuestas de cambio radical, sino que también 
consolidó un particular vínculo entre derechas y legalidad que se reeditaría en 
otros momentos del siglo XX. 
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INTRODUCCIÓN 


Si observamos la historia de la extrema derecha (o derecha radical) en Occidente 
entre las dos guerras mundiales, es fácil percibir que su expansión por el mundo 
tuvo “olas” bien definidas. Al final de la primera Guerra Mundial (especialmente 
entre 1917 y 1921), en varios países se formó un gran número de ligas 
paramilitares y grupos nacionalistas para contener la agitación obrera. En la 
mayoría de los casos eran grupos conservadores o reaccionarios que se 
disolvieron o perdieron importancia en la década de 1920. La primera “ola” 
realmente fascista surgió a principios de los afios veinte motivada por la crisis 
económica y social inmediatamente posterior a la primera Guerra Mundial, y por 
el ejemplo de Mussolini en Italia. En ese periodo, por toda Europa y América 
surgieron pequeños partidos fascistas, la mayoría de los cuales desapareció con 
el paso de los años. Esa primera “ola” fascista también tuvo poca repercusión en 
Brasil: las ligas nacionalistas brasileñas perdieron peso tan rápidamente que 
sabemos muy poco de ellas y de los pequeños movimientos afines que hubo en 
el país en la década de 1920 y a inicios de la siguiente. 


A principios del decenio de 1930, tras el golpe al sistema capitalista generado 
por la crisis de 1929 y el descubrimiento de que el fascismo no era un fenómeno 
restringido a Italia (debido al creciente poder del nazismo y la ascensión de 
Hitler al gobierno alemán después), surgió una nueva “ola” de partidos fascistas 
por Europa, América y Australia, muchos de los cuales recuperaron y reciclaron 


a los hombres y las ideas de la década anterior. La Acáo Integralista Brasileira 
(fundada en 1932) está claramente comprendida aquí, puesto que superó y 
absorbió a los pequeños grupos de inspiración fascista surgidos en Brasil en la 
década anterior. 


El objetivo de este texto es, justamente, estudiar mejor los 15 años comprendidos 
entre 1917 y 1932, para entender los vínculos de los diversos movimientos y 
grupos de extrema derecha con el fascismo institucionalizado que surgió en 
1932. ¿Cómo y por qué la élite dominante coqueteó con el fascismo y el 
autoritarismo? ¿Por qué regresó al patrón más conservador e incluso liberal de 
los años anteriores? ¿Cuáles fueron las similitudes y las diferencias de esos 
pequeños partidos fascistas de los años veinte con la Acáo Integralista 
Brasileira? ¿Cómo y en qué medida esto preanunció o creó las bases para la 
institucionalización fascista de la década siguiente? Ésas son algunas de las 
cuestiones que aquí se pretende abordar. 


Para dar cuenta de estos objetivos, el texto se divide en secciones bien definidas. 
En primer lugar, haré un esbozo sobre la historia de la derecha radical brasileña 
en los tiempos de agitación social entre 1917 y mediados de la década de 1920. 
El periodo de reflujo de la extrema derecha —grosso modo, entre mediados de 
los años veinte y 1930— es el foco de la siguiente sección. Por último, se da 
importancia al crucial periodo de 1930 a 1932, cuando se lanzaron las bases para 
que la extrema derecha se consolidara y se convirtiera posteriormente en una 
opción política real. 


En términos teóricos es fundamental para los objetivos del texto la definición de 
derecha e izquierda, y, especialmente, de derecha radical o extrema derecha. Para 
ello, sigo los presupuestos teóricos de Norberto Bobbio.! Por extrema derecha o 
derecha radical entiendo a un grupo particular dentro del campo de la derecha 
que no se contenta con el mantenimiento del orden social —como los 
conservadores— y que tampoco intenta restaurar un pasado mítico —como los 
reaccionarios—, sino que busca, al menos en teoría, crear algo nuevo y destruir 
la democracia liberal. En ese sentido, considero que los fascistas pertenecen a la 
derecha radical, aunque ésta no se limita a ellos.?2 


Vale la pena mencionar que las reflexiones aquí incluidas tienen una continuidad 
con otros textos en los que he abordado la cuestión de la extrema derecha en 
Brasil en comparación con otros países y movimientos. Remito a ellos para 
profundizaciones y también para referencias bibliográficas adicionales a las que 


citaré aquí. 


LA GUERRA MUNDIAL, LA AGITACIÓN OBRERA Y LA 
BÚSQUEDA DE ALTERNATIVAS NACIONALISTAS (1914- 
1919) 


Después del final de la Monarquía en 1889 se inició la llamada República Velha 
o república oligárquica. En ese régimen, la derecha tradicional —conservadora, 
expresión de los grandes propietarios de tierras— comandaba la vida política y 
económica brasileña. Los partidos políticos eran provinciales y había poca 
participación popular en el sistema electoral. Distintos actores sociales, 
especialmente el movimiento obrero, cuestionaron el sistema en varios 
momentos, pero se mantuvo estable, en general, hasta 1930. Durante la primera 
Guerra Mundial, no obstante, ciertos aspectos y problemas de ese sistema 
político y económico empezaron a hacerse evidentes. 


Brasil participó de forma marginal en la primera Guerra Mundial. Neutral en los 
primeros años de conflicto, le declaró la guerra a Alemania en 1917 y envió una 
división naval para patrullar el océano Atlántico al año siguiente. Una 
participación limitada, acorde con el reducido estatus internacional que tenía el 
país entonces. De cualquier forma, la guerra trajo consecuencias de peso para la 
sociedad brasileña. Dadas la imposibilidad de los beligerantes de continuar 
comprando el mayor producto de exportación nacional de aquellos años —el 
café— y la escasez de capitales en el mercado internacional, la economía 
agroexportadora entró en crisis. Debido a la necesidad de sustituir las 
importaciones bloqueadas por la guerra, hubo un brote industrial en el país, con 
un consiguiente aumento en el número de obreros. Éstos, al sufrir los efectos de 
la fuerte inflación y la crisis habitacional, hicieron una huelga general en 1917. 
A pesar de que fue controlada, la huelga asustó a los patrones, y, como se verá a 
continuación, tuvo un papel importante en el proceso de renovación de la 
derecha radical. 


El mayor impacto de la guerra ocurrió en el campo político y de las ideas. Desde 
finales del siglo XIX sectores de la intelectualidad y de la clase política 
brasileñas criticaban la subordinación del país al capitalismo extranjero, temían 
la agitación obrera y defendían la existencia de un Estado fuerte como 
alternativa al precario sistema liberal instalado durante la República Vieja. Pero 


fue a partir de la eclosión de la guerra en Europa, y, especialmente, después de la 
entrada de Brasil en el conflicto, cuando el tema del nacionalismo invadió la 
agenda nacional. Claramente, Brasil no estaba preparado en términos materiales 
ni de cohesión nacional para participar en un conflicto de esta magnitud, y el 
debate subsiguiente —que abarcó todo el espectro político, de izquierda a 
derecha, de liberales democráticos a autoritarios— giró en torno a cómo el país 
podría fortalecerse y sobrevivir en el ámbito internacional. 


El temor a la sublevación obrera, tan presente en esos años, también fue un 
elemento de suma importancia para explicar el ascenso de los nacionalistas, que 
pensaban resolver este problema por medio del combate al movimiento sindical 
y su incorporación al “cuerpo” nacional. El movimiento obrero organizado era, 
en realidad, débil en el Brasil de la República Vieja, tanto por el origen 
extranjero de la mayoría de los trabajadores (portugueses, españoles e italianos, 
en gran parte) como por la inflexibilidad del sistema político y la fuerte 
represión. Sin embargo, huelgas y movimientos liderados por obreros se 
volvieron comunes en las grandes ciudades brasileñas a inicios del siglo XX, lo 
que empezó a asustar a las élites conservadoras. En 1917 la agitación obrera 
alcanzó su cima, con huelgas y manifestaciones en Sáo Paulo, Rio de Janeiro y 
otras ciudades. 


En ese escenario surgieron diversas ligas nacionalistas que deseaban repensar 
Brasil y combatir la agitación obrera.* La primera fue la Liga da Defesa Nacional 
(LDN), fundada en 1916 por el poeta Olavo Bilac. La LDN propuso el 
fortalecimiento de la nacionalidad brasileña por medio del servicio militar 
universal y el patriotismo. Gracias al Ejército, la nación sería regenerada y se 
formarían buenos ciudadanos. La postura era antiliberal, defensora de la 
jerarquía y de la familia, y enemiga del movimiento obrero en ascenso.º La LDN 
ganó el apoyo de militares, empresarios y sectores de la clase media, así como de 
miembros del gobierno. Algunas de sus iniciativas, como el servicio militar por 
sorteo y la creación de los Tiros de Guerra (unidades militares de segunda línea 
que existen aún hoy, destinadas más a formar “buenos brasileños” que al 
entrenamiento militar propiamente dicho), fueron aprobadas. El apoyo a la LDN 
no fue, sin embargo, universal, ni siquiera entre los que se decían nacionalistas. 
Alberto Torres, importante pensador nacionalista del periodo, por ejemplo, no la 
apoyó, pues creía que los problemas nacionales no se resolverían con el servicio 
militar, sino con reformas administrativas, prudencia fiscal y nacionalismo 
económico. 


Otro grupo nacionalista con base en Rio de Janeiro se organizó alrededor de la 
revista Brazilea. Revista Mensal de Propaganda Nacionalista y de su director, 
Álvaro Bomílcar. Este grupo creía que los males de Brasil provenían de la 
colonización portuguesa, y propuso la nacionalización de las instituciones 
brasileñas. El conservadurismo católico también estaba presente en sus páginas. 
En 1919 surgió la revista Propaganda Nativista, que defendía un nacionalismo 
económico, quería a los extranjeros fuera de la política y promovía el 
catolicismo social. Inspirada en Alberto Torres, apuntaba a crear una tecnocracia 
de los más cualificados. 


En Sáo Paulo surgió otro grupo de fundamental importancia. Desde el inicio del 
siglo, un núcleo reformista se había formado dentro del Partido Republicano 
Paulista. Liderado por Júlio de Mesquita Filho (director del diario O Estado de 
Sáo Paulo), congregaba a intelectuales favorables a la educación de las masas 
con un sentido nacionalista. Estos hombres, reunidos en la Liga Nacionalista 
surgida en la capital paulista en 1916, defendían una solución brasileña para los 
problemas de Brasil, y una juventud vigorosa y nacionalista. Su ambición era 
tener un país por encima de las divisiones de clase, estatales y de los intereses 
privados que fuera capaz de superar la dependencia del exterior y la debilidad 
nacional. El mismo grupo publicó la famosa Revista do Brasil para defender sus 
ideas. 


La experiencia de las ligas brasileñas —así como la de la huelga general —, en 
realidad, es cercana a la de otros países: la revolución bolchevique en Rusia, la 
ocupación de las fábricas en Italia, el red scare en Estados Unidos, las repúblicas 
soviéticas en Baviera y Hungría, la Semana Trágica en Argentina, la huelga 
general en Suiza y tantos otros acontecimientos se originaron del mismo caldo 
cultural y social que agitó a Occidente en la fase final de la primera Guerra 
Mundial hasta, grosso modo, 1920-1921. Como respuesta a ello, algunos Estados 
atendieron, al menos parcialmente, las reivindicaciones obreras. Sin embargo, en 
general lo que ocurrió fue un aumento de la represión. Los Estados 
reorganizaron sustancialmente sus aparatos represivos, como lo muestran la 
potenciación del FBI en Estados Unidos y del MIS británico y la fundación y el 
crecimiento de varias policías políticas en América Latina. También se instalaron 
dictaduras como la fascista en Italia. La proliferación de grupos nacionalistas o 
paramilitares de derecha también fue relativamente común. En algunos países, 
como en Francia o en Chile, las ligas sólo existieron y asumieron nuevas 
funciones en esos años. En otros, como en Alemania o en Hungría, grupos 
paramilitares de derecha fueron instrumentos para la derrota de la revolución. En 


realidad, en ese contexto, “nacionalismo” se interpretaba, en buena medida, 
como “contrarrevolución”. 


El caso brasileño tiene, sin embargo, algunas especificidades. Las ligas surgieron 
directamente del impacto de la guerra y de la movilización obrera, y 
desaparecieron casi inmediatamente después de su reflujo, al contrario de lo que 
ocurrió en Francia, Argentina y otros lugares. Parte del ideario de las ligas en 
Brasil aún pertenecía al filón liberal-democrático, puesto que proponía una 
profundización de la democracia más que su eliminación. En Brasil, además, las 
ligas no tuvieron un papel significativo en la represión a los obreros ni se 
organizaron como fuerzas paramilitares sino ocasionalmente, como durante la 
revolución de 1924 en Sáo Paulo. En efecto, la élite tradicional mantuvo el 
control de la situación y fue capaz de sofocar el movimiento obrero sin 
necesidad de aplicar reformas sociales o políticas de monta ni de apelar a la 
derecha radical. Esto no significa, sin embargo, que esa experiencia no haya 
dejado frutos para las décadas siguientes. 


EL REFLUJO Y LA REORGANIZACIÓN INTELECTUAL 
(1920-1930) 


Después de la experiencia de las ligas, el tema del nacionalismo tomó una fuerza 
aún más acentuada en el debate político e intelectual brasileño. Rediscutir la 
nación, sus debilidades y sus dificultades era un interés común. Las cuestiones 
—la incorporación de los obreros y de los inmigrantes en el cuerpo nacional, la 
construcción de un Estado y de una economía modernos, la reestructuración del 
sistema político, la creación de una nueva cultura nacional — venían, como ya se 
ha señalado, de décadas anteriores. La experiencia de la guerra mundial y de las 
huelgas de 1917, la fundación en 1922 del Partido Comunista Brasileiro 
(siempre pequeño, pero cuya simple existencia fue capaz de asustar a las élites) y 
la creciente inserción del país en la modernidad capitalista en la década de 1920 
sólo aceleraron y amplificaron ese debate. 


En ese sentido, el tema del nacionalismo se convirtió en el centro de numerosas 
discusiones, aunque, por supuesto, sin respuestas únicas. Intelectuales y políticos 
de derecha y de izquierda, conservadores y revolucionarios, liberales y 
autoritarios, todos debatieron intensamente qué significaba ser brasileño y cómo 
renovar la sociedad y el Estado frente al mundo moderno. No fue por azar que 


entonces el nacionalismo entrara con fuerza en el campo literario con el 
modernismo, y que surgieran colecciones explicativas acerca de Brasil, como la 
Coleção Azul.” 


En el campo de la derecha los debates fueron intensos, especialmente sobre el 
papel de la democracia y del catolicismo en la reorganización del Estado. De 
esta forma, mientras remanentes de la Liga Nacionalista de Julio de Mesquita se 
incorporaron al progresista Partido Democrático a partir de 1926, intelectuales 
autoritarios como Oliveira Vianna y Francisco Campos ya emergían como 
defensores del Estado autoritario y laico. No sorprende que ambos —y varios 
otros— hayan tenido un papel fundamental en el Estado Novo varguista años 
después. Los grupos monarquistas, militares o de otras vertientes de la derecha 
también continuaron existiendo. 


El rasgo más común de la derecha radical en la década de 1920 fue la 
combinación del nacionalismo con el catolicismo conservador. Recuperando 
temas y discusiones previos y con el apoyo decisivo de la Iglesia católica, 
intelectuales como Jackson de Figueiredo, Alcibíades Declamare, Afonso Celso 
y otros fundaron nuevos espacios intelectuales y políticos para la defensa de esa 
perspectiva. En ese contexto se insertan la revista Gil Blas, publicada en Rio de 
Janeiro entre 1919 y 1923, y la Acáo Social Nacionalista, creada en 1920 y que 
duró hasta 1924. De especial importancia fueron la revista A Ordem y el Centro 
Dom Vital, los cuales tuvieron la influencia de la Action francaise y de Charles 
Maurras. 


Estos grupos radicalizaron la crítica al orden liberal y la necesidad de combatir a 
la izquierda y, en algunos casos, se aproximaron al antisemitismo. La mayoría 
manifestó cierta simpatía por los autoritarismos europeos y, en particular, por 
Mussolini. Sin embargo, no podríamos llamarlos fascistas, pues, como bien ha 
recordado Bolívar Lamounier,? esa derecha todavía circunscribía sus propuestas 
dentro de una perspectiva autoritaria, sin los ingredientes básicos de la ideología 
fascista. El fascismo, en realidad, seguía siendo un elemento ausente en el debate 
político brasileño. Las fuerzas de la derecha tendían a ver el fascismo italiano 
con inmensa simpatía y Mussolini era saludado especialmente como el “salvador 
de Italia”. Sin embargo, hasta la firma del Tratado de Letrán en 1929 había cierta 
desconfianza frente a él, especialmente por parte de los católicos. Y, por encima 
de todo, el fascismo era visto como una experiencia típica de Italia que podía ser 
una fuente de inspiración, pero no un modelo a copiar. De esa forma, los 
movimientos y partidos explícitamente fascistas que surgieron bajo la 


inspiración italiana a partir de 1922 —como la Legiáo Cruzeiro do Sul o el 
Partido Fascista Brasileiro— fueron muy marginales. El fascismo en el Brasil de 
los años veinte era un tema de interés y una fuente inagotable de debates, pero su 
manifestación práctica estaba restringida a las colectividades italianas instaladas 
en Brasil, como ya expuse en otros textos.? 


En la década de 1920 la derecha radical tuvo un espacio reducido en el debate 
nacional. A pesar de que el tema del nacionalismo estaba a la orden del día, el 
peso de la derecha radical estaba constreñido al debate intelectual, normalmente 
en espacios mantenidos y financiados por la Iglesia católica. El fascismo, a su 
vez, era, a lo sumo, el sueño de unos pocos intelectuales encantados con la 
experiencia de Mussolini. En esos años la élite tradicional brasileña mantenía el 
control del sistema político y social, y no ofrecía margen para cuestionamientos 
efectivos a la situación. La crisis económica de 1929 y la revolución de 1930 
alteraron ese escenario y abrieron espacio para proyectos poco viables 
políticamente hasta entonces. El fascismo fue uno de ellos. 


EL VACÍO DE PODER Y LA SEDUCCIÓN DEL FASCISMO 
(1930-1932) 


En 1930 un movimiento armado puso fin a la república oligárquica y Getúlio 
Vargas asumió el poder, primero provisionalmente, y, después de 1934, como 
presidente constitucional. A partir de ese momento hubo un periodo de 
recomposición e indefinición política en el país que duró, como mínimo, hasta 
1937, con la instauración del Estado Novo varguista. Su fase crucial, sin 
embargo, fueron los años iniciales, entre 1930 y 1932, cuando se volvieron 
intensos los conflictos entre los militares tenentistas (que en las décadas 
anteriores habían lanzado propuestas de reorganización nacional) y las 
oligarquías, entre las oligarquías vencedoras y las perdedoras, entre los nuevos y 
los viejos dueños del poder. Proyectos antes marginales parecían tener 
oportunidad de éxito, ya fuera influyendo en el nuevo presidente, Getúlio 
Vargas, ya fuera por la movilización directa de grupos y partidos. 


Además, la expansión creciente de movimientos fascistas en Europa y América 
dejaba claro que el fascismo no estaba inevitablemente restringido a Italia. El 
ascenso de Hitler en Alemania, especialmente, era la prueba final de que el 
fascismo era una solución que podía aplicarse a todos los países de Occidente. El 


escenario nacional e internacional parecía abrir nuevas posibilidades para los 
fascistas, no sólo en Brasil. En varios países europeos y americanos el ejemplo 
alemán sirvió de catalizador para la formación y el fortalecimiento de 
movimientos o partidos fascistas, como la British Union of Fascists (BUF) o el 
nacionalsocialismo chileno. En Brasil, sin embargo, esta nueva fase fue 
particularmente fecunda en términos de difusión y fortalecimiento del fascismo. 


A principios de los años treinta comenzó una nueva “ola” de movimientos 
fascistas en Brasil. Algunos de ellos fueron de poco peso, como el Partido 
Fascista Brasileiro y el Partido Nacional Fascista/Ação Social Brasileira, 
fundado por J. Fabrino en Rio Grande do Sul en 1931, y que duró poco tiempo. 
Fabrino, en realidad, es un símbolo de la seducción y de los límites del fascismo 
en Brasil. Las informaciones sobre él son escasas y contradictorias, pero hay 
señales de que, a principios de los años veinte él ya era un entusiasta del 
fascismo italiano y de que había intentado crear un partido fascista en Brasil, sin 
éxito. En 1931, como se indicó, se proclamó jefe del efímero Partido Nacional 
Fascista y fue redactor de una revista llamada Granada, francamente fascista, 
que se publicó entre 1932 y 1933, además de defender abiertamente el fascismo 
en diarios y otras publicaciones.!º Es simbólico el hecho de que se haya 
entusiasmado con reanudar sus esfuerzos de institucionalización del fascismo 
justamente en ese momento. 


Otras iniciativas pueden mencionarse: Olbiano de Mello, por ejemplo, era un 
intelectual de Minas Gerais que se había convertido al fascismo ya a finales de la 
década de 1920, pero sólo en 1931 se entusiasmó con fundar un partido fascista 
llamado Partido Nacional Sindicalista, que no tuvo gran éxito.“ Y en el estado 
de Ceará surgió la importante Legiáo Cearense do Trabalho, de Severino 
Sombra, con bases fuertemente obreras y católicas, pero que flirteó con el 
fascismo.?? 


Aún más relevantes para comprender ese periodo crítico de 1930 a 1932 son los 
clubes y legiones revolucionarias que surgieron poco después de la Revolución 
de 1930. Según la historiografía,!? varias legiones surgieron en 1930, y fue 
Oswaldo Aranha (importante político de Rio Grande do Sul en la década de 
1930, muy cercano a Getúlio Vargas) quien, preocupado por el supuesto giro 
“liberal” de Vargas, decidió crear un movimiento a fin de agruparlas, para lo cual 
inició discusiones en marzo y abril de 1931. Según Peter Flynn,** la propuesta de 
Aranha era crear un movimiento bajo líneas fascistas, con un Gran Consejo y 
otras instituciones cercanas al original italiano. Hay registros de que en las 


reuniones se discutían la teoría fascista y diversos proyectos para elaborar un 
“fascismo brasileño”. Al final, el proyecto no prosperó y el propio Aranha dejó 
de apoyar estas iniciativas. Los clubes 3 de Octubre (fecha de inicio de la 
Revolución de 1930), nacidos en febrero de 1931, a pesar de tener cercanía con 
las legiones, se concentraban en un trabajo de reflexión y de influencia sobre el 
gobierno de Vargas, dado que no pretendían ser un movimiento de masas. Antes 
que fascistas, según el texto de Michael Conniff,!º siempre expresaban otro tipo 
de nacionalismo reformista no del todo coherente, originario de fuentes diversas 
(pero especialmente tenentistas), que se cerró en 1934. 


Según Vavy Pacheco Borges,!é a principios de la década de 1930 había temores 
de que muchos antiguos tenentes o miembros de estas nuevas legiones y clubes 
pudieran convertirse en fascistas plenos. Probablemente en el caso de la legión 
de Sáo Paulo esto no correspondía a la realidad, pues sus ideales estaban más a 
la izquierda, pero, en otros estados casi sucedió. En el estado de Minas Gerais, 
por ejemplo, la legión liderada por Francisco Campos y Gustavo Capanema se 
acercó casi completamente a un ideal fascista, incluyendo la estética. Según la 
prensa de la época, ellos habrían pensado incluso en promover una “Marcha 
sobre Belo Horizonte”, siguiendo los moldes de la de Roma. Los escuadristas 
utilizaban estandartes e himnos semejantes a los fascistas, y dispersaban por la 
fuerza, por ejemplo, actos del Partido Republicano Mineiro, dominante en Minas 
Gerais, al que consideraban un remanente del sistema político anterior.” 


La ideología de esos clubes y legiones tenía origen en el movimiento de los 
jóvenes militares y el tenentismo, pero no en el fascismo.*? Sin embargo, el 
flirteo de varias de esas legiones y clubes con el fascismo, cada vez más 
explícito, indica claramente que esta ideología se convertía cada vez más en una 
referencia clave para buena parte de la derecha radical. No sólo se organizaban 
movimientos y partidos abiertamente fascistas, sino que además la inspiración y 
el ejemplo del fascismo seducían en mayor medida a otros grupos, entre los 
cuales estaban los católicos y los autoritarios modernizadores (que tanto 
influyeron en el Estado Novo varguista y que deseaban la modernización del 
Estado a partir de una dictadura). 


LA AIB (1932): ¿FUSIÓN Y CONFLUENCIA DE LA DERECHA 
RADICAL PREVIA? 


El 24 de febrero de 1932 fue fundada la Sociedade de Estudos Políticos (SEP), y 
el 7 de octubre del mismo año, la Ação Integralista Brasileira (AIB), que fue el 
más importante partido fascista fuera del continente europeo. Esto puede 
confirmarse tanto por su popularidad —con cientos de miles de adeptos, un 
número muy superior al de todos los otros movimientos y partidos fascistas en 
las Américas e, incluso, de algunos de la propia Europa— como por haber tenido 
perspectivas reales de conquista del poder. Uno de los objetivos de este artículo 
es saber si la AIB representó o no la fusión o la amalgama en un único 
movimiento de las varias fuerzas fascistas brasileñas que se manifestaban desde 
la década de 1920 y que, como se ha visto, estaban en plena rearticulación entre 
1930 y 1932. 


En un primer momento, la AIB consiguió reunir a intelectuales de derecha de 
São Paulo y de Rio de Janeiro, monarquistas de la Ação Imperial Patrianovista!? 
y tradicionalistas católicos. También fueron cooptados Olbiano de Mello, en 
Minas Gerais, y Severino Sombra, en Ceará. Las disidencias, sin embargo, 
pronto surgieron. Los patrianovistas cuestionaban el carácter republicano y no 
exclusivamente católico del grupo, y por ello dejaron la AIB en noviembre de 
1932. Los patrianovistas, en realidad, muestran que era posible acercarse al 
fascismo sin, conceptualmente, formar parte de él. Si se buscase a los verdaderos 
reaccionarios de Brasil de los años 1930, es posible que los mejores candidatos 
fueran justamente los patrianovistas. Próximos a los integralistas de Portugal y a 
la Action francaise, no defendían simplemente el retorno del rey y de la realeza, 
sino una monarquía corporativa, católica y autoritaria que rescatara a la nación 
de los riesgos de la desintegración social, del liberalismo y del comunismo. 
Compartían con la AIB el mismo diagnóstico sobre los problemas nacionales y 
parte de las soluciones —incluyendo la simpatía por el fascismo europeo—, lo 
que permitía a los dos movimientos convivir, pero no fusionarse. 


Una parte sustancial de la derecha autoritaria laica tampoco se adhirió a la AIB y 
prefirió articularse alrededor de Getúlio Vargas. Ésta fue la opción individual de 
intelectuales como Oliveira Vianna y Francisco Campos, y de varias 
instituciones. Un grupo fundamental fue la Associacáo de Amigos de Alberto 
Torres, fundada en Rio de Janeiro en 1932. Incluía a intelectuales importantes 
como Oliveira Vianna y Belisario Penna, y tuvo fuerte influencia en el gobierno 
varguista. También el grupo denominado Bandeira, creado en Sáo Paulo en 
1936, tuvo puntos de convergencia y divergencia con la AIB; defendía un 
gobierno fuerte, tradición, disciplina, jerarquía y nacionalismo. Sin embargo, sus 
líderes descartaron la solución fascista, mantenían vínculos con los liberales de 


Sáo Paulo y con Vargas y criticaban a la AIB porque, a sus ojos, sus propuestas 
eran centralistas, antiindividualistas, antiamericanas, racistas y anticristianas. 


En resumen, resulta evidente que no todos los que defendían el autoritarismo 
(sea en la derecha radical, sea en la conservadora) convergieron en el 
movimiento integralista. Divergencias políticas e ideológicas —especialmente 
frente a la cuestión del catolicismo y del fascismo— mantuvieron a la derecha 
defensora de la modernización conservadora y a parte de la derecha católica 
fuera del proyecto de la AIB. La derecha nacional (tradicional o radical) 
convergía en su evaluación de que la crisis brasileña e internacional era un 
reflejo del colapso del liberalismo y en su diagnóstico de que se necesitaba una 
propuesta autoritaria para solucionarla. La gran cuestión era cómo se 
configuraría ese nuevo “Estado fuerte”. La AIB reunió centralmente a aquellos 
que defendían que ese “Estado fuerte” debería ser corporativista y fascista. 


Este punto merece un poco de atención. En aquellos años toda la derecha 
brasileña —y mundial — estaba preocupada por la agitación social, el impacto 
económico de la crisis internacional, el potencial ascenso del comunismo, etc. La 
AIB, sin embargo, iba más allá de una simple reacción conservadora contra el 
movimiento obrero y la izquierda, y proponía alternativas como el 
corporativismo, el remplazo del sistema liberal por el modelo fascista, etc. Su 
enemigo no era, pues, sólo la izquierda, sino también el liberalismo y el 
regionalismo, o sea, el poder excesivo de los estados brasileños, lo que también 
se identificaba como resultado de los excesos del liberalismo. Es importante 
señalar, además, que, incluso dentro de la AIB, no hubo completa uniformidad 
ideológica y política. Las corrientes con un sesgo más obrero o católico tuvieron 
que adaptarse a la orientación general del líder de la AIB, Plínio Salgado, o salir 
del movimiento cuando sus propuestas no fueron tomadas en cuenta. Esto 
sucedió con los patrianovistas o con las corrientes de Severino Sombra y de 
Jehová Motta, ambos oriundos de la Legiáo Cearense do Trabalho. 


En realidad, si analizamos con cuidado la trayectoria de la derecha radical 
brasileña entre los años 1910 y 1920 y la de la AIB a partir de 1932, no se 
percibe un proceso de acumulación de fuerzas. La AIB representa más una 
ruptura, un salto cualitativo en la organización política, que el resultado de un 
lento trabajo de preparación política e ideológica. La fermentación política y de 
ideas en los años 1910-1920 proporcionó un cuerpo común de preocupaciones y 
una red de contactos de fundamental importancia para que la AIB pudiera surgir 
en 1932. Sin embargo, es poco probable que sin la ruptura institucional vivida 


por el país a principios de la década de 1930 la AIB hubiera surgido con tanta 
fuerza. 


Para reforzar la hipótesis de que la AIB representa más una ruptura que el 
resultado de una acumulación de fuerzas, baste recordar que trajo un elemento 
nuevo para el universo de la derecha brasileña: la movilización popular. Mientras 
que la derecha tradicional prefería concentrarse en las élites, los llamados 
integralistas movilizaron a varios grupos que no se sentían representados en la 
política tradicional. Entre ellos, los hijos de inmigrantes (especialmente 
alemanes e italianos) deseosos de afirmarse como brasileños, las mujeres y los 
negros. La clase media también se convirtió en un objetivo privilegiado de la 
AIB y proporcionó una parte sustancial de los efectivos del movimiento. 
Asimismo, se hicieron llamamientos a los obreros, aunque con resultados menos 
significativos. 


De la misma manera, a diferencia de la derecha tradicional, la AIB consideró al 
catolicismo como un elemento fundamental en la construcción del nuevo orden, 
pero no su centro. Y, al mismo tiempo que seguían viendo a las fuerzas armadas 
como garantes del orden establecido, crearon una fuerza militar paralela —las 
milicias— que, a pesar de ser poco eficiente, representaba una competencia que 
desagradó a los militares. La preferencia del alto mando militar por la dictadura 
de Vargas y no por la AIB en 1937 se explica por ese fenómeno y por el temor 
militar a que la ideologización promovida por la AIB generara divisiones en sus 
filas. 


Sin embargo, la AIB fue la organización que logró agrupar a la mayor parte de 
las fuerzas de la derecha radical y darles una expresión política. Desde 1932, por 
primera vez, parte sustancial de la derecha radical brasileña estaba reunida en 
torno a un proyecto y a un líder. Y era un proyecto fascista de un líder que 
pretendía reproducir en Brasil los éxitos de Mussolini en Italia: Plínio Salgado.” 


CONCLUSIONES 


Este artículo presenta la trayectoria de la derecha radical brasileña, 
especialmente la fascista, entre el final de la primera Guerra Mundial y 1932. En 
cierto sentido, no fue una trayectoria excepcional. Como en varios otros países 
de Europa y de América, la derecha radical ocupaba inicialmente, con algunas 


excepciones (como Francia), una posición marginal en los sistemas políticos. 
Hubo un brote reaccionario justo después de la primera Guerra Mundial y de la 
Revolución rusa, cuando también es identificable una primera aunque 
minoritaria “ola” fascista. Hay un reflujo de la derecha radical en los años veinte 
y hasta la crisis de 1929 y el ascenso del nazismo al poder. A partir de entonces 
todas las derechas se fortalecieron y el autoritarismo de derecha se volvió común 
en buena parte de Europa y de América. En esa nueva fase la derecha radical se 
fortaleció, especialmente en su vertiente fascista, hasta su reflujo a partir de 
1945. 


El caso brasileño, a pesar de no ser excepcional, tiene algunas especificidades 
que hemos analizado. En primer lugar, resulta evidente la particular debilidad de 
la derecha radical brasileña hasta 1932. En un sistema político monárquico hasta 
1889 y republicano y oligárquico hasta 1930, la derecha radical brasileña tenía 
aún menos espacio que en otros países. A finales de la década de 1910 el sistema 
político brasileño, además, fue capaz de contener la agitación social con 
represión oficial, sin necesidad de recurrir —a no ser mínimamente— a las ligas 
nacionalistas o a los movimientos contrarrevolucionarios de masas. En los años 
veinte, la derecha radical brasileña retrocedió nuevamente, incluso más que en 
otros países como Argentina, Chile y Francia. 


El interrogante es cómo en la década de 1930 una derecha radical 
comparativamente débil fue capaz de transmutarse en el más importante 
movimiento fascista fuera del continente europeo. Las hipótesis para explicar 
este proceso remiten a tres órdenes: estructural, coyuntural y ocasional. 
Estructuralmente, siguiendo la teoría de S.U. Larsen,? la hipótesis es que Brasil 
fue un terreno especialmente fértil para el desarrollo de un movimiento fascista 
debido a su modernidad y liberalismo incompletos. La propuesta es que el 
fascismo tiene más condiciones de desarrollarse en países modernizados en 
términos económicos y sociales que carecen de instituciones democráticas 
consolidadas, como ocurría 


con el Brasil de los años treinta. Los países económicamente avanzados y 
políticamente democráticos ofrecen menos espacio para el fascismo. Sin 
embargo, ese cuadro se repitió en otros casos, y la modernidad incompleta 
nacional no explica por sí sola la especial fuerza del fascismo en Brasil en la 
década de 1930. 


Otra hipótesis es de alcance coyuntural y se relaciona con la profunda crisis 


sistémica vivida por la sociedad y el Estado brasileños a partir de 1930. En un 
cuadro de crisis económica profunda y de reorganización del sistema político, se 
habría abierto un espacio inédito para la derecha radical, que supo aprovechar el 
momento. Con el paso del tiempo, las fuerzas conservadoras y de la derecha 
tradicional se reorganizaron y consiguieron anular el desafío de la franja radical 
mediante el golpe varguista de 1937. Esta hipótesis explica el ascenso de la 
derecha fascista y su anulación posterior. Después de un periodo de dudas e 
indecisión en el que la derecha radical pudo adquirir fuerzas, la derecha 
tradicional se reorganizó y reasumió el mando del Estado. Su preferencia fue por 
una dictadura de tonos modernizantes (en el sentido de privilegiar la 
industrialización y buscar la incorporación al Estado de las masas populares y 
obreras); era menos movilizadora que la propuesta de la AIB. Esto preservaba, 
incluso, la coherencia interna y la unidad de las élites económicas, de las Fuerzas 
Armadas y de la Iglesia, algo que las propuestas movilizadoras del movimiento 
de Plínio Salgado podrían amenazar. En resumen, el periodo en que la AIB 
adquirió relevancia habría sido sólo un paréntesis generado por una crisis 
sistémica, pero que fue cerrado por la recomposición de las élites. Esta hipótesis, 
sin embargo, implica dos requisitos de difícil comprobación. En primer lugar, 
que la crisis brasileña fuera mayor que en otros países y, en segundo lugar, que la 
intensidad de la crisis llevara a la intensidad de la respuesta, siendo el fascismo 
la respuesta máxima. La crisis sistémica también ocurrió (y los golpes de Estado 
que siguieron lo comprueban) en buena parte de Europa y de América Latina, y 
no siempre el fascismo tuvo un desarrollo tan espectacular como en Brasil. 


La explicación ocasional identificará en los hechos inmediatos la respuesta a 
nuestra cuestión. En Brasil, por motivos ocasionales o hasta fortuitos, Plínio 
Salgado fue un líder capaz de reunir a las fuerzas dispersas de la derecha radical 
y fundir la mayoría de ellas en una propuesta fascista, lo que no sucedió, por 
ejemplo, en Argentina. Una derecha comparativamente débil se convirtió en una 
propuesta real de poder porque los acontecimientos y la acción humana 
permitieron su surgimiento. Podríamos incluso pensar que fue esa mayor 
capacidad de aglutinación de la derecha fascista en la década de 1930 en Brasil 
lo que, paradójicamente, disminuyó sus posibilidades políticas en las décadas 
posteriores, conforme lo he desarrollado en otros espacios.? 


Es probable que la explicación más plausible sea una combinación de las tres 
propuestas. Sin un contexto estructural de fondo y una profunda crisis 
coyuntural, la derecha radical posiblemente habría continuado en las periferias 
del poder. Por otro lado, un liderazgo unificado fue un factor crucial para la 


viabilidad de un proyecto político, como la muerte de Uriburu en Argentina 
parece indicar. Un liderazgo unificado, sin embargo, no significaba mucho si las 
condiciones estructurales y coyunturales no eran favorables, como lo indican los 
ejemplos de Adrien Arcand en Canadá, Oswald Mosley en el Reino Unido, 
Vidkun Quisling en Noruega y tantos otros candidatos a Duce y Fiihrer en 
aquellos años. Establecer los parámetros de combinación entre esas variables no 
es tarea realmente fácil para los historiadores de cada país, y para el caso 
brasileño la cuestión todavía está abierta. 


Lo que es evidente, sin embargo, es la continuidad entre los distintos periodos. 
Aunque la AIB fuera más una ruptura y un salto cualitativo frente al periodo 
anterior que el resultado de un proceso de continua acumulación de fuerzas, los 
puentes entre las décadas de 1910 y 1930 son visibles. Sin la elaboración teórica 
y política de la derecha radical en los periodos de reflujo, no habría tenido la 
densidad política e ideológica para convertirse en una alternativa viable en las 
ventanas de oportunidad abiertas por la estructura o la coyuntura. La 
historiografía brasileña dedicó mucha más atención a la AIB que a las décadas 
de 1910 y 1920. Algo natural, pues fue en los años treinta cuando la derecha 
fascista se convirtió en un actor político relevante en el país. Sin embargo, no 
habría adquirido esa relevancia sin lo sucedido antes y sin que las tradiciones 
autoritarias y conservadoras de la sociedad brasileña le dieran cierta viabilidad. 
Los acontecimientos recientes en Brasil indican cómo esa continuidad dentro de 
periodos históricos largos merece ser vista con más atención, pues fantasmas del 
pasado pueden resurgir, pero sólo lo hacen si permanecieron hibernando, al 
menos parcialmente, en los momentos menos propicios. 
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LA DERECHA CONSERVADORA Y LIBERAL CHILENA FRENTE AL 
ASEDIO DEL COMUNISMO Y DE LA DERECHA RADICAL (1918-1932) 
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Una de las tesis más influyentes sobre el siglo XX ha sido aquella que lo define 
como una confrontación entre socialismo y capitalismo enmarcada por la 
Revolución bolchevique. Aunque ha sido criticada por su carácter eurocéntrico,! 
lo que a esta comunicación importa es que revela de modo determinante el 
desafío que el comunismo representó para el capitalismo y la democracia liberal. 
Otros sostienen que ese papel lo desempeñó el nazismo, pues los nazis estaban 
decididos a destruir por la fuerza el orden demoliberal.? Como fuere, el asedio a 
la democracia liberal provenía de izquierdas y derechas radicales, las cuales 
buscaban hacerse cargo de los nuevos desafíos que la irrupción de las masas, el 
desarrollo y el orden social imponían. 


Chile no escapó a ese reto, pues a fines de siglo XIX surgió un activo y 
desafiante movimiento obrero asentado en el ideario anarquista o socialista que 
lideró numerosas movilizaciones en áreas productivas estratégicas, 
desestabilizando las bases económicas del poder oligárquico. Igualmente, para el 
centenario de la Independencia hicieron su aparición las primeras expresiones 
denominadas como derecha radical, algunas de las cuales se expandieron al 
cobijo de la crisis de posguerra.? 


La historiadora Sandra McGee Deutsch definió la derecha radical como aquella 
que rechazaba el igualitarismo, las izquierdas y los cambios que percibía como 
amenazas, para lo cual utilizaba medios ajenos a las prácticas electorales y 
apelaba a sectores sociales no elitistas. Estaba compuesta por una base social 
variable, en la cual era posible distinguir a intelectuales, pero también a 
exponentes populares, a diferencia de los conservadores, defensores del orden 
existente y generalmente aliados de la Iglesia y las fuerzas armadas. En 
momentos de crisis, esta derecha moderada se acercaba a la radical, adoptando 


rasgos de su ideología y práctica.* 


Este artículo caracteriza los desafíos de la naciente izquierda chilena —Partido 
Comunista, anarquistas y socialistas— y de la denominada derecha radical — 
Tradición, Entusiasmo y Abnegación (TEA), Ligas Patrióticas, Legión Cívica, 
guardias cívicas—, y la respuesta de conservadores y liberales. En la primera 
sección abordaremos el reto desde la izquierda; en la segunda, los métodos 
derechistas para combatirla, y en la tercera, el surgimiento de agrupaciones 
denominadas como derecha radical y su relación con la derecha institucional. 


Nuestra hipótesis sostiene que, en el caso de Chile, el principal desafío no 
provino de una derecha radical, sino del mundo obrero comunista, socialista y 
anarquista. La derecha enfrentó a esta fuerza desde la institucionalidad mediante 
una redefinición de las libertades individuales y sociales que, a su entender, 
permitían el crecimiento de la izquierda. Para esta ofensiva se apoyaron en las 
fuerzas armadas, con quienes compartían un profundo anticomunismo, y con 
quienes combinaron métodos para combatir a su enemigo común. Por otra parte, 
las agrupaciones que han sido asociadas a una derecha radical eran, en realidad, 
sus precursoras, sin que sus rasgos xenofóbicos, racistas, antisocialistas y su 
valorización de la violencia política constituyeran un programa político, sino 
expresiones coyunturales. Ellas no lograron arraigo social, pues la izquierda 
retuvo al mundo obrero y se amplió a los sectores medios, impidiendo un flujo 
hacia tales grupos, y porque conservadores y liberales mantuvieron sus bases de 
poder, limitando sus potencialidades políticas. 


RETO NÚMERO 1: UNA TORMENTA ESTALLÓ ALA 
IZQUIERDA 


Como en otras partes del continente americano, a inicios del siglo XX 
aparecieron en Chile núcleos obreros en zonas económicas cruciales para la 
conexión externa: el norte salitrero, las carboníferas, la ganadería patagónica y 
los puertos. Desde la década de 1890 el movimiento obrero protagonizó huelgas, 
protestas y movilizaciones exigiendo mejoras sociales (vivienda, alimentación) y 
laborales (salarios, jornadas, derecho a huelga, sindicación y condiciones físicas 
de trabajo) inspirado en el anarquismo y el socialismo. La denominada “cuestión 
social” inundó la discusión política, pues la presión obrera no cejó desde 
comienzos de siglo. La respuesta de los grupos dirigentes osciló entre reconocer 


la necesidad de debatir acerca de leyes sociales que solucionaran los problemas 
más acuciantes de las masas populares y la represión violenta, utilizando el 
poder militar. Entre 1903 y 1907 las masacres obreras se sucedieron.* 


Esta cuestión social reflejaba la emergente irrupción de los nuevos grupos 
sociales, quienes no sólo denunciaron al orden oligárquico como excluyente, 
desigual e inoperante, sino que además articularon un programa alternativo al 
sustentado en el liberalismo y el capitalismo de las élites. Anarquistas y 
socialistas apostaban por la lucha contra el capital y la religión, vistos como 
pilares de la opresión burguesa. Los anarquistas proponían el enfrentamiento 
directo con los patrones, utilizando la violencia política y desechando el espacio 
institucional oligárquico, mientras los socialistas, con Luis Emilio Recabarren y 
el POS (Partido Obrero Socialista, posteriormente PC) a la cabeza,* sostenían 
que la lucha de los trabajadores no debía remitirse sólo al conflicto capital- 
trabajo en la base, sino también disputar el poder político a la oligarquía 
mediante la conformación de un partido de los trabajadores, con una propuesta 
alternativa, a fin de copar espacios de la institucionalidad política oligárquica, 
municipios y Parlamento para abrirle las puertas al socialismo. Igual que los 
anarquistas, entendían que el sindicato no debía ser un mero agente para 
reivindicaciones inmediatas, sino más bien un instrumento para abolir el salario 
y avanzar hacia la nueva sociedad. Pero el POS planteaba que el problema era 
social y político: 


los sindicatos [...] sin diferencia de ideas políticas, quieren decir claramente que 
cada obrero, conservando sus afecciones políticas a los partidos de la clase 
burguesa y capitalista o sin rumbos al respecto, se refugia en el sindicato solo 
para mejorar sus condiciones económicas [...] es el más grave error [...] el único 
tipo de sindicato capaz de socializar los instrumentos del trabajo y la sociedad 
toda es el “sindicato político y cooperativo”.” 


En ese sentido, la lucha debía darse por medio del sindicato revolucionario, las 
cooperativas de consumo y producción, y el partido, en este caso, el POS, es 
decir, desde fuera y desde dentro del orden oligárquico. 


En este contexto la idea de legislar sobre materias sociolaborales se abrió paso 


dentro de la oligarquía, pero hasta 1918 ésta no la sintió urgente. La falta de 
respuesta, la Revolución bolchevique y el fin de la guerra en Europa incidieron 
en la reactivación de las huelgas (ciclos en 1918-1919, 1921-1923 y 1925), el 
incremento de la sindicalización, el fortalecimiento de órganos ácratas y la 
“izquierdización” de la Federación Obrera de Chile (FOCH), controlada por el 
POS desde 1919, la que asumió la lucha por el socialismo. Los trabajadores 
organizados lograron paralizar importantes sectores productivos y el comercio 
con Europa en momentos de grave crisis para el erario nacional. Las huelgas se 
extendieron por el país: Tarapacá, Antofagasta, Copiapó, Valparaíso, Santiago, 
Concepción, Punta Arenas, organizadas desde la FOCH y los gremios 
anarquistas. Desde 1920 el POS, también, comenzó a agitar al campesinado de 
los latifundios, controlados por los terratenientes, un mundo hasta entonces 
intocado. 


Esta ofensiva obrera exhibió otro importante cambio: la amenaza de represión no 
los intimidó. Hasta entonces, las masacres lograban detener la movilización, 
pero tras el fin de la primera Guerra dejaron de ser efectivas. El periodo de 1918- 
1919 estuvo plagado de masacres en el norte salitrero, la región carbonífera, la 
Patagonia magallánica, Santiago y Valparaíso, sin que el movimiento 
retrocediera. Aunque la demanda por leyes sociales se impuso en la agenda 
política y copó la campaña presidencial de 1920 y el gobierno de Arturo 
Alessandri (1920-1924), no se legisló, lo que acentuó la organización y las 
protestas. El uso de la violencia estatal se mantuvo, produciéndose dos masacres 
importantes en las salitreras, 1921 y 1925, pero los trabajadores siguieron a la 
ofensiva, sin replegarse.” 


Fue en este ciclo iniciado en 1918 y mediados de la década de 1920 cuando la 
subversión y la “amenaza roja” adquirieron para conservadores y liberales forma 
nítida. Y, por eso, sólo entonces comenzó realmente el debate sobre las leyes 
sociales, proceso en el que se delinearon izquierdas y derechas. 


Considerando el impacto de las paralizaciones laborales, conservadores y 
liberales concentraron la discusión en las huelgas, definiendo su naturaleza y 
límites. A su juicio, las huelgas debían tener un carácter estrictamente gremial, 
ajeno a lo político, y rechazaban las de solidaridad. De allí que la evaluación del 
portavoz de los conservadores fuera que “aún no se ha abierto paso en el ánimo 
de los obreros [...] el verdadero concepto de lo que debe ser una huelga”.10 
Asimismo, plantearon la necesidad de excluir de ese derecho a los trabajadores 
de servicios públicos: empleados fiscales, municipales, tranviarios, ferroviarios, 


precisamente por el efecto social del paro. Este rechazo a la naturaleza de la 
movilización obrera condujo a una evaluación negativa de las organizaciones 
laborales que hacían posible las paralizaciones por solidaridad, la FOCH y los 
gremios asociados a los Industrial Workers of the World (TWW) fundados en 
Chile en 1918, como portavoces del creciente poder sindical, y que debilitaban 
las tendencias mutualistas.! Los conservadores no rechazaban la existencia de 
entidades que agruparan a los trabajadores para sus demandas laborales, siempre 
que se atuvieran al “camino del orden, la concordia, la Constitución y leyes de la 
República”,*? es decir, el orden existente. Para esta derecha “la huelga [era] un 
procedimiento extremísimo para la consecución de mejoras determinadas; pero, 
la censuramos cuando la promueve una intención diversa”.13 


La importancia de las paralizaciones en el conflicto llevó a conservadores y 
liberales a establecer una diferencia entre masa y agitadores, es decir, entre 
trabajadores vistos como pacíficos y centrados en sus intereses económicos y los 
dirigentes, quienes “fomentan el odio de clases, estimulando las huelgas y le 
otorgan un sello exaltado”, sentenciaba el líder de la prensa liberal.!4 A partir de 
este diagnóstico y, siguiendo el ejemplo argentino, aprobaron una Ley de 
Residencia (12 de diciembre de 1918), como un recurso de aplicación inmediata 
para expulsar del territorio nacional a los cabecillas no chilenos, atribuyéndoles 
la responsabilidad de las paralizaciones. Según el ministro del Interior de la 
época: “Yo no comprendo esta ley como de persecución de ideas [...] esta es una 
ley de defensa en contra de aquellos que vienen a predicar [...] la subversión”.!5 


La Ley de Residencia prohibió la entrada a los extranjeros que practicaran o 
enseñaran la alteración del orden social o político por medio de la violencia, de 
aquellos que propagaran “doctrinas incompatibles con la unidad o individualidad 
de la nación; de los que provocan manifestaciones contrarias al orden 
establecido, y de los que se dedican a tráficos ilícitos que pugnan con las buenas 
costumbres o el orden público”.! Los extranjeros a los que apuntaba esta ley 
eran dirigentes políticos y sindicales europeos (alemanes, españoles, rusos) y 
algunos argentinos, calificados de “maximalistas”. En Chile esta ley no fue muy 
útil, porque la mayoría de los dirigentes calificados de “agitadores” eran 
chilenos, de modo que la expulsión de algunos españoles o la prohibición del 
ingreso de rusos no afectó el desarrollo del movimiento obrero y de la izquierda, 
que siguieron fortaleciéndose. 


Este crecimiento se relacionó también con la institucionalización del POS. Para 
la elección parlamentaria de marzo de 1921, un acuerdo electoral entre la 


coalición del presidente Alessandri y el POS derivó en la elección de Recabarren 
a diputado, algo inaceptable para los conservadores: “No terminaremos sin 
llamar la atención al hecho grave de que en el nuevo Congreso hayan entrado 
[...] el partido del agitador obrero”;*” “Recabarren [...] es defendido por el fuero 
parlamentario, es defendido desde el alcázar de la autoridad, desde esa vieja 
Moneda”,* pues “antes, para ser candidato del gobierno y contar con su 
concurso, se requería ser partidario de la autoridad. Ahora, la mejor plataforma 
para un candidato gobiernista, es presentarse como subversivo”.!* En las 
parlamentarias de 1921 dos integrantes del POS fueron elegidos diputados; un 
año más tarde el POS se transformó en Partido Comunista; en 1925 incrementó 
su bancada parlamentaria a siete diputados y dos senadores, y sus parlamentarios 
podían actuar en todos los espacios, amparados legalmente. El partido extendió 
su influencia en los sindicatos, fortaleció su prensa, a la vez que mantenía la 
presión desde la calle. Aun cuando nueve parlamentarios no amenazaban el 
control oligárquico,? su elección legalizó el despliegue público de la izquierda, 
lo cual revistió un cambio determinante en la cultura política. En efecto, en la 
elección presidencial de octubre de 1925 el mundo obrero levantó su propia 
candidatura, la del médico José Santos Salas, quien obtuvo un tercio de los 
votos. 


La incorporación de los comunistas al sistema fue muy importante, porque 
derribó la barrera de exclusión política impuesta hasta entonces a los obreros. El 
Estado oligárquico era excluyente y seguía una secuencia en esa exclusión: 
política, administrativa y legal.?! Los comunistas comenzaron a desmontarla al 
sentarse en el Congreso y levantar un proyecto alternativo, sin subordinarse a los 
intereses oligárquicos. Ello fue un factor clave en el agudo anticomunismo 
derechista y en el carácter del conflicto. El desafío obrero salió del ámbito social 
para introducirse en el político-institucional oligárquico en pos de su 
transformación. Los comunistas presionaron por institucionalizar el conflicto, 
siendo legalmente imposible impedir que difundieran su doctrina en el espacio 
público, en el marco de la radicalización del movimiento obrero y de una crisis 
política que no encontraba vías de solución. La institucionalización comunista 
produjo dos efectos importantes: convirtió a los trabajadores y al comunismo en 
la principal amenaza al orden existente, e indujo a la derecha a combatirlo desde 
la legalidad, reponiendo su exclusión. 


“LAS RIENDAS DEL PODER?? 


Los partidos Conservador y Liberal eran la expresión política de la oligarquía, de 
origen colonial, nacidos en el siglo XIX. Hasta comienzos del XX, la pugna 
laico-clerical definía el espectro partidario: los conservadores, defensores de los 
intereses de la Iglesia, un partido confesional, más vinculado al poder del 
latifundio, aunque no exclusivamente, de grandes terratenientes; los liberales, de 
tendencias secularizadoras, más ligados a los intereses urbanos, y los radicales, 
clase alta regional, ligados a intereses mineros y sectores medios urbanos, un 
partido militantemente anticlerical. Conservadores y radicales representaban los 
polos del sistema, y los liberales, el centro.2 


A pesar de sus distintos sistemas de pensamiento, conservadores y liberales no 
representaban una supuesta aristocracia y una burguesía contrapuesta. Ambos 
eran parte de la oligarquía, tenían una común visión de mundo respecto del 
orden natural, la desigualdad humana, las jerarquías sociales y la defensa de la 
institucionalidad creada en el siglo XIX, unida también por lazos familiares, 
matrimoniales y comercial-financieros. Concordaban en temas clave como el 
respeto al derecho de propiedad privada, la apertura económica al mercado 
externo, la existencia del latifundio y un sistema político excluyente. Constituían 
una élite homogénea, sin diferencia de origen social, pues todos pertenecían a 
ese estrato por nacimiento, riqueza y poder político. De modo que, a pesar de su 
heterogeneidad interna, su visión era la misma, la de la clase alta.?* Esta 
comunidad valórica y de intereses explica el consenso en torno a cómo enfrentar 
el problema obrero. 


Hasta 1918 y la irrupción del conflicto obrero, no existían diferencias 
programáticas, sino de poder, las que se expresaban en dos coaliciones 
partidarias: la Unión Nacional, formada por los partidos Conservador, como eje, 
y Liberal Balmacedista; y la Alianza Liberal, conformada por el partido Liberal 
Doctrinario, el Radical y el Demócrata, más secularizador y anticlerical. La 
escisión fue provocada por la candidatura presidencial del liberal doctrinario 
Arturo Alessandri Palma en 1920, que promovió la incorporación de las 
demandas obreras y la sindicalización. Aunque las leyes sociales también 
estaban en el programa de la Unión Nacional, la diferencia estribó en el estilo 
político utilizado por Alessandri, quien movilizó a los obreros empleando un 
discurso que relevaba al pueblo, “mi querida chusma”, y que parecía amenazar el 
poder oligárquico de la Unión, “quiero ser una amenaza a los espíritus 
reaccionarios”, realizando giras por el país y arengando a las masas. A ojos de 
los unionistas, Alessandri insubordinaba al pueblo, al movilizarlo, modificando 
un modelo de participación política centrado en las élites donde algunos 


trabajadores votaban, cohechados, y los campesinos respondían a los intereses de 
sus patrones. Hasta entonces aproximadamente 10% de la población participaba 
en las elecciones, y la movilización alessandrista buscaba quebrar el poder de la 
maquinaria unionista incorporando al pueblo a la “gran política”. Tras una 
agria disputa, Alessandri ganó la elección presidencial, pero todo su plan de 
reforma social quedó empantanado por la oposición férrea de la Unión Nacional, 
que dominaba el Congreso y que exigía reponer la disciplina a un movimiento 
obrero autonomizado y subversivo, y respetar el orden parlamentario, frente a 
los arrebatos presidencialistas de Alessandri. 


Sin posibilidad de acuerdo, y tras cuatro años de lucha política, tanto Alessandri 
como la derecha recurrieron a las fuerzas armadas, aunque con objetivos 
distintos: Alessandri movilizó a la oficialidad joven del ejército (mayores, 
capitanes y tenientes), en su gran mayoría de clase media, partidaria de las 
reformas sociales, muchos pertenecientes a la masonería, mientras conservadores 
y liberales conspiraron con el generalato del Ejército y de la Armada —también 
miembros de la oligarquía—promoviendo una intervención destinada a reponer 
el carácter plenamente oligárquico-parlamentario del sistema e imponer la 
disciplina social, entendida como la desmovilización de los trabajadores. Esta 
última conspiración triunfó en el golpe de septiembre de 1924, que destituyó a 
Alessandri. La ofensiva oligárquica fue abortada por la oficialidad joven, que 
lideró un segundo golpe militar en enero de 1925, decidida a impulsar las 
reformas que el país requería. Este segundo golpe levantó el liderazgo del 
entonces mayor Carlos Ibáñez. 


Desde septiembre de 1924 y hasta 1932, el sistema político chileno estuvo bajo 
tutela militar: juntas militares entre septiembre de 1924 y marzo de 1925; tutela 
sobre los presidentes Alessandri (quien regresó en marzo y hasta noviembre de 
1925) y Emiliano Figueroa (diciembre 1925-febrero 1927), y dictadura cívico- 
militar ibañista (1927-1931). El golpe de 1925 mostró unas fuerzas armadas 
independientes del poder oligárquico, con el cual, sin embargo, había puntos de 
encuentro que hicieron posible su unidad para enfrentar al movimiento obrero. 
La oficialidad joven criticaba la estrategia oligárquica de economía abierta, que 
acentuaba la dependencia; la irresolución del conflicto social, que las utilizaba 
para la represión, y la inoperancia del parlamentarismo. Para 1920 era uno de los 
principales bastiones del reformismo estatista: industrialización, leyes sociales y 
presidencialismo.?6 Aunque conservadores y liberales rechazaban el 
intervencionismo económico, la tutela del Estado en materia social-sindical y el 
presidencialismo coincidían en el anticomunismo y el rechazo a un movimiento 


obrero autónomo con aspiraciones revolucionarias, y desarrollaron respuestas 
similares. La documentación del Ministerio del Interior contiene informes de los 
prefectos militares en la frontera respecto al ingreso de “maximalistas” 
extranjeros, compartiendo el imperativo de su expulsión: “vapor alemán Lucio 
Woermenn [...] vienen algunos de ideas anárquicas, bolshebikis [sic], etc. He 
ordenado sea prohibido desembarco gente, poniendo guardia a bordo”.?” 
Igualmente, coincidían en la distinción entre masa y agitadores y la 
responsabilidad de estos últimos, como se explicitaba en la revista La Bandera, 
dirigida a los suboficiales del ejército: “aquellos que, explotando la ingenuidad 
del obrero trabajador, predican la rebelión en vez del respeto al orden, que ha 
sido siempre fuente de prosperidad y progreso”. Los militares concordaban con 
conservadores y liberales en el rechazo al reconocimiento legal de las 
federaciones obreras: “Conviene [...] restringir estos permisos y si es posible 
revisar todos los dudosos, pues al amparo del reconocimiento oficial, se cometen 
muchos abusos por parte de esas instituciones y federaciones”.” Estas 
coincidencias condujeron a la derecha a apoyar la represión anticomunista de la 
dictadura de Ibáñez (1927-1931): el apresamiento masivo de dirigentes y 
trabajadores, así como la reclusión de sus líderes y de los anarquistas, 
propinándole golpes decisivos al sindicalismo revolucionario. Una isla del 
archipiélago Juan Fernández estaba reservada, según los militares, para 
“aquellos elementos que son un peligro para la tranquilidad social y también los 
agitadores incorregibles”,3º apreciación en la que concordaban los liberales: 
“haberse comprobado las acusaciones que se hacían en su contra como 
propagadores del comunismo e ideas revolucionarias, turbando de este modo la 
tranquilidad del país”.3! 


Sin embargo, contrariando a la derecha, el ibañismo aplicó las leyes sociales y 
legitimó el sindicalismo legal, fuertemente controlado por el Estado, a la vez que 
la Dirección del Trabajo aseguró el cumplimiento de las leyes laborales contra la 
resistencia empresarial y oligárquica. La dictadura puso los pilares del 
intervencionismo económico del Estado, en tanto coordinador de las fuerzas 
productivas y agente crediticio, sin amenazar el latifundio ni la propiedad 
privada y auspiciando el desarrollo del empresariado y de la industria.” Los 
conservadores rechazaban la autonomía militar y la imposición de la 
Constitución de 1925, pues aún validaban la de 1833 y el parlamentarismo, 
aunque entendían la necesidad de un gobierno fuerte, pero con acción 
fiscalizadora del Parlamento. Entre 1926-1930, dirigido por Arturo Lyon Peña, 
el partido tuvo una posición conciliadora con el régimen ibañista por su énfasis 
en el orden —ausencia de huelgas— y el apoyo a la iniciativa privada, pero 


Rafael Luis Gumucio lideraba la corriente civilista dentro del partido 
defendiendo el poder del Legislativo, la libertad de expresión para la derecha y 
el radicalismo, con lo que resistía la transformación del Ejército en fuerza 
política. 


La derecha tradicional se apoyó en el poder militar para neutralizar la ofensiva 
obrera, pero no pudo evitar la transformación del Estado y desarrolló una 
relación ambivalente con las fuerzas armadas, que asumieron e impusieron la 
transformación estatal, además de que la obligaron a aceptar el nuevo estatismo 
económico y social. Sin embargo, la derecha logró imprimir su sello al nuevo 
orden político utilizando como una de sus principales armas la ley, a fin de 
reponer la exclusión legal de los sectores populares y sus portavoces 
izquierdistas. Su instrumento sería el Estado de Derecho. Este proceso supuso 
cierta amalgama entre los anticomunismos católico y liberal —que defendían la 
civilización cristiana occidental, la propiedad privada y las libertades—, y el 
anticomunismo nacionalista de los militares —defensor de cierta idea de nación 
y de los nacionales; dotado de nociones orgánicas, verticalistas y autoritarias de 
la sociedad, y que rechazaba las tesis igualitaristas del socialismo y el vínculo de 
éste con el comunismo internacional, que lo transformaba en una ideología 
foránea, por lo que debía ser extirpado— en contra del comunismo ateo, definido 
como estatista y dictatorial.33 


Conservadores, liberales y fuerzas armadas concordaban en que el 
fortalecimiento del poder obrero reflejaba el avance de la subversión, mote 
asignado a toda propuesta anticapitalista y de alteración de las jerarquías sociales 
y políticas. El diagnóstico derechista del ciclo huelguístico de 1918-1925 fue que 
la legitimidad de las huelgas (su carácter gremial) era distorsionada por los 
“agitadores”, sus federaciones, la prensa obrera y sus organizaciones políticas: 
POS/PC y anarquistas, lo que facilitaba su expansión.** Concluyeron que ello se 
debía a las libertades de reunión y de opinión, garantizadas constitucionalmente, 
por donde se filtraba la subversión, porque con “las disposiciones 
constitucionales y legales vigentes, no puede decretar la prohibición 
solicitada”.35 La legalidad existente —pensada para las élites— permitía el uso 
amplio del espacio público y la libertad de expresión, pero fue usada por el 
movimiento obrero para la difusión doctrinaria y el fortalecimiento de sus 
organizaciones. Por ello, la mirada derechista se dirigió al Estado de Derecho; 
como lo explicitaba el diagnóstico conservador “el comunismo anárquico” crecía 
“amparado por nuestra libérrima Constitución”.36 


Algo similar ocurrió con la libertad de opinión, pues “no podemos aceptar el 
hecho de que en un mitin de obreros hayan podido expresar públicamente sus 
ideas personas que no eran obreros, ni reflejaban el pensamiento general, sin que 
nadie los haya desautorizado”.3” Muchos empresarios hacían la conexión entre 
subversión y libertades constitucionales: “pocos individuos agitadores de 
profesión, van de bodega en bodega y de trabajo en trabajo sembrando la semilla 
de la discordia, amparados en la libertad de pensar y de expresar sus ideas”.38 Sin 
una norma constitucional que pudiera limitar el derecho a expresar ideas y 
opiniones, las autoridades decretaron la clausura de imprentas y periódicos, con 
el argumento de que la Constitución aseguraba la libertad de publicar opiniones 
diversas, pero 


si se incita por medio de la imprenta a la destrucción del Estado o de la 
propiedad particular [...] contra la ley y orden público y la [...] instigación al 
saqueo [...] no son manifestaciones de opinión sino la perpetración de delitos 
previstos y penados en nuestra legislación penal.?2 


Por ello, el primer instrumento para neutralizar el desafío obrero fue la propia 
legalidad oligárquica. La derecha había conminado a Alessandri a usar los 
artículos sobre seguridad interior del Estado consignados en el Código Penal 
contra ácratas, comunistas y huelguistas, infructuosamente. Ocurrido el golpe en 
septiembre de 1924, la Junta Militar dictó el Decreto-Ley 15 sobre “Seguridad 
interior del Estado”, que sancionó a quienes se alzaran en armas contra el 
gobierno constituido para provocar una guerra civil, cambiar la Constitución o su 
forma de gobierno, con pena de reclusión, confinamiento o extrañamiento 
mayor.“ Tras el golpe de enero de 1925, se dictó además el DL 425, sobre 
“Abusos de publicidad”, que definió como delito de sedición toda provocación 
para que las Fuerzas Armadas violaran sus deberes militares, la pronunciación de 
cantos sediciosos en lugares públicos o las ofensas a la moral. Ambos decretos- 
ley coartaron la libertad de opinión y de reunión al posibilitar su tipificación 
como delitos, con penas de cárcel, confinamiento o extrañamiento. Si la 
izquierda buscaba institucionalizarse, la institucionalidad debía encogerse. 

Desde 1927 la aplicación de las sanciones establecidas en estos decretos fue 
reiterada. 


La represión y el sindicalismo legal lograron quebrar al movimiento obrero: el 
anarcosindicalismo y los gremios mutualistas fueron atraídos por la legislación 
social ibañista, mientras el PC fue debilitado y rotos sus vínculos con la base 
obrera. Simultáneamente, la seguridad interior del Estado surgió como 
dispositivo legal para castigar y excluir políticamente. Ésa fue la herencia dejada 
por la dictadura cuando cayó a mediados de 1931, en medio de la Depresión y la 
cesantía masiva. 


El nuevo gobierno civil —Manuel Trucco— se posicionó con un discurso de 
respeto a las libertades civiles, conculcadas por la dictadura, el cual chocó con la 
crisis económica y social derivada de la Depresión, la reactivación obrera y el 
resurgimiento del PC. Un motín protagonizado por la marinería que ocurrió 
apenas asumido el gobierno agudizó los anticomunismos, posibilitando la 
consolidación de los dispositivos represivos creados en los años anteriores, de 
orden legal y de seguridad, que coartaban los derechos y apuntaban a la 
exclusión y la sanción legal de la izquierda. El gobierno responsabilizó al PC de 
la insurrección, pues temía que los amotinados dirigieran la escuadra a la zona 
salitrera y sublevaran a sus trabajadores: “No hay menor duda [de] que Tarapacá 
y Antofagasta se plegarán a la marinería tan pronto estén en contacto y entonces 
todo quedará en poder de los revolucionarios”.* Tal situación indujo a las 
nuevas autoridades civiles a legitimar los dispositivos legales de seguridad 
existentes y perfeccionarlos, lo cual se materializó en un nuevo proyecto de ley 
de seguridad interior del Estado, que fue presentado al Congreso por el radical 
Manuel Trucco y el conservador Horacio Walker. La iniciativa pretendía 
prevenir esos delitos —a diferencia de los decretos previos que castigaban 
hechos— penalizando las doctrinas utópicas y la expresión de opiniones 
consideradas atentatorias para la estabilidad institucional. El proyecto 
sancionaba la incitación a la subversión de palabra o por escrito, y a quienes 
quisieran cambiar el régimen político: “detener el avance de la propaganda y 
actividades cada día en aumento, encaminadas a socavar y destruir nuestras 
instituciones políticas fundamentales”.% La iniciativa legal buscaba evitar que la 
libertad fuera usada “como instrumento para incitar al atropello [...] de las 
garantías constitucionales”. Consideró la huelga como delito político 
castigando a quienes “estorbaran o impidieran [...] por medios violentos el 
ejercicio del derecho al trabajo o la asistencia a los establecimientos de 
enseñanza, la libertad de pensamiento”.* Este derrotero legal continuó en 1932 
con el DL 50, que definió enemigos de la República. 


La impronta oligárquica de excluir legalmente fue asumida también por las 


fuerzas armadas. Para 1932, el edificio institucional estaba pletórico de decretos- 
ley que prohibían o sancionaban las huelgas y que permitían calificar de delito el 
derecho a la reunión y la opinión —en prensa escrita, radio o cine—coartándola 
y permitiendo la exclusión legal de izquierdistas, dirigentes obreros y de su 
prensa. 


Esta vía legalista para excluir la subversión se complementó con las perspectivas 
castrenses. Tras el golpe de 1924 se centralizaron las distintas policías: 
comunales, carabineros (una rama del Ejército) y las fiscales, que resguardaban 
las ciudades, y en 1927, bajo Ibáñez, nació el Cuerpo de Carabineros, 
dependiente del Ministerio del Interior, que se encargaba del orden interno y 
alejaba a los militares de esas tareas. Simultáneamente, en 1925 la Dirección 
General de Policías había creado una Oficina Central de Informaciones con la 
función de registrar a las sociedades obreras; contaba con una sección de prensa 
y un archivo de todos los diarios y revistas que se publicaran en el país, y llevaba 
el registro de sus propietarios, especificando las tendencias políticas y 
económicas de dichas publicaciones. Con Ibáñez en el poder, esta entidad se 
dedicó a la investigación de delitos, la confección de estadísticas y la 
información político-social, además de que se creó una escuela de agentes. En 
marzo de 1928 se creó la Policía de Investigaciones Internacional, Política y 
Social e Informaciones, que tenía bajo su responsabilidad aspectos de seguridad 
interna y externa, espionaje en tiempos de paz y de conflicto, y control de 
extranjeros que infringieran la Ley de Residencia. Para aquello tenía a su cargo 
la vigilancia de fronteras, puertos y ferrocarriles. En lo que respecta a lo interno, 
su función era vigilar a partidos políticos y organizaciones sindicales y 
mutualistas para detectar militantes de ideas “subversivas” y actividad política. 
En 1929 el jefe de Investigaciones logró la supresión del servicio secreto del 
Estado Mayor del Ejército, que hacía tareas de vigilancia política, con lo que la 
monopolizó. En octubre de 1929 se denominó Servicio de Investigaciones. Una 
vez Caída la dictadura ibañista en 1931, estos organismos fueron mantenidos, 
legitimados y utilizados contra la izquierda por las autoridades civiles liberales, 
conservadoras y radicales de derecha. Por tanto, aunque comunistas y socialistas 
tuvieron representación parlamentaria desde fines de 1932, ella estuvo 
permanentemente limitada por los decretos del periodo anterior, que bloqueaban 
su acción política. La legalidad de seguridad era una mixtura derechista- 
castrense. 


La institucionalidad surgida de 1924-1931 no representaba el ideal derechista — 
libremercadista, parlamentarista y políticamente excluyente— pero mantenía su 


poder social —latifundio— y político, y acrecentaba el económico con las 
nuevas funciones crediticias y coordinadoras del Estado en pro de los privados. 
Aunque reconocía derechos a los trabajadores urbanos, el Estado mantenía 
estrecha vigilancia y control sobre sus organizaciones y su prensa. Sobre todo, la 
derecha conservadora-liberal podía contar con un nuevo edificio legal que 
permitía excluir y penalizar libertades garantizadas constitucionalmente para 
actuar contra los definidos como subversivos o agitadores. 


RETO NÚMERO 2: UNA SOMBRA SE MOVIÓ ALA 
DERECHA 


Como señalamos, nuestra hipótesis es que las agrupaciones calificadas como 
derecha radical en este periodo fueron sólo sus precursoras, pues su xenofobia, 
racismo, antisocialismo y valorización de la violencia política no constituían un 
programa político, sino expresiones coyunturales, no permanentes, las más de las 
veces manipuladas por las autoridades gubernamentales y la derecha histórica, 
sin que tampoco disputaran a la izquierda sus bases sociales, proposición que 
desarrollaremos en este apartado. 


Las primeras agrupaciones que en Chile se consideran expresiones de la derecha 
radical se vincularon a los problemas fronterizos del país, que se reactivaron 
para el Centenario y en el marco de la posguerra. No surgieron por razones 
estrictamente político-programáticas, sino en relación con los conflictos 
limítrofes con Perú y Bolivia. 


Las Ligas Patrióticas surgieron en 1911 en el marco del conflicto por Tacna y 
Arica entre Chile y Perú, provincias que, según el Tratado de Paz de 1883, 
decidirían su nacionalidad por medio de un plebiscito, el cual fue postergado 
numerosas veces, lo que provocó tensiones entre quienes consideraban las 
provincias como chilenas. Para el Centenario las tensiones recrudecieron. 
Sectores partidarios de la incorporación definitiva al territorio nacional en 
Tarapacá denunciaron la existencia de prensa peruana, de escuelas que 
entonaban un himno distinto y enseñaban otra historia y de la competencia 
laboral que representaban los trabajadores peruanos. Parecía que los chilenos 
“no estuvieran en su país, sino [en] algo así como [una] colonia”. 


En mayo de 1911 el senador liberal balmacedista por Tarapacá, Anselmo 


Blanlot, promovió movilizaciones nacionalistas en Iquique con la anuencia de 
las autoridades locales, del mismo partido. Estos desfiles derivaron en ataques a 
residentes y propietarios peruanos, tolerados por la policía, dependiente del 
municipio. En estas movilizaciones y ataques participaron empleados 
municipales y de la Intendencia, comerciantes e incluso trabajadores pampinos.* 


De los sectores anexionistas surgieron las Ligas Patrióticas en Iquique, Pisagua y 
los pueblos de la pampa, siendo su objetivo “desperuanizar Tarapacá” y exigir la 
anexión de Tacna y Arica. Su duración fue breve, precisamente por la violencia 
utilizada y el carácter coyuntural del problema. Pasada la crisis diplomática, el 
gobierno se esforzó por estabilizar la situación y el retorno de los expulsados, lo 
que se logró desde 1913, pero teniendo como condición implícita que Tacna y 
Arica permanecerían bajo dominio de Chile. 


El conflicto reapareció al final de la primera Guerra ante la reformulación de las 
relaciones internacionales auspiciada por el presidente Woodrow Wilson. Perú 
exigió la devolución de las tres provincias ocupadas por Chile, instando a 
Bolivia para que reclamara la devolución de Antofagasta. Tal demanda caía en 
un ambiente muy tensionado por la crisis económica provocada por el fin de la 
guerra en Europa (noviembre de 1918) y el cierre de un gran porcentaje de las 
oficinas salitreras, lo que afectaba al conjunto de la economía nacional. Focos de 
convulsión social estallaron a lo largo del país. Las Ligas reaparecieron. 


La Liga Patriótica de Iquique reapareció luego del desfile patriótico de 
noviembre de 1918, al que asistieron unas 8 000 personas, funcionarios de la 
municipalidad, jefes y empleados de la administración regional, profesionales, 
representantes del alto comercio y de la industria y “una multitud popular”. En el 
acto, el diputado liberal balmacedista Anselmo Blanlot, invitó a jurar por la 
defensa del país: “¿Juráis luchar hasta conseguir la incorporación inmediata de 
Tacna y Arica al territorio nacional? ¡Sí, juramos!”.5% En ese mismo mes nació la 
Liga Patriótica en Pisagua con el fin de recuperar las “cautivas”, y hubo ataques 
a personas y propiedades peruanas; manifestaciones similares ocurrieron en la 
pampa, zona obrera. Según la información del intendente, a comienzos de 
diciembre de 1918: “situación alarmante. Todo negocio de peruanos ha sido 
asaltado anoche [...] Se han producido desórdenes mano armada”.*! De acuerdo 
con el testimonio de un comunista, la Liga en Iquique iba protegida por una 
guardia formada por policías y soldados.” 


A mediados de diciembre de 1918 la Cancillería chilena logró rebatir los 


argumentos peruanos y el Tratado de Ancón fue reconocido. Es sintomático que 
desde entonces las autoridades acentuaron sus “recomendaciones” de evitar 
desmanes y actos “incivilizados”; la diplomacia seguiría llevando el problema 
fronterizo. La calma debía volver a los espíritus. 


Como ha argumentado McGee Deutsch, las Ligas recurrieron a métodos no 
institucionales, en este caso la violencia, la cual estuvo acompañada de racismo, 
toda vez que los peruanos fueron rebajados considerando cuestiones raciales, lo 
que reafirmó los sentidos de superioridad de la raza chilena: “¡Abajo los cholos, 
muere cholo! Y a balazos con todo”.53 Este racismo, no obstante, era un rasgo de 
larga data en Chile, ya observable en la década de 1830, cuando la Guerra contra 
la Confederación Perú-Boliviana (1837-1839), y en parte se justificó por la 
necesidad de “liberar” a Perú de Andrés de Santa Cruz y “ayudar” al pueblo 
peruano a estabilizar sus instituciones, siguiendo el ejemplo de Chile. Este 
sentido de superioridad no radicaba solamente en los dirigentes, sino que estaba 
también presente entre la tropa, que solía descalificar a la población peruana y 
boliviana por motivos raciales.5* Según nuestro criterio, fue ese racismo histórico 
el que las Ligas movilizaron, lo que explica la participación de trabajadores en 
los desfiles y ataques, incluso de líderes identificados como “subversivos”. De 
acuerdo con el prefecto de Pisagua, durante los asaltos de noviembre las turbas 
estaban encabezadas por trabajadores incluidos en las listas negras de las casas 
embarcadoras: “eran encabezados [...] por [...] personas que lograron ser 
conocidas en el tumulto [...] Atilio Castillo y Juan Ponce [...] elemento 
perturbador”.*5 


Sin embargo, el nacionalismo chovinista peonal convivía con importantes grados 
de clasismo y el sentimiento de ser explotados, por lo que protagonizaba también 
numerosos paros, protestas y violencias contra las empresas. Los pampinos 
oscilaban entre el nacionalismo militarista y la solidaridad obrera. Por ello, la 
xenofobia y el racismo podían ser movilizados, especialmente para defender un 
territorio ganado “con su sangre”, pero posiblemente no como programa político 
permanente. El racismo en Chile tenía su origen en la Colonia, cuando la 
posición social se relacionaba con lo étnico, y lo blanco representaba la 
civilización y la superioridad. Pero no se alimentaba de la diferencia cotidiana, 
pues no fue un país de gran migración, por lo cual lo diferente no alcanzaba la 
visibilidad necesaria para fenómenos de ese tipo. Por eso, a mi entender, a 
pesar del racismo extendido en Chile, latente, éste no alcanzó categoría política, 
y los grupos que posteriormente incorporaron antisemitismo en sus 
planteamientos nunca consiguieron arraigo, a diferencia de lo ocurrido en otros 


países.” 


Por otra parte, el auge de estas Ligas acompañó la crisis diplomática, los días y 
semanas en que Perú obligó internacionalmente a Chile a responder por la 
ocupación, sin haber realizado el plebiscito. Lograr legitimidad interna para la 
causa chilena y usarla para las negociaciones externas era un interés del 
gobierno, como también había ocurrido para la crisis del Centenario, y lo ilustra 
que el fundador de la Liga en Iquique fuera un liberal, miembro de la coalición 
de gobierno. En algún sentido, estas expresiones puntuales de xenofobia y 
racismo limitaron las posibilidades políticas de una adhesión permanente a las 
Ligas. 


No obstante, las movilizaciones impulsaron cierto movimiento político cuando la 
marea xenofóbica de mayor violencia tendía lentamente a replegarse. El 5 de 
enero de 1919 nació el periódico La Liga Patriótica, publicado en Iquique. Días 
más tarde, El Eco Patrio, El Roto Chileno y El Chancay. El propósito de esta 
prensa era la desperuanización regional como un programa de acción política. 
Recordando la labor de las Ligas siete años antes, el periódico de ese nombre 
rememoraba: “La obra de la Liga de Tarapacá interesa a todo Chile, porque a la 
nación entera afecta la decadencia o la prosperidad del nacionalismo 
tarapaqueño. Lo que se dijo entonces tiene hoy la misma actualidad, después de 
8 años”. Por su parte, El Eco Patrio se autoidentificaba como “Periódico 
bisemanal de propaganda patriótica, destinado a contrarrestar la campaña de 
desprestigio contra Chile, desarrollada por la prensa del Perú y por los peruanos 
residentes en Tarapacá”.º8 Tal realidad era la que impelía a la acción en contra de 
los nacionales de ese país: “Vencer o morir! [...] Nuestra obra ha empezado y no 
descansaremos en nuestras aspiraciones de justo patriotismo hasta no conseguir 
la completa desperuanización de nuestro territorio. ¡Así será por la razón o la 
fuerza!?.59 


Su prensa denunció la presencia de peruanos en distintas áreas de la provincia, 
con el objetivo de amedrentarlos persiguiendo su salida “voluntaria”, o de 
identificarlos para facilitar la acción de los más agresivos. En todos los 
periódicos existía una sección para ello: “Se nos denuncia que en la calle 18 de 
septiembre entre Tarapacá y Thomson vive un individuo llamado Agustín Pérez, 
que por ser peruano insolente debe irse de Iquique”. La expulsión de nacionales 
de ese país no sólo debía hacerse por razones de soberanía, sino también porque 
el progreso de la provincia requería la homogeneidad racial. En ese sentido, por 
medio del racismo, las Ligas maduraron un imaginario de lo chileno y de lo 


peruano, acentuando las diferencias entre “nosotros” y “ellos”. 


Asimismo, las Ligas mostraron valorar la violencia como forma de acción 
política, en desmedro del diálogo y la negociación, pues para sus militantes la 
diplomacia y los tratados habían sido ineficaces para afirmar la soberanía chilena 
en la región y terminar con la “amenaza” peruana, lo que legitimaba la violencia, 
pero no dieron lugar a grupos de choque permanentes, sino temporales, 
promovidos por las autoridades. 


Sin embargo, había en las Ligas una noción, posiblemente embrionaria, de la 
“necesidad” de contar con una “preparación” en el ejercicio de la violencia más 
profesionalizada, como se deduce de la fuerte campaña desarrollada para incitar 
a la población a ingresar en los Clubs de Tiro: “Insistimos en que los comités 
patrióticos de todos los pueblos deben iniciar la fundación de clubes de tiro al 
blanco. Todos los ciudadanos deben concurrir a los Clubs de Tiro, si aman a su 
patria, porque allí se aprende a defenderla y se retempla el patriotismo, porque se 
ve en cada chileno un defensor seguro de la tranquilidad del hogar nacional, de 
la paz de la República”.* Resulta muy revelador este llamado, pues desde los 
primeros años del siglo XX hubo una fuerte presión mediática y del Estado por 
consolidar el recién aprobado Servicio Militar Obligatorio (SMO), como la 
forma institucional y patriótica de preparación militarizada de la población, bajo 
estricta supervisión del Ejército. Las Ligas, en cambio, no intercedieron en favor 
del SMO, sino de una forma alternativa de militarización por medio de los Clubs 
de Tiro. 


En suma, hubo tendencia a dar a estas organizaciones un sesgo militarizado que 
no alcanzó a madurar del todo. La mayoría de las personas que denunciaban a 
peruanos o que participaban en los ataques lo hacían más bien de forma 
matonesca, como era característico en la región. Estas prácticas de tiro más 
estructuradas no parecen haber dado vida a verdaderos cuerpos de choque. 


En medio de la crisis económica de posguerra, las Ligas defendieron a los 
trabajadores nacionales, denunciando los abusos cometidos por los jefes, 
especialmente en las oficinas salitreras. Su prensa recogía los reclamos de los 
obreros en materia de alimentación, incumplimiento de la ley de accidentes del 
trabajo, descuento de días trabajados e injusticias cometidas por la policía, 
dentro de la idea de superioridad chilena: “De nadie es ignorada la energía del 
trabajador chileno. La prueba es que para la ejecución de todas las grandes obras 
de América, se ha buscado siempre a nuestros connacionales [...] siempre los 


más esforzados”.2 


No obstante, éste fue el periodo de expansión del socialismo y el anarquismo 
internacionalista, que no fue amenazado en potencialidad política por el 
chovinismo de las Ligas. A nuestro entender, ello se debió al peso del problema 
fronterizo, el cual no podía ser manipulado durante mucho tiempo por las 
autoridades, limitando sus posibilidades políticas. Los grupos xenófobos 
alcanzaron alta visibilidad, no así influencia político-ideológica. La cabeza de la 
estrategia opositora siguió en manos de la derecha institucional y desde la 
institucionalidad. El apoyo a las Ligas, como el que dio el senador Blanlot, fue 
coyuntural, no programático, pues servía a otros objetivos gubernamentales. 


Con todo, hubo expresiones antisocialistas. En diciembre de 1918 hubo dos 
asaltos a la imprenta del diario del POS para destruir las máquinas y empastelar 
los tipos. Sin embargo, según las memorias de un militante presente en ese 
momento, no fueron las Ligas Patrióticas: “no eran civiles ni espontáneos 
miembros de alguna “liga patriótica”: una fila de militares de caballería 
mandados por un oficial custodiaban la entrada de la imprenta [...] Cerca de allí, 
a no más de doscientos metros, el intendente interino Rubén Morales, esperaba 
el resultado de las “operaciones? acompañado del jefe militar, el famoso “Macho” 
Parada”. En enero de 1919, en Antofagasta, la Liga Patriótica se declaró 
expresamente antisocialista y vinculó el nacionalismo al antisocialismo, pues 
acusó al POS de estar “vendido al oro peruano”. Igualmente, apareció una Liga 
en Punta Arenas contra la movilización obrera magallánica, también en la 
coyuntura de 1919-1921. A pesar de la virulencia de esta Liga, como las otras, 
desapareció, y la izquierda siguió afianzándose. 


Desde nuestro punto de vista, la derecha institucional nunca apostó por este tipo 
de organizaciones; las promovió o las utilizó en determinados momentos, pero 
sin potenciarlas, pues su apuesta era luchar “con las riendas del poder”: su base 
económico-social, el poder político y un Estado que debía seguir siendo 
extensión de sus intereses. Esta disposición instrumental respecto de ese tipo de 
agrupaciones —extrainstitucionales—puede observarse durante su 
enfrentamiento con Alessandri en 1924, cuando nuevamente promovió grupos 
que recibían alguna preparación militar organizados en torno a un jefe, como la 
Legión Cívica de Chile, denominada como “resguardadora del orden”.$ 
Parecido fue el caso de la TEA, nacida en mayo de 1924 y vitoreada por la 
prensa conservadora, que la calificó como movimiento de sana reacción. Al 
parecer este grupo fue preparatorio del golpe que conservadores y liberales 


fraguaban con la Armada y que mencionamos antes, por lo que reivindicaba el 
derecho a la rebelión y la violencia política: “Solo nos quedan nuestros propios 
recursos: nuestros cerebros y nuestros puños [...] es necesario reaccionar 
enérgicamente [...] A la audacia debemos oponer la audacia, a la fuerza, la 
fuerza”. Según la escasa información existente, actuarían como fuerza de 
apoyo al golpe militar que se preparaba para noviembre y que estalló dos meses 
antes. La TEA fue dirigida por el general Juan de Dios Vial Guzmán y el 
abogado Óscar Dávila Izquierdo, quienes impartían a sus miembros, 
aparentemente, alguna instrucción, pero parecen no haber tenido más 
proyección. 


La Legión Cívica y la TEA respondían al conflicto sociopolítico y eran 
profundamente contrarias al comunismo “anárquico/maximalista”, calificativo 
otorgado al desafiante movimiento obrero, a anarquistas y comunistas, por lo 
cual se acercarían a una derecha radical, no así, sin embargo, en materia de clase, 
ya que su base era de élite, vinculada a los conservadores. 


Tras los golpes militares de 1924 y 1925, y bajo la dictadura de Ibáñez, estas 
agrupaciones desaparecieron, porque, como explicamos, las fuerzas armadas 
controlaron el proceso político y asumieron institucionalmente la lucha 
anticomunista. El aparato estatal fue reorganizado para neutralizar y derrotar a la 
izquierda y el movimiento obrero, sin que esa tarea fuera asumida por una 
eventual derecha radical, como en otras experiencias. Las fuerzas armadas 
ibañistas arrebataron a estas agrupaciones la posibilidad de disputar a la 
izquierda los intereses obreros, adjudicarse tareas represivas y hacer del racismo 
una bandera de lucha. 


El anticomunismo resurgió con la caída de Ibáñez, al producirse la rebelión de la 
marinería a comienzos de septiembre de 1931, y un asalto a un cuartel del 
Ejército en Copiapó durante la noche de Pascua, ambos con alguna participación 
comunista. “Guardias cívicas” anticomunistas y antimilitaristas surgieron en 
Santiago, Coquimbo, Copiapó y Vallenar, constituidas por capas medias altas, 
especialmente por profesionales (médicos, abogados, ingenieros, dentistas), 
comerciantes y militares en retiro, que se definían por su defensa de la 
Constitución ante posibles golpes militares y acciones comunistas. Ante el 
alzamiento de la marinería, la Intendencia de Santiago, apoyada por militares en 
retiro y profesionales, creó la Guardia Cívica Única, pues “la invasión de 
cuervos [...] confundieron los ideales de la revolución [...] con los mezquinos, 
desquiciadores y engañosos mal llamados ideales del comunismo”.* En el caso 


del asalto al regimiento, se organizó una guardia cívica que asesinó a un número 
indeterminado de comunistas: “estaban encargados de lanzar bombas de 
dinamita para hacer saltar las murallas”. Estas guardias cívicas, sin embargo, 
no superaron el anticomunismo y antiobrerismo fáctico, fueron incapaces de 
atraer a amplios segmentos sociales, y tuvieron una vida muy acotada. 


El impacto económico de la Depresión, sin embargo, podía haber ofrecido otra 
alternativa a una derecha radical, considerando los altos niveles de cesantía, 
hambre y miseria, la crisis del PC y que el gobierno civil de la época (el radical 
Juan Esteban Montero, sostenido por conservadores y liberales) replegó el brazo 
social del Estado, dejando a las masas en el desamparo. Sin embargo, la 
respuesta no provino de la derecha radical, sino de la izquierda, esta vez de los 
nacientes grupos socialistas, antisoviéticos: Nueva Acción Pública (NAP), Orden 
Socialista, Partido Socialista Marxista y Partido Socialista Unificado. El 
socialismo de 1931-1932 provenía de profesionales, antiguos dirigentes obreros, 
no comunistas, exácratas; algunos de ideario marxista, otros corporativistas, y 
hacían del intervencionismo estatal su principal recurso para el bienestar de los 
pobres. De todos estos grupos, el más importante, por su proyección, fue la NAP, 
dirigida por el gran maestre de la masonería Eugenio Matte Hurtado. Estos 
grupos socialistas se aliaron a las fuerzas armadas, las cuales acusaban al 
gobierno de Montero de intentar involucionar el proceso desarrollado por 
Ibáñez. El 4 de junio de 1932 una alianza entre los socialistas, el Ejército y la 
Fuerza Aérea dio un golpe de Estado y anunció la primera República Socialista 
de Chile, cuyo líder fue el coronel de la Fuerza Aérea, Marmaduque Grove, 
participante de los golpes militares de 1924-1925. El papel histórico de la 
República Socialista fue reponer y ampliar el intervencionismo económico y 
social del Estado. 


Durante la República Socialista se abrieron “ollas del pobre”, para alimentar a 
los cesantes y sus familias, y se obligó a las casas de empeño a devolver los 
artículos de trabajo a los empeñantes. Se trataba de “Alimentar al pueblo, Vestir 
al pueblo y Domiciliar al pueblo”. El gobierno socialista buscó normar las tareas 
bancarias para democratizar el crédito, neutralizando el acaparamiento y la 
especulación y protegiendo al pequeño comercio; abordó el problema de la 
propiedad agraria, iniciando planes de colonización; inició el estudio de una ley 
de control de precios, contra la especulación, para asegurar el consumo popular, 
y creó los ministerios del Trabajo y de Salubridad, para atender el alicaído estado 
de salud y nutricional de la población.” Era un socialismo con una visión 
benefactora del Estado, que, más que amenazar al capital, buscaba distribuir con 


mayor equidad y neutralizar el poder discrecional del empresariado. Fue esta 
izquierda la que atrajo a las bases sociales populares, desempleadas, y no una 
derecha radical. El socialismo del 4 de junio recuperó el valor de la fraternidad, 
en lugar de la confrontación revolucionaria, y recogió las demandas y los 
anhelos más sentidos de las masas populares y cada vez más también de las 
capas medias, así como el nacionalismo antiimperialista. Un golpe anticomunista 
derrocó a la República Socialista el 16 de junio de 1932, pero dejó un recuerdo 
imborrable entre obreros y segmentos medios, que hicieron del estatismo social 
su bandera de lucha. 


En medio de estos meses críticos nació la primera derecha radical chilena, el 
Movimiento Nacional Socialista (MNS), inspirado en el nazismo. Sus dirigentes 
eran parte de la oligarquía o de capas medias altas: hijos de profesionales, 
empresarios y comerciantes, en su gran mayoría alemanes: contaban con algunos 
elementos populares, que no aminoraban su sello social. Doctrinariamente, se 
adscribían al fascismo, aunque se denominaban nacis, para diferenciarse de su 
referente alemán, y resaltaban su valorización de la historia nacional 
decimonónica. Eran antiliberales, anticomunistas, propiciaban el nacionalismo 
económico y valorizaban la violencia política, materializada en las “Tropas 
nacistas de asalto”, uniformadas.”! 


Esta derecha radical, sin embargo, no pudo competir con la izquierda, para 
entonces (1932) conformada por los comunistas y los socialistas, en lo cual la 
República Socialista tuvo un papel crucial. Grove, su líder, obtuvo la segunda 
votación en la elección presidencial de 1932 (17%), frente a Arturo Alessandri, 
apoyado por los liberales y radicales, con 54%, mientras el candidato 
conservador obtuvo 13%. Los partidos Comunista y Socialista ingresaron al 
sistema político, conformando su ala izquierda y enfrentando a la derecha 
liberal-conservadora dentro del sistema, donde se disputaría el conflicto social. 
La derecha radical no tendría futuro. 


CONCLUSIONES 


Este artículo se propuso demostrar que los desafíos antioligárquicos, 
provenientes de izquierdas y derechas radicales en la primera posguerra, 
pudieron ser sorteados por conservadores y liberales, quienes mantuvieron las 
“riendas del poder”. De ambos desafíos, el que fue considerado realmente una 


amenaza fue el izquierdista. La naturaleza de dicha amenaza se relacionó con su 
carácter alternativo-proyectual, anticapitalista, su impacto sobre grupos obreros 
en zonas económicas estratégicas, el referente soviético del comunismo y la 
inserción de la amenaza en el seno del sistema político. Fue desde allí donde se 
potenció el crecimiento del comunismo, al cobijo de las leyes sociales que le 
permitieron impulsar la sindicalización, crecer en distintos espacios, fortalecer 
su prensa y desafiar el poder oligárquico. Posteriormente, el Partido Socialista 
hizo la misma evaluación y se integró al sistema político, haciendo del estatismo 
social y económico su principal bandera. La izquierda luchó por la 
institucionalización y la disputa estatal. Las agrupaciones precursoras de la 
derecha radical, en cambio, se mantuvieron siempre en los márgenes de la 
política, ligada su existencia a tensiones diplomáticas coyunturales, sin 
capacidad de transformar su chovinismo, xenofobia y violencia en un programa 
político. Su defensa de los trabajadores, siguiendo criterios nacionalistas, no 
logró sustraerlos del influjo de los comunistas y ácratas. Las Ligas Patrióticas 
atrajeron a sectores por fuera de las élites, capas medias y obreros, pero sólo 
coyunturalmente, pues movilizaban tendencias culturales históricas, pero que no 
ocupaban un lugar crucial en el conflicto político del país en ese momento, que 
era la transformación del Estado y el papel de los obreros. 


La derecha histórica defendió el orden excluyente usando sus armas 
convencionales y, posteriormente, apoyándose en las Fuerzas Armadas. Aunque 
no pudo evitar la transformación estatal y la del sistema de partidos, con la 
inclusión de una izquierda marxista, logró incorporar al edificio legal la 
limitación de las garantías constitucionales por donde, entendía, se filtraba la 
subversión. Las leyes de seguridad interior del Estado, que permitían suspender 
los derechos de reunión y de expresión, fueron sus armas para neutralizar el 
crecimiento de la izquierda y reprimirla. El Estado de Derecho debía asegurar su 
control político. Las fuerzas armadas tomaron esas ideas y las hicieron realidad 
en los decretos-ley de seguridad interior. A ello agregaron la reorganización 
policial y de investigaciones para vigilar y reprimir las amenazas. El aparato 
estatal salió revestido de normativas que permitían suspender las garantías 
constitucionales de la izquierda. El énfasis en la legalidad demuestra que el 
papel político de las Fuerzas Armadas no era visto como permanente. Ellas 
tampoco amenazaron sus bases materiales de poder, sino que las acrecentaron. 
Las riendas del poder siguieron en sus manos, tanto las económicas como las 
políticas y legales. El carácter del Estado habría que disputarlo. 


La relación de conservadores y liberales con las agrupaciones radicales de 


derecha fue instrumental, y las potenció y movilizó en momentos específicos. 
No obstante, sus principales armas de lucha fueron la legalidad y el aparato 
represivo diseñado por las Fuerzas Armadas durante la dictadura ibañista. En 
tanto ésta consolidó la presencia obrera en el sistema político, la derecha 
histórica se aprestó a bloquear el horizonte socialista al que miraba la izquierda 
desde dentro del sistema. 
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LAS DERECHAS EN COLOMBIA DURANTE LA DÉCADA DE 1920 
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INTRODUCCIÓN 


A comienzos del siglo XX la situación de la sociedad colombiana dejaba poco 
espacio para el optimismo. Después de varios gobiernos liberales que habían 
intentado establecer un rígido federalismo y severas políticas anticlericales en la 
segunda mitad del siglo XIX, el Partido Conservador retomó el poder y en la 
Constitución de 1886 selló las bases de un Estado de corte centralista, 
estrechamente asociado con la Iglesia católica y encargado de defender “el 
orden”, alterado por la “anarquía liberal”. 


Los debates entre los dos partidos en torno al modelo de nación se habían 
trasladado al campo de batalla en no pocas ocasiones. La última de las 
contiendas decimonónicas, la Guerra de los Mil Días (1899-1902), además de 
numerosas víctimas, había dejado en ruinas y golpeado moralmente al país, por 
la pérdida de Panamá. Para el Centenario, los ánimos no eran los mejores: a 
diferencia de los fastos con que en otros sitios se conmemoró el primer siglo de 
vida independiente, las celebraciones en Colombia fueron modestas. 


Así pues, si el pasado no ofrecía mayores motivos para regocijarse, el futuro 
próximo tampoco parecía muy halagiiefio. Sin embargo, en medio de la desazón 
generalizada, empezaron a darse ciertas circunstancias que le permitieron al país 
superar, por unas cuantas décadas, los tradicionales enfrentamientos 
bipartidistas, mientras se sentaron las bases para un significativo desarrollo 
económico, aunque no exento de altibajos. Desde comienzos del siglo XX, 
conscientes de la necesidad de encauzar al país por derroteros propicios a la 
reconciliación y al anhelado progreso, ilustres miembros de los dos partidos 


tradicionales —el Liberal y el Conservador— lideraron una iniciativa tendiente a 
reunir a quienes estuviesen dispuestos a trabajar conjuntamente en un nuevo 
movimiento político. El republicanismo, como fue llamado, en su mayoría 
estaba constituido por hombres de una generación que había conocido los 
estragos de las últimas guerras civiles y que, entonces, quería dejar atrás las 
“pasiones sectarias” para asegurar el desarrollo. Con esa consigna, la Unión 
Republicana llegó al poder en 1910. 


El nuevo jefe de Estado, Carlos E. Restrepo, como muchos de sus aliados, 
condenaba la instrumentalización política de la religión en la que incurrían tanto 
sus copartidarios conservadores como los liberales; además, acusaba a unos y a 
otros de no prestar atención a los nuevos desafíos. Ante la incapacidad de las 
agrupaciones tradicionales para superar las rencillas en torno a la Iglesia, 
Restrepo creía que surgirían partidos “modernos”, conscientes, ellos sí, de los 
graves problemas que aquejaban al país: “Los partidos del porvenir se situarán 
en el terreno puramente social y en el económico, que es donde hoy están 
peleando sus batallas los pueblos civilizados”.! 


Estos propósitos, compartidos igualmente por algunos liberales, permiten 
observar las reorientaciones programáticas que se estaban gestando en ciertos 
círculos, en un contexto que ofrecía nuevas expectativas políticas y económicas. 
De esta manera, así como la despolitización del clero parecía ser la respuesta de 
los republicanos y de ciertos liberales al problema religioso, la cuestión social 
empezaba a despuntar en el panorama de las preocupaciones de esos mismos 
sectores. Según ambos, el futuro de la nación dependía de la forma en que se 
encararan esos dos desafíos, pues las guerras religiosas eran tan nocivas para el 
bienestar y el progreso del país como la temida lucha de clases, que podía 
estallar en un futuro no muy lejano si los dirigentes no adoptaban las medidas 
sociales necesarias. 


Sin embargo, importantes sectores del conservadurismo, partido ampliamente 
mayoritario, se oponían al republicanismo; por un lado, les incomodaba la 
postura del jefe de Estado ante los asuntos religiosos, y, por otro, la participación 
liberal en el gobierno. El republicanismo perdió paulatinamente el apoyo 
bipartidista, y para las elecciones de 1914 cayó derrotado. En adelante, los 
sectores más radicales de la derecha —fervorosos defensores del catolicismo, 
reacios al liberalismo y, con mayor razón, a la izquierda— dominarían la escena 
política hasta 1930, cuando los liberales al fin retomaron el poder. 


Si bien el conservadurismo reaccionario logró imponerse en los años veinte, los 
republicanos conservadores continuaron luchando por defender lo que ellos 
consideraban característico de su partido, a saber, los valores asociados a la 
tolerancia, al civismo e, incluso, a la laicidad. En estas páginas estudiaremos 
esas dos facetas en una década en la que, como en otros lugares del mundo, las 
derechas se radicalizaron ante un panorama marcado por las crecientes tensiones 
sociales, por el auge del comunismo, por el debilitamiento progresivo de la 
democracia liberal y, al final, por la Gran Depresión, pues, con ello, se 
multiplicaron las voces que exigían “mano firme” y “moralidad” para evitar el 
caos. A fin de analizar este proceso en Colombia, tomaremos a Los Leopardos, 
un pequeño pero influyente grupo encabezado por cuatro jóvenes adeptos al 
catolicismo integral que se autoproclamaban adalides de la “nueva derecha”, la 
cual, en realidad, era una extrema derecha. En muy buena medida este grupo 
representaba los ideales de vastos sectores del conservadurismo nacional que 
decían defender los verdaderos postulados de su partido; de ahí que se 
autodenominaran conservadores doctrinarios. Sin embargo, como ya lo 
anotamos, no toda la derecha se alineó bajo esos mismos principios. Para dar 
cuenta de esas divisiones —que permiten hacerse una idea más compleja de las 
derechas colombianas—, seguiremos a los conservadores republicanos, quienes 
intentaron contrarrestar el radicalismo de sus copartidarios, recordando que el 
autoritarismo no era propio del conservadurismo. Los debates entre esas dos 
facciones giraron particularmente en torno al papel del catolicismo en la 
sociedad colombiana y los derechos de los sectores populares. Es cierto que 
también hubo discusiones sobre el indigenismo, la inmigración y la búsqueda de 
“la identidad propia”, pero estos asuntos no tuvieron la relevancia que 
alcanzaron en otros países latinoamericanos en ese mismo momento. 


Las controversias ideológicas se dieron en un contexto que, a pesar de muchas 
continuidades, empezaba a conocer importantes transformaciones. Es cierto que 
el país seguía siendo mayoritariamente rural —y lo seguiría siendo hasta 
mediados de siglo—; que la Iglesia y el bipartidismo, ante la ausencia de otras 
instituciones fuertes, como el Ejército, tenían un papel decisivo en los más 
variados ámbitos de la sociedad; que las tasas de analfabetismo se acercaban a 
70%; que los dos partidos tradicionales monopolizaban el ejercicio de la política, 
y que la izquierda, por consiguiente, representaba a una muy pequeña minoría 
cuyas posibilidades de consolidarse electoralmente se veían limitadas por el voto 
censitario y por la desorganización de los sectores populares. Sin embargo, al 
mismo tiempo, la relativa calma política, sumada al auge económico propiciado 
por el café, permitió el desarrollo de la industria, el crecimiento de las ciudades y 


las migraciones del campo a la ciudad. A su vez, surgían los primeros partidos de 
izquierda. Los cambios también se apreciaban en el ámbito cultural, con el 
avance de la secularización: las reivindicaciones femeninas, las modas, las 
nuevas formas de diversión, entre otros aspectos, cuestionaban patrones de 
conducta hasta entonces fuertemente arraigados en el catolicismo. En ese 
contexto, en el que se vislumbraba un incipiente proceso de modernización, la 
“nueva derecha” definió sus contornos. 


PRENSA Y SOCIABILIDADES CATÓLICAS 


Los Leopardos formaban parte de una nueva generación llamada, precisamente, 
los Nuevos, y que también estaba integrada por los jóvenes liberales.? Nacidos 
hacia 1900, irrumpieron en el escenario nacional veinte años más tarde, con el 
fin, según ellos, de revitalizar la política colombiana, sumida en un profundo 
marasmo por la falta de intrepidez tanto de los gobernantes como de la débil 
oposición. Si bien los Nuevos, en su conjunto, veían a sus antecesores —los 
Centenaristas— como el principal escollo para llevar a cabo su obra renovadora, 
muy rápidamente se abrió una fisura en el seno de la nueva generación que daría 
lugar a un fuerte enfrentamiento ideológico no sólo entre lo que sus 
protagonistas llamaban la “nueva derecha” y la “nueva izquierda”, sino en el 
interior mismo del Partido Conservador. En tono beligerante, los primeros 
empezaron a defender el clericalismo y el autoritarismo; inspirados en el 
fascismo italiano y en la Action francaise de Charles Maurras, denostaban los 
principios democráticos. Debido a ello, la brecha en el seno del conservadurismo 
se hizo cada vez más evidente: frente a lo que en realidad se estaba convirtiendo 
en una extrema derecha, los conservadores republicanos, minoritarios en su 
partido, ofrecían una faceta muy diferente del conservadurismo dominante, ya 
fuese por la firmeza con la que denunciaron el autoritarismo y el clericalismo de 
sus copartidarios, ya por su sensibilidad con respecto al problema social. En 
cuanto a la “nueva izquierda” —constituida en realidad por una nueva 
generación de liberales que se decía sensible a las inquietudes de los sectores 
populares—, más allá de sus evidentes divisiones y de una retórica también 
combativa, fue muy moderada, pues, salvo contadas excepciones, no la animaba 
el deseo de identificarse con las corrientes socialistas, ya existentes para ese 
entonces en el escenario político colombiano. Buscaba impulsar ciertas reformas 
sociales y distanciar a la Iglesia de la actividad política, pero de una manera tan 
mesurada y cautelosa que para ello no había necesidad alguna de salirse de las 


filas del liberalismo. 


Las disputas y las redefiniciones del campo político encontraron en la prensa un 
escenario privilegiado. La generación de los Nuevos ingresó muy pronto al 
periodismo, que constituía una tribuna clave para posicionarse en los distintos 
campos (político, intelectual, literario). En la década de 1920, los liberales 
contaban, en particular, con El Tiempo y El Espectador, dos diarios bogotanos 
con alta resonancia en otras ciudades. Los Leopardos, aunque escribían en 
distintos medios, multiplicaron sus diatribas en órganos “doctrinarios” como El 
Nuevo Tiempo, La Patria y, al final de la década, en El Debate, desde donde 
fustigaban tanto al liberalismo como a los conservadores moderados. Las 
páginas de La República y, luego, del Diario del Comercio ofrecían distintos 
puntos de vista a sus lectores, de acuerdo con la pluralidad ideológica que los 
republicanos se esforzaban por inculcar en el ambiente político de los años 
veinte. Por su parte, el naciente socialismo estaba respaldado por una prensa 
obrera tan numerosa como inestable. 


Así, en aquella década la prensa desempeñó un papel fundamental en diversos 
planos de la política. Lo primero que habría que resaltar es que sorpresivamente 
se gozaba de una plena libertad de expresión, teniendo en cuenta la intolerancia 
de los gobiernos de la época frente a muchas formas de oposición. La prensa era 
el principal medio de comunicación, pues la radio aún no se había consolidado. 
La actualidad del país se difundía por medio de los numerosos diarios y revistas 
de las distintas ciudades venciendo toda suerte de obstáculos, como las elevadas 
tasas de analfabetismo y los altos costos de la prensa para una población bastante 
pobre. A pesar de esas dificultades, en efecto, estudios sobre la cultura popular 
de izquierda en Colombia coinciden en señalar el fuerte impacto de todo tipo de 
escritos en obreros y campesinos, quienes, reunidos en torno a diferentes 
espacios de sociabilidad (clubs de lectura, bibliotecas, salas de prensa, sedes de 
los partidos, cafés, escuelas populares, chicherías,’ cantinas, talleres artesanales 
y demás), escuchaban la lectura en voz alta que hacía algún compañero letrado.* 
Pero no sólo se enteraban de lo que sucedía, sino que también tomaban parte en 
las discusiones, deliberaban, argumentaban: “Esas prácticas de difusión 
ayudaron a democratizar el acceso a la prensa y a crear espacios de debate y de 
intercambio de opiniones, incluso para quienes no sabían leer”.5 Si tenemos en 
cuenta que para los años veinte existieron más de ciento cincuenta publicaciones 
de izquierda que podían llegar a un numeroso auditorio a pesar de sus tirajes tan 
limitados, se puede pensar que el impacto de la prensa debió ser significativo. 


El interés depositado en la prensa por los más distintos sectores permite resaltar 
dos aspectos clave para entender mejor el impacto potencial del discurso político 
en la opinión pública. Por una parte, había una estrecha relación entre política y 
periodismo: la prensa era una clara herramienta política en un contexto en el que 
se presentaban importantes redefiniciones motivadas tanto por las 
transformaciones del país como por las convulsiones generadas en el mundo tras 
la primera Guerra Mundial. La aspiración de los diferentes bandos enfrentados 
era contar con su propio medio de comunicación. Silvio Villegas, como los 
demás políticos, combinaba el periodismo con sus actividades proselitistas. En 
1926 este leopardo, mientras era director de La Patria de Manizales, uno de los 
diarios regionales más influyentes, fue elegido concejal y diputado. Luego, en 
las postrimerías de la hegemonía conservadora, cuando ya era director de El 
Debate, fue diputado en la Asamblea de Caldas, representante en la Cámara y 
senador. 


Por otra parte, el activismo católico, en efecto, no era menos intenso: las 
transformaciones que empezaron a darse en la sociedad colombiana a comienzos 
del siglo XX suscitaron nuevas preocupaciones en los círculos católicos. La 
incipiente agitación social; el tímido crecimiento de las industrias y las ciudades 
—acompañado de ciertos cambios en los hábitos de los ciudadanos—, y la 
aparición de los primeros movimientos feministas bastaron para que el clero y 
los sectores conservadores vieran una amenaza al orden cristiano sobre el que 
había reposado hasta entonces la sociedad. El arzobispo de Bogotá, Bernardo 
Herrera, estaba al tanto de los llamados del Concilio Plenario Latinoamericano 
(1899) y de Pío X para fomentar un catolicismo de acción, un movimiento social 
que restaurase nuevamente a Cristo en la sociedad. En la segunda década del 
siglo, el jerarca colombiano instaba a sus colegas a formalizar el programa 
asociativo creando, sin más dilaciones, la Acción Social Católica: 


Entre nosotros el movimiento hacia la apostasía ha empezado ya bajo la 
dirección del movimiento masónico, protestante, impío y aun socialista que se 
hace sentir. Aplazar para más tarde la Acción Católica Social, so pretexto de que 
el pueblo todavía es católico, sería exponernos a correr la suerte de otros pueblos 
donde la clase obrera ha sido arrebatada a la fe por la organización socialista.é 


El programa de la Acción Social Católica, que intentaba retomar algunos puntos 
de la Rerum novarum, sostenía que el fin de las obras sociales era “la 
moralización y mejoramiento de las costumbres mediante las ventajas 
temporales que con ellas se obtienen”.” Para conseguir ese objetivo, la Acción 
Social debía concentrar sus esfuerzos principalmente en dos áreas: la educación 
de los sectores populares y la creación de una serie de asociaciones católicas que 
debían velar por el buen comportamiento de sus miembros. En cuanto al primer 
aspecto, afirmaba que debía instruirse a los obreros y sus hijos bajo los preceptos 
del cristianismo, “procurándoles el aprendizaje y perfeccionamiento en las artes 
u oficios”8 sin menoscabo de su moralidad, fomentando siempre el espíritu 
religioso “y trabajando especialmente por la unión de las clases sociales”.? 


Las asociaciones católicas, por su parte, eran movimientos laicos que, bajo el 
estrecho control del clero, debían constituirse en baluartes frente a la crisis de 
valores y la “decadencia moral”. Para ello, la Acción Social, con el respaldo de 
políticos y empresarios, se encargó de crear juntas llamadas ligas de decencia, 
las cuales eran comités de censura que, con “criterio cristiano”, defendían las 
buenas costumbres. A lo largo de la segunda y la tercera décadas, surgieron 
también diferentes movimientos, como las Juventudes Católicas, los Círculos 
Obreros y la Liga de Damas Católicas, todos ellos compuestos por sectores que, 
según el episcopado, eran presa fácil de las múltiples tentaciones del mundo 
moderno. 


Como parte del mismo programa, el episcopado había lanzado la Cruzada 
Nacional de la Prensa Católica a comienzos de siglo. Esta campaña buscaba 
reforzar el discurso que se hacía desde el púlpito y las escuelas para llegar a un 
público lector que empezaba, tímidamente, a aumentar. El arzobispo de Bogotá 
ya había manifestado su preocupación ante la ausencia de publicaciones 
periódicas de “carácter netamente católico”.!º Al parecer, su llamado tuvo buena 
acogida, pues, al poco tiempo, numerosas diócesis contaban con su propio 
periódico.” Sólo así, creía el alto prelado, se podrían contrarrestar los 
“desenfrenos” de la prensa enemiga. En los años veinte, favorecidas por ciertas 
transformaciones en la sociedad y por la aparición del periodismo moderno, las 
campañas religiosas y políticas dirigidas por el clero y los líderes de la derecha 
llegaron a un público más amplio por medio de sus diarios. 


En realidad, la prensa en general se estaba modernizando. En primer lugar, 
empezó a alejarse del formato exclusivamente político o religioso, que había 
caracterizado a las publicaciones periódicas del siglo anterior, para darle cabida a 


una gama informativa mucho más amplia y variada que incluía secciones 
femeninas, deportivas, infantiles y de “vida social”, manuales prácticos, avisos 
publicitarios, etc. Esta apertura, dirigida a conquistar un nuevo tipo de público 
más numeroso y diverso, implicaba, a su vez, nuevos lenguajes, más apropiados 
para llegar a un lector menos familiarizado con la escritura. La redefinición del 
público pasaba, entonces, por la proliferación de temas tratados en formas de 
expresión más accesibles y enriquecidos por el recurso creciente de la imagen 
(caricatura, dibujos y, cada vez más, fotografías). De esta manera, incluso los 
asuntos políticos y religiosos resultaban más atractivos para el lector, quien, de 
una u otra manera, se enteraba de algunos debates viendo un titular, ojeando una 
caricatura o leyendo uno que otro artículo. En el caso del catolicismo, tales 
cambios habían sido impulsados por Pío XI. Bajo su pontificado (1922-1939) 
apareció la prensa católica para la familia y para los niños. El objetivo era 
evidente: 


Se trata de tomar de la modernidad sus instrumentos con el fin de crear una 
prensa católica, edificante, informativa o entretenida, que inmunice a sus 
lectores contra las amenazas del ambiente. En ese contexto [...] la obra de la 
prensa se define como un apostolado, al mismo nivel que las tareas más 
comprometidas de Acción Católica.!2 


En Colombia, el leopardo Silvio Villegas tuvo un papel central dentro de ese 
proceso. Durante los años veinte, no sólo fue un prolífico colaborador de 
numerosas publicaciones católicas, sino que además dirigió varias de ellas. Tuvo 
a su cargo diarios de provincia y de la capital del país, unos laicos y otros del 
clero, y les imprimió su sello ideológico mientras impulsó su modernización. 
Como director de El Debate, fundado por la curia bogotana en 1927, Villegas 
sabía que, si no recurría a un periodismo “moderno”, el éxito de su empresa se 
podía ver comprometido. En su ardua lucha por sobrevivir, decía, la prensa 
católica debía recurrir a las estrategias comerciales que tantos logros les habían 
deparado a los enemigos: 


El diario católico debe ser vigoroso, robusto, no sólo en su parte intelectual y 


moral, sino en su formato. Debe tener lectura copiosa, porque no hará nada un 
diario católico enclenque, de pocas páginas al frente de un adversario que le 
aventaje en corpulencia, en extensa propaganda, en lectura para todos los gustos 
y en el número de páginas. Es claro que el público no vacila en comprar un 
diario como éste.!3 


Por otra parte, la prensa tuvo un papel muy importante en la formación de la 
naciente “opinión pública”, que empezaba a esbozarse gracias al crecimiento de 
las ciudades y de la clase media; a la politización creciente de los sectores 
populares, y a nuevas prácticas culturales que permitían acceder a los medios de 
comunicación, los cuales, por su parte, intentaban llegar a un público más 
extenso y variado. Lo que dice un historiador sobre la prensa liberal bogotana se 
puede aplicar, en buena medida, a los diarios católicos y conservadores: 


La intelectualidad urbana liberal [especialmente los directores de El Tiempo y de 
El Espectador] usaron la prensa [a finales de los años veinte] para preparar un 
cambio en la opinión pública. El Tiempo se puso a la cabeza de la rehabilitación 
del liberalismo. Estableció un nuevo tipo de periodismo; los gerentes viajaban 
regularmente a Europa y Estados Unidos para conocer métodos modernos de 
información y tecnología de imprenta. La circulación de El Tiempo creció 
gracias a nuevas técnicas de venta, métodos avanzados de presentación, informe 
de actos criminales y columnas de opinión.!4 


Desde la orilla del catolicismo, la conciencia acerca de la importancia central de 
la prensa como forjadora de opinión era igualmente evidente. Con motivo de la 
aparición de El Debate (1927), que dirigía Villegas, El Escudo, órgano del 
catolicismo de la ciudad de Bucaramanga, tras darle una efusiva bienvenida, 
aprovechaba para recordar la misión fundamental que le competía a la prensa 
católica en medio de un contexto preocupante: 


Hemos alcanzado épocas en que hace más falta el sacerdote en las calles y en las 
encrucijadas de la acción social, que en el púlpito desde donde se rocían con 


palabras suaves las espaldas impermeables de creyentes rutinarios, indolentes y 
apáticos. Se ha dicho que si San Pablo viviera, se haría periodista antes que 
predicador, y esto se acerca mucho a la verdad. Hoy hay la necesidad de decir 
muchas cosas a los que nunca pisan una iglesia, pero se suelen divertir sus ocios 
con las hojas periódicas [...] Contra este estado de indiferencia viene a 
reaccionar el nuevo diario. Hay que abrirle de par en par los hogares. Hay que 
prestarle la colaboración que esté a nuestro alcance. El que menos pueda, con 
una suscripción. El periódico se ha convertido hoy día, por obra de la vida urgida 
que vivimos, en la universidad para todos. Los católicos y los conservadores 
debían fundar la suya: ya la tienen, afortunadamente.!* 


Así, tanto las sociabilidades como las transformaciones en la prensa fueron 
fundamentales para acercar los sectores populares a la actividad política. Si bien 
en la década de 1920 el voto todavía estaba restringido por criterios culturales y 
económicos, es igualmente cierto que la participación en la vida política se hacía 
por medio de otros canales diferentes al sufragio:1é el acceso a la prensa, la 
participación en diversas redes de sociabilidad, el proselitismo previo a las 
campañas, la paulatina adquisición de una formación política y el creciente 
contacto con una clase política que empezaba a realizar giras por ciertas regiones 
fueron algunos de esos puentes. Las álgidas discusiones en torno al papel de la 
Iglesia y del catolicismo en la sociedad, así como las no menos candentes 
disputas acerca de la llamada cuestión social permiten ver la importancia de la 
prensa, la radicalización de la mayor parte del conservadurismo y las crecientes 
dificultades de los republicanos para hacerse escuchar dentro de su partido. 


EL PROBLEMA RELIGIOSO” 


Para entender la radicalización de Los Leopardos, los debates que empezaron a 
darse en torno al papel de la Iglesia en la sociedad colombiana son 
determinantes, así como los problemas que enfrentaba el catolicismo en Rusia, 
en México, en Francia y en otros países. Veamos cómo ocurrió ese proceso. 


Una vez vinculados formalmente al diario El Nuevo Tiempo (1923), Los 
Leopardos expusieron sus principios rectores, los cuales, según ellos, debían 
orientar toda la acción de los conservadores. En sus artículos se destacaban dos 


asuntos estrechamente relacionados y que requerían acciones urgentes. Por una 
parte, la necesidad de asegurar las bases católicas de la sociedad; por otra, poner 
fin a cualquier vínculo con el liberalismo: “Labor nuestra es condenar las 
alianzas con los contrarios, las cuales debilitan la doctrina y nos contagian los 
vicios y los extravíos ajenos”.!8 Según Villegas, era necesario “realizar una obra 
doctrinaria, moldeada en la lógica cristiana, que restaure y magnifique nuestras 
tradiciones políticas”, tan olvidadas por los vetustos gobiernos conservadores y 
amenazadas por los liberales.!º 


Después de una relativa calma en materia religiosa, a partir de los años veinte las 
discusiones en torno al papel de la Iglesia y el catolicismo volvían así a 
convertirse en materia de disputa bipartidista. Para los adeptos más acérrimos del 
clericalismo, la religión debía moldear, determinar todos los aspectos de la 
sociedad, a niveles tanto individual como colectivo. Es lo que Émile Poulat ha 
llamado el catolicismo integral e intransigente, un régimen de cristiandad que 
impulsaba el papado desde Roma.” En Colombia ese mismo catolicismo regía la 
sociedad desde 1886 con la sanción de la nueva carta constitucional, que 
convertía a la religión católica en una pieza esencial de la “nación”. Según este 
modelo, el catolicismo debía intervenir en todos los ámbitos importantes para el 
ser humano (educación, política, moral, vida familiar, sexualidad, cultura, etc.), y 
borraba así las fronteras entre lo público y lo privado; de ahí su carácter integral. 
También era intransigente, pues el catolicismo no podía ceder ante el error, es 
decir, ante todos los males que se derivaban de la modernidad. Como corolario, 
la política y la religión no podían marchar por caminos diferentes, pues no 
constituían dos esferas independientes, como pretendían los “paganos”. 


Los incipientes procesos de modernización que había en Colombia, 
acompañados por un lento desarrollo de la secularización, eran motivo más que 
suficiente para que la “nueva derecha” sintiera que el orden tradicional, 
sustentado en los valores del catolicismo, estaba en serio peligro: el crecimiento 
de las ciudades, el desarrollo industrial, la migración del campesinado y las 
nuevas modas y diversiones trastocaban los valores del catolicismo. Según esas 
corrientes, la situación era aún más dramática si se pensaba en la creciente 
hostilidad de los liberales contra “los derechos naturales” de la Iglesia. A todo 
esto se añadía la “indiferencia” de las autoridades conservadoras frente a las 
transformaciones del país o, peor aún, ciertos ímpetus reformistas de los propios 
gobernantes. Por ejemplo, Los Leopardos, en alianza con la mayor parte del 
clero, se escandalizaban ante las iniciativas del ministro de Educación, que 
pretendía abrirle nuevos espacios educativos a las niñas y fomentar la formación 


científica. A propósito de esas controversias internas, Christopher Abel anota 
que “los clericales”, es decir, los sectores más recalcitrantes, “veían la educación 
como un instrumento del statu quo, y los republicanos como un medio para 
obtener cambios graduales”.?! 


Estas disputas son una muestra más de las divisiones dentro de las filas del 
conservadurismo. Además de una extrema derecha —compuesta por Los 
Leopardos y demás “doctrinarios”—-y de los republicanos, hay que señalar 
ciertas tendencias que no se identificaban con el espíritu de tolerancia ni con el 
anticlericalismo de los republicanos, pero tampoco veían con buenos ojos el 
creciente rechazo a la democracia por parte de Los Leopardos y compañía. 
Conviene, asimismo, advertir que el clero tampoco constituía un bloque 
homogéneo: mientras que algunos jerarcas, como el arzobispo de Bogotá, 
Bernardo Herrera, pensaban que era necesario mostrar un mínimo de tolerancia 
frente al liberalismo para evitar nuevos conflictos, otros, por el contrario, 
sostenían que tales alianzas eran antinaturales.2 Sin embargo, esos matices 
desaparecían tan pronto unos y otros creían entrever algún peligro para el orden 
católico. 


En los años veinte las discusiones en torno a la “cuestión religiosa” estuvieron 
relacionadas, principalmente, con la intervención del clero en la política, una 
injerencia cada vez más cuestionada por buena parte del liberalismo y del 
republicanismo. Armando Solano fue un crítico permanente de las 
extralimitaciones de la Iglesia y es un buen representante del tipo de críticas que 
muchos liberales dirigían a esa institución eclesiástica. Su posición no era la de 
los radicales del siglo XIX, animados por un anticlericalismo furibundo que los 
llevó a ser tan intransigentes e intolerantes como el clero. En sus artículos 
periodísticos denunció el ánimo pendenciero del clero, presto a estallar por 
motivos políticos. Semejante nivel de beligerancia resultaba incomprensible, 
máxime en un contexto en el que nadie pretendía contrariar el “sentimiento 
religioso” de los colombianos, agregaba, dejando claro que no desconocía la 
importancia de la religión en una sociedad como la colombiana: “Quienes no 
somos anticatólicos profesionales, ni pretendemos, por imposible y perjudicial, 
arrancar el sentimiento religioso del alma popular, lamentamos de veras los 
extravíos de cierto clero, atacado por una sed de sangre y por una fiebre de 
odio”.2 


Desde las páginas de La República, su director, Alfonso Villegas Restrepo, 
consideraba que el problema religioso era una cuestión simplemente estadística: 


el censo afirmaba que la mayoría de los colombianos era católica, y todos 
aceptaban la manera como estaban reguladas las relaciones entre el Estado y la 
Iglesia, “sin que eso obste para que cada uno de nosotros profese como particular 
las ideas que en religión y filosofía le parezcan preferibles”. Y en una clara 
alusión a la instrumentalización del elemento religioso por parte de los 
conservadores, el diario lamentaba que las ventajas que el Concordato le había 
concedido al clero fuesen utilizadas 


para favorecer los intereses de un partido mediante alianzas políticas entre la 
Iglesia y ese partido [...] Cada vez que las prerrogativas de aquélla sirvan para 
que un partido gane elecciones, fulmine a sus adversarios o haga propaganda 
política, se está desvirtuando aquel pacto y se están concediendo a un partido 
fueros de religión nacional.2 


La República contaba con dos secciones políticas: La “Página liberal”, dirigida 
por Germán Arciniegas, un dinámico gestor cultural fundador de revistas y 
casas editoriales que también destacaba como uno de los líderes del movimiento 
estudiantil, y la “Página conservadora”, dirigida por Abel Carbonell (1879- 
1971) y Rafael Escallón (1891-1951), este último, profesor de derecho penal de 
Arciniegas y de Silvio Villegas. Los dos fueron grandes contradictores de las 
tendencias radicales de su partido y de la indebida mezcla de la religión con la 
política. Ante la preocupación de ciertos religiosos por la modernidad, que, 
según ellos, distanciaba a los católicos de la Iglesia, los republicanos 
presentaban una versión diferente: 


lo que aleja a la gran mayoría de los jóvenes colombianos, primero del clero y 
después los hace indiferentes para con la Iglesia, es esa actitud imperiosa, que a 
veces raya en la inurbanidad, del clero colombiano. Esta actitud ha nacido de la 
inmoderada, de la excesiva ingerencia [sic] del clero en la política y de la mezcla 
que muchos conservadores han hecho entre sus ideas políticas y la doctrina 
católica. ¿Acaso no sueñan muchos con hacer del Partido Conservador un 
partido católico? 


Ese tipo de posiciones, por moderadas que fuesen, contribuyeron a exacerbar los 
ánimos de los conservadores doctrinarios. En su arremetida contra los “enemigos 
de la Iglesia”, El Nuevo Tiempo, en el que Los Leopardos tenían un papel 
preponderante, reafirmaba una y otra vez la supremacía del poder religioso sobre 
el poder civil: 


Esta superioridad de la Iglesia no significa sólo mayor dignidad, ni derecho a 
dictar normas directivas, sino que implica autoridad en el poder espiritual para 
corregir los actos civiles perjudiciales a las almas, y obligación en el poder civil 
de sujetarse en esto al eclesiástico.?” 


Augusto Ramírez, otro de los leopardos, en un intercambio epistolar con José 
Vasconcelos, por quien los Nuevos sentían una viva admiración debido a su 
vasta cultura, le recordaba a su corresponsal la importancia que tenía el 
catolicismo en Colombia. El secretario de Educación mexicano le había 
manifestado previamente que la unidad latinoamericana, por la cual 
supuestamente abogaban los estudiantes conservadores, era impensable si 
existían estados confesionales, como ocurría en Colombia. En tono provocador, 
le pedía al leopardo luchar contra el clericalismo para liberar al estudiantado 
colombiano de las trabas de la Iglesia, tal como lo habían hecho sus coterráneos. 
Puesto que la Iglesia no era más que “una rémora”, convenía “sacudir el poderío 
eclesiástico, que cuando pesa sobre los pueblos no sólo los corrompe, sino que 
prostituye la religión misma”.? Ramírez, sin inmutarse, afirmaba que 


el pueblo de Colombia, el de México, el de todas las hijas de España es 
fervorosamente católico y se humilla, sin recato, ante el cáliz que aparece en la 
altura. Para combatir el catolicismo en estos países, sería necesario amasar nueva 
arcilla para constituir sus gentes. 


Debido a la preeminencia del “hecho social católico”, era entonces natural que la 
Iglesia interviniera en todos los asuntos para evitar el arraigo de las tesis del 
liberalismo, “contrarias al dogma de la Iglesia”. Frente al “error” no se podía 


claudicar: 


Y no vale decir como usted lo hace que el catolicismo debe acoger o acogerse a 
las más avanzadas ideas socialistas, porque el único bagaje de la verdad es la 
intransigencia y la Iglesia de Roma perecería si aceptara alguna mutación en sus 
principios fundamentales.?? 


EL PROBLEMA SOCIAL Y EL AUTORITARISMO 


La cuestión social estaba estrechamente relacionada con las disputas en torno al 
papel de la Iglesia. Si para los sectores anticlericales el catolicismo legitimaba y 
naturalizaba las inequidades sociales, para la derecha sólo la doctrina de la 
Iglesia tenía la respuesta adecuada para poner fin a la lucha de clases. Para 
comienzos de los años veinte los conflictos sociales, cada vez más evidentes, 
atizaron aún más los ánimos de la “nueva derecha”. El surgimiento del Partido 
Socialista (1919) y, luego, el del Partido Socialista Revolucionario (1926) 
llevaron a ciertos liberales a mostrar un mayor interés por la precariedad en la 
que vivían los sectores populares. La izquierda, por su parte, estaba cada vez 
más involucrada en campañas de agitación para despertar el ánimo de obreros y 
campesinos que, sin embargo, en su mayoría no parecían dispuestos a abandonar 
a los partidos tradicionales. 


El clero colombiano no fue ajeno al problema social. Los obispos conocían la 
doctrina social de la Iglesia, que fue la respuesta elaborada por el papado para 
enfrentar el descontento de “las masas” en el mundo industrializado. No 
obstante, los prelados del país señalaron que el origen de la llamada cuestión 
social se hallaba exclusivamente en la “demagogia socialista”, y que sus 
consecuencias podrían arrastrar a la sociedad colombiana hacia la guerra de 
clases y la revolución. Ya en 1913, al trazar el programa de la Acción Social 
Católica, el conjunto del episcopado lanzaba una voz de alerta: 


Es el momento presente el más fatal de la historia del género humano. Desde sus 
orígenes hasta hoy no se había encontrado el mundo ante el enigma de la 
revolución social que se aproxima para entregar los estados civiles al 
proletariado victorioso [...] O ha llegado la última hora para la sociedad civil, 
después de la cual no puede venir sino la barbarie y el caos, o la civilización 
tiene que apelar al único remedio que puede salvarla [...] Sólo hay un remedio 
contra la plaga; sólo un baluarte contra el anarquismo: la vuelta al cristianismo 
bajo la acción restauradora de la Iglesia. Sólo el freno de la moral, aplicado a los 
intereses materiales, puede establecer el equilibrio social destruido; sólo así 
puede reivindicarse el proletario de la opresión del capitalismo. 


Las distintas iniciativas sociales adoptadas por el episcopado —cajas de ahorros, 
círculos de obreros, cooperativas de agricultura, bibliotecas, escuelas de artes y 
oficios, bancos agrícolas, etc.— estuvieron principalmente destinadas a 
contrarrestar el influjo de la izquierda, no a atacar las raíces de la miseria en la 
que vivía buena parte de los católicos colombianos. 


Los Leopardos retomaron esa misma actitud para contraponerla al socialismo. 
En un documento publicado en 1924 que fijó su posición en materia social 
promulgaban que el “orden católico” debía ser la solución frente al 
“individualismo extremo” —propio del liberalismo— y también frente al 
comunismo, que “destruye la integridad humana”. El liberalismo representaba 
un serio peligro, pues su respaldo a la iniciativa privada y a la libre concurrencia 
había dado origen al “egoísmo capitalista” y a “las desigualdades irritantes”. El 
pensamiento liberal era, por consiguiente, el principal responsable no sólo de la 
miseria social, sino también de la ausencia de respuestas adecuadas para 
enfrentar ese flagelo. La lucha de clases, a su vez, había engendrado un 
problema aún más temible: el socialismo. Si bien esta doctrina tenía razón en 
preocuparse por la suerte de los abandonados, las soluciones que proponía, no 
obstante, eran del todo erradas: 


los partidos socialistas aceptan los derechos de la sociedad, desconocidos por la 
filosofía individualista, pero la solidaridad que reclaman es mecánica, inhumana, 
porque está ausente de ella la mirra de la parábola eterna que arde en la Oración 
de la Montaña.*! 


Sólo la doctrina cristiana ofrecía respuestas adecuadas a la cuestión social, sólo 
ella podía evitar que la amenaza revolucionaria se convirtiera en realidad: 


El movimiento socialista no ha empezado en Colombia. Hay problemas sociales, 
se juega con las quimeras rusas, pero el sentimiento de clase en el proletariado 
no despierta todavía [...] Nosotros podemos esquivar el ciclo comunista 
marchando hacia un orden social católico.*2 


Un componente importante del discurso de Los Leopardos era la representación 
que hacían de la población rural, más precisamente, de la vida pastoril, bucólica, 
revestida de todas las virtudes imaginables, mientras que degradaban el mundo 
urbano a una especie de sucursal del pecado. Según Los Leopardos, el 
campesino, a diferencia del obrero de las ciudades, conservaba toda su pureza, 
su ingenuidad, su religiosidad, lo que lo protegía de las andanzas 
revolucionarias. Villegas y compañía se lamentaban de la desmedida importancia 
que, en los últimos tiempos, muchos sectores le habían concedido al proletariado 
de las ciudades, muy dado “a los extravíos anárquicos” y “a la sedición 
sistemática”. Lo que debería hacerse, por el contrario, era prestarle máxima 
atención a la población rural, pero dentro de una gran vaguedad: “Invocamos el 
sentido tradicional de las clases campesinas que son el espíritu de la tierra”, 
decían, sin señalar reformas concretas mediante las cuales supuestamente 
pretendían alcanzar tales objetivos.3 


En su lucha contra el “caos revolucionario”, Los Leopardos no tardaron en 
legitimar cada vez más el autoritarismo. Si bien para justificar las prerrogativas 
del Ejecutivo en detrimento de los otros poderes apelaban a circunstancias 
coyunturales, como el desorden causado por las huelgas, la razón de fondo para 
explicar su apego a los gobiernos “fuertes” radicaba en la enorme desconfianza 
que suscitaba en ellos el régimen democrático. Era necesario, decían, establecer 
un gobierno fuerte como garante del “orden”, amenazado por las ideas 
secularizantes y ateas que propagaban sin límite alguno los numerosos enemigos 
de la Iglesia. En sus discursos se aprecia, sin dificultad, la imagen negativa que 
tenían de la democracia. José Camacho, otro leopardo, en un lenguaje 


eminentemente beligerante sostenía que el país requería con carácter urgente la 
mano firme de un caudillo que retomara el ejemplo de Bolívar, e introdujo así un 
nuevo elemento en la ideología de la extrema derecha: el culto al Padre de la 
Patria en su versión autoritaria, muy útil para los propósitos de Los Leopardos: 


Sobre la Colombia decrépita, vergonzante, raquítica, que nos entrega el 
civilismo; espectro de legalidad; con [un] ejército que desconcierta la corrediza 
instrucción de los gobernantes; sin áspera noción de fiereza criolla ni de varonía 
nacional, con endeble cultura, abismo de ideales desbarrancados; renegada de 
todo principio másculo, de la autoridad, de la Iglesia, de la gloria guerrera, de la 
arbitrariedad ambiciosa, reconstruyamos la Colombia de Bolívar, almizclada y 
atormentada como el Padre.34 


Para 1924, los “conservadores doctrinarios” ya no ocultaban su desprecio por las 
fórmulas democráticas ni sus simpatías por los regímenes dictatoriales, de los 
cuales el fascismo italiano constituía el gran paradigma. El Nuevo Tiempo se 
detenía en los males del parlamentarismo, con todo lo que ello implicaba en 
términos de gestión del Estado: 


Ha tiempo que sostenemos en esta hoja la ineficacia de aquel régimen y hemos 
sustentado nuestro concepto con ejemplos que suministra la Europa actual, a 
cuya reconstrucción se tiende, mas no con ese gobierno locuaz, vacilante e 
irresponsable de los parlamentos, sino con el mando de Ejecutivos cuya 
responsabilidad rezida [sic] en una sola persona. El parlamentarismo es un 
régimen rezagado en todos los países y debiera serlo muy más entre nosotros, 
pueblo en formación que requiere para su desarrollo un empuje fuerte y 
unificador. Triste condición la del liberalismo de estas naciones latinas, que vive 
a la zaga, alimentado con los reziduos [sic] europeos. Cuando el viejo continente 
rechaza unánimemente el parlamentarismo y proclama a hombres como 
Mussolini, nosotros nos halagamos con el gobierno de las turbas demagógicas y 
con la orientación tortuosa y vacilante que pueda imprimirle a nuestras 
instituciones el parlamento, donde, al decir popular, “mucho se habla, luego 
mucho se yerra”.35 


Al mismo tiempo que denunciaba los estragos propios de la democracia, el 
diario multiplicaba los elogios a Mussolini, quien había hecho de Italia una 
nación digna, fuerte, orgullosa de sí. Los propósitos del Duce constituían la 
“síntesis más perfecta de la doctrina conservadora”. Lamentablemente, los 
gobiernos latinoamericanos seguían aferrados al anticlericalismo y despreciaban 
el apoyo que la Iglesia podía prestarle al Estado: 


Cuando las demagogias cerreras de la América Latina arrecian su persecución a 
la iglesia y la señalan como un muro obstinado en estancar las corrientes de la 
civilización, el hombre cuyas palabras se recogen en Europa como 
mandamientos de Gobierno, proclama la urgencia social de la religión católica y 
dice que sólo dentro de su espíritu puede forjarse el alma nacional de la Italia 
[...] En los bronces de su estilo, Benito Mussolini reconoce la función social de 
la iglesia. 


Por tal razón, proseguía El Debate, 


sus conceptos forman un programa conservador que nosotros queremos acoger 
en estas páginas para decirle al liberalismo que no estamos envejecidos ni 
caducos y que sólo en nuestras ideas rejuvenece la Europa. No lo decimos 
nosotros: lo afirma Benito Mussolini.% 


La deriva hacia el autoritarismo también tenía otra fuente, otro principio 
legitimador: la Action francaise (AF), un movimiento que congregaba a una 
serie de intelectuales del país galo, enemigos a ultranza de la revolución de 1789 
y defensores acérrimos del “tradicionalismo”. De ahí sacaron Los Leopardos 
muchas de sus ideas, en particular relacionadas con el autoritarismo, con las que 
iban a polarizar el escenario político colombiano. En su libro No hay enemigos a 
la derecha, publicado en 1937, Silvio Villegas arroja luces sobre los nexos entre 
Los Leopardos y la AF. El proceso que lo había llevado a convertirse en uno de 
los principales instigadores del sectarismo político se había iniciado desde muy 
temprano, fomentado, en parte, por las lecturas que hizo desde su adolescencia: 
de un extenso y variado listado de autores, que incluía pensadores de todos los 
tiempos y de múltiples corrientes ideológicas, Villegas señala que la mayor 


influencia, al menos en un comienzo, provenía de Francia, lo que se explica por 
la viva admiración que sentía por los pensadores de la contrarrevolución: Ernest 
Renan, Remy de Goncourt, Ana-tole France y, sobre todo, Hippolyte Taine, 
“reaccionarios en ciencia social”, ratificaron su desprecio en torno “a la 
mitología democrática y revolucionaria”. Sin embargo, continúa, “la más fuerte 
impresión intelectual de mi juventud” provino de Charles Maurras, el principal 
animador de la AF: “Todos los movimientos contra-revolucionarios del siglo XX 
encuentran en Maurras su acta de nacimiento”. Adversario total de las ideas de 
1789, elaboró una crítica furiosa contra la sociedad democrática, responsable de 
la atomización del cuerpo social, luego de haber destruido los agentes 
intermediarios (familia, oficio, región).?” 


José Camacho dedicó unos cuantos pasajes de su libro El último leopardo, 
publicado en 1935, al pensamiento reaccionario y católico, y a la atracción que 
sintieron en sus inicios Los Leopardos por esa doctrina. La AF, nos dice, 
revitalizó la vida política colombiana, sumida hasta entonces en un ambiente 
“mansurrón”, dominada como estaba por “las medias tintas republicanas”. 
Gracias a las lecturas del “pensamiento tradicionalista, católico y reaccionario”, 
“la nueva derecha” fue “labrando un concepto autocrático y fuerte de la política” 
que dotó a la juventud de “ideales machos, de énfasis, de categorías espirituales, 
de principios enérgicos”.38 


El autoritarismo fue firmemente cuestionado por los conservadores republicanos 
Escallón y Carbonell, quienes en la sección que tenían en La República 
rechazaron tanto la apología de los regímenes europeos de extrema derecha 
como los llamados que los “doctrinarios” le hacían al gobierno colombiano para 
que limitara el ejercicio de la democracia. Incluso entraron en disputas con el 
arzobispo de Cartagena, el italiano Pedro Adán Brioschi, quien había instado a 
las autoridades a imitar el ejemplo de los gobiernos italiano y español, por 
considerarlos como la mejor defensa frente al anticlericalismo y al comunismo. 
Los republicanos conservadores acusaron al prelado de hacer invitaciones 
deshonrosas a los colombianos, ajenas por completo a su talante democrático: 


Cuán exótica nos parece, y cuán peregrina la evocación de las sombras 
dictatoriales de Primo de Rivera y de Mussolini en este feudo de la libertad y de 
la ley [...] El señor Arzobispo de Cartagena, a pesar de serlo desde hace varios 
años, no ha podido conocer aún ni la índole de nuestro pueblo, ni tan siquiera las 


modalidades sustantivas de nuestros hombres dirigentes, [porque] los hijos de 
esta tierra son esencialmente refractarios a los sistemas de gobierno que 
Monseñor preconiza. 


Incitación insólita, toda vez que Mussolini y Primo de Rivera “han pasado por 
sobre la Constitución vigente y por sobre las autoridades legítimamente 
constituidas”. Los colombianos, “afortunadamente”, no han escuchado “las 
vibraciones del caramillo de un pastor de almas que para nosotros tiene ciertos 
estridentes sones de clarín guerrero”.32 


Silvio Villegas respondió afirmando que Italia se había salvado del caos gracias 
a “la obra portentosa de Mussolini”: ante la disyuntiva que, tarde o temprano, 
debían enfrentar todas las naciones, “el imperator, el dominador, el Holofernes 
bíblico” no dudó en escoger el camino correcto: 


Oscilando su patria entre la anarquía y la autoridad, acepta la autoridad y 
restablece el orden. Que las libertades se disminuyan, pero que se salve Italia, 
fue su prospecto doctrinario; siguiendo la lógica jacobina, el Dr. Escallón 
hubiera dicho: que las libertades se salven aunque la Italia perezca.*% 


Escallón, en la “Página conservadora”, lamentaba que tales razonamientos, 
contrarios al derecho, provinieran de alguien de su propio partido: 


El colega, que se dice conservador, admira un poder de origen viciado, 
reprobable a la luz de los más elementales principios de derecho natural y de 
derecho constitucional. Admira una dictadura y justifica esa usurpación del 
mando supremo y esa dictadura, en virtud del inmoral concepto de que el fin 
justifica los medios.“ 


En el segundo lustro de la década de 1920, la agitación social se intensificó. Para 


entonces, las campañas de la derecha contra los sectores populares ya habían 
difundido ampliamente una imagen negativa del obrero y de sus luchas, 
presentándolo como enemigo de la patria. Por consiguiente, cuando estalló la 
“huelga de las bananeras” en el departamento de Magdalena a finales de 1928, 
las circunstancias eran muy desfavorables para los trabajadores. Pocos meses 
antes, el Congreso, dominado por la extrema derecha, había aprobado una serie 
de medidas de “orden social” destinadas a extinguir las asociaciones 
“bolcheviques o comunistas o las que pretendan propagar ideas encaminadas a 
suprimir o debilitar el sentimiento y la noción de patria” o a difundir “el 
desprecio en contra de la religión católica”. 


Un número reducido de conservadores denunció la represión del gobierno. Abel 
Carbonell y Guillermo Camacho Carrizosa, periodistas y políticos de derecha, 
reconocían que el Partido Conservador estaba en la obligación de enfrentarse a 
las ideas socialistas, pues de lo contrario “faltaría a su misión”.* Asimismo, 
agregaban que ningún conservador podía desconocer que el comunismo era “una 
de las más peligrosas aberraciones ideológicas que pueden afligir a la 
sociedad”. Pero la manera de combatirlas no era debilitando la democracia, 
sino adelantando las reformas necesarias: 


Cumple también al Partido Conservador, puesto que tiene la responsabilidad del 
gobierno, crear, por medio de leyes bien meditadas, un estado social reacio a los 
fenómenos que generan las luchas de clases, como son la miseria, el latifundio y 
las desigualdades injustas. 


Carbonell daba un paso más, al admitir, tal como lo hacía la izquierda, la 
relación directa entre pobreza y lucha de clases: “Es preciso reconocer que [las 
doctrinas revolucionarias] no habrían germinado ni se habrían desarrollado en la 
forma que estamos viendo si el ambiente social no favoreciera su germina-ción y 
desarrollo”.*6 


Varios ejemplos históricos servían para corroborar sus postulados: “nosotros no 
creemos que la intimidación, ni las leyes que borran los linderos entre la libertad 
y la licencia, entre la autoridad y la opresión, valgan nada contra los 
movimientos sociales. Valieran algo, y Rusia no sería hoy presa de la demagogia 


comunista”, puesto que el zarismo no andaba corto en la persecución de los 
opositores. “No sabemos, no hemos oído de ningún terrorismo rojo que no 
reconozca sus antecedentes en sistemas de represión”, tal como sucedió 
igualmente en México, donde la “tiranía porfirista abrió el camino al 
revolucionismo de los Obregones y de los Calles”. El caso inglés, en 
representación del otro extremo, confirmaba la tesis: “el culto de las garantías 
individuales mantiene inaccesible el alma inglesa a los delirios de las izquierdas 
extremas”. 


Ante la dificultad para llegar a un acuerdo con los trabajadores bananeros, la 
prensa derechista lamentaba que los obreros ignoraran reiteradamente las 
propuestas presentadas por la compañía y por los intermediarios designados por 
el gobierno; denunciaba los ataques de los huelguistas contra las instalaciones de 
la empresa bananera, lo que constituía “no sólo un acto delictuoso, sino también 
un movimiento revolucionario que debe ser reprimido de modo rápido y con 
mano fuerte”.* Los desmanes que habían caracterizado la huelga comprobaban 
“plenamente la razón que asistía al conservatismo para exigir la expedición de 
una ley sobre defensa social”.** Una vez conocido el infeliz desenlace de la 
huelga, que se saldó con la muerte de varios trabajadores, la prensa derechista 
vio en el uso de la fuerza un acto del que había que mostrarse orgulloso: “lo que 
ha ocurrido quedará como severa lección. Lección de dignidad personal, de 
patriotismo y de amor a la bandera que oficiales y soldados juraron defender”.5 
Poco después, Silvio Villegas recalcaba que su diario, El Debate, había tenido un 
papel decisivo en una coyuntura muy delicada para el país, en la que la 
“república tradicionalista” se había visto seriamente en peligro por la “amenaza 
revolucionaria”. Los elogios también se extendían al gobierno, pues gracias a su 
“actitud valerosa y temible” la izquierda había sido derrotada: “la revolución 
cayó trágicamente bajo el soplo benigno de las balas oficiales “que volaban 
como palomas mensajeras”. Los revolucionistas existen todavía, pero es de 
esperarse que el proyecto de defensa social termine con ellos en el año de 
1929781 


Si la izquierda, en efecto, salía debilitada por la política represiva del gobierno, 
la “hegemonia conservadora” se vio amenazada por otros problemas. El más 
serio, el que puso fin a varias décadas de gobiernos de derecha, fue la propia 
división de los conservadores. Para las elecciones de febrero de 1930 sus dos 
candidatos fueron derrotados por el representante del liberalismo, Enrique 
Olaya. Los Leopardos, desde las páginas de El Debate, apoyaban a Guillermo 
Valencia, adalid de la “doctrina conservadora” y autor de “las páginas más 


elevadas sobre la república cristiana”.5? El rival de Valencia estaba apoyado por 
un sector del clero; en sus críticas a este grupo, recurrieron a todo tipo de 
argumentos. Así, Silvio Villegas, quien desde hacía años venía cuestionando la 
democracia, se mostraba ahora preocupado por las tendencias caudillescas y 
autoritarias del general Alfredo Vásquez,* claro “enemigo de las libertades 
públicas”.5 


El clero vasquista, como ya se dijo, fue igualmente blanco de las críticas de 
Villegas, a quien también contrariaba la injerencia política de los prelados, en 
otro vuelco de los principios de uno de los más destacados ideólogos del 
conservadurismo doctrinario... Villegas abogaba ahora por la separación de 
poderes basándose en textos bíblicos que recién parecía descubrir: “El clero 
católico, en su condición de maestro, debe dar ejemplo de acatamiento a las 
autoridades políticas y civiles, como lo estableció la propia palabra divina 
cuando dijo que era preciso dar a Dios lo que era de Dios y al César lo suyo”.55 
Villegas citaba una pastoral del papa en la que el sumo pontífice no sólo llamaba 
la atención al clero mexicano por sus “indebidas intervenciones en negocios 
civiles y en asuntos meramente políticos”, sino que además “su sabiduría 
paternal” atribuía a esa injerencia “muchas de las calamidades que afligían a la 
Iglesia mejicana”. Ninguna de sus piruetas retóricas sirvió para evitar la derrota 
de los conservadores. 


CONCLUSIONES 


Después de un corto —e inédito— experimento en la política colombiana en el 
que un nuevo movimiento intentó establecer la concordia política congregando a 
los dos partidos tradicionales, la mayoría de los liberales y conservadores se 
alejó pronto del republicanismo para regresar a sus respectivos enclaves. En el 
reajuste, las corrientes mayoritarias de la derecha, preocupadas por la 
conformación de la izquierda y por la reaparición de las tendencias 
anticlericales, se empeñaron en defender un modelo social cuyos principales 
soportes debían ser el autoritarismo y el catolicismo. 


Como lo vimos, la predominancia de la extrema derecha en el seno del 
conservadurismo no debe ocultar la existencia de otras corrientes. A pesar de ser 
minoritarias dentro de la derecha y de que sus esfuerzos no dieron mayores 
resultados, es importante tener en cuenta que un puñado de republicanos 


conservadores, partidarios de nuevas relaciones bipartidistas, se opuso a los usos 
políticos de la religión, defendió cierta laicidad, dio muestra de una sensibilidad 
social afín con los sectores “progresistas”, y, simultáneamente, apoyó la 
democracia. Todo esto en la década de 1920, conviene recordarlo, cuando la 
tendencia general de las derechas en Colombia y en otras latitudes las había 
llevado a identificarse sin tapujos con los regímenes dictatoriales. Si la 
historiografía colombiana ha puesto el foco en el conservadurismo más 
reaccionario, también es relevante tener presentes otras tendencias, lo que 
permite matizar y ampliar el panorama ideológico de las derechas colombianas. 


La radicalización del conservadurismo en Colombia se enmarcó en un contexto 
más amplio en el que la oposición entre “izquierda” y “derecha”, entre “ateos” y 
“católicos” y entre “revolucionarios” y “tradicionalistas” remitía a una 
confrontación mundial: en México, en Rusia, en Francia, en Italia, en España, 
por todas partes las derechas creían librar el mismo combate contra los enemigos 
del “orden cristiano”. En ese sentido, para las derechas más radicales, el triunfo 
de los liberales en 1930 no significó solamente el fin de la “hegemonía 
conservadora”, sino el inicio de una verdadera catástrofe para el país, a pesar de 
que el nuevo mandatario convocó a varios conservadores a participar en su 
gobierno. Para entonces, la retórica beligerante e incendiaria que la extrema 
derecha había desplegado en la década anterior se iba a incrementar y polarizaría 
cada vez más un ambiente político donde las voces moderadas, como la de los 
republicanos, encontrarían muy poco eco. 
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TRADICIÓN, ANTICOMUNISMO Y NACIONALISMO EN EL MÉXICO DE 
LOS AÑOS VEINTE (1922-1929) 


RICARDO PÉREZ MONTFORT 


ciesas-México 


México tiene el orgullo de ser el país americano de mayor tradición [...] Un 
pueblo sin tradiciones no tiene cohesión, le falta esa cadena de eslabones 
fantásticos, forjados en el yunque de la historia, por el herrero caprichoso de los 
siglos... 


ALFREDO B. CUÉLLAR 


Las nociones elementales del “nacionalismo revolucionario”, tan caro para las 
“versiones oficiales” del México de los años veinte, tendieron a ajustar la 
pluralidad y versatilidad de las características locales, regionales y de la mayoría 
de los estratos sociales urbanos a los requerimientos políticos de quienes, a partir 
de entonces y a lo largo de toda la década, ejercieron el poder: los militares 
sonorenses. Justo después de una década de enfrentamientos violentos y de un 
intento de reestructuración política, social, económica y cultural expresado en el 
modelo de país que aparecía en la Constitución de 1917, la unidad nacional era 
más una ilusión que una realidad. La guerra entre las facciones se dio entonces 
por concluida, de manera un tanto ficticia, en vista de que dicha constitución 
pretendía reunir las aspiraciones de la mayoría de las fuerzas contendientes. Al 
asumir Venustiano Carranza la presidencia constitucional en diciembre de 1917, 
todavía quedaban varios grupos alzados, principalmente los zapatistas en 
Morelos y los villistas en el norte del país. Cierto que ambos quedarían 


reducidos durante el resto del gobierno de Carranza; sin embargo, suficiente 
inquietud generó a finales de aquella década revolucionaria el Plan de Agua 
Prieta en abril de 1920, mismo que fue conocido como “la huelga de los 
generales” y que era capaz de desconocer al mismo régimen carrancista. 


Encabezados por Plutarco Elías Calles, Adolfo de la Huerta y el candidato a 
ocupar la presidencia a finales de 1920 por los partidos Revolucionario 
Sonorense y Liberal Constitucionalista, el general invicto Álvaro Obregón, los 
aguaprietistas controlaron el país en un par de semanas. Carranza fue asesinado 
en Tlaxcalantongo en mayo de 1920, e inmediatamente el congreso nombró 
como presidente provisional a Adolfo de la Huerta, quien asumió el poder con 
miras a reorganizar las elecciones, pacificar el país, principalmente a las fuerzas 
villistas en el norte, y, finalmente, entregar el poder a Álvaro Obregón. Inició 
entonces el llamado periodo de los caudillos revolucionarios, cuyos gobiernos 
determinarían el transcurrir político y económico del país durante cinco lustros, 
siendo particularmente activos durante los años veinte. 


Los generales Álvaro Obregón y Plutarco Elías Calles serían las figuras 
epónimas de aquella década. Ambos dirigieron los destinos del país con mano 
férrea, comandando un ejército que requirió una puntual reorganización y 
depuración, estableciendo alianzas con movimientos obreros y campesinos, 
reestructurando la maltrecha economía nacional y tratando de aplicar algunos de 
los principios establecidos en la Constitución de 1917. Sus gobiernos se 
confrontaron con intereses internacionales, particularmente de los dueños 
estadunidenses, ingleses y españoles de grandes territorios, minas y empresas, 
siendo especialmente tensas las relaciones entre Estados Unidos y México 
durante 1923 y 1927. A la hora de buscar el reconocimiento estadunidense 
mediante la firma de los Tratados de Bucareli entre julio y agosto de 1923, 
aquellas tensiones empezaron a ceder. Sin embargo, cuando el gobierno del 
general Calles pretendió reajustar las condiciones de la explotación petrolera en 
manos de las grandes compañías extractivas estadunidenses e inglesas en 
territorio mexicano en 1927, nuevamente el conflicto entre el vecino del norte y 
el régimen revolucionario se puso al rojo vivo. Al año siguiente las cosas 
empezaron a mejorar, especialmente gracias a la labor diplomática del nuevo 
embajador y banquero Dwight W. Morrow. 


Ambos gobiernos, el de Obregón y el de Calles, también se confrontaron de 
manera creciente con los intereses de la Iglesia católica, al grado de que a partir 
de 1923 la tensión entre el régimen laico y los religiosos desató la llamada 


Guerra Cristera, que asoló principalmente al Occidente del país entre 1926 y 
1929. Nuevamente gracias a las intervenciones diplomáticas estadunidenses y a 
las supuestas concesiones tanto de los revolucionarios como de la alta jerarquía 
católica, poco a poco las aguas retomaron su cauce.! 


Mientras todo ello sucedía, un discurso múltiple que podía resumirse en el 
binomio “nacionalismo revolucionario” fue permeando tanto los ámbitos 
políticos y económicos, como los sociales y culturales. Los gobiernos se 
identificaron con esa reivindicación transformadora que apelaba al rompimiento 
con el pasado y su proyección hacia el futuro progresista, pero también tendieron 
a la revaloración de lo propio y lo popular, recurriendo al patriotismo y no pocas 
veces a la xenofobia y al fanatismo civilista y localista.? 


Convertido en una especie de bandera ideológica enarbolada principalmente por 
las élites políticas, intelectuales y artísticas, el nacionalismo revolucionario se 
utilizó tanto para justificar disposiciones y reestructuraciones económicas como 
para dar contenido a los proyectos educativos y culturales de quienes asumieron 
el poder a partir de 1920. Una tendencia determinante fue la apropiación de lo 
nacional por parte de estas élites, que ahora le adosaban el adjetivo de 
revolucionario a todo lo que les servía para diferenciarse de aquellas que habían 
gobernado y educado “al pueblo” antes de la guerra civil iniciada en 1910-1913. 


Si bien por medio del propio nacionalismo revolucionario se reconocieron 
múltiples actores políticos y económicos capaces de someterse unitariamente a 
los dictados de las necesidades de los gobiernos en turno después de 1920, 
especialmente aquellos ligados a las reformas agrarias, militares, económicas, 
sociales y educativas, durante esos mismos años también se afirmaron diversas 
reacciones de clara raigambre conservadora, que igualmente apelarían a un 
nacionalismo sui generis y que rápidamente desembocaría en severas 
confrontaciones. El debate en torno del nacionalismo, ya fuese conservador o 
revolucionario, estuvo a la orden del día, y fue utilizado como argumento 
diferencial en las principales diputas por el poder. Sin duda las más relevantes de 
aquella época fueron las que protagonizaron los propios miembros de la élite 
político-militar, como la rebelión delahuertista de 1923-1924, las asonadas de los 
generales Francisco Serrano y Arnulfo R. Gómez en 1927, la revuelta 
encabezada por el general Gonzalo Escobar en 1929, y, desde luego, la Guerra 
Cristera. 


De muy diversas maneras, casi todas estas fuerzas contrarias al establecimiento 


del nuevo régimen encabezado por los generales Álvaro Obregón y Plutarco 
Elías Calles justificaron sus acciones acusándolo de ajeno a la voluntad popular, 
de enemigo de “las clases productivas” y de la idiosincrasia católica nacional, de 
someterse a los dictados de los vecinos del norte, así como de simpatizar con las 
ideas socialistas, comunistas y “bolcheviques”. El nacionalismo de aquellos 
regímenes revolucionarios fue uno de los aspectos mayormente cuestionados por 
estos conservadores, a pesar de insistir en que el nuevo modelo constitucional se 
preocupaba en primera instancia por los intereses y el bienestar de todos los 
mexicanos. Cierto que muchos de los llamados revolucionarios que se alzaban 
en contra del régimen de los sonorenses lo hacían por razones conservadoras, 
además de que por debajo del agua muchas de sus pugnas escondían la ambición 
de obtener beneficios económicos o de mando. Algunos incluso buscaron 
vincularse con las resistencias conservadoras encabezadas por la Iglesia católica 
o las empresas transnacionales, como sucedió en determinado momento con la 
rebelión del general Escobar.3 


El nacionalismo revolucionario presumía estar al servicio del pueblo de México, 
recurriendo con frecuencia a tratar de definirse mediante el reconocimiento de 
las herencias indígenas, ancestrales, de las masas campesinas y obreras, de la 
necesidad del mexicano de contar con un buen trabajo o con los frutos de su 
propia tierra. Se identificaba con los símbolos populares en una dinámica 
cambiante, que claramente tendía a disputarle a las derechas y a los 
conservadores la legitimidad de su particular valoración de aquellos elementos 
que constituían la nación mexicana. 


Por su parte, y para implementar a su manera los principios nacionalistas de las 
derechas, algunos de los movimientos que se organizaron contra el régimen 
posrevolucionario no sólo establecieron argumentos autoritarios y de unificación 
nacional, sino que se inventaron —con la alianza de intelectuales, artistas y 
empresarios— una serie de patrones capaces de generar identidades que 
resultaron por demás ambiguas. Más que un afán transformador, los 
conservadores apelaron a una esencia nacional, a una “mexicanidad”, que se 
construiría a partir de cierta tipificación en la cual no se podían poner en duda 
sus más preciados valores: el amor a la patria y la defensa de la familia, la 
herencia colonial e hispana, su responsabilidad como protectores e intérpretes 
del pueblo, de su cultura, de su historia gloriosa y de la religión católica.* El 
nacionalismo conservador no solía recurrir al pasado prehispánico, sino más bien 
a las épocas coloniales y a la hispanidad como las determinantes a la hora de 
forjar aquella esencia que hacía del pueblo mexicano un sujeto particular en la 


historia de la humanidad.’ 


La fijación de “tipos” y de “valores” que apelaban a una supuesta “autenticidad”, 
a un “respeto a las tradiciones” e incluso a una diferenciación tácita entre lo 
ajeno y lo propio estuvo en el centro de la construcción de estos supuestos 
principios nacionalistas, tanto del lado de los revolucionarios como del de los 
conservadores, que también se sustentaban en complejos imaginarios colectivos 
caracterizados por su índole profundamente tradicionalista. Al apelar a la 
defensa de las tradiciones solían identificarse como genuinos representantes 
populares, y con frecuencia recurrían a sancionar lo que era favorable o negativo 
para “el pueblo mexicano”. Así, se tendió a favorecer, tanto de un lado como del 
otro, la estructuración de normas a partir del establecimiento del deber ser o de 
diversos deberes seres que, una vez transformados en referencias obligatorias y 
en imágenes de lo que era propiamente “mexicano”, parecían no estar sujetas a 
los avatares concretos de la historia.* La disputa entre revolucionarios y 
conservadores por los símbolos y los significados de las tradiciones, de las 
formas de ser, de las idiosincrasias, pero sobre todo de aquello que hacía al 
pueblo de México el principal protagonista de sus respectivos proyectos de 
nación estuvo muy presente a la hora de las confrontaciones, tanto ideológicas 
como militares, que caracterizaron aquella década de los años veinte. 


Mientras los revolucionarios se adjudicaban ser los principales exégetas del 
nacionalismo mexicano del momento, una interpretación particular de la realidad 
nacional enarbolada por diversas organizaciones de derecha comandadas por 
determinadas élites tanto rurales como urbanas se manifestó en la construcción 
de muchas propuestas reaccionarias, en no pocas resistencias y en una búsqueda 
alternativa a la pretendida unidad de la nación que encabezaban los 
revolucionarios triunfantes. 


De esta manera, dos nacionalismos que revisaban, a veces de forma muy distinta 
pero también a veces con ciertas semejanzas, las tradiciones, la historia, los 
componentes populares, los discursos identitarios, las expresiones culturales, los 
proyectos nacionales y las proyecciones internacionales se confrontaron en una 
arena que en el medio local apenas se encontraba reconstruyendo su proyecto de 
futuro después de una cruenta guerra civil, mientras se vivían incertidumbres, 
intentos de organización y fanatismos en una escala mayor, recién concluida la 
primera Guerra Mundial. 


II 


La etapa armada de la Revolución mexicana trajo como consecuencias más 
palpables no sólo la desarticulación económica, política y social producida por la 
guerra civil, sino también la clara manifestación de las múltiples diversidades 
regionales en prácticamente todos sus ámbitos y niveles. Ante la violencia, la 
población generó infinidad de movimientos horizontales y verticales que 
permitieron la revelación de miles de recovecos desconocidos o ninguneados 
hasta entonces a lo largo y ancho del territorio nacional. Ello impulsó una gran 
variedad de reflexiones sobre lo que había sido y lo que en ese tiempo pretendía 
ser aquel país que se autonombraba Estados Unidos Mexicanos, o simplemente 
México. 


En plena crisis bélica y económica, hacia 1915 un proceso de introspección 
obligada descrito por Martín Luis Guzmán, José Vasconcelos y Manuel Gómez 
Morín, tan sólo para mencionar a los tres escritores y ensayistas más destacados, 
dio como resultado un retrato nacional de enormes diferencias entre ricos y 
pobres, entre norteños y abajeños, entre indios y mestizos, entre citadinos y 
rancheros, entre nacionales y extranjeros, en fin: entre todos aquellos que eran 
capaces de colorear los matices del gigantesco espectro social y cultural 
albergado por el territorio mexicano.” 


Martín Luis Guzmán reflexionó sobre este tema de manera interesante: 


Cuando pienso en las semejanzas y contrastes que hacen una la vida mexicana, 
no es lo típico mexicano [...] lo que viene a mi imaginación. Queda entonces en 
la sombra nuestra masa indígena en bruto, desnuda, miserable, taciturna y cuanto 
de ella se deriva y se traduce [...] Tampoco vuelvo entonces la vista hacia otro 
aspecto, elocuente en nuestras grandes ciudades: espectáculo de hermosos 
edificios contemporáneos, grandes empresas, máquinas de la última hora y, en 
fin, todo cuanto nuestros ingenuos snobs querían poner siempre ante la cámara 
fotográfica de los turistas, en vez de lo que a éstos más atrae: nuestros charros 
cubiertos con enormes y picudos sombreros de palma o de fieltro; nuestros 
hombres embozados en mantas multicolores; nuestros niños color de tierra, con 
desnudos vientrecitos combos y lustrosos; nuestros tianguis y campamentos 
eternamente improvisados, donde las inmundicias y los manjares se confunden 
[...] Pero el verdadero México no está en tales extremos, sino en el contraste y la 


armonía de sus tintas medias, en el escenario modesto donde, a la luz del sol o 
bajo las sombras, se renuevan día a día los atributos de dos razas, de dos 
culturas, de dos atavismos fundidos ahora en un solo nuevo modo de ser, 
peculiar e incongruente: en la vida de nuestras poblaciones chicas.8 


El intento por definir lo que era el país y su gente se encontraba con una 
respuesta bastante ambigua ante tanta diversidad, pero en la retórica oficial 
satisfacía algunos indicios específicos de quienes se preguntaban por él. El 
pueblo mexicano, según estos pensadores, parecía estar más en el espacio 
intermedio del campo o de las rancherías; estaba formado por la mezcla de dos 
razas: la india y la española; su condición económica era ante todo modesta y era 
en su mayoría analfabeta. Pero lo que en general lo caracterizaba era su 
heterogeneidad, su apego a las tradiciones y a su religión, y también su particular 
arraigo a la tierra. 


Cierto es que esta diversidad ya había quedado manifiesta en múltiples ocasiones 
a lo largo del turbulento siglo XIX. La intención modernizadora del régimen 
porfiriano, al identificarse con la institucionalización del sistema y la 
explotación capitalista, había hecho lo inimaginable para someter tantas 
diferencias sociales y culturales a un solo modelo unificador y occidental. A la 
hora de tocar la reproducción misma del estado en formación, en los contenidos 
de diversas materias de la instrucción oficial la premisa homogeneizadora 
porfiriana saltaba a la vista. Por ejemplo, en el Primer Congreso Nacional de 
Instrucción llevado a cabo a fines de 1889 y principios de 1890 el sentido de la 
enseñanza de la historia de México se planteó de la siguiente forma: 


Conseguir la unidad nacional, por el conocimiento de que todos los mexicanos 
formamos una gran familia, debe ser otro de los fines que se perseguirán en la 
enseñanza de la historia patria, aprovechándose las circunstancias que se 
presentan para destruir el espíritu de localismo.? 


Sin embargo, el afán por marcar características propias y locales ya se podía 
percibir en algunas representaciones de aquello que era considerado como factor 
indicativo y diferencial de “lo mexicano” frente al resto de las naciones. Por 


ejemplo, a fines del siglo XIX y principios del XX las participaciones de México 
en ferias y exposiciones internacionales, como la de París en 1889 o la de Búfalo 
en 1901, sirvieron, entre otras cosas, para tratar de demostrar que México ya 
podía incorporarse al mundo moderno, pero que mantenía, desde luego, algunas 
particularidades muy significativas.* 


La apelación a las “culturas precolombinas”, como parte del exotismo que se 
encontraba en boga en el ámbito internacional, fue uno de los recursos más 
socorridos a la hora de mostrar las posibles aportaciones “mexicanistas” a la 
cultura universal. Arquitectos, pintores y hombres de negocios trataron de llevar 
el nombre de México en alto y la expresión popular expuesta en “tipos” como 
los charros, las chinas, las tehuanas y los cancioneros típicos tuvieron cabida en 
aquellos envíos de “mexicanidad” al extranjero. Aun cuando todavía no se 
hacía un reconocimiento particular a la cultura popular, ésta se lograba colar 
entre muestras y caravanas, en forma de “tradición” o “costumbres” que 
caracterizaban el amor a la patria de los mexicanos.!? El escritor Federico 
Gamboa, por ejemplo, en una apología sobre los hombres del campo y las 
haciendas mexicanas, decía: “Amo a estos otros: administradores, mayordomos, 
dependientes, caporales, etc., porque para mí son los representativos del 
nacionalismo más desinteresado y puro”.13 


Poco a poco, y más avanzado el siglo XX, estas figuras rurales pudieron 
convertirse paulatinamente en vasos comunicantes entre el antiguo régimen, los 
gobiernos posrevolucionarios y las clases medias y semiaristocráticas afectadas 
por las reformas en el campo.” El mundo urbano tuvo poco que aportar a estos 
intentos de definición nacional; sin embargo, paulatinamente los trabajadores y 
sus Organizaciones empezaron a contar como elementos constitutivos del 
discurso posrevolucionario, sobre todo al incorporarse como partícipes 
imprescindibles de la anhelada industrialización, necesaria para construir un 
México moderno y a la altura de su tiempo. Pero mientras obreros y campesinos 
organizados empezaron a incorporarse al discurso del nacionalismo 
revolucionario de los años veinte, el mundo de la hacienda, de los charros y de 
las chinas, en fin, ese México rural lleno de costumbres y “tipos” se quedó 
poblando principalmente el nacionalismo conservador, para el cual los obreros y 
los trabajadores del campo ligados a las corporaciones impulsadas por los 
gobiernos revolucionarios tenían más que ver con el “comunismo” o el 
“bolcheviquismo” que con la “mexicanidad”. 


HI 


Si bien los gobiernos emanados de la Revolución no se apartaron del todo del 
proyecto capitalista porfiriano en materia de pretensiones industrializadoras y de 
fomento al comercio y a la inversión extranjera, una orientación intensamente 
nacionalista buscó hacer las veces de principio diferencial entre el antiguo y el 
nuevo régimen. Ese nacionalismo revolucionario se refugió fundamentalmente 
en el discurso, en donde resultó ser bastante más inofensivo que en los proyectos 
de desarrollo económico. 


Este nacionalismo se apoyó por lo menos en tres claras vertientes 
complementarias: por un lado, adquirió un tono eminentemente defensivo, 
imponiéndose como un escudo frente a la voracidad de la expansión 
anglosajona; por otro, pretendió la generación de una reconciliación nacional — 
en la que debían coincidir tanto revolucionarios como conservadores— 
basándose en la ya mencionada autoafirmación, y, finalmente, se estructuró a 
partir de una búsqueda de los contenidos de lo que se debía considerar como lo 
distintivo de lo mexicano. Algunos se plantearon la exploración de la diversidad, 
y otros se empeñaron en dar con la esencia de la mexicanidad. El poeta Ramón 
López Velarde interpretó ese proceso líricamente de la siguiente manera: 


nuestro concepto de la Patria es hoy hacia adentro. Las rectificaciones de la 
experiencia, contrayendo a la justa medida la fama de nuestras glorias sobre 
españoles, yankees y franceses, y la celebridad de nuestro republicanismo, nos 
han revelado una Patria no histórica ni política, sino íntima.!º 


La “tradición” y la “costumbre” se convirtieron en valores fundamentales al 
identificarlas como elementos distintivos de “el pueblo mexicano”. El contenido 
central de ese nacionalismo enarbolado por las élites políticas e intelectuales 
sería, pues, “el pueblo”. Mas no aquel que conformaban los sectores 
pertenecientes a las clases medias o los sectores que ahora ejercían el poder; 
mucho menos aquel que había sido el sujeto político predilecto del Porfiriato, a 
saber, los propietarios educados mayores de 21 años, sino aquel que dichos 
sectores encumbrados identificaban como pobre y masivo. El “pueblo 
mexicano” de los años veinte y treinta fue aquel que se reconocía como rural, 


provinciano, marginado, miserable, analfabeta y, sobre todo, mayoritario. Eran 
los mexicanos habitantes de aquellos pueblos chicos a los que se refería Martín 
Luis Guzmán y cuyos suspiros y anhelos, según el cronista y folclorólogo Rubén 
M. Campos, se exhalaban por sus expresiones artísticas y sus paisajes. Para 
Campos había una valoración especial para quienes abrevaran del caudal popular 
al enaltecer la creación nacional. Decía barrocamente, al concluir su estudio 
sobre el folclore literario en México, publicado en 1928: 


Rindo en estas líneas finales mi admiración tributaria a los escritores que no 
desdeñaron beber en el carquesio folklórico el hidromiel natal. Su renunciación a 
las altas formas artísticas está largamente compensada con la elevación del nivel 
intelectual que ella produjo en el reflujo de las aguas tranquilas [...] del bruñido 
poliédrico de la obsidiana popular que es tan noble como la tarea del lapidario 
diamantista.!6 


Para consolidar la nación había que contar de entrada con este pueblo, tratando 
de orientarlo hacia los procesos de modernización, pero también reconociéndole 
valores propios y ancestrales. Había, pues, que “conocer” a este nuevo sujeto y 
al mismo tiempo modelarlo en función de los intereses del estado 
posrevolucionario. Había que “orientar a las masas”; en otras palabras, había que 
“dirigir al pueblo”. En esto, tanto los revolucionarios como los conservadores no 
parecían distanciarse demasiado de las corrientes liberales del régimen 
porfiriano, ya que éstas invariablemente apelaron a la maleabilidad del llamado 
entonces “pueblo bajo” o la “plebe”.*” 


Dos claros ejemplos de este afán por dar a conocer al pueblo lo que es del 
pueblo, valorado y sancionado por una élite intelectual o dirigente, podrían ser, 
por un lado, la primera exposición de arte popular y artesanías mexicanas, 
organizada por el pintor Gerardo Murillo, el Dr. Atl, en 1921, y, por otro, el 
Método de dibujo; tradición resurgimiento y evolución del arte mexicano del 
artista plástico Adolfo Best Maugard, publicado en 1923. La exposición se llevó 
a Cabo durante los festejos del Centenario de la Consumación de la 
Independencia entre agosto y septiembre del primer año de gobierno del general 
Obregón. En el catálogo de dicha muestra, el propio Dr. Atl comentaba que las 
artes autóctonas “constituyen invariablemente una de las más importantes 


manifestaciones de la idiosincrasia de los pueblos”. Estudiándolas se podían 
valorar “con grande precisión ciertas cualidades de una raza”, entre las que 
destacaban su sentimiento artístico, su resistencia física, su espíritu de 
asimilación, “una admirable habilidad manual y una grande fantasía”. Estas 
virtudes contrastaban con “las manifestaciones políticas y sociales de este 
pueblo, tumultuosas, desordenadas y violentas”. El Dr. Atl reconocía así una 
doble dimensión en el pueblo mexicano: “un extraño quietismo que inmoviliza a 
los sensuales, a los pasionales, a los artistas durante la ejecución de una obra de 
arte, y el dinamismo animal que los empuja a la venganza y a la lucha”.18 De esta 
manera, una especie de exaltación de la fortaleza del pueblo, de su innata 
condición de artista y de su músculo pasional, muy al estilo de las nociones de lo 
popolare o vólkisch que caracterizarían al fascismo italiano y al 
nacionalsocialismo alemán unos años más tarde, ya se podía percibir en el 
discurso de quien, también avanzado el tiempo, mostraría una especial afición 
por el nazi-fascismo.!? 


En un sentido semejante, la obra de Best Maugard pretendía ejercer una especie 
de autoridad sancionadora de lo típicamente mexicano. Presentando una serie de 
“leyes universales” de dibujo y descomponiendo las “formas de la naturaleza” a 
siete líneas primarias, dicho pintor siguió uno de sus particulares postulados de 
simplificación en el que, de forma un tanto arrogante aunque tal vez con buenas 
intenciones, pretendía enseñarle al pueblo a hacer arte popular.” Había, pues, 
una pretensión muy clara de mostrarle al pueblo, por medio de la enseñanza 
artística y también del espectáculo público promovido por los gobiernos 
revolucionarios, cuáles eran los valores que debía atesorar y expresar a la hora 
de dar a conocer su autenticidad y su “verdadero ser”. 


Al igual que durante el Porfiriato tardío, los regímenes posrevolucionarios 
mostrarían que el gran proyecto de la educación popular tenía un papel 
determinante en su propuesta política. Si bien los programas de alfabetización y 
enseñanza técnica adquirieron un lugar preponderante, no cabe duda de que un 
particular empeño se puso en el fomento de lo que el ministro de Educación José 
Vasconcelos llamó “los valores y quehaceres de tipo espiritual”. Éstos se referían 
fundamentalmente al estímulo de los sentidos, la sensibilidad y la moral; en otras 
palabras, al arte y la cultura. Vasconcelos insistiría de manera categórica en que: 


es innegable que no hay un solo pueblo que haya dejado huella en la historia 


presente, algo en la civilización, donde no se encuentre el gobierno ejerciendo 
una acción tenaz y decisiva con el fomento del arte en todas sus manifestaciones 
[...] El estado debe exigir del artista que trabaje [...] [en] una producción 
artística rica y elevada [que] traerá consigo la regeneración y la exaltación del 
espíritu nacional.” 


Esta idea de lo espiritual como continente que serviría para construir una 
conciencia nacional fue parte sustancial del nacionalismo imperante en muchos 
países en aquel momento, y, al reivindicar el “alma del pueblo”, el nacionalismo 
utilizó las ideas de lo tradicional, de la conciencia de su especificidad o su 
espíritu nacional como nutriente de la legitimación de sus propias propuestas 
políticas. 


En esta revaloración de los bienes espirituales y culturales del pueblo, lo que 
quedaba claro era que “lo popular” era sancionado principalmente por los 
intelectuales y los artistas del momento que pretendían formar parte de las élites 
dirigentes del país. Ellas se lanzaron a “analizar, juzgar, comentar o 
psicoanalizar a “los otros” [...] es decir: al pueblo, y especialmente sus modos de 
expresar entelequias tales como las sensaciones, las emociones y los 
sentimientos”.? Este reconocimiento, al seguir el camino que llevó finalmente a 
dar con el deber ser de tal o cual manifestación popular idiosincrática, 
contribuyó no sólo a la invención de tradiciones y esencias nacionales — 
fundamentales para apuntalar el discurso nacionalista—, sino también al 
establecimiento o a la consolidación de diversas organizaciones políticas de 
claro signo conservador. De manera muy semejante a como sucedió entre las 
izquierdas y los revolucionarios, tanto los intelectuales de clara raigambre 
derechista como los activistas ligados al clero y a las clases medias se 
adjudicaron el derecho de decidir cuál era ese deber ser que debía imponerse a 
las mayorías mexicanas. 


IV 


Teniendo antecedentes importantes entre algunas organizaciones socialistas 
decimonónicas, en el anarcosindicalismo magonista y en experimentos como la 
Casa del Obrero Mundial durante los años revolucionarios, el Partido Comunista 


Mexicano se constituyó en 1919. En un principio buscó acercarse a algunas 
organizaciones obreras así como de trabajadores del campo, y a pesar de 
propiciar ciertas alianzas tácticas con el régimen de los sonorenses, el 
comunismo mexicano no logró arraigarse del todo en el país y tampoco se 
convirtió en una fuerza política relevante. Su organización y sus acciones jamás 
fueron una amenaza para los gobiernos posrevolucionarios.?* 


Sin embargo, varias figuras importantes de aquellos años veinte mostraron 
abiertamente sus simpatías por el socialismo y los cambios que se vivían en la 
Unión Soviética. Felipe Carrillo Puerto en Yucatán; Francisco J. Múgica y Primo 
Tapia en Michoacán, y Adalberto Tejeda y Úrsulo Galván en Veracruz, así como 
Guadalupe Zuno en Jalisco y varios más destacaron entre dichos simpatizantes. 
Incluso el propio Partido Comunista Mexicano, queriendo insertarse en la 
mecánica electoral férreamente controlada por los sonorenses, postuló al propio 
general Plutarco Elías Calles como su candidato para ocupar la presidencia 
durante el periodo de 1924-1928.% Sin embargo, los desacuerdos entre 
comunistas y revolucionarios afloraban con frecuencia, y las posibles alianzas 
mostraban muchas más fisuras que compromisos tácticos. Aun así, el 
comunismo y el socialismo generaron una reacción particularmente violenta 
entre terratenientes y sectores medios o aristocráticos mexicanos. Siguiendo un 
patrón previsible en el que le achacaban todos los males de aquella época a los 
seguidores de la Tercera Internacional y sus simpatizantes, los conservadores 
identificaban al comunismo como una doctrina que atentaba claramente en 
contra de los intereses nacionales. El anticomunismo se convertiría no sólo en 
una de las banderas más importantes de los movimientos reaccionarios tanto 
católicos como laicos, sino que también se utilizaría como argumento primordial 
al anatemizar a los enemigos de la derecha en turno, ya fuesen integrantes del 
propio gobierno o de las organizaciones agraristas y obreras. 


Tal vez una de las organizaciones que con mayor vehemencia utilizó el 
anticomunismo entre sus principales consignas fue el Partido Fascista Mexicano, 
que surgió en 1922 y que tuvo una corta pero muy escandalosa existencia.?6 


El 16 de noviembre de 1922, sólo un mes después de haberse realizado la 
marcha de los cincuenta mil camisas negras sobre Roma comandados por Benito 
Mussolini, se dio a conocer en la ciudad de México la noticia de que en Veracruz 
se había constituido un grupo de fascisti. La nota en el periódico Excelsior 
resultaba por demás entusiasta, y decía que en Jalapa se había conformado un 
partido “cuyos miembros, a semejanza de los fascisti de Italia, que encabezados 


por Mussolini han alcanzado un definitivo triunfo contra los bolchevikes, se 
proponen luchar contra las teorías disolventes y antisociales que han tratado de 
impartir en nuestro país determinados elementos de las clases obreras”. El 
periódico saludaba el surgimiento de esta organización integrada por “elementos 
sanos que están muy lejos de considerar que las doctrinas exterminadoras que 
han convertido a Rusia en un país de sangre, de miseria y de exterminio, puedan 
salvar a las clases trabajadoras de México”.? Al día siguiente, el editorialista 
jalisciense Javier Pérez Verdía, de ese mismo periódico, continuó en tesitura 
semejante, congratulándose del surgimiento del fascismo en México, pues su 
existencia estaba completamente justificada “por la serie de atentados y 
depreciaciones que han cometido los elementos demagógicos y bolcheviques”, 
que, según él, ya se habían insertado en las esferas gubernamentales. ? 


No tardaron en aparecer otras notas que decían que la nueva organización 
fascista mexicana había causado entusiasmo en los estados de Hidalgo, San Luis 
Potosí, Tamaulipas, Colima y Jalisco. Pero no fue sino hasta diciembre de 
aquel año cuando se dieron a conocer los nombres de quienes estaban 
directamente involucrados en la creación de esta organización política y cuáles 
eran sus principios fundamentales. En primer término se nombró al ingeniero 
Gustavo Sáenz de Sicilia como jefe provisional del fascismo mexicano. También 
entre sus organizadores iniciales estuvieron el propio Benito Javier Pérez Verdía, 
el comerciante Alfredo B. Cuéllar, el ingeniero Jesús Rabasa y el industrial 
Alfredo de la Cuadra.3º Todos ellos pertenecían a una clase media urbana que al 
parecer se sentía amenazada por las medidas que el gobierno posrevolucionario 
estaba implementando en materia agraria y entre organizaciones obreras. 


Tanto Sáenz de Sicilia como Cuéllar estuvieron vinculados a la vieja aristocracia 
terrateniente por medio de Carlos Rincón Gallardo Romero de Terreros, quien 
todavía en los años veinte y treinta se hacía llamar “Marqués de Guadalupe”, y 
que había sido funcionario porfiriano y huertista, además de propietario de 
grandes extensiones en los estados de Zacatecas, Jalisco, Aguascalientes, Puebla, 
Hidalgo y de México. Cuéllar había fundado junto con Rincón Gallardo la 
primera Asociación Nacional de Charros en 1921, y eventualmente sería un gran 
promotor de esta imagen nacionalista y conservadora del México rural.*! Sáenz 
de Sicilia era gerente de la Compañía Nacional Productora de Películas y había 
realizado un par de cintas a principios de los años veinte de clara “filiación 
racista”. Formaba parte de lo que se llegó a considerar “el triunvirato precursor 
del cine mexicano”, integrado por él mismo, el español Germán Camus y el 
cineasta mexicano Miguel Contreras Torres.32 En 1929 incursionaría junto con 


Carlos Rincón Gallardo en la incipiente industria cinematográfica nacional con 
la película La boda de Rosario, que sería uno de los principales antecedentes de 
las comedias rancheras y el cine de charros que tanto caracterizaron a la 
producción nacional durante los años venideros.33 


Así, por lo menos dos de los fundadores del Partido Fascista Mexicano 
contribuirían de manera fehaciente a la construcción y la difusión de ese México 
rural estereotípico, plagado de terratenientes buenos, mayorales amables, chinas 
guapas y charros fanfarrones y mujeriegos; esa “arcadia bucólica” que fue la 
hacienda mexicana en la que se cantaba y bailaba, se asistía a las fiestas y muy 
ocasionalmente se trabajaba la tierra. 


En cuanto a los principios fundamentales de aquel Partido Fascista Mexicano 
estaba “su resolución de emprender una ruda batida contra los émulos de 
Lenine”. Y, siguiendo con un discurso claramente emparentado con las 
intenciones nacionalistas de salvar y redimir a la patria y a su pueblo, decía 
textualmente en una nota especialmente enviada al periódico Excelsior: 


La situación socialista por la que atravesamos ya pesa como plomo sobre el 
actual momento y oscurece el provenir. La sociedad alarmada en nombre de sus 
derechos, la propiedad en nombre de sus intereses lesionados, y la patria en 
nombre de su autoridad materna y santa, llaman a todo buen mexicano para 
agruparlo, para excitarlo, pedirle y ordenarle que salve a la sociedad, que salve a 
la República y que salve a la Patria.35 


En otros periódicos un tanto más conservadores y radicales como el Omega, las 
simpatías que despertaba el fascismo evidenciaban desde luego su carácter no 
sólo anticomunista sino además contrarrevolucionario. Sin ocultar su añoranza 
por el llamado “orden y progreso” porfiriano, otro simpatizante del fascismo, el 
escritor neoleonés y connotado exfuncionario huertista Nemesio García Naranjo, 
desde su columna en aquel periódico le aconsejaba al naciente Partido Fascista 
Mexicano que 


evitando choques y haciendo obra de prudencia, de patriotismo y de armonía 


para todos los intereses, tal vez después de once años trágicos, la intervención de 
los más aptos y de los moralmente más capacitados, más ilustrados y más sanos, 
salve a la Patria para que vuelva a ser nuestro México, el que antes brilló como 
uno de los países más adelantados y cultos entre los pueblos 
hispanoamericanos.é 


Ya se percibía, en dichos argumentos, cómo los hombres más diestros y 
calificados, los superhombres, los Ubermenschen, debían ser, según este 
simpatizante del fascismo, quienes encabezaran a la sociedad en su marcha por 
la salvación. Muy en el tono de los gritos reivindicativos y manipuladores del 
slogan político, con gran entusiasmo el mismo periodista lanzaba la consigna: 
“Que la voz del amor y la justicia sea escuchada por los llamados a constituir las 
falanges entusiastas de la Patria en reconstrucción”.?? 


Además de su declarado anticomunismo y su nacionalismo patriotero, el 
fascismo mexicano se pronunció muy vagamente y de manera general sobre 
diversos temas como el trabajo, diciendo “nos oponemos a la tiranía del capital 
sobre el trabajo, como del trabajo sobre el capital”. Aunque se reconocía la 
oposición entre el capital y el trabajo, no se especificaba qué era lo que se 
consideraba como tiranía. De igual manera, entre ambigua y demagógica, aquel 
fascismo mexicano se manifestó en favor del sufragio efectivo, de los derechos 
políticos, de las garantías a los terratenientes y a los pequeños propietarios; 
abogó igualmente por la moralidad administrativa, la libertad de prensa y de 
cultos, y por la eficacia de la educación pública. 


Según sus propios panegiristas, el Partido Fascista Mexicano llegó a reunir hasta 
100 000 integrantes hacia principios de 1923, y prometía tener un millón en los 
próximos seis meses.** Su dirigente, Gustavo Sáenz de Sicilia, les aseguraba a 
los reporteros que en abril de aquel año lograría reclutar por lo menos a 150 000 
individuos más para el fascismo nacional, y que su cercanía con diversos 
elementos católicos le significaría un apoyo de cinco millones de pesos para 
alistarse y participar en las elecciones de 1924.* Desde luego, esas cifras eran 
exageradas, y muy probablemente nunca pasó de unos doscientos simpatizantes. 
Sus vínculos con el conservadurismo católico resultaban por demás evidentes y 
no tardó en ser tema de debates importantes en la Cámara de Diputados, justo 
cuando empezaba a generarse la división entre los propios sonorenses 
encabezados por Álvaro Obregón y Plutarco Elías Calles, de un lado, y el 


ministro Adolfo de la Huerta, por otro.“ 


La situación entre el clero católico y el gobierno posrevolucionario también se 
empezaba a complicar, dado que en enero de aquel año el régimen del general 
Obregón había expulsado del país al delegado apostólico, monseñor Ernesto 
Philippi, por haber violado el artículo 24 constitucional al poner la primera 
piedra del monumento a Cristo Rey en el Cerro del Cubilete en el estado de 
Guanajuato, y no acatar la prohibición del culto externo.? 


Las actividades del Partido Fascista Mexicano y su presencia en la prensa 
nacional se fueron desvaneciendo hacia mediados de 1923. Sin embargo todavía 
mantuvo cierta relevancia, sobre todo, porque su surgimiento y su propaganda 
habían tenido algún eco en la opinión pública estadunidense, y ésta parecía estar 
bastante pendiente de lo que sucedía en México durante los meses de mayo y 
junio de aquel año en que se iniciaron las sesiones bilaterales que darían lugar a 
los Tratados de Bucareli y que a su vez restablecerían las relaciones diplomáticas 
y comerciales entre Estados Unidos y México.% Si bien es posible especular que 
la presencia del fascismo en territorio mexicano en esos precisos momentos 
pudo haber servido a los intereses estadunidenses para presionar al gobierno de 
Obregón y así obtener algunas prerrogativas al aplicar los preceptos de la 
Constitución de 1917, la cual se consideraba como “socialista” en algunos 
frentes de opinión pública del vecino del norte, lo más probable es que el Partido 
Fascista Mexicano poco tuviese que ver con dicha controversia. En ella sería 
mucho más importante la alianza entre el clero mexicano y el estadunidense, 
misma que serviría como acicate para presionar primero al régimen obregonista 
y después de 1924 al callista. Además, justo es decir que ya para entonces el 
propio Partido Fascista se encontraba en desbandada. Alfredo B. Cuéllar, por 
ejemplo, renunció al mismo por considerar que se estaba llenando de “antiguos 
enemigos —los conservadores— vestidos de liberales”. 


El analista contemporáneo estadunidense Carleton Beals le restó importancia a la 
existencia del Partido Fascista Mexicano y lo calificó de “diletante y carente de 
respaldo”, incluso dentro de los propios movimientos de resistencia 
conservadora mexicana. Según él, aquel partido estaba integrado principalmente 
por “fifíes” y “holgazanes decadentes”. Sin articularse ni estructurarse 
medianamente, el fascismo mexicano se diluyó sin mayor pena ni gloria. Su 
escandaloso anticomunismo y su altiva fanfarronería se esfumarían 
prácticamente sin dejar mayor huella en la historia de los fascismos 
latinoamericanos. Ni siquiera parece haberse registrado oficialmente, y por lo 


tanto tampoco pudo participar de manera cabal en el proceso electoral de 1924. 
Terminó adhiriéndose a la candidatura del general Plutarco Elías Calles, y el 
ingeniero Sáenz de Sicilia se retiró momentáneamente del quehacer político para 
dedicarse al cine. Volvería por sus fueros en la siguiente década creando la 
Confederación de la Clase Media, que por cierto también tendría una existencia 
escandalosa, pero particularmente efímera.“ 


V 


Confluyendo con el propio surgimiento del Partido Fascista Mexicano se dio la 
noticia de la organización del Partido Reconstructor Nacional (PNR) y de la Liga 
Política Nacional. Este último se vinculaba claramente con líderes de la 
Asociación Católica de la Juventud Mexicana (ACJM) y la Liga Nacional de 
Defensa de la Libertad Religiosa (LNDLR), como René Capistrán Garza o 
Manuel Palomar y Vizcarra, que después tendrían una activa militancia en la 
guerra cristera. La LNDLR se fundó en marzo de 1925 y trató de mantenerse un 
tanto al margen de la jerarquía católica, desde luego sin oponerse a ella, aunque 
insistiendo en su “carácter cívico”. En ella tuvieron cabida diversas 
organizaciones, como la Unión de Damas Católicas, los Caballeros de Colón y la 
Confederación Nacional Católica Mexicana. Su protagonismo a partir de 1926, 
una vez decretada la Ley Calles, que radicalizó las medidas jacobinas 
revolucionarias, sería incuestionable.4” 


Sin embargo, el PRN, más que una organización ligada a la Iglesia católica, 
inició su errática presencia en el ambiente político mexicano como un 
movimiento reaccionario que pretendía distanciarse del régimen de los 
sonorenses. Se propuso restaurar el tejido de la red de militares y civiles 
desarticulada por el gobierno de Obregón y Calles bajo una sombrilla 
notablemente conservadora y en gran medida inocente. Según uno de sus 
iniciales promotores, el licenciado Manuel Romero Palafox, se contaba con “una 
fuerte suma de dinero” para que con un “alto sentido nacionalista” se trabajara 
“por la reconstrucción del país y que ya nadie vuelva a mezclarse en agitaciones 
de carácter político, tan perjudiciales para la patria”. Detrás de esta propuesta se 
encontraba la intención de neutralizar la labor de algunos generales, como Pablo 
González, Manuel Peláez y Pedro Villasefior, que desde territorio estadunidense 
tenían el fin de armar un frente opositor a los sonorenses. Unos meses antes 
estos mismos generales habían hecho un llamado para crear el Partido de 


Reconstrucción Nacional, y ahora Romero Palafox parecía hacer las veces de 
mensajero del régimen para incentivar su regreso al país tratando de pacificarlos 
e incluso ofrecerles algunas jugosas dádivas. El argumento más importante que 
se esgrimía para lograr la unión entre aquellos militares y algunos civiles 
conservadores era un nacionalismo por demás anodino. Su promotor afirmaba 
que este nuevo partido estaría formado por 


un grupo de hombres serios y de buenas intenciones, prominentes y humildes, 
pero ninguno de ellos político, [cuya misión sería] unir en un fuerte abrazo a 
todos los mexicanos, haciéndolos olvidar viejas rencillas y convenciéndolos de 
la necesidad imperiosa de que, todos estrechamente ligados, trabajen por el 
mejoramiento y progreso de nuestro país, estancado a causa de las convulsiones 
habidas en los últimos doce afios.* 


Sin embargo, lejos se estaba de poder unir a los mexicanos, mucho menos si la 
propia élite política mostraba sus eminentes fisuras y una fuerte oposición 
contrarrevolucionaria se veía venir, azuzada por el clero y los terratenientes 
afectados por las reformas agrarias. Estos últimos ya se habían organizado en un 
Sindicato Nacional de Agricultores, que para algunos analistas era una especie 
de extensión del Partido Fascista Mexicano y cuyos simpatizantes rurales eran 
precisamente representantes de los intereses de los hacendados afectados por el 
gobierno obregonista.*“ Este sindicato tenía sus antecedentes en la Cámara 
Agrícola Nacional Jalisciense (CANJ), que se había constituido en Guadalajara 
desde finales del siglo XIX como una asociación de terratenientes y latifundistas. 
Sus miembros habían resistido la presencia de los revolucionarios en su estado 
natal y se oponían a cualquier medida estatal que implicara la intervención del 
gobierno en repartos, fragmentación o venta de sus terrenos. En 1919 la CANJ 
había apuntalado la creación de la Confederación de Cámaras Agrícolas que 
solicitó al gobierno de Venustiano Carranza su protección incondicional, así 
como “la abolición de las leyes que consideraban restrictivas para el libre 
comercio”. Esta confederación no reconocía la validez del artículo 27 de la 
Constitución de 1917, al que tildaron de antieconómico y contraproducente. Sólo 
se aceptaba que el gobierno fomentara la agricultura, sin mayor derecho sobre el 
futuro de las tierras ociosas y menos fomentando disposiciones relativas a 
expropiar, dotar o repartir. Los integrantes de esta organización desde luego se 


opusieron al “agrarismo funesto que amenaza a nuestro gremio”, y ya durante el 
periodo obregonista se dispusieron a “salvar a los agricultores de todas las 
dificultades originadas por una inmoderada tributación, por la carencia de 
crédito, por falta de transportes y, especialmente, por los ataques a la propiedad 
privada”.* Como representante oficial de los terratenientes del Occidente del 
país, aquella Cámara no ocultaba su alianza con el clero católico, y ante el rumor 
de las tendencias “bolcheviques” que supuestamente empezaban a caracterizar al 
gobierno de los sonorenses, estableció que sus principios serían los de “Justicia y 
Caridad”, mismos que, según sus ideas, salvarían tanto a los trabajadores del 
campo como a los de las ciudades de “caer en las manos de los agitadores del 
pueblo que enarbolan la bandera socialista”.51 


Aun teniendo estos antecedentes, varios miembros de la CANJ decidieron 
utilizar la retórica del momento y tocó también a Jalisco ser la sede del primer 
Sindicato de Agricultores en 1920. Teniendo un programa bastante simple, este 
sindicato se adjudicaba la defensa de “los legítimos derechos de los propietarios 
rústicos cuando sean perjudicados injustamente por leyes o autoridades”, 
proponía la “moralización e instrucción del obrero campesino” y se alineaba en 
favor de “fomentar el mejoramiento de la agricultura a través de obras de 
irrigación y de uso de maquinaria” .5? 


El ejemplo del Sindicato de Agricultores de Jalisco cundió en varios estados de 
la República, y no tardaron en surgir otras agrupaciones de terratenientes afines 
que darían lugar al Sindicato Nacional de Agricultores, el cual hizo las veces de 
unificador de terratenientes y hacendados frente a una reforma agraria que, 
aunque incipiente todavía, formaba parte imprescindible de la retórica agrarista 
del gobierno posrevolucionario. Así, con el claro propósito de “defender el 
derecho de propiedad que debe permanecer incólume”, y dado que sus haciendas 
frecuentemente se veían “expuestas a las leyes injustas y a la acción disolvente y 
perturbadora de los demagogos”, los miembros del Sindicato Nacional de 
Agricultores decidieron también organizarse para incidir en las lides políticas 
nacionales. Y lo hicieron de manera cautelosa, ligándose con una oposición que 
también se caracterizaría por su tibieza y su condición acomodaticia. 


Tratando de deslindarse de las desavenencias que produjeron las violentas 
rupturas entre el secretario de Hacienda, Adolfo de la Huerta, y los generales 
Álvaro Obregón y Plutarco Elías Calles, mismas que darían pie a la rebelión 
delahuertista a finales de 1923 y principios de 1924, el Sindicato Nacional de 
Agricultores esperó a que terminara dicho conflicto para participar en el proceso 


electoral de 1924. Formado principalmente por terratenientes del Occidente del 
país, dicho Sindicato nombró como su candidato a la presidencia al general 
Ángel Flores. Oriundo del estado de Sinaloa, Flores llegó a ser gobernador de su 
estado natal al principio de la década de 1920. Como tal, se opuso al reparto 
indiscriminado de tierras y a la sindicalización forzada de los trabajadores. Con 
ello logró ganarse las simpatías de los patrones y terratenientes, así como de 
algunos sectores medios. 


Mientras tanto el Sindicato Nacional de Agricultores organizó una convención, a 
la cual acudieron 180 representantes de diversos sindicatos, haciendas, 
comercios e industrias. Su presidente, el ingeniero Manuel Marroquín y Rivera, 
quien era un conocido miembro de las antiguas élites porfiristas, indicó durante 
aquella convención que los miembros del Sindicato debían organizar un comité 
en cada localidad y estado en donde tuvieran simpatizantes, así como buscar 
alianzas con otras organizaciones semejantes, tratando de deslindarse de los 
representantes del gobierno posrevolucionario.** Esto último sucedió al poco 
tiempo, cuando la Liga Política Nacional comandada por Guillermo Pous, un 
reconocido militante conservador, decidió sumarse a los trabajos organizativos 
del Sindicato. Si bien los Agricultores todavía no se vinculaban abiertamente 
con la oposición clerical, eran notorias las simpatías existentes entre católicos 
alebrestados y los terratenientes, las clases medias y los pequeños industriales 
que formaban parte del Sindicato Nacional de Agricultores. En diversas 
ocasiones, dicha organización fue criticada por el propio gobierno obregonista 
como una agrupación retardataria que sólo quería “echar abajo las conquistas 
revolucionarias para llevar al fracaso la reforma agraria y retardar la 
promulgación de la ley del trabajo”. 


Aún así, una vez liquidada la rebelión delahuertista e iniciadas las labores para 
participar en las elecciones presidenciales de julio de 1924, el Sindicato 
Nacional de Agricultores decidió finalmente elegir como su candidato al general 
Flores. El ajuste político correspondiente a aquellos tiempos durante los cuales el 
régimen revolucionario se volvía cada vez más intolerante con la oposición, la 
falta de cohesión del propio Sindicato y la magra actividad propagandista que 
llevó a cabo durante aquel proceso redundaron en su fracaso. Aunque también 
tales condiciones y características permiten suponer que aquella campaña 
opositora fue más bien una especie de “comparsa” que sirvió para darle cierta 
legitimidad a las elecciones, las cuales, desde un inicio, ya le daban el triunfo al 
general Plutarco Elías Calles.” Al poco tiempo de concluir dicho proceso 
electoral, el Sindicato Nacional de Agricultores dejó de ser una fuerza 


representativa de los hacendados y terratenientes que, con la escalada violenta de 
la Guerra Cristera que ya se veía venir, decidieron salvar sus intereses 
particulares, ya fuera aliándose con el gobierno o apoyando clandestinamente a 
los católicos rebeldes. 


VI 


Una vez que el general Plutarco Elías Calles asumió el poder, la identificación de 
los “enemigos de la revolución”, así como de la mayoría de aquellos grupos que 
cabían bajo el adjetivo de “reaccionarios” se hizo de manera mucho más abierta 
y sin mayores consideraciones. Al iniciarse la presidencia callista, la Revolución 
se volcó hacia adelante y justificó prácticamente toda actividad gubernamental 
en función de su propia condición revolucionaria, exacerbando el tono 
anticlerical y tildando de retardatario a cualquier afán opositor.58 José 
Vasconcelos, quien ya se había distanciado del grupo en el poder, se refirió a 
aquella época de la siguiente manera: “Contra todo lo tradicional se libraba 
guerra secreta, implacable. Y para poder desarrollar tal programa sin estorbos, se 
recrudeció el terror en todas sus formas”. En materia educativa el callismo fue, 
según aquel exministro de Educación, “una imitación del bolchevismo dirigida 
más bien a la propaganda política que al estudio de las cuestiones sociales”.?2 


Curiosamente en ese campo, el de la educación, una organización que terminó 
aliándose también estrechamente con el clero católico, pero que en sus inicios 
pareció inclinarse en favor de cierta defensa del laicismo antisocialista y 
antirrevolucionario de los sectores medios y pudientes mexicanos, fue la 
Asociación Nacional de Padres de Familia. Establecida inicialmente como un 
frente en contra de los postulados del artículo 3” de la Constitución de 1917, esta 
unión no escondía su inspiración en la doctrina social de la Iglesia católica, 
proclamada sobre todo en la encíclica Rerum Novarum (1891) de León XIII. 
Tampoco negó que en sus primeros momentos sus principales instigadores 
fueran miembros del Partido Católico Nacional o de la poderosa organización de 
los Caballeros de Colón, la cual, si bien era una especie de corporación de 
seglares, se había constituido como una asociación civil que “reconocía 
obediencia absoluta a las autoridades eclesiásticas”.% 


Uno de sus documentos fundadores fue uno titulado “Protesta de la sociedad 
mexicana contra la violación de la libertad de enseñanza”, que circuló desde 


diciembre de 1916 y que no tuvo mayor eco entre los propios constituyentes, 
quienes, por cierto, manifestaban su convencido jacobinismo a la menor 
provocación.*! 


Aquella protesta la hizo “un grupo de padres de familia” que querían defender 
sus derechos ante el peligro del tono que predominaba en el Constituyente y que 
“atentaba contra la libertad religiosa y de educación”. El jacobinismo, según 
ellos, impedía a los padres enseñarles a los infantes valores como la libertad de 
conciencia, la preocupación por sus semejantes y diversos códigos morales como 
la bondad, la caridad y la justicia. Alegaban que, en caso de instrumentarse el 
anticlericalismo como una ideología de Estado, generaría mucho más odio y 
confrontación, corrompiendo el alma de la juventud mexicana. Si bien los 
valores cristianos y las “buenas costumbres” eran, para los miembros de aquella 
asociación inicial, la base del orden público y el bienestar, tanto de la familia 
como de la sociedad, la proscripción misma de la libertad religiosa en la 
enseñanza se convertía en un acto de violación a la neutralidad escolar, misma 
que pretendían defender los propios constituyentes. Cuando la asociación civil 
de aquellos inconformes con los postulados del artículo 3” de la Constitución 
mexicana adquirió un carácter formal el 25 de abril de 1917, se decidió llamarla 
Asociación Nacional de Padres de Familia (ANPF). En sus estatutos se cuidó de 
no evidenciar su perfil confesional, y se autodefinió como una organización de 
“ciudadanos celosos de sus derechos y obligaciones, preocupados por la 
educación”, que quería impedir las “intromisiones ilegales en las escuelas 
privadas y el sectarismo en los colegios públicos, además de vigilar la integridad 
de la educación y el correcto desempeño de los docentes”. Como la propia 
Constitución prohibía las agrupaciones con denominaciones religiosas, aquella 
Asociación se mantuvo supuestamente al margen del clero y fue integrada sólo 
por “jefes de familia de reconocida moralidad”.*2 


Según uno de sus apologistas, entre 1917 y 1925 la ANPF se abstuvo de 
fomentar creencias religiosas y de combatir el laicismo. En las escuelas 
particulares, según el mismo comentarista conservador, no se trataron de 
imponer los preceptos del artículo 3* constitucional, por lo que la “enseñanza se 
desenvolvió con absoluta libertad”.* Sin embargo, es muy probable que la 
misma asociación no fuera ajena a las campañas y cruzadas que, en favor del 
catolicismo y la defensa de la fe, se instrumentaron a raíz de las primeras 
confrontaciones entre la Iglesia católica y el gobierno de Obregón, sobre todo 
después de la expulsión del delegado apostólico en enero de 1923. 


De cualquier manera, promovidos por el gobierno callista, los anticlericalismos y 
las llamadas “campañas de desfanatización” ya se estaban instrumentando en 
varias regiones del país. En Yucatán y en Tabasco, por ejemplo, los gobernadores 
Felipe Carrillo Puerto y Tomás Garrido Canabal habían implementado la escuela 
racionalista, y su discurso insistía en que ésa era una de las acciones medulares 
para lograr la transformación social y beneficiar al campesinado y al proletariado 
mexicanos. El presidente Plutarco Elías Calles parecía estar dispuesto a 
radicalizar las medidas de control de la educación como parte de su política 
educativa y de confrontación con la alta jerarquía católica, así como contra 
diversas organizaciones de resistencia conservadora tanto rurales como urbanas. 
En su discurso abundaron las referencias al socialismo, por lo que muchos 
reaccionarios pusieron el grito en el cielo. La Guerra Cristera ya se estaba 
anunciando. Además de los incipientes levantamientos en el Centro y el 
Occidente del país, el año de 1926 fue relevante para aquellos grupos que 
conformarían un frente católico de resistencia: la Asociación Católica de la 
Juventud Mexicana, la Liga Nacional de la Defensa de la Libertad Religiosa, las 
Congregaciones Marianas, los Caballeros de Colón y la Unión de Damas 
Católicas Mexicanas. 


Pero volviendo a la Asociación Nacional de Padres de Familia, ésta convocó a 
una asamblea general en la ciudad de México el 19 y el 20 de junio de aquel año 
de 1926. En dicha asamblea decidió cambiar su nombre por el de Unión 
Nacional de Padres de Familia, esgrimir el lema “Por mi deber y por mi 
derecho”, y, a partir de entonces, optar por una serie de acciones mucho más 
militantes, decididas y procatólicas. Un argumento para el cambio de nombre fue 
que el propio gobierno callista había creado una organización que actuaba bajo 
la misma denominación y que, a través de la Secretaría de Educación Pública, 
agrupaba a los padres de familia de las escuelas oficiales. La idea de convertirse 
en “unión” parecía reivindicar su carácter cívico y esconder su vinculación con 
el clero católico. Lo mismo hicieron al replantear sus cuatro objetivos, en los 
cuales no aparecía por ningún lado la religión cristiana. Se propusieron entonces: 


1. Proteger y hacer respetar a la familia; 2. Defender los derechos inalienables de 
los padres de familia sobre la educación de sus hijos; 3. Pugnar por que el Estado 
garantice la libertad de enseñanza, y 4. Denunciar cualquier intervención 
partidista o sectaria en las escuelas públicas o privadas. 


Sin embargo, era evidente que detrás de la renombrada Unión Nacional de 
Padres de Familia estaban la Iglesia católica y sus organizaciones más 
aguerridas. Por ejemplo, Manuel de la Peza, miembro prominente de la Unión, 
había sido militante del Partido Católico Nacional y era Caballero de Colón y 
dirigente de la Liga Nacional de la Defensa de la Libertad Religiosa. El 
presidente de la Unión en 1926, Luis G. Bustos, también pertenecía a las 
Caballeros y a la Liga, lo mismo que Edelmiro Traslosheros, quien presidiría la 
Unión a partir de 1929. De la Peza era también asesor de René Capistrán Garza, 
el líder de la LNDLR, y la representó frente a la Santa Sede cuando buscó el 
respaldo del Papa y su intervención en el conflicto cristero.é5 


Al igual que los fascistas mexicanos y los terratenientes del Sindicato Nacional 
de Agricultores, la Unión de Padres de Familia apeló al discurso anticomunista, 
nacionalista y tradicionalista como parte central de sus llamados a la resistencia 
y a la oposición al régimen revolucionario. La intervención del Estado en la 
educación y el fomento de la enseñanza racionalista, según ellos, debía ser 
motivo de preocupación de toda la población, porque por ese medio el gobierno 
buscaba 


depravar a los niños y jóvenes, fomentando la unión libre y destruyendo a la 
familia, convirtiendo a la escuela en el instrumento del Partido Comunista para 
desestabilizar las instituciones morales y envilecer a las personas, en 
consecución de fines abominables y antipatrióticos.*6 


Sin embargo, mientras que el Partido Fascista Mexicano y el Sindicato Nacional 
de Agricultores decidieron actuar abiertamente como agrupaciones políticas 
conservadoras, incluso con pretensiones de convertirse en grupos de presión e 
interlocución que defendían los intereses de sus integrantes, la Unión de Padres 
de Familia mantuvo oculta su vinculación con el clero católico en un principio y 
se presentó como una asociación que quería impedir la aplicación de los 
postulados revolucionarios de la nueva Constitución mexicana. Nunca se 
reconoció como partidaria, aunque su condición de reaccionaria, tradicionalista, 
anticomunista, patriotera y clerical no fue un secreto para nadie. Esta Unión 


sobrevivió los avatares posrevolucionarios y fue especialmente activa en la 
década de los años treinta, cuando la tomó contra la “educación socialista” del 
gobierno del general Lázaro Cárdenas. Nuevamente recuperó sus bríos a finales 
de los años cincuenta y principios de los sesenta al organizarse en contra de los 
libros de texto gratuitos impresos y distribuidos por la Secretaría de Educación 
Pública, durante el sexenio de Adolfo López Mateos.'” 


EPÍLOGO 


La sucesión presidencial de 1928, que debía inaugurar una especie de alternancia 
de caudillos al volver a colocar al general Obregón en la primera magistratura 
del país, concluyó trágicamente. El presidente electo y héroe invicto de la 
Revolución fue asesinado en el Parque de la Bombilla el 17 de julio de aquel 
año. La Guerra Cristera seguía en estado candente en el Occidente del país, y la 
muerte de Obregón exacerbó las tensiones entre la Iglesia y el gobierno 
revolucionario. Sin embargo, también generó la conciencia de que era necesario 
hacer lo posible para llegar a un arreglo. Desde el inicio de los años veinte, que 
coincidió con la llegada de los sonorenses al poder, la vida de la política 
partidaria nacional había sido particularmente errática, pero aun así el modelo de 
Obregón-Calles parecía haberse convalidado. Éste consistía en identificar 
esquemáticamente sólo dos grandes “partidos” en México: el de los 
“revolucionarios” o “liberales”, por un lado, y el de los “reaccionarios”, por el 
otro. Si bien hubo una gran cantidad de partidos regionales y nacionales, entre 
los que habría que destacar al Partido Liberal Constitucionalista, al Partido 
Nacional Cooperatista, al Partido Socialista del Sureste, al Partido Laborista, al 
Partido Nacional Agrarista, a la Alianza de Partidos Socialistas y al propio 
Partido Comunista Mexicano, el aparato estatal posrevolucionario consistía 
básicamente en la estructura de poder emanada de la propia presidencia y sus 
alianzas con los líderes “revolucionarios”, mediadores entre el poder central y 
las masas. Integrado así, el poder estatal combatió a sus enemigos justificando su 
legitimidad por ser ellos, los sonorenses, los herederos de “la Revolución”. Sin 
preocuparse demasiado por los procesos electorales, su autoridad descansaba en 
el control del Ejército y en ciertas concesiones otorgadas a organizaciones 
campesinas y obreras, así como a industriales y oficiales ligados a grandes 
propietarios de tierras leales al gobierno. Dedicado a combatir a sus opositores, 
tanto de izquierda como de derecha, aquel aparato entró en crisis en 1928 con el 
asesinato de Obregón, y a la frágil unidad revolucionaria hubo que anteponerle 


la organización de un gran partido de la Revolución. Como diría uno de sus 
principales estudiosos: “Luego de su experiencia como presidente de la 
República, Calles tenía la firme convicción de que un aparato estatal fuerte no 
podía constituirse sin un partido que agrupase a todos los “revolucionarios”, 
militares y civiles, firmemente disciplinados a la autoridad central”.70 


Y, en efecto, influido en parte por modelos tan disímiles como el del régimen 
soviético y el del gobierno fascista italiano, y a la vez por un control de las 
masas que se distanciara del comunismo, al estilo del APRA peruano, el Partido 
Nacional Revolucionario (PNR), cuya organización se echó a andar a finales de 
1928, debía enfrentar la tarea de resolver los problemas políticos y electorales 
con nuevos métodos y procedimientos, aglutinando las fuerzas organizadas y 
convirtiéndolas en el principal respaldo del gobierno constituido. La hechura de 
aquel PNR marcaría un hito en la historia contemporánea mexicana. Convertido 
en PRM en 1938 y luego en PRI en 1946, sería el partido más longevo de 
México, y el que más tiempo estuvo en el poder en la América Latina del siglo 
XX. La novedad y el afán revolucionario de aquel PNR debían tender a romper 
con las nostalgias del pasado y las reivindicaciones de la tradición. Si bien 
simpatizaba con ciertos postulados socialistas, veía al comunismo como una 
ideología ajena a la idiosincrasia nacional, y por lo tanto también se asumió 
inicialmente como anticomunista. Y lo que sin duda explotó al máximo fue la 
enorme cauda nacionalista que recogía como herencia de la Revolución y a la 
que recurrió como si fuera su propiedad particular, logrando arrebatársela a las 
derechas, a las que invariablemente acusó de extranjerizantes y vendepatrias. 
Pero la conformación, los principales postulados y el eventual desenvolvimiento 
del PNR durante los años siguientes es una historia ya conocida, que queda fuera 
de las pretensiones de este ensayo. 
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LA LIBERACIÓN DE LA MUJER. CONFLICTOS, (DES)JENCUENTROS Y 
PARALELISMOS ENTRE MUJERES DERECHISTAS Y PROGRESISTAS 


EN AMÉRICA LATINA DURANTE LAS DÉCADAS DE 1920 Y 1930 


+ 


SANDRA MCGEE DEUTSCH 


University of Texas at El Paso 


En 1928 la doctora argentina Ernestina Acevedo destacó positivamente el hecho 
de que las mujeres en todo el mundo estaban ganando derechos.! Ocho años 
después, el doctor Plutarco Badilla Urrutia, de nacionalidad chilena, hizo un 
llamado a la “liberación de la mujer”.? Cualquiera imaginaría que Acevedo y 
Badilla Urrutia estaban entre los progresistas que luchaban por los derechos 
femeninos, pero no es el caso. Acevedo formaba parte de la Liga Patriótica 
Argentina, que surgió a partir de la represión a los obreros durante la Semana 
Trágica de Buenos Aires de 1919, y Badilla Urrutia, por su parte, pertenecía al 
Movimiento Nacional-Socialista. Uno se pregunta por qué los miembros de la 
extrema derecha tomaron en consideración la idea de “liberar” a las mujeres, lo 
que parece oponerse a su deseo de preservar un sistema estratificado de clases y 
de género que enfatizaba más los deberes que los derechos. 


Me concentraré aquí en la liberación de las mujeres, y para ello yuxtapongo 
declaraciones? y algunas prácticas de derechistas y progresistas en la década de 
1920 y, especialmente, en la de 1930, con la intención de identificar conflictos, 
puntos de encuentro y desencuentro y paralelismos entre ambos sectores. Estos 
individuos y movimientos de derecha forman parte de los sectores más radicales 
de lo que Arno Mayer llamó “la tríada antirrevolucionaria” de conservadores, 
reaccionarios y contrarrevolucionarios: fueron, pues, los contrarrevolucionarios, 
y para la década de 1930 casi todos eran fascistas.* Del otro lado, entre los 
progresistas se incluye a feministas, pacifistas, socialistas, comunistas y 
simpatizantes.” La mayoría de las voces son de mujeres, pero también inserto las 
de algunos hombres de la extrema derecha. 


El tema estaba entrelazado con otros asuntos, como la autonomía de las mujeres, 
la paz y el nacionalismo. Por ello, los debates acerca de la emancipación de las 
mujeres sirven de marco para comprender más ampliamente las izquierdas y las 
derechas del periodo de entreguerras. Así, este trabajo se inscribe en el debate 
sobre la relación entre derecha e izquierda. Como lo explica Enzo Traverso, “los 
extremos nunca llegan a tocarse, pero es posible que sus oposiciones procedan 
del mismo punto de origen”. Según Traverso, izquierdistas y derechistas 
comparten el mismo contexto histórico, pero sus percepciones de los problemas 
surgidos de éste son radicalmente distintas. Verónica Valdivia opina que “entre 
izquierdas y derechas existe una interdependencia [...] pero no en una 
vinculación causa-efecto, es decir, como acción y reacción, sino como parte de 
un mismo proceso”.” La mayoría de los especialistas coincide en que no se 
puede entender a los derechistas de modo aislado y sin considerar a sus 
antagonistas, y viceversa. 


A diferencia de la teoría de la “interdependencia” de Valdivia, muchos 
académicos han destacado que desde la Revolución francesa las derechas y las 
izquierdas se desarrollaron y definieron a sí mismas en mutuo contraste la una 
con la otra. Esto puede apreciarse en particular a mediados de la década de 1930, 
cuando detonó lo que Eric Hobsbawm llamó “guerra civil ideológica 
internacional”. En esta coyuntura, muchos activistas políticos creyeron 
apasionadamente que debían escoger un bando, ya sea el fascismo o el 
antifascismo. Cada bando tomó una distancia radical respecto al otro. 


Examino ambas aproximaciones académicas en la relación entre derechas e 
izquierdas. ¿Acaso los progresistas y los contrarrevolucionarios surgieron del 
mismo proceso? ¿O quizá los contrarrevolucionarios crearon sus identidades y 
proyectos como una reacción a los progresistas? ¿Los derechistas radicales 
rechazaron completamente las nociones progresistas o adoptaron aspectos de 
ellas? Encuentro evidencia de todas estas posibilidades. 


Este artículo se divide en cuatro secciones. En la primera introduciré el contexto 
político del surgimiento de movimientos de izquierda y extrema derecha en las 
décadas de 1920 y 1930. Detallaré luego las posturas de algunos miembros de 
estos grupos después de la primera Guerra Mundial. En la tercera sección 
examinaré las declaraciones de progresistas y contrarrevolucionarios en la 
década de 1930. Finalmente, recapitularé en torno a los conflictos, 
(des)jencuentros y paralelismos entre los dos bandos, y volveré al tema de la 
relación entre ellos. 


EL CONTEXTO DE LAS DÉCADAS DE 1920 Y 1930 


Comienzo mi análisis con dos movimientos latinoamericanos de los años 
posteriores a la primera Guerra Mundial. La Acáo Social Nacionalista brasileña 
(ASN) y la Liga Patriótica Argentina (Liga) se opusieron a la movilización 
obrera tras la revolución bolchevique, cuya posible réplica se atribuyó a 
inmigrantes subversivos. Grupos pequeños de mujeres privilegiadas estuvieron 
activamente involucrados en la Liga y la ASN.? En aquel entonces, las 
socialistas, comunistas y feministas habían comenzado a organizarse en varios 
países latinoamericanos, pero existían muy pocos signos de resistencia femenina 
organizada contra grupos como la ASN o la Liga. 


Una combinación de fuerzas internas y externas desencadenó el crecimiento 
tanto de las izquierdas como de la derecha radical en la década de 1930. El 
ascenso de la Alemania nazi funcionó como catalizador para ambos bandos, más 
que la revolución bolchevique o el fascismo italiano." La Guerra Civil española 
fermentó el terreno tanto para el antifascismo como para el fascismo, obteniendo 
apoyo y reclutas de ambos grupos en Latinoamérica y en otros lugares.!? La 
desigualdad imperante y la crisis económica precipitaron el declive del 
liberalismo y cambios gubernamentales, algunos de los cuales abrieron nuevos 
espacios a la participación política. En la extrema derecha, las mujeres 
participaron en la Acáo Integralista Brasileira (AIB, también llamados 
integralistas o “camisas verdes”/“blusas verdes”), el Movimiento Nacional 
Socialista chileno (MNS) y el nacionalismo argentino. Las profundas reformas 
del presidente mexicano Lázaro Cárdenas (1934-1940) y su simpatía por la 
República española incitaron la reacción de muchos en favor y en contra de estas 
medidas: un gran número de mujeres se congregó en el Frente Único Pro 
Derechos de la Mujer (FUPDM) y en la contrarrevolucionaria Unión Nacional 
Sinarquista (UNS). Chile atestiguó la aparición del Movimiento Pro- 
Emancipación de las Mujeres de Chile (MEMCh). Así, la década de 1930 fue 
clave para el desarrollo de fuerzas progresistas y derechistas. 


DESPUÉS DE LA PRIMERA GUERRA MUNDIAL 


Los hombres que dirigían la Liga Patriótica Argentina despreciaban el 


feminismo. El presidente de la Liga, Manuel Carlés, denunció a las escuelas 
públicas por excluir la enseñanza de la religión. De acuerdo con él, ello 
estimulaba el feminismo, al que definió como la lucha contra los hombres para 
feminizarlos y para masculinizar a las mujeres. Éstas no necesitaban votar, ni 
tampoco estaban interesadas en ello, declaró (también criticaba el sufragio 
universal masculino). Otro liguista aconsejó a las mujeres mantenerse “libres” de 
la plaga feminista.* No obstante, algunas mujeres de la Liga parecían tener otras 
ideas. 


En 1928 la doctora Ernestina Acevedo, perteneciente a la Liga, dio un discurso 
en el congreso anual de este grupo. Ahora que las mujeres ganaban derechos en 
todo el mundo, insistió, debían estar preparadas para utilizarlos de modo 
efectivo. Debían pensar por sí mismas, equilibrar la bondad con la razón, y 
promover amor y respeto mutuo por sobre el odio en la sociedad. Acevedo 
consideraba que debía enseñarse a las mujeres a exigir sus derechos “no como 
adversaria del hombre, sino como aliada en la obra que ha de mejorar la suerte 
de la especie”. 


Acevedo había contactado a la doctora Elvira Rawson, una destacada líder 
liberal feminista. En enero de 1919, en tiempos de la Semana Trágica, Rawson 
reclamó en un manifiesto “la dignificación social de la mujer y la conquista 
gradual de los derechos civiles, políticos y económicos que ejercita el hombre”. 
Se distanció de toda forma de “fanatismos” y credos políticos. Rawson exhortó a 
mujeres conscientes e informadas, de un estatus aparentemente privilegiado, a 
generar conciencia entre las mujeres de clases populares y “confortar el espíritu 
ansioso de paz, que actualmente ignora orientaciones”. Aceptaba la “sagrada 
misión de esposa y madre” de la mujer. Acevedo le escribió a Rawson para 
sumarse a su iniciativa, declarando que “es tiempo ya de que la mujer ocupe en 
la sociedad el papel que le corresponde, por cuanto la vida exclusivamente de 
hogar, no satisface las aspiraciones femeninas del presente”.1* Evidentemente, 
Acevedo estuvo de acuerdo con la moderación de Rawson, con su rechazo de los 
“fanatismos” y su deseo de armonía con las clases más humildes.!º A pesar de las 
opiniones de los hombres líderes de la Liga, es probable que Acevedo y algunas 
otras liguistas apoyaran el sufragio silenciosamente.?” 


La vicepresidenta de la Comisión de Señoritas de la Liga, Elisa Campillo, 
recomendó otro tipo de liberación femenina. En 1922 destacó que las obreras sin 
educación formal se encontraban dominadas por “elementos subversivos” que se 
aprovechaban de su ignorancia y descontento para fomentar el desorden. La 


Comisión buscaba liberar a estas mujeres de su sometimiento mediante la 
creación de escuelas en las fábricas del Gran Buenos Aires. Con vistas a 
fomentar el nacionalismo y liberar a sus alumnas, el plan de estudios de estas 
escuelas incluía clases de patriotismo, reconciliación entre las clases y 
catequismo, además de la alfabetización y destrezas básicas para salir del 
resentimiento y la pobreza.!8 


En contraste, la Unión Feminista Nacional (UFN) de Argentina, liderada por 
socialistas, favoreció en 1921 la emancipación política, social y económica de la 
mujer y la creación de un orden social más justo. Su meta era una sociedad 
donde sólo las capacidades de cada persona, por sobre su género o clase social, 
fuesen sus limitaciones.” Estas socialistas y liguistas coincidían en el deseo de 
liberar a las mujeres, pero no necesariamente en la definición de aquello de lo 
que las mujeres debían ser liberadas. Todas estaban en favor de la educación de 
las mujeres, pero la UFN promovía la igualdad de género y una versión laica, 
mientras que las liguistas favorecían la instrucción en materias de moralidad, 
piedad y armonía de clases. Las socialistas enfatizaron que las mujeres se 
emanciparían a sí mismas; las derechistas radicales pensaban que la gente 
acomodada debía emancipar a las obreras. 


En los años que siguieron a la guerra la percepción de los derechistas radicales 
brasileños sobre la liberación femenina se encontraba determinada por su tipo de 
nacionalismo. La ASN, que se fundó en 1920, culpó a los extranjeros, y en 
especial a los portugueses, por el conflicto de clases.” Algunas voces en el 
movimiento defendieron el voto femenino, el papel de las mujeres fuera del 
hogar, salarios iguales a los de los hombres y mejores oportunidades laborales. 
Sin embargo, los líderes varones querían mejorar el estatus de las mujeres con 
vistas a integrarlas en la campaña para convertir a Brasil en una nación 
plenamente independiente. Álvaro Bomilcar, por ejemplo, esperaba que las 
mujeres remplazaran a los hombres en la burocracia gubernamental, para 
permitir que éstos se enfocaran en ganar el control de la industria y el comercio 
de las manos de los portugueses y otros extranjeros.” La emancipación de las 
mujeres se encontraba entrelazada con la emancipación nacional, y este segundo 
objetivo eclipsó al primero.?2 


María Junqueira Schmidt, una directora de escuela, activista católica y miembro 
de la ASN, aceptó la incorporación de las mujeres a la fuerza laboral, a la 
educación superior y a la administración pública. Aunque desde su punto de 
vista las mujeres eran primordialmente amas de casa, apoyaba al principal grupo 


feminista brasileño, la Federação Brasileira pelo Progresso Feminino (FBPF), 
fundada en 1922. El carácter mesurado y burgués de la Federação le permitió 
ganar apoyo para los derechos de las mujeres entre la élite y la ASN.» Schmidt y 
Acevedo tendieron su mano a las feministas, al menos a aquellas ubicadas 
ideológicamente en el centro. Aun así, este espíritu no caracterizaba a toda la 
Liga o a la ASN ni tampoco duró mucho tiempo. 


LA DÉCADA DE 1930 


Algunas integrantes de la Liga y de la ASN establecieron una relación de lo que 
percibieron como su misión de paz y armonía social con la liberación femenina. 
En la década de 1930 al menos una militante de la AIB (una “blusa verde”) lo 
hizo también. Según Nilza Pérez, la columnista de la sección “Señora” de la 
revista Anaué, de la AIB, había comenzado una guerra global entre los 
comunistas y los nacionalistas. Denunció que la Comintern intentaba destruir la 
familia al sacar a las mujeres de sus casas y fomentar el feminismo. Separar a la 
gente por su sexo cuando ya se encontraba dividida políticamente debilitaría aún 
más a Brasil y lo entregaría al comunismo. Pérez indicó que no le interesaban los 
derechos feministas cuando los derechos de la patria y de la cristiandad se 
encontraban amenazados. Una vez que esta batalla terminase y la patria se 
encontrase libre, las mujeres brasileñas estarían satisfechas y sus “derechos” 
estarían asegurados.” Para los derechistas radicales, la tranquilidad y la 
“emancipación” de las mujeres dependían de erradicar el bando opuesto. De 
hecho, les dieron a las fuerzas armadas y a las organizaciones fascistas 
paramilitares la función de imponer la paz.” 


Las mujeres progresistas también establecieron una relación entre la paz y la 
liberación femenina. Las preocupaciones de la izquierda por la guerra fueron 
creciendo en los años treinta. Los pacifistas e izquierdistas europeos organizaron 
el Comité Mundial contra la Guerra y el Fascismo a principios de la década. Su 
ala femenina invitó a las mujeres del mundo a un congreso en París, en 1934, 
que vinculó la paz con la “emancipación total” femenina. La amenaza nazi llevó 
a los comunistas a cooperar con otros antifascistas en el Comité y en lo que llegó 
a ser conocido como la política del Frente Popular, así como a movilizar a las 
mujeres en estos esfuerzos.?6 


Las iniciativas internacionales de principios de la década de 1930, junto con el 


ascenso de gobiernos autoritarios en Latinoamérica y la Guerra del Chaco (1932- 
1935), detonaron un activismo radical. Fundada en Argentina en 1935, la 
Agrupación Femenina Antiguerrera (AFA), asociada al comunismo, atrajo entre 
3 000 y 4 000 mujeres de distintas creencias políticas. Las integrantes invitaron a 
todas las mujeres a unirse a su campaña de cese al fuego en el Chaco y a 
oponerse a la militarización en Argentina.?” 


Culpando al imperialismo y al fascismo por la guerra, la AFA asoció estas 
fuerzas con la opresión de las mujeres y acusó a las firmas británicas y 
estadounidenses de utilizar el conflicto del Chaco para apropiarse del petróleo de 
la región. Estos dos países mantendrían a Argentina en una situación 
dependiente que afectaba a las mujeres al reforzar su subordinación a sus 
esposos. El subdesarrollo limitó sus oportunidades e incrementó su dependencia 
del salario de los hombres. El fascismo las hizo prisioneras en sus casas y las 
transformó en madres de soldados.? Puesto que el estatus de las mujeres sólo 
sufriría un mayor deterioro bajo el fascismo, para emanciparse debían luchar 
activamente contra sus manifestaciones locales e internacionales, según Sofía 
Arzarello, poetisa uruguaya y activista antifascista ligada al comunismo.” Tanto 
para los progresistas como para los derechistas radicales, la paz y la 
emancipación femenina exigieron la victoria sobre sus oponentes. 


Si bien es cierto que la AFA apoyó la emancipación femenina, no movilizó 
explícitamente a las mujeres para que la obtuvieran. Los líderes comunistas 
ordenaron a la AFA concentrarse en “las cuestiones específicas de la lucha por la 
paz. El problema de los derechos políticos y sociales de la mujer deben ser 
tratados en sus aspectos de cuestiones derivadas de aquéllas”.3º Estas 
limitaciones son muestras de la manera en que el apoyo de la ASN brasileña a la 
emancipación de las mujeres dependía de su participación en su campaña 
nacionalista. En ninguno de estos casos la liberación de las mujeres fue una 
prioridad. 


El Partido Comunista avaló otro movimiento de mujeres del Frente Popular, la 
Unión Argentina de Mujeres (UAM, 1936-1944). La UAM veló por los derechos 
de las mujeres casadas, el sufragio, la revisión de leyes discriminatorias y 
mejores condiciones para las obreras y campesinas. También quería que las amas 
de casa fuesen remuneradas por su trabajo, que compartieran las ganancias de 
los negocios familiares y que contaran con el apoyo de una paternidad 
responsable.*! Tal vez los líderes comunistas pensaron que dividir las 
responsabilidades entre la UAM y la AFA iba a promover la eficacia. Sin 


embargo, esta estrategia perjudicó la causa de los derechos femeninos, puesto 
que la AFA era más grande que la UAM y más popular en su composición. 


Similar fue el caso de otro movimiento del Frente Popular que combinó 
antifascismo, pacifismo y una fuerte defensa de las reivindicaciones femeninas y 
la justicia social. El Frente Único Pro Derechos de la Mujer surgió en México en 
1935, con el lema “Por la liberación de la mujer”. Atrajo a unas 50 000 mujeres 
de varias procedencias políticas. Con el tiempo, su ferviente movilización en 
favor del voto desvió la atención de otras reivindicaciones más radicales; no 
obstante, el grupo no podría asegurar su objetivo. Los líderes comunistas 
decidieron incorporarlo en el Partido de la Revolución Mexicana (PRM) y así 
restringir su independencia, para reforzar su alianza con este partido.*? Éste fue 
otro caso en el que las mujeres de la derecha y de la izquierda fueron víctimas de 
lo que los hombres consideraban una prioridad. 


Las nociones fascistas sobre la liberación femenina se diferenciaron mucho de 
las de los grupos de mujeres del Frente Popular. Un vocero de los 
nacionalsocialistas chilenos (autodenominados nacistas),3 el doctor Badilla 
Urrutia, explicó que las privaciones impuestas por el sistema económico liberal 
empujaron a las mujeres a competir con los hombres en la lucha por proveer de 
un sustento. “Es decir, el liberalismo pretende formar cabezas de hombre sobre 
rostros y cuerpos de mujeres”. Al diferenciar entre ambos sexos, el nacismo 
haría posible “la liberación de la mujer” de sus condiciones de “semiesclavitud”. 
Como reacción al argumento de la izquierda de que el capitalismo esclavizaba a 
las mujeres, Badilla Urrutia atribuyó esta subyugación al peso de las libertades 
que supuestamente disfrutaban bajo regímenes liberales. Los nacistas 
emanciparían a las mujeres al establecer la cooperación entre ricos y pobres y al 
instruir a los hombres en el cumplimiento de sus obligaciones, lo que les 
permitiría a las mujeres ser madres de verdad. Liberar a las mujeres significaba 
enviarlas a casa.’ 


La AIB brasileña compartía la visión de los nacistas chilenos acerca del efecto 
nefasto que el liberalismo tenía sobre las mujeres; no obstante, también culparon 
al comunismo. Obedeciendo órdenes comunistas, las feministas habían 
masculinizado a las mujeres al fomentar su pelea con los hombres y al incentivar 
que utilizaran vestimentas masculinas y que realizaran trabajos inapropiados. 
Como sostuvo Nilza Pérez, al erradicar la propiedad privada los comunistas 
destruyeron familias, forzándolas a vivir en el mismo edificio en “la más 
repugnante y odiosa de las promiscuidades”. Puesto que la Unión Soviética 


permitía el divorcio, el casamiento equivalía a la “prostitución oficial”, ya que 
dejaba a las mujeres sin ningún tipo de protección. Los comunistas veían a las 
mujeres como cuerpos sexualizados y animales reproductivos.3 Así, los 
llamados integralistas no sólo se distanciaron de sus enemigos, sino que además 
repudiaron la modernidad en muchas de sus manifestaciones. Según ellos, 
cultivar sus cualidades femeninas y espirituales por sobre la satisfacción de 
apetitos sensuales ayudaría a las mujeres a obtener su verdadera libertad.” 


A diferencia de los derechistas radicales, algunas izquierdistas concibieron a las 
amas de casa como esclavas que debían ser liberadas.38 El MEMCh, del Frente 
Popular, que surgió en 1935, concluyó que las políticas fascistas que promovían 
el “maravilloso” retorno de las mujeres a sus hogares significaba para ellas dejar 
a sus hijos hambrientos y trabajar como empleadas domésticas sin sueldo. Pero 
admitió que la incorporación de las mujeres al campo laboral no las enalteció 
necesariamente. Tenían una doble jornada de trabajo y sus salarios eran 
inferiores a los de los hombres. Dada esta situación, estaba justificado que las 
obreras quisieran liberarse a sí mismas del peso de tener hijos que no podían 
mantener con vida. El MEMCh abogó por emancipar a la mujer de la maternidad 
obligatoria y en cambio propuso la creación de una “maternidad consciente”, que 
formó parte de su proyecto de “liberación integral”. Apoyó la diseminación de 
anticonceptivos y la legalización del aborto.” 


Los fascistas objetaron estos medios de prevención de la reproducción, a la cual 
consideraban el deber sagrado de la mujer. También declararon que la Unión 
Soviética les estaba quitando a los padres el derecho a cuidar de su 
descendencia, y que despojaba así al matrimonio de su significado más alto, con 
lo que ofendía la dignidad femenina. Según Belisário Penna, miembro de la AIB, 
bajo el comunismo las mujeres eran meras “vacas lecheras” que producían leche 
para los niños que le pertenecían al Estado. A Offensiva colocó fotografías 
explícitas de mujeres italianas que amamantaban a sus bebés junto a imágenes de 
mujeres rusas que les daban biberones a los niños. Este periódico integralista 
afirmó que el gobierno soviético les quitaba los hijos a sus madres y las obligaba 
a dejar leche para criaturas que no eran suyas. Insistió en que estas fotografías 
eran prueba de que el comunismo convertía a las mujeres en “máquinas de 
fabricar esclavos para el Soviet”.* Pero las fotografías y las descripciones 
parecían contradecir las garantías de la AIB de que Italia les daba una atención 
individual y respetuosa a las madres. Sugirieron que tanto el régimen fascista 
como el soviético organizaban la maternidad y el embarazo como si fuesen parte 
de una línea de producción.“ 


De hecho, muchos izquierdistas, así como derechistas, apoyaron los roles 
maternales femeninos y denunciaron al otro bando por incapacitarlos. Las 
integrantes de la AFA y otras progresistas declararon que los regímenes fascistas 
convirtieron a las mujeres en máquinas de tener bebés que iban a ser carne de 
cañón. La médica uruguaya Paulina Luisi destacó que estos regímenes se hacían 
cargo de los niños y los adoctrinaban en el militarismo. De esta manera, el 
fascismo abolió la misión de las mujeres al obstruir su capacidad de criar a su 
descendencia, inculcarle sus valores y mantenerla con vida.* 


Mientras que los movimientos fascistas promovieron un sueldo familiar para los 
hombres que les permitiese a las mujeres dedicarse a ser amas de casa de tiempo 
completo, los nacistas y camisas verdes aceptaron con reticencias que muchas 
mujeres tuvieran que ganar salarios. Bajo estas circunstancias, la AIB favoreció 
salarios igualitarios para hombres y mujeres. Aparentemente no haría falta el 
trabajo femenino remunerado cuando la AIB tomara el poder, porque implantaría 
la justicia social. Al mismo tiempo, no descartó la posibilidad de que las mujeres 
integraran diversas ocupaciones en un régimen integralista futuro, en la medida 
en que fuesen capaces de atender sus deberes en el hogar. Aunque la 
maternidad seguiría siendo una prioridad, esta perspectiva de las mujeres 
profesionales era más positiva que la que tenían los demás movimientos 
contrarrevolucionarios.* 


Los derechistas radicales insistieron en que la Iglesia católica había liberado a 
las mujeres y mejorado su estatus, puesto que a sus ojos hombres y mujeres eran 
iguales y compartían el mismo objetivo espiritual. No obstante, como hizo notar 
Margarida Corbisier, una destacada “blusa verde”, hombres y mujeres tenían 
funciones, atributos y psicologías distintas. Ella se opuso a las teorías 
“masculinistas”, que denigraban a las mujeres, y a los conceptos “feministas”, 
que negaban las diferencias existentes entre hombres y mujeres. No hay ninguna 
indicación de que leyera textos feministas, algunos de los cuales, de hecho, 
aceptaban la diferencia de género. Otra vocera de la AIB opinó que los esposos 
merecían más derechos que las esposas porque tenían más obligaciones, y que 
esto establecía orden en la familia.” 


A pesar de estas contradicciones y desacuerdos acerca de la liberación de las 
mujeres, los integralistas brasileños fueron los más visionarios de los fascistas 
latinoamericanos. Las blusas verdes que trabajaban fuera del hogar aparecieron 
en la prensa de la AIB, como Rosa Malta Lins Albuquerque, autoridad de la 
sección de mujeres y jóvenes, y empleada de la compañía de teléfonos. Proclamó 


que las mujeres debían acabar con su sumisión y adquirir un sentido de valor 
propio y autonomía. 


Es entendible por qué algunos brasileños podían haber visto a las blusas verdes 
como feministas —o al menos eso declaró Nilza Pérez —,º a pesar de que 
negaran serlo. De hecho, algunos voceros describieron las ideas de la AIB como 
“un feminismo racional” y “verdadero, cristiano y brasileño”. El fascismo 
brasileño hábilmente hizo suya y adaptó la jerga feminista a sus propósitos, 
mientras que mitigaba las preocupaciones tradicionalistas. Habiendo ganado el 
voto para las mujeres alfabetizadas, el feminismo en Brasil había progresado 
más que en otros países latinoamericanos con movimientos fascistas 
importantes.*! Con su pretensión de ser moderno y revolucionario, la AIB debía 
reconocer al feminismo. Mientras los fascistas se oponían teóricamente a las 
elecciones, los integralistas y nacistas presentaron candidatos para difundir su 
mensaje y ganar seguidores. El hecho de que algunas brasileñas pudiesen votar 
en todos los niveles, a diferencia de Argentina, México y Chile, las transformó 
en un electorado más importante para la AIB que para los grupos fascistas en 
otros países.*2 


La AIB insertó a las mujeres en roles nuevos, y esto representó una especie de 
liberación. Las mujeres difundieron la doctrina de la AIB en cursos de 
alfabetización y dieron discursos a personas de ambos sexos. A diferencia de sus 
pares, este movimiento fascista auspició congresos femeninos. Las blusas 
verdes, algunas de las cuales ya habían postulado y ganado en las elecciones, 
fueron clave en los esfuerzos de la AIB por crear un partido masivo durante la 
campaña para las elecciones de 1938. La AIB las exhortó a registrarse y votar y 
les pidió que a su vez instruyeran y registraran al menos a un hombre o una 
mujer. De ser necesario, las blusas verdes les enseñarían a los analfabetos en sus 
propias casas, y así sus hogares se transformarían en centros electorales. 


Las madres progresistas también remodelaron sus hogares para representar sus 
creencias políticas. Durante la Guerra Civil española, el Comité Argentino de 
Mujeres Pro Huérfanos Españoles, vinculado al comunismo, confeccionó ropa 
cosiendo y tejiendo en las mesas de las cocinas para los niños de la República 
progresista española, que había incorporado a mujeres en el sistema político. Las 
madres, de este modo, ejemplificaron las ideas emancipadoras para sus 
familias.*4 De la misma manera que las blusas verdes convirtieron sus casas en 
centros electorales integralistas, las pertenecientes al Comité transformaron las 
suyas en centros antifascistas. 


Algunas militantes derechistas parecían abrigar ideas más amplias de la 
liberación femenina que sus camaradas varones. Una “blusa verde” declaró que 
tanto ella como sus pares eran mujeres “modernas” que estudiaban, trabajaban e 
iban a las calles a defender con “valor varonil” sus identidades e ideas. 
Marchaban junto a los hombres, con los cuales, ella insistió, compartían los 
mismos derechos y posibilidades." Esta declaración se asemejó a los 
comentarios de la líder socialista argentina, la doctora Alicia Moreau de Justo: 
“las muchachas modernas” se estaban emancipando mediante su educación y su 
trabajo, y centraban sus ideas en obtener los mismos derechos y oportunidades 
que los hombres. No obstante, puede que la “blusa verde” haya estado en 
desacuerdo con la insistencia de Moreau de que buscar un esposo no figuraba 
entre las prioridades de estas muchachas.*é 


Abrazando incluso más la modernidad, la nacionalista Isabel Giménez hizo 
público su apoyo al sufragio para las mujeres alfabetizadas nacidas en Argentina. 
Sus ideas se acercaron a las del grupo moderado feminista, la Asociación 
Argentina del Sufragio Femenino. Acusando a las inmigrantes comunistas de 
enseñarles a sus hijos a odiar la nación, Giménez se opuso a darle el voto a las 
mujeres naturalizadas, mientras que la Asociación lo apoyó para aquellas que 
habían residido en Argentina por muchos años. La postura de Giménez era 
intolerante, pero aun así era más liberadora para las mujeres nacidas en 
Argentina que la posición del periódico nacionalista Bandera Argentina, que 
declaró que el voto femenino era “una locura”.57 


Algunas mujeres derechistas radicales promovieron niveles de autonomía y de 
crítica que contradecían la visión de la liberación exaltada por sus movimientos. 
María José Nunes, una mecanógrafa soltera brasileña, era vista como una “mujer 
macho”, puesto que fumaba, usaba pantalones y vestía una blusa verde en 
público. En una marcha de la AIB, intercambió insultos con obreros, que 
arrojaron piedras y cigarros a Nunes y a otros manifestantes. La violencia 
resultante dejó a un integralista muerto.? La escritora brasileña comunista 
Patricia Galváo (Pagu) puede que haya superado a Nunes: su libertad sexual 
ridiculizó el matrimonio, y su novela Parque industrial atacó los roles 
domésticos femeninos. Pagu contrató a una enfermera para que cuidara a su bebé 
y le dedicó menos atención a él que a su militancia y a su escritura. El Partido la 
reprendió por su feminismo abierto y sus descripciones del abuso sexual de las 
obreras.52 


Otra mujer que desafió las nociones de género de sus coetáneos varones fue 


Teresa Bustos, una trabajadora textil perteneciente a la UNS de México. 
Llevando la bandera sinarquista, encabezó una procesión al entierro de seis 
camaradas asesinados en 1939. La policía la mató junto con otros manifestantes. 
Irónicamente, se transformó en un símbolo de valentía para un movimiento que 
instaba a las mujeres a seguir su ejemplo, y sin embargo, al mismo tiempo les 
decía que se quedaran en la casa y en la retaguardia. 


Reacias a buscar refugio en la esfera doméstica, Nunes y Bustos fueron soldados 
de la causa. Algunos movimientos de extrema derecha describieron a sus 
seguidoras utilizando un lenguaje con ecos marciales. La Liga Patriótica 
Argentina y los nacistas organizaron “brigadas femeninas”.9 Iveta Ribeiro, 
directora de la revista femenina de la AIB, le aconsejaba a la mujer integrante de 
este movimiento: “honra[r] y dignifica[r] tu blusa verde en las horas de combates 
morales por la victoria del integralismo, con el mismo ardor [...] con que los 
soldados honran y dignifican el uniforme en los combates rudos en defensa de la 
Patria”. Pero al retratar a las mujeres como soldados, socavaba los constructos 
maternales. También corría el riesgo de sugerir que las mujeres eran ciudadanas 
y por lo tanto merecían votar, dado que por lo general la ciudadanía y el sufragio 
se basaban en el servicio militar. Uno podría interpretar esto como un mensaje 
liberador, aunque tal vez no intencional, consistente con la naturaleza 
contradictoria de la contrarrevolución. 


CONCLUSIONES 


Los conflictos y desencuentros entre contrarrevolucionarios y progresistas 
fueron muchos. Los primeros (en particular los hombres), creyendo tanto en la 
jerarquía de género como en la de clase, tendían a ver la emancipación de las 
mujeres como un proceso facilitado por las clases altas. Casi todas las 
progresistas pensaron que las mujeres debían emanciparse a sí mismas. 


Por momentos, los de la extrema derecha utilizaron los mismos términos que los 
progresistas, pero los interpretaron de modo distinto, o bien su acuerdo aparente 
con ciertas ideas progresistas era superficial. En la década de 1930, para la 
mayoría de los fascistas liberar a las mujeres significaba enviarlas a casa. En 
cambio, las feministas promovieron una liberación amplia que les permitiría 
disfrutar los mismos derechos y oportunidades que tenían los hombres. 
Asociándola a la liberación femenina, para la derecha radical la paz significaba 


la ausencia del conflicto de clases y una sociedad estratificada. Para las mujeres 
de izquierda significaba el fin del militarismo y de la opresión de clase y de 
género. Ambos bandos reconocieron las tensiones entre parejas en hogares 
empobrecidos; mientras que las progresistas suponían que mitigarían estas 
condiciones al restringir la dominación masculina y la explotación capitalista, la 
derecha radical instaría a los hombres a llevar a cabo sus deberes y estimularía la 
cooperación entre clases. 


Los progresistas y contrarrevolucionarios establecieron algunos paralelismos. 
Ambos pensaban que el otro bando debía ser derrotado para obtener la paz y la 
liberación femenina; ambos politizaron los hogares y acusaron al otro de destruir 
la misión de las mujeres al convertirlas en máquinas de producir bebés. Los 
hombres en la extrema derecha y en la izquierda solían ver los problemas de las 
mujeres como no prioritarios. De hecho, a lo largo de todo el espectro 
ideológico, las mujeres carecían de autonomía, en particular aquellas de la 
extrema derecha.$ Los hombres de la izquierda y de la extrema derecha, salvo 
los camisas verdes, subestimaron la participación femenina. Pero las progresistas 
establecieron sus propias publicaciones periódicas; en la extrema derecha, sólo 
las blusas verdes parecen haber tenido una. 


Otro paralelismo fue la variedad de perspectivas sobre la liberación de la mujer 
dentro de las filas del progresismo y el derechismo. No sorprende que hombres 
de diversas proveniencias políticas poseyeran nociones más restringidas que las 
de sus camaradas mujeres. No obstante, algunas mujeres fascistas discreparon 
entre sí. En general los progresistas fueron más consistentes que sus adversarios. 
Con todo, esta diferencia también refleja una tendencia general entre los 
contrarrevolucionarios: su estilo ambiguo y cambiante les permitía aparecer a 
veces como retrógrados y a veces como visionarios, aumentando, de esta 
manera, su atractivo. La AIB es un buen ejemplo.* 


También hubo puntos de encuentro entre miembros de bandos opuestos. Por 
ejemplo, los contrarrevolucionarios, especialmente en la década de 1930, 
enfatizaron la diferencia de género, de la misma manera en que lo hicieron 
muchas feministas e izquierdistas. Las mujeres progresistas y algunas personas 
de extrema derecha, especialmente en Brasil, aparentemente podían estar de 
acuerdo respecto a la necesidad del voto, la educación, el trabajo fuera de casa y 
la igualdad de oportunidades y salarios. Ambos lados reconocieron la injusticia 
económica y la UAM y los nacistas promovieron la paternidad responsable. En 
la década de 1920 la doctora Ernestina Acevedo y María Junqueira Schmidt 


estuvieron de acuerdo con un feminismo moderado.“ 


No obstante, Acevedo y Schmidt parecen ser casos únicos. No pude encontrar 
ninguna evidencia de que en la década siguiente los fascistas hayan leído 
declaraciones feministas o progresistas, y mucho menos de que hayan 
contactado a sus autores. Las líneas ideológicas se habían endurecido. En 
cambio, los contrarrevolucionarios se refirieron a fuerzas amorfas y 
conspiradoras” que, a su parecer, se habían aliado para destruir la noción 
burguesa de feminidad, familia, propiedad y patria. Los hombres y mujeres 
contrarrevolucionarios demonizaron a los progresistas y torcieron sus ideas, y al 
mismo tiempo adaptaron algunas de estas nociones y frases. Es decir, se 
definieron a sí mismos en relación con sus enemigos. 


Pero estos dos lados también surgieron del mismo proceso y por eso fueron 
interdependientes. Reaccionaron de diferentes maneras a la expansión del 
capitalismo y sus desigualdades inherentes; a la creciente política de masas; a la 
revolución bolchevique y su programa para mujeres, y a la incorporación de las 
mujeres a la fuerza laboral urbana, a la educación superior y al campo 
profesional —en suma, a la modernización—. La denuncia de Pérez del 
casamiento y de formas de convivencia al estilo soviético ilustra de modo 
notable los temores de la derecha de que la modernidad resultaría en la 
disolución social. Pero en algunos casos y momentos, ella y otras blusas verdes 
aceptaron aspectos de la modernidad. 


Entonces, ¿por qué los hombres de la extrema derecha tomaron en consideración 
la idea de “liberar” a las mujeres? Su interpretación de la emancipación 
femenina no contradijo necesariamente su ideal de un sistema estratificado de 
género y de clase. Aun cuando lo hizo, esto sirvió para demostrar que 
supuestamente podrían ser revolucionarios, al menos en estilo y retórica. 
Teóricamente, este rasgo podía servir para atraer el apoyo popular. Sin embargo, 
sin el respaldo de los militares, la Iglesia católica y la derecha moderada, este 
apoyo resultó insuficiente para llevarlos al poder. 


Los contrarrevolucionarios vieron el feminismo como un desafío, una amenaza 
o, especialmente en Brasil, una fuerza que no podían ignorar. Por tanto, sus 
perspectivas giraron en torno a nociones progresistas de la liberación de las 
mujeres que ocasionalmente abordaron de modos complejos. Algunas mujeres 
derechistas radicales podían combinar un antiizquierdismo ferviente con un 
interés módico en los derechos civiles y políticos. Para el estudio de género y las 


mujeres en Latinoamérica resulta vital saber que a veces el feminismo tuvo 
simpatizantes inesperados. También es necesario para los que estudian las 
derechas latinoamericanas comprender de qué manera cuestiones de mujeres y 
de género se entrecruzan con asuntos de gran importancia para estos 


movimientos. 
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«AMBAS ORILLAS» 


Este libro rastrea las maneras en las cuales las derechas de los 
paises iberoamericanos procesaron los desafios vividos entre el 
final de la Primera Guerra Mundial y la crisis económica de 
1929-1930, así como la forma en que desarrollaron ideologías, 
culturas y prácticas políticas específicas. Para ello se examina el 
vínculo entre los regímenes políticos y los intereses dominantes. 

El análisis de los actores centrales y de sus intereses permite 
conocer los enfrentamientos producidos por la conflictividad 
sindical, la influencia de la Revolución rusa (y también de la 
mexicana), la creación de partidos comunistas, el impacto del 
fascismo italiano y la reacción de los dueños del capital y de las 
fuerzas oligárquicas tradicionales. Sus ideologías y prácticas 
políticas son fundamentales en muchos de los artículos, mismos 
que examinan los mecanismos que las derechas desarrollaron 
para organizar y defender sus intereses, empleando a menudo la 
violencia de agentes estatales, paraestatales y particulares. 

El corte temporal inicia tras la Gran Guerra, con sus vendava- 
les económicos, las réplicas del comunismo fuera de la Unión 
Soviética y el impacto del fascismo más allá de Italia, y cierra 
con la crisis financiera y económica de 1929, cuyos efectos en 
algunos países durarían hasta la Segunda Guerra Mundial. No 
cabe duda de que, en el mundo iberoamericano, la experiencia 
de la década de 1920 marcó el surgimiento de nuevas culturas 
políticas y de construcciones de derecha e izquierda, de las 
cuales se desprendieron retos y confrontaciones que continua- 
ron hasta la llamada Guerra Fría y más allá. 
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